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INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL AL SERVICIO 
DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO

Oficio de la Procuraduría General de la República con el que envía contestación a
punto de acuerdo, aprobado por la Cámara de Diputados en la sesión del día 4 del
presente mes, por el que se exhorta a esa dependencia a intervenir de inmediato
ante las actividades de Miguel Angel Yunes Linares, director general del Instituto
de Seguridad Social al Servicio de los Trabajadores del Estado, quien ha dispues-
to de recursos públicos en su provecho, y a dar pronta respuesta a la denuncia in-
terpuesta por la diputada local Elvia Ruiz Cesáreo, ante la Fiscalía Especializada
en Delitos Cometidos por los Servidores Públicos de la Procuraduría General de
la República. Se remite a la Comisión de la Función Pública, para su conoci-
miento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PROTECCION DE LOS DERECHOS HUMANOS

Oficio del Congreso de Nuevo León con el que envía contestación a punto de
acuerdo, aprobado por la Cámara de Diputados en la sesión del día 1 de abril pa-
sado, por el que se exhorta a los Congresos de las entidades federativas a armoni-
zar su legislación con los tratados internacionales en materia de discriminación y
protección de los derechos humanos. Se remite a la Comisión de Derechos Hu-
manos, para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEQUIA

Oficio de la Comisión Nacional del Agua con el que envía contestación a punto de
acuerdo, aprobado por la Cámara de Diputados por el que se exhorta a la Secreta-
ría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación y a la Co-
misión Nacional del Agua (Conagua) a impulsar un programa especial de emer-
gencia para canalizar apoyos a las zonas afectadas por la sequía atípica, aplicando
los recursos del Fondo de Desastres Naturales y del Programa de Atención a Con-
tingencias Climatológicas. Se remite a la Junta de Coordinación Política, para su
conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO

Oficio de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público con el que envía informa-
ción relativa al pago de las participaciones a las entidades federativas correspon-
diente al mes de octubre de 2009, desagregada por tipo de fondo. Se remite a la
Comisión de Hacienda y Crédito Público para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . 

JUEGOS PANAMERICANOS 2011

Oficio de la Secretaría de Gobernación con el que envía contestación a punto de
acuerdo, aprobado por la Cámara de Diputados el pasado 29 de octubre, por el que
se exhorta al Poder Ejecutivo federal, al Gobierno del Estado de Jalisco y al ayun-
tamiento de Guadalajara, en relación con la realización de los Juegos Panameri-
canos 2011. Se remite a la Junta de Coordinación Política, para su conocimiento.
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PERMISOS PARA DESEMPEÑAR CARGO DE CONSUL HONORARIO

Dos oficios de la Secretaría de Gobernación por los que solicita el permiso cons-
titucional necesario para que los ciudadanos Armando Antonio Aguilar Ruibal y
Oscar Ernesto de la Fuente Groskorth puedan desempeñar el cargo de cónsul ho-
norario del Reino de España en Los Cabos, con circunscripción consular en Baja
California Sur, y de Malta en la Ciudad de México, con circunscripción consular
en toda la república, respectivamente. Se turnan a la Comisión de Gobernación. . 

PERMISOS PARA PRESTAR SERVICIOS EN REPRESENTACIONES 
DIPLOMATICAS

Oficio de la Secretaría de Gobernación por el que solicita el permiso constitucio-
nal necesario para que cuatro ciudadanos mexicanos puedan prestar servicios en
diversas representaciones diplomáticas en México, respectivamente. Se turna a la
Comisión de Gobernación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL SEGURO SOCIAL

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma los artículos 206 y 211 de la Ley del Seguro Social, presentada
por el senador Tomás Torres Mercado. Se turna a las Comisiones Unidas de Ha-
cienda y Crédito Público y de Seguridad Social. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CODIGO FISCAL DE LA FEDERACION

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite iniciativa con proyecto de de-
creto que adiciona un segundo párrafo al artículo 11 del Código Fiscal de la Fe-
deración, presentada por los senadores Antonio Mejía Haro, Rubén Velázquez Ló-
pez y Claudia Sofía Corichi García. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito
Público.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

Oficio de la Cámara de Senadores por el que devuelve, para los efectos de la frac-
ción D) del artículo 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, minuta con proyecto de decreto que adiciona los artículos tercero y cuarto
transitorios al decreto por el que se reforma el artículo 74 de la Ley Federal del
Trabajo, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 17 de enero del
2006. Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social. . . . . . . . . . . . . . . . . 

ARTICULO 16 CONSTITUCIONAL

Oficio de la Cámara de Senadores por el que comunica que las Comisiones Uni-
das de Puntos Constitucionales y de Estudios Legislativos Segunda desecharon la
minuta con proyecto de decreto por el que se adiciona un segundo y tercer párra-
fos, recorriéndose los subsecuentes en su orden al artículo 16 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos Cons-
titucionales.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACION 2010

El Presidente informa que el viernes 13 de noviembre se recibieron siete oficios
de la Cámara de Senadores con los que remite igual número de proposiciones con
punto de acuerdo relativas al Presupuesto de Egresos de la Federación para 2010,
que se turnaron a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, en virtud de la ur-
gencia para que fueran tomadas en consideración y en las que solicitaba el incre-
mento a recursos destinados a:

Llevar a cabo diversas obras públicas de infraestructura en el estado de México,
presentada por la senadora Adriana González Carrillo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Evitar la reducción de los recursos asignados a la Universidad Nacional Autóno-
ma de México, presentada por los senadores Alfonso Sánchez Anaya, Javier Cas-
tellón Fonseca, José Luis García Zalvidea y Rosalinda López Hernández.. . . . . . 

La Universidad Autónoma Metropolitana, presentada por los senadores Javier
Castellón Fonseca, José Luis García Zalvidea, Rubén Fernando Velázquez López,
José Guadarrama Márquez y Carlos Sotelo García. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Apoyar los proyectos educativos impulsados por centros comunitarios de migran-
tes mexicanos en Estados Unidos, presentada por el senador Tomás Torre Merca-
do. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Dar continuidad a los proyectos de infraestructura carretera en Tabasco, presenta-
da por el senador Francisco Herrera León. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El Secretariado Técnico del Consejo Nacional para las Personas con Discapaci-
dad, presentada por los senadores Guillermo Enrique Tamborrel Suárez, Emma
Lucía Larios Gaxiola y Alfredo Rodríguez Pacheco. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La Universidad Juárez Autónoma de Tabasco, presentada por el senador Francis-
co Herrera León. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY PARA LA PROTECCION DE LOS DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS
Y ADOLESCENTES - LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A
UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite minuta con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley para la Protección
de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes y reforma el artículo 8 de la
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. Se turna
a las Comisiones Unidas de Atención a Grupos Vulnerables y de Equidad y Gé-
nero. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE DERECHOS LINGÜISTICOS 
DE LOS PUEBLOS INDIGENAS

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite, para los efectos de la frac-
ción E del artículo 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
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nos, minuta con proyecto de decreto que reforma el artículo 13 de la Ley General
de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas. Se turna a la Comisión de
Asuntos Indígenas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

HORARIO ESTACIONAL

Se recibe del diputado Gastón Luken Garza iniciativa con proyecto de decreto que
adiciona la fracción VI del artículo único del decreto por el que se establece el ho-
rario estacional que se aplicará en los Estados Unidos Mexicanos publicado en el
Diario Oficial el 1 de marzo de 2002, para establecer un horario de excepción en
Tijuana, Mexicali, Ciudad Juárez, Ojinaga, Ciudad Acuña, Piedras Negras, Aná-
huac, Nuevo Laredo, Reynosa y Matamoros. Se turna a la Comisión de Energía.

PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACION 2010

Se recibe de diputados del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 35 del proyec-
to de decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal
de 2010, y adiciona un artículo noveno y un décimo transitorios, en referencia a la
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación. Se
turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO

Se recibe de diputados del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo tercero de la
Ley del Impuesto al Valor Agregado, con objeto de aumentar el poder adquisitivo
de los municipios. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público. . . . . . 

AUDITORIA SUPERIOR DE LA FEDERACION

Se recibe del diputado César Augusto Santiago Ramírez iniciativa con proyecto de
decreto por el que se determina no nombrar nuevamente para un segundo periodo
al titular de la Auditoría Superior de la Federación en ejercicio. Se turna a la Co-
misión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federación. . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL - LEY DE LOS DERECHOS DE
LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES

El diputado Jesús Everardo Villareal Salinas presenta iniciativa con proyecto de
decreto que reforma los artículos 19 de la Ley General de Desarrollo Social y 5 de
la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores, para que las personas
adultas mayores de 70 años o más reciban, por ley, un apoyo económico. Se tur-
nan a las Comisiones Unidas de Desarrollo Social y de Atención a Grupos Vulne-
rables. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY QUE CREA EL FIDEICOMISO QUE ADMINISTRARA EL FONDO DE
APOYO SOCIAL PARA EX TRABAJADORES MIGRATORIOS MEXICANOS

La diputada Georgina Trujillo Zentella presenta iniciativa con proyecto de decre-
to que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley que Crea el Fideico-
miso que Administrará el Fondo de Apoyo Social para ex Trabajadores Migrato-
rios Mexicanos, a fin de reconocer a los concubinos e hijos ante la muerte del ex
trabajador migratorio mexicano como beneficiarios del fondo de ahorro social. Se
turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul, el diputado César Francisco Burelo Burelo solicita la palabra y el
Presidente le da respuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

REGLAMENTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACION
PUBLICA Y PROTECCION DE DATOS PERSONALES 
DE LA CAMARA DE DIPUTADOS

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia presenta iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones del Reglamento de Trans-
parencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales de la
Cámara de Diputados, para considerar honorarios los cargos de los consejeros de
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales
de la Cámara de Diputados. Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY PARA EL DESARROLLO DE LA COMPETITIVIDAD DE LA MICRO,
PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA - LEY DE CAMARAS EMPRESARIA-
LES Y SUS CONFEDERACIONES

La diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso presenta iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se adicionan el inciso j) a la fracción II del artículo 4 y la fracción
IX al artículo 11 de la Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la Micro,
Pequeña y Mediana Empresa y se reforman los artículos 7 y 9 de la Ley de Cá-
maras Empresariales y sus Confederaciones, sobre la promoción de una cultura de
responsabilidad social de las empresas y sus organizaciones en las materias de de-
rechos humanos, condiciones laborales, ambiente, transparencia y anticorrupción.
Se turna a la Comisión de Economía. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE COORDINACION FISCAL

El diputado Eviel Pérez Magaña presenta iniciativa con proyecto de decreto que
reforma el artículo 4-A, fracción II, párrafo primero, de la Ley de Coordinación
Fiscal, en relación con los recursos del Fondo de Compensación. Se turna a la Co-
misión de Hacienda y Crédito Público. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE LA COMISION NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS

La diputada Rosa Adriana Díaz Lizama presenta iniciativa con proyecto de decre-
to que reforma el artículo 19 de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos
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Humanos, sobre las facultades del Consejo Consultivo de la Comisión Nacional
de los Derechos Humanos. Se turna a la Comisión de Derechos Humanos. . . . . 

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA

La diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso presenta iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 16 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabili-
dad Hacendaria, que incorpora el concepto, medición y proyección del balance
primario ajustado. Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Publica. . . . 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

El diputado Leobardo Soto Martínez presenta iniciativa con proyecto de decreto
que reforma los artículos 29 y 95 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, en rela-
ción con las guarderías infantiles del Instituto Mexicano del Seguro Social. Se tur-
na a la Comisión de Hacienda y Crédito Público. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY PARA LA IMPORTACION DEFINITIVA DE VEHICULOS USADOS
PROCEDENTES DE LA ZONA DEL TRATADO DE LIBRE COMERCIO DE
AMERICA DEL NORTE

La diputada Graciela Ortiz González presenta iniciativa con proyecto de decreto
que expide la Ley para la Importación Definitiva de Vehículos Usados Proceden-
tes de la Zona del Tratado de Libre Comercio de América del Norte. Se turna a la
Comisión de Economía, con opinión de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

El diputado David Hernández Pérez presenta iniciativa con proyecto de decreto
que reforma los artículos 29 y 31 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, sobre las
deducciones fiscales para las personas físicas y morales que apliquen la contrata-
ción de empleados mayores de 45 años. Se turna a la Comisión de Hacienda y Cré-
dito Público. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL SERVICIO PUBLICO DE ENERGIA ELECTRICA

La diputada Rosalina Mazari Espín presenta iniciativa con proyecto de decreto
que adiciona el artículo 26 Bis de la Ley del Servicio Público de Energía Eléctri-
ca, para el cobro justo, y a fin de dar avisó a los usuarios sobre los cortes de ener-
gía eléctrica por mantenimiento de las redes de transmisión y suministro. Se turna
a la Comisión de Energía. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

REGISTRO DE ASISTENCIA. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES - CODIGO PENAL
FEDERAL

El diputado Agustín Carlos Castilla Marroquín presenta iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código Federal de Pro-
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cedimientos Penales y del Código Penal Federal, en relación a los derechos de los
menores de edad. Se turna a la Comisión de Justicia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul, la diputada Yolanda de la Torre Valdez se adhiere a la iniciativa.

Desde su curul, el diputado Agustín Carlos Castilla Marroquín acepta. . . . . . . . . 

CAMARA DE DIPUTADOS

Desde sus respectivas curules realizan comentarios en relación de la vigilancia en
el Palacio Legislativo los diputados:

Laura Itzel Castillo Juárez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El Presidente da respuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE FISCALIZACION Y RENDICION DE CUENTAS 
DE LA FEDERACION - LEY ORGANICA DEL CONGRESO GENERAL
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS - 
REGLAMENTO PARA EL GOBIERNO INTERIOR DEL
CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El diputado César Augusto Santiago Ramírez presenta iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de Fiscalización
y Rendición de Cuentas de la Federación, de la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos y del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, en relación al proceso de
revisión de la Cuenta de la Hacienda Pública Federal por parte de la Cámara de
Diputados. Se turna a las Comisiones Unidas de Función Pública y de Régimen,
Reglamentos y Prácticas Parlamentarias. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul, el diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña se adhiere a
la iniciativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul, el diputado César Augusto Santiago Ramírez acepta. . . . . . . . . . 

ELADIO DE LA CRUZ MALDONADO

El Presidente informa del fallecimiento del ciudadano Eladio de la Cruz Maldo-
nado electo como diputado federal suplente por el II distrito del estado de Tabas-
co en la presente Legislatura. Se guarda un minuto de silencio. . . . . . . . . . . . . . 

PROGRAMA DE APOYO AL CAMPO

Se recibe de diputados del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Comisión de
Presupuesto y Cuenta Pública, y al titular de la Secretaría de Agricultura, Desa-
rrollo Rural, Pesca y Alimentación a considerar en el diseño del Programa de Apo-
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yo al Campo estrategias que permitan otorgar asistencia técnica y capacitación a
los beneficiarios de éste. Se turna a las Comisiones de Agricultura y Ganadería y
de Presupuesto y Cuenta Pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PROGRAMA NACIONAL DE BIOCOMBUSTIBLES

Se recibe del diputado Francisco Alberto Jiménez Merino proposición con punto
de acuerdo, por el que se exhorta a los titulares de las Secretarías de Agricultura,
Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación; de Energía; y de Medio Am-
biente y Recursos Naturales a diseñar e implantar un programa nacional de bio-
combustibles para fomentar el desarrollo económico regional, reducir los efectos
del calentamiento global y apoyar el desarrollo de las cadenas productivas, a fin
de revertir el deterioro de los ecosistemas del país. Se turna a las Comisiones Uni-
das de Energía, de Agricultura y Ganadería, y de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

AUTOPRODUCCION ALIMENTARIA

Se recibe del diputado Francisco Alberto Jiménez Merino proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta a los titulares de las Secretarías de Agricultura, Gana-
dería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, y de Desarrollo Social; así como del
Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia y del Instituto Mexicano del Segu-
ro Social a establecer coordinación interinstitucional que implante un plan piloto na-
cional de autoproducción alimentaria en el que participen de manera activa las fa-
milias rurales y las urbanas para producir, mediante huertos y granjas, al menos una
parte de los alimentos que necesitan e iniciar un proceso de desarrollo duradero. Se
turna a las Comisiones Unidas de Desarrollo Rural, y de Desarrollo Social. . . . . . 

ESTANCIAS INFANTILES PARA HIJOS DE ESTUDIANTES 
DE UNIVERSIDADES PUBLICAS

La diputada Martha Elena García Gómez presenta proposición con punto de acuer-
do por el que se solicita a los rectores de las universidades públicas del país que es-
tablezcan estancias infantiles destinadas a brindar el servicio de guardería para las y
los hijos de las estudiantes de estas instituciones, con el propósito de evitar su de-
serción y brindarles apoyo en el desarrollo educativo. Se turna a las Comisiones Uni-
das de Educación Pública y Servicios Educativos, y de Equidad y Género. . . . . . . 

Desde su curul, la diputada María Elena Pérez de Tejada Romero se adhiere a la
proposición. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul, la diputada Martha Elena García Gómez acepta. . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE JALISCO

La diputada Olivia Guillén Padilla presenta proposición con punto de acuerdo por
el que se solicita al titular de la Secretaría de Educación del estado de Jalisco que
asigne el envío periódico o permanente de profesionales de atención psicoeduca-
tiva y psicosocial a las escuelas primarias y secundarias de esa entidad. Se turna a
la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos. . . . . . . . . . . . . . . . . 
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SECRETARIA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES

El diputado Cuauhtémoc Salgado Romero presenta proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes a
informar sobre la ubicación, funcionamiento y supervisión de los puntos de veri-
ficación que existen en el país; y a los gobiernos estatales, a determinar las medi-
das necesarias a fin de que se cumplan los reglamentos de circulación en los ca-
minos y puentes de su jurisdicción. Se turna a la Comisión de Transportes. . . . . 

SALARIOS MINIMOS

El diputado Ramón Jiménez López presenta proposición con punto de acuerdo por
el que exhorta a la Comisión Nacional de Salarios Mínimos a fijar un aumento sa-
larial para 2010 de al menos 6.5 por ciento y constituir un grupo de trabajo encar-
gado de elaborar las reformas necesarias para que la Cámara de Diputados sea la
que fije los incrementos. Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social. . 

El diputado Porfirio Alejandro Muñoz Ledo y Lazo de la Vega contesta alusiones
personales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONTROL SANITARIO EN LA PUBLICIDAD

El diputado Jesús María Rodríguez Hernández presenta proposición con punto de
acuerdo por el que se solicita a la Comisión Federal para la Protección contra Ries-
gos Sanitarios que informe sobre el ejercicio de sus facultades en materia de con-
trol en la publicidad. Se turna a la Comisión de Salud. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul, el diputado Antonio Benítez Lucho se adhiere a la proposición. 

Desde su curul, el diputado Jesús María Rodríguez Hernández acepta. . . . . . . . . 

PROGRAMA DE CREACION DE EMPLEOS EN ZONAS DE MARGINACION

El diputado Heriberto Ambrosio Cipriano presenta proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta al titular de la Secretaría de Economía a informar
sobre el programa de empleos en zonas de marginación, sobre los recursos y el pa-
drón de beneficiarios, a fin de certificar que se atienden esas áreas. Se turna a la
Comisión de Economía. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul, la diputada Olivia Guillén Padilla se adhiere a la proposición. . . 

Desde su curul, el diputado Heriberto Ambrosio Cipriano acepta. . . . . . . . . . . . 

COMISION DE PROTECCION CIVIL

La diputada Narcedalia Ramírez Pineda presenta proposición con punto de acuer-
do, por el que se solicita a la Junta de Coordinación Política que acuerde la crea-
ción de la Comisión de Protección Civil o de un grupo plural que atienda y evalúe
las acciones del gobierno federal en las comunidades rurales o regiones dañadas
por los desastres naturales. Se turna a la Junta de Coordinación Política. . . . . . . 
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Desde su curul, la diputada Georgina Trujillo Zentella se adhiere a la proposición.

Desde su curul, la diputada Narcedalia Ramírez Pineda acepta. . . . . . . . . . . . . . 

ASISTENCIA

Desde su curul, el diputado César Francisco Burelo Burelo solicita la verificación
de quórum, a lo que el Presidente responde. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE TAMAULIPAS

La diputada Cristabell Zamora Cabrera presenta proposición con punto de acuer-
do relativo a la zona binacional metropolitana de Nuevo Laredo, Tamaulipas, pa-
ra incluirla en los beneficios del Fondo Metropolitano. Se turna a la Comisión de
Presupuesto y Cuenta Pública.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE CHIAPAS

La diputada Obdulia Magdalena Torres Abarca presenta proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría de Energía y a la Comisión Federal
de Electricidad a reducir las tarifas eléctricas en el estado de Chiapas. Se turna a
la Comisión de Energía. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul, el diputado Sergio Ernesto Gutiérrez Villanueva se adhiere a la
proposición. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul, la diputada Obdulia Magdalena Torres Abarca acepta. . . . . . . . . 

ESTADO DE ZACATECAS

Se recibe del diputado Gerardo Leyva Hernández proposición con punto de acuer-
do relativo a la preservación ecológica del municipio de Mazapil, Zacatecas. Se
turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales. . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE TABASCO

Se recibe de la diputada María Estela de la Fuente Dagdug proposición con punto
de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo federal y al titular de la Secretaría
de Gobernación a destinar mayores recursos del Fondo para Desastres Naturales,
con el objetivo de atender la emergencia que se presenta en diversos municipios
del estado de Tabasco por las lluvias torrenciales. Se turna a la Comisión de Go-
bernación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PEQUEÑAS Y MEDIANAS EMPRESAS

La diputada Blanca Estela Jiménez Hernández presenta proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta al Gobierno federal a elaborar suficientes programas
de otorgamiento de microcréditos a las pequeñas y medianas empresas. Se turna a
la Comisión de Economía. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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ESTADO DE QUERETARO

El diputado Balfre Vargas Cortez presenta proposición con punto de acuerdo por
el que se exhorta al gobernador de Querétaro de Arteaga a cumplir el convenio de
servidumbre legal de acueducto y de paso para conducción de energía eléctrica ce-
lebrado por esa entidad en favor de la comunidad maconí, en el municipio de Ca-
dereyta de Montes. Se turna a las Comisiones Unidas de Derechos Humanos, y de
Desarrollo Social. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE GUERRERO

El diputado Cuauhtémoc Salgado Romero presenta proposición con punto de
acuerdo, por el que se exhorta al gobernador y al Congreso de Guerrero a realizar
el análisis y estudio para considerar la creación de la octava región en la sierra del
estado. Se turna a las Comisiones Unidas de Desarrollo Rural, y de Desarrollo So-
cial. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul, el diputado Armando Ríos Piter se adhiere a la proposición. . . . 

ESTADO DE COLIMA

El diputado Leoncio Morán Sánchez presenta proposición con punto de acuerdo
por el que se exhorta al Congreso de Colima a informar a esta soberanía, median-
te el Organo Superior de Auditoría y Fiscalización Gubernamental, sobre la ope-
ración de compraventa de un terreno de la zona La Boquita entre el gobierno del
estado y Puerto Santiago Manzanillo. Se turna a la Comisión de Vigilancia de la
Auditoría Superior de la Federación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SALUD MENTAL

La diputada Mariana Ivette Ezeta Salcedo presenta proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta al Consejo Nacional de Salud a eximir de la cuota
de recuperación la consulta externa en atención de salud mental. Se considera de
urgente resolución y es aprobada; comuníquese. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ORDEN DEL DIA

De la próxima sesión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CLAUSURA Y CITATORIO. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RESUMEN DE TRABAJOS. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESION. . . . . . . . . . . . . 
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Presidencia del diputado 
Francisco Javier Ramírez Acuña

ASISTENCIA

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Pido a la Secretaría que haga del conocimiento de esta
Presidencia el resultado del cómputo de asistencia de las
señoras y los señores diputados.

La Secretaria diputada Georgina Trujillo Zentella: Se
informa a la Presidencia que existen previamente registrados
279 diputados. Por tanto, hay quórum, señor presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña (a las 12:04 horas): Se abre la sesión.

ORDEN DEL DIA

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Consulte la Secretaría a la asamblea si se dispensa de
lectura al orden del día, en virtud de que se encuentra pu-
blicado en la Gaceta Parlamentaria.

El diputado Mario Alberto di Costanzo Armenta (desde
la curul): Presidente

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Permítame secretaria, por favor. Sí, el diputado Mario
di Costanzo.

El diputado Mario Alberto di Costanzo Armenta (desde
curul): Presidente, para preguntarle, en el reloj parlamenta-
rio, ¿qué día es?

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Continúe la secretaría.

La Secretaria diputada Georgina Trujillo Zentella: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica, se
consulta a la asamblea si se le dispensa de lectura al orden
del día.

Quienes estén por la afirmativa, favor de manifestarlo.
Quienes estén por la negativa, favor de manifestarlo. 

Señor presidente, mayoría por la afirmativa. Se dispensa de
lectura.

«Primer Periodo de Sesiones Ordinarias.— Primer Año de
Ejercicio.— LXI Legislatura.

Orden del día 

Miércoles 18 de noviembre de 2009.

Lectura del acta de la sesión anterior.

Comunicaciones

La Secretaría de Cultura del Gobierno del Distrito Federal
invita a la ceremonia cívica conmemorativa del 87 aniver-
sario luctuoso de Ricardo Flores Magón.

Oficio de la Procuraduría General de la República

Con el que remite contestación a punto de acuerdo aproba-
do por la Cámara de Diputados.

Oficio del Congreso del estado de Nuevo León

Con el que remite contestación a punto de acuerdo aproba-
do por la Cámara de Diputados.

Oficio de la Comisión Nacional del Agua

Con el que remite contestación a punto de acuerdo aproba-
do por la Cámara de Diputados.

Oficio de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público

Con el que remite la información relativa al pago de las par-
ticipaciones a las entidades federativas, correspondientes al
mes de octubre de 2009, desagregada por tipo de fondo.

Oficios de la Secretaría de Gobernación

Con el que remite contestación de la Secretaría de Educa-
ción Pública a punto de acuerdo aprobado por la Cámara de
Diputados.

Por el que solicita el permiso constitucional necesario para
que el ciudadano Armando Antonio Aguilar Ruibal pueda
desempeñar el cargo de cónsul honorario del Reino de Es-
paña en Los Cabos, con circunscripción consular en el es-
tado de Baja California Sur. (Turno a Comisión)

Por el que solicita el permiso constitucional necesario para
que el ciudadano Óscar Ernesto de la Fuente Groskorth
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pueda desempeñar el cargo de cónsul honorario de Malta
en la Ciudad de México, con Circunscripción Consular en
toda la República Mexicana. (Turno a Comisión)

Por el que solicita el permiso constitucional necesario para
que los ciudadanos María Elena Patiño Vázquez, Alejandro
García García, Edgar Sánchez Ladrón de Guevara y César
Yamil Palozzi Moras puedan prestar sus servicios a los
Consulados de los Estados Unidos de América en Monte-
rrey, Nuevo León; Nuevo Laredo, Tamaulipas, y Ciudad
Juárez, Chihuahua, respectivamente. (Turno a Comisión)

Oficios de la Cámara de Senadores

Con el que remite iniciativa con proyecto de decreto que
reforma los artículos 206 y 211 de la Ley del Seguro So-
cial, presentada por el senador Tomás Torres Mercado, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. (Turno a Comisión)

Con el que remite iniciativa con proyecto de decreto que
adiciona un segundo párrafo al artículo 11 del Código Fis-
cal de la Federación, presentada por los senadores Antonio
Mejía Haro, Rubén Velázquez López y Claudia Sofía Cori-
chi García, del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática. (Turno a Comisión)

Con el que devuelve minuta con proyecto de decreto que
adiciona los artículos tercero y cuarto transitorios al decre-
to por el que se reforma el artículo 74 de la Ley Federal del
Trabajo, publicado en el Diario Oficial de la Federación el
día 17 de enero de 2006, para los efectos de la fracción D
del artículo 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos. (Turno a Comisión)

Con el que comunica que las Comisiones Unidas de Pun-
tos Constitucionales, y de Estudios Legislativos Segunda
desecharon la minuta proyecto de decreto por el que se adi-
cionan un segundo y tercer párrafos, recorriéndose los sub-
secuentes en su orden, al artículo 16 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos. (Turno a
Comisión)

Con el que remite proposición con punto de acuerdo a fin
de que en el Presupuesto de Egresos de la Federación 2010
se otorguen recursos suficientes para llevar a cabo diversas
obras públicas de infraestructura para el estado de México,
presentado por la senadora Adriana González Carrillo, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Con el que remite proposición con punto de acuerdo a fin
de que en el Presupuesto de Egresos de la Federación 2010
se evite la reducción del recurso asignado a la Universidad
Autónoma de México, presentado por los senadores Alfon-
so Sánchez Anaya, Javier Castellón Fonseca, José Luis
García Zalvidea y Rosalinda López Hernández, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a Comisión)

Con el que remite proposición con punto de acuerdo a fin
de que en el Presupuesto de Egresos de la Federación 2010
se consideren los recursos suficientes para la Universidad
Autónoma Metropolitana, presentado por los senadores Ja-
vier Castellón Fonseca, José Luis García Zalvidea, Rubén
Fernando Velázquez López, José Guadarrama Márquez y
Carlos Sotelo García, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con el que remite proposición con punto de acuerdo a fin
de que en el Presupuesto de Egresos de la Federación 2010
se destine una partida especial de recursos para apoyar los
proyectos educativos impulsados por centros comunitarios
de migrantes mexicanos en Estados Unidos, presentado por
el senador Tomás Torres Mercado, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido de la Revolución Democrática. (Turno a Co-
misión)

Con el que remite proposición con punto de acuerdo a fin
de que en el Presupuesto de Egresos de la Federación 2010
se consideren recursos para dar continuidad a los proyectos
de infraestructura carretera en el estado de Tabasco, pre-
sentado por el senador Francisco Herrera León, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a Comisión)

Con el que remite proposición con punto de acuerdo a fin
de que en el Presupuesto de Egresos de la Federación 2010
se consideren recursos para el secretario técnico del Con-
sejo Nacional para Personas con Discapacidad, presentada
por los senadores Guillermo Enrique Tamborrel Suárez,
Emma Lucía Larios Gaxiola y Alfredo Rodríguez Pacheco,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Turno a Comisión)

Con el que remite proposición con punto de acuerdo a fin
de que en el Presupuesto de Egresos de la Federación 2010
se consideren mayores recursos para la Universidad Juárez
Autónoma de Tabasco, presentada por el senador Francis-
co Herrera León, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. (Turno a Comisión)



Minutas

Proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dis-
posiciones de la Ley para la Protección de los Derechos de
las Niñas, Niños y Adolescentes y de la Ley General de Ac-
ceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. (Turno
a Comisión)

Proyecto de decreto que reforma el artículo 13 de la Ley
General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indíge-
nas, para los efectos de la fracción E del artículo 72 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
(Turno a Comisión)

Iniciativas

Que adiciona la fracción IV del artículo único del decreto
por el que se establece el horario estacional que se aplica-
rá en los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado
Gastón Luken Garza del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Sólo turno a Comisión)

Que reforma el artículo 35 del proyecto de decreto de Pre-
supuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fis-
cal 2010, y adiciona un artículo noveno y un décimo transi-
torios, suscrito por integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Sólo turno a Comi-
sión)

Que reforma el artículo 3o. de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado, suscrita por integrantes del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional. (Sólo turno a
Comisión)

Que reforma los artículos 19 de la Ley General de Des-
arrollo Social y 5 de la Ley de los Derechos de las Perso-
nas Adultas Mayores, a cargo del diputado Everardo Villa-
real Salinas, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
que crea el Fideicomiso que Administrará el Fondo de
Apoyo Social para ex Trabajadores Migratorios Mexica-
nos, a cargo de la diputada Georgina Trujillo Zentella, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 43 de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del

diputado José Erandi Bermúdez Méndez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Regla-
mento de Transparencia, Acceso a la Información Pública
y Protección de Datos Personales de la Cámara de Diputa-
dos, a cargo del diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia,
del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo. (Turno a
Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
para el Desarrollo de la Competitividad de la Micro, Pe-
queña y Mediana Empresa y de la Ley de Cámaras Empre-
sariales y sus Confederaciones, a cargo de la diputada Co-
ra Pinedo Alonso, del Grupo Parlamentario Nueva Alianza.
(Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Coordinación Fiscal, suscrita por los diputados Eviel Pérez
Magaña y Emilio Mendoza Kaplan, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comi-
sión)

Que reforma el artículo 19 de la Ley de la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos, a cargo de la diputada
Rosa Adriana Díaz Lizama, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 60 de la Ley Federal de Telecomu-
nicaciones, a cargo del diputado Óscar González Yáñez,
del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo. (Turno a
Comisión)

Que reforma el artículo 16 de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, a cargo de la dipu-
tada Cora Pinedo Alonso, del Grupo Parlamentario Nueva
Alianza. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 29 y 95 de la Ley del Impuesto
sobre la Renta, a cargo del diputado Leobardo Soto Martí-
nez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 36 y 36 Bis de la Ley del Servi-
cio Público de Energía Eléctrica, a cargo del diputado Ós-
car González Yáñez, del Grupo Parlamentario del Partido
del Trabajo. (Turno a Comisión)
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Que expide la Ley para la Importación Definitiva de Vehí-
culos Usados Procedentes de la Zona del Tratado de Libre
Comercio de América del Norte, a cargo de la diputada
Graciela Ortiz González y suscrita por diputados integran-
tes del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 29 y 31 de la Ley del Impuesto
sobre la Renta, a cargo del diputado David Hernández Pé-
rez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Turno a Comisión)

Que adiciona el artículo 26 Bis de la Ley del Servicio Pú-
blico de Energía Eléctrica, a cargo de la diputada Rosalina
Mazarí Espín, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Federal de Procedimientos Penales y del Código Penal Fe-
deral, a cargo del diputado Agustín Carlos Castilla Marro-
quín, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal. (Turno a Comisión)

De decreto por el que se determina no proceder a nombrar
nuevamente para un segundo periodo al titular de la Audi-
toría Superior de la Federación en ejercicio, a cargo del di-
putado César Augusto Santiago Ramírez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. (Turno
a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, de
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos y del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo del diputado César Augusto Santiago Ramírez, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. (Turno a Comisión)

Que expide la Ley que crea el Sistema Nacional de Alerta
Temprana sobre el Secuestro o Robo de Niñas o Niños en
México, a cargo de la diputada Yolanda de la Torre Valdez
y suscrita por integrantes del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Proposiciones

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Comisión
de Presupuesto y Cuenta Pública y al titular de la Sagarpa
considerar en el diseño del Procampo estrategias que per-

mitan otorgar una mejor asistencia técnica y capacitación a
los beneficiarios de dicho programa, suscrito por integran-
tes del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Sólo turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titulares
de la Sagarpa, de la Sener y de la Semarnat a diseñar e im-
plementar un Programa Nacional de Biocombustibles, para
fomentar el desarrollo económico regional, reducir los
efectos del calentamiento global y apoyar el desarrollo de
las cadenas productivas, a fin de revertir el deterioro de los
ecosistemas en el país, a cargo del diputado Alberto Jimé-
nez Merino, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. (Sólo turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titulares
de la Sagarpa, de la Sedesol, del DIF y del IMSS, para que
haya una coordinación interinstitucional que implemente
un plan piloto nacional de autoproducción alimentaria, en
el que participen de manera activa las familias rurales y ur-
banas, para que a través de huertos y granjas produzcan al
menos una parte de los alimentos que necesitan e inicien un
proceso de desarrollo duradero, a cargo del diputado Al-
berto Jiménez Merino, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. (Sólo turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Banco de
México y a la Comisión Organizadora de los Festejos Pa-
trios del 2010 respecto de la emisión conmemorativa de los
billetes de cien pesos, a cargo de la diputada María Teresa
Rosaura Ochoa Mejía, del Grupo Parlamentario de Con-
vergencia. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita al titular de la
Secretaría de Educación del Estado de Jalisco que asigne el
envío periódico o permanente de profesionales de la aten-
ción psicoeducativa y psicosocial en las escuelas primarias
y secundarias del estado de Jalisco, a cargo de la diputada
Olivia Guillén Padilla, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita a los rectores
de las universidades públicas del país, la creación de es-
tancias infantiles destinadas a brindar el servicio de guar-
dería para los hijos de las estudiantes de estas instituciones,
con el propósito de evitar la deserción y brindarles apoyo
en el desarrollo educativo, a cargo de la diputada Martha
Elena García Gómez, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)



Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SCT a in-
formar a esta soberanía sobre la ubicación, funcionamien-
to y supervisión de los puntos de verificación en el país; y
a los gobiernos estatales a determinar las medidas necesa-
rias a fin de que se cumpla lo establecido en los reglamen-
tos de circulación en los caminos y puentes de su jurisdic-
ción, a cargo del diputado Cuauhtémoc Salgado Romero,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que exhorta a la Comisión
Nacional de los Salarios Mínimos a fijar un incremento sa-
larial para el año 2010 de al menos 6.5%; y a esta sobera-
nía, a constituir un grupo de trabajo encargado de elaborar
las reformas necesarias para que la Cámara de Diputados
sea la que fije los aumentos de los salarios mínimos, a car-
go del diputado Ramón Jiménez López, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. (Tur-
no a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita a la Comisión
Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios que
rinda un informe detallado, en un plazo no mayor a 30 dí-
as naturales, sobre el ejercicio de sus facultades en materia
de control sanitario de la publicidad, que contenga los per-
misos autorizados y negados, los procedimientos jurisdic-
cionales en que se han impugnado sus negativas y el senti-
do de las resoluciones recaídas a los mismos, las sanciones
que ha aplicado incluyendo a los sujetos sancionados, y las
multas que efectivamente se han cobrado, a cargo del di-
putado Jesús María Rodríguez Hernández, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. (Tur-
no a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titulares
de la Sagarpa y de la Secretaría de Economía a resolver el
problema de los productores de leche, a cargo del diputado
Jorge Rojo García de Alba, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular de la
Secretaría de Economía a rendir un informe detallado del
programa de creación de empleos en zonas de margina-
ción, sobre los recursos y el padrón de beneficiarios, a fin
de certificar que mediante dicho programa se incentiva el
empleo en dichas áreas, a cargo del diputado Heriberto
Ambrosio Cipriano, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita a la Junta de
Coordinación Política que acuerde la creación de la Comi-
sión de Protección Civil o, en su caso, la integración de un
grupo plural que tenga la encomienda de atender y evaluar
las acciones de Protección Civil del Gobierno Federal en
las comunidades rurales o regiones dañadas por los desas-
tres naturales, a cargo de la diputada Narcedalia Ramírez
Pineda, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, relativo a la zona binacional metro-
politana de Nuevo Laredo, Tamaulipas, para incluirla en
los beneficios del Fondo Metropolitano, a cargo de la di-
putada Cristabell Zamora Cabrera, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Co-
misión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Sener y a
la CFE a hacer efectiva con la mayor brevedad la reducción
de las tarifas eléctricas en el estado de Chiapas, a cargo de
la diputada Magdalena Torres Abarca, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. (Tur-
no a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Gobierno Fe-
deral a elaborar los suficientes programas de otorgamiento
de créditos a las micro, pequeñas y medianas empresas, a
cargo de la diputada Blanca Estela Jiménez Hernández, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secretaría
de Salud y a la Comisión Federal para la Protección contra
Riesgos Sanitarios (Cofepris) a informar a esta soberanía
sobre el número de patentes vencidas y el estado de la pu-
blicación de sus perfiles de referencia, a cargo del diputa-
do José Erandi Bermúdez Méndez, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Gobernador
del estado de Querétaro de Arteaga a cumplir el convenio
de servidumbre legal de acueducto y de paso para conduc-
ción de energía eléctrica, celebrado por esa entidad federa-
tiva a favor de la comunidad de Maconí, municipio de Ca-
dereyta de Montes, a cargo del diputado Balfre Vargas
Cortez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. (Turno a Comisión)
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Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los inte-
grantes de esta soberanía a destinar el 10% de su dieta bru-
ta a un fideicomiso para acciones socialmente concretas de
corto alcance, a cargo del diputado Juan Carlos Natale Ló-
pez, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista
de México. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Gobernador
del estado de Guerrero y al Congreso local a realizar el
análisis y estudio correspondiente para evaluar la creación
de la octava región del estado de Guerrero, a cargo del di-
putado Cuauhtémoc Salgado Romero, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. (Turno
a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Congreso
del estado de Colima a informar a esta soberanía, a través
del órgano superior de auditoría y fiscalización guberna-
mental de dicha entidad, sobre la operación de compra-
venta del terreno localizado La Boquita realizada por el go-
bierno del estado y la empresa Puerto Santiago Manzanillo,
S de RL, a cargo del diputado Leoncio Morán Sánchez, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Con punto de acuerdo, relativo a la preservación ecológica
de Mazapil, estado de Zacatecas, a cargo de la diputada
Claudia Edith Anaya Mota, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal y al titular de la Segob a destinar mayores recursos
del Fondo para Desastres Naturales con el objetivo de aten-
der la emergencia en diversos municipios del estado de Ta-
basco por las lluvias torrenciales, a cargo de la diputada
María Estela de la Fuente Dagdug, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Co-
misión)

Con punto de acuerdo, relativo al retiro inmediato de los
mensajes de la LXI Legislatura en los que se omite la plu-
ralidad y divergencia de posturas de los grupos parlamen-
tarios, a cargo del diputado Mauricio Toledo Gutiérrez, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal y al titular de la Segob a destinar mayores recursos
del Fondo para Desastres Naturales con el objetivo de aten-
der la emergencia que se presenta en el Estado de Veracruz

por las lluvias torrenciales, que han afectado a comunida-
des de dicho estado, a cargo del diputado Luis Antonio
Martínez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Comisión
Nacional de los Salarios Mínimos, a fin de que para el año
2010 haya un incremento sustancial en los ingresos de los
trabajadores y cubra efectivamente las necesidades norma-
les de la vida de éstos y sus familias en el orden material,
social y cultural y permita proveer la educación obligatoria
de los hijos, respetando en todo momento la dignidad, a
cargo de la diputada Leticia Quezada Contreras, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, relativo a la situación financiera del
Instituto Mexicano del Seguro Social, a cargo del diputado
Jorge Carlos Ramírez Marín, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Colegio de
Bachilleres y a la SEP a resolver con la mayor brevedad las
demandas de los trabajadores del Sindicato Independiente
Nacional del Colegio de Bachilleres, a cargo del diputado
Mauricio Toledo Gutiérrez, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita a la Suprema
Corte de Justicia de la Nación que ejerza su facultad de in-
vestigación sobre violaciones de garantías individuales por
la extinción de la Compañía de Luz y Fuerza del Centro, a
cargo del diputado Mauricio Toledo Gutiérrez, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, para exhortar al Ejecutivo federal y
al Gobierno del estado de Michoacán a cumplir las dispo-
siciones de la Ley General de Desarrollo Social que impo-
nen la obligación de coordinarse con los ayuntamientos pa-
ra la implementación de programas de desarrollo social, a
cargo de la diputada Jeny de los Reyes Aguilar, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno del
estado de Veracruz a aplicar las medidas necesarias para
atender la problemática de violencia feminicida en la enti-
dad, en particular de los municipios de Isla y Rodríguez
Clara, en concordancia con las obligaciones establecidas



para ello en la Ley de Acceso a las Mujeres a una Vida Li-
bre de Violencia del estado, a cargo de la diputada Alba Le-
onila Méndez Herrera, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Consejo Na-
cional de Salud a eximir de la cuota de recuperación la con-
sulta externa en los servicios de salud mental, a cargo de la
diputada Mariana Ivette Ezeta Salcedo, del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México. (Turno a
Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita la compare-
cencia del director general de la Agencia de Noticias del
Estado Mexicano ante la Comisión de Radio, Televisión y
Cinematografía de la Cámara de Diputados, a cargo del di-
putado Jaime Fernando Cárdenas Gracia, del Grupo Parla-
mentario del Partido del Trabajo. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al director ge-
neral de Pemex a instruya al titular de Pemex Refinación
para que revise los Contratos de franquicia y suministro es-
tablecidos con las estaciones de servicio del país, a fin de
hacer un diagnóstico del funcionamiento del sistema de
control volumétrico en todos los procesos de distribución
de gasolina y diesel, y a emitir la normatividad correspon-
diente de manera integral, a cargo de la diputada Olivia
Guillén Padilla, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los goberna-
dores de las entidades federativas; al jefe del Gobierno del
Distrito Federal, al secretario de Seguridad Pública federal,
al subsecretario del Sistema Penitenciario Nacional y a las
instituciones de asistencia e integración social nacional a
impulsar mayores acciones tendentes a mejorar la calidad
de vida de los niños y niñas que permanecen con sus ma-
dres en los centros de reclusión del país, a cargo del dipu-
tado Carlos Bello Otero, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Cámara de
Diputados a extender un reconocimiento a los mexicanos
ganadores al Premio Goldman al medio ambiente, a cargo
del diputado Guillermo Cueva Sada, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Verde Ecologista de México. (Turno a Co-
misión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los Partidos
Políticos a disminuir voluntariamente el financiamiento

público y que asuman el compromiso de reformar la Cons-
titución con la finalidad de modificar el criterio para calcu-
lar los recursos que reciben, a cargo del diputado Jaime
Fernando Cárdenas Gracia, del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Semarnat
para que realice obras de entubamiento del río Atemajac,
en Guadalajara, Jalisco, y las necesarias para el tratamien-
to de las aguas residuales, suscrito por los diputados Clara
Gómez Caro, Arturo Zamora Jiménez y José Trinidad Pa-
dilla López, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las autorida-
des federales y locales a fortalecer o, en su caso, imple-
mentar mecanismos de prevención, control y supervisión
en hospitales, particularmente en lo relativo a la salida y
entrega de los recién nacidos a sus padres, a fin de evitar la
sustracción ilegal de infantes, a cargo del diputado Agustín
Carlos Castilla Marroquín, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal, a la SCT y la Sedesol a crear un fondo regional es-
pecial para la conservación y mantenimiento de los cami-
nos rurales, a cargo del diputado Socorro Sofío Ramírez
Hernández, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal y a la Sedesol a atender el problema de los niños
jornaleros migrantes, procurándoles los servicios de ali-
mentación, salud y educación, a cargo del diputado Soco-
rro Sofío Ramírez Hernández, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal y al Gobierno del Estado de Guerrero a construir un
hospital de especialidades para la atención de las mujeres
de Tlapa de Comonfort, de la región de la Montaña de di-
cha entidad, a cargo del diputado Socorro Sofío Ramírez
Hernández, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se crea la Comisión Es-
pecial de los ex trabajadores migrantes mexicanos brace-
ros, a cargo de la diputada María Isabel Merlo Talavera, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. (Turno a Comisión)
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Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular del
Ejecutivo federal a instruir a las dependencias correspon-
dientes para que diseñen programas complementarios a fin
de mejorar la precaria situación de las mujeres en el sector
rural, a cargo de la diputada Margarita Liborio Arrazola,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al goberna-
dor del estado de Jalisco a asignar, en acato a los decretos
federales de 1995 y de 1997, así como de acuerdos deri-
vados, un nuevo sitio en el río Verde para construir la in-
fraestructura hidráulica d dotación de agua a la zona me-
tropolitana de Guadalajara y cumplir compromisos con
otras entidades federativas, a cargo del diputado Salvador
Caro Cabrera, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. (Turno a Comisión).

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la ASF a
practicar, en forma urgente, la auditoría de obra pública
que actualmente se lleva a cabo en el hospital general de
Zapopan (Hospitalito), a cargo de la diputada Clara Gómez
Caro, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Turno a Comisión)

Excitativas

A la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, a solicitud
del diputado Mario di Costanzo Armenta, del Grupo Parla-
mentario del Partido del Trabajo.

A las Comisiones Unidas de Justicia, de Derechos Huma-
nos, y de Atención a Grupos Vulnerables, a solicitud del di-
putado Jorge Antonio Kahwagi Macari, del Grupo Parla-
mentario Nueva Alianza.

Agenda política

Comentarios relativos a la privatización de la energía eléc-
trica en México, a cargo del diputado Enrique Ibarra Pe-
droza, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo.

Efeméride

Con motivo del 14 de noviembre, Día Mundial de la Dia-
betes, a cargo de la diputada María del Pilar Torre Canales,
del Grupo Parlamentario Nueva Alianza.»

ACTA DE LA SESION ANTERIOR

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: El siguiente punto del orden del día es la lectura del ac-
ta de la sesión anterior. Pido a la Secretaría consulte a la
asamblea si se le dispensa de lectura, tomando en conside-
ración que ha sido publicada en la Gaceta Parlamentaria.

El Secretario diputado Jaime Arturo Vázquez Aguilar:
Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la asam-
blea, en votación económica, si se le dispensa de lectura al
acta de la sesión anterior, tomando en consideración que ha
sido publicada en la Gaceta Parlamentaria.

Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa,
sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que
estén por la negativa, sírvanse manifestarlo. 

Mayoría por la afirmativa, señor presidente. Se dispensa de
lectura. 

«Acta de la sesión de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, celebrada el viernes trece de noviembre de
dos mil nueve, correspondiente al Primer Periodo de Se-
siones Ordinarias del Primer Año de Ejercicio de la Sexa-
gésima Primera Legislatura.

Presidencia del diputado
Francisco Javier Ramírez Acuña

En el Palacio Legislativo de San Lázaro en la capital de los
Estados Unidos Mexicanos, sede de la Cámara de Diputa-
dos del Congreso de la Unión, con la asistencia de 315 di-
putadas y diputados, a las 12 horas con 4 minutos del vier-
nes 13 de noviembre de 2009, el presidente declara abierta
la sesión.

En sendas votaciones económicas, la asamblea dispensa la
lectura del orden del día y del acta de la sesión anterior, y
de la misma manera aprueba esta última.

La Secretaría de Cultura del Gobierno del Distrito Federal,
invita a la ceremonia cívica conmemorativa del 185 ani-
versario de la expedición del decreto de creación del Dis-
trito Federal. Se designa comisión de representación.

La Junta de Coordinación Política, pone a consideración de
la asamblea los siguientes cambios de los diputados:

a) Del Partido de la Revolución Democrática:



• Emilio Serrano Jiménez cause baja como secretario de
la Comisión de Seguridad Social, y cause alta como se-
cretario de la Comisión de Fomento Cooperativo y Eco-
nomía Social.

• Israel Madrigal Ceja cause alta como secretario de la
Comisión de Seguridad Social, y cause alta como inte-
grante de las Comisiones de Marina, y de Desarrollo
Rural.

• Olga Luz Espinosa Morales cause baja como secreta-
ria de la Comisión de Fomento Cooperativo y Economía
Social.

b) De Nueva Alianza

• Cora Cecilia Pinedo Alonso cause baja como integran-
te del Grupo de Trabajo para dar seguimiento al proce-
so judicial a que se había sometido a ex servidores pú-
blicos de Michoacán, detenidos por presuntos vínculos
con organizaciones delictivas.

• Gerardo del Mazo Morales cause alta como integrante
del Grupo de Trabajo para dar seguimiento al proceso
judicial a que han sido sometidos ex servidores públicos
de Michoacán, detenidos por presuntos vínculos con or-
ganizaciones delictivas.

c) Del Partido Verde Ecologista de México

• Kattia Garza Romo cause baja como secretaria de la
Comisión de Puntos Constitucionales, y como integran-
te de las Comisiones de Radio, Televisión y Cinemato-
grafía, y de Seguridad Social.

• Guillermo Cueva Sada cause alta como secretario de la
Comisión de Puntos Constitucionales, y como integran-
te de las Comisiones de Radio, Televisión y Cinemato-
grafía y de Seguridad Social.

En votación económica se aprueban los cambios.

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política por el que se
integra la delegación que participará en la IV Reunión In-
terparlamentaria México-Guatemala a celebrarse en Anti-
gua, Guatemala, del 18 al 20 de noviembre de 2009. En vo-
tación económica se aprueba.

La Cámara de Senadores remite proposiciones con punto
de acuerdo para que en el Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración para el Ejercicio Fiscal de 2010:

• Se consideren recursos suficientes para atender a los
productores agropecuarios afectados por la sequía atípi-
ca e impredecible que azota al país, presentada por el
senador Melquiades Morales Flores, del Partido Revo-
lucionario Institucional.

• Se asignen mayores recursos a Nayarit, presentada por
el senador Francisco Javier Castellón Fonseca, del Par-
tido de la Revolución Democrática.

• Se otorguen mayores recursos en materia de infraes-
tructura carretera, para continuar con las obras de la ca-
rretera Durango-Culiacán, presentada por senadores de
Durango y Sinaloa.

• Para la realización de las acciones necesarias en los ru-
bros de salud y educación, presentada por la senadora
Emma Lucía Larios Gaxiola, del Partido Acción Nacio-
nal.

• Se incremente el presupuesto al Instituto Nacional pa-
ra el Desarrollo de Capacidades del Sector Rural, pre-
sentada por el senador Arturo Herviz Reyes, del Partido
de la Revolución Democrática.

• Se otorguen mayores recursos en materia de infraes-
tructura carretera, para continuar con las obras de la ca-
rretera Durango-Tepic, presentada por senadores de Du-
rango, Nayarit y Jalisco.

• Se favorezca al proyecto de Formación de Promotores
Comunitarios para el Manejo Forestal Sustentable, pre-
sentada por el senador Rubén Fernando Velázquez Ló-
pez, del Partido de la Revolución Democrática. 

• Por el que se solicita mayor presupuesto a la educa-
ción, presentada por el senador Lázaro Mazón Alonso,
del Partido de la Revolución Democrática.

• Se contemplen los recursos necesarios para el desarro-
llo de actividades científicas y tecnológicas, a fin de al-
canzar la inversión del uno por ciento del Producto In-
terno Bruto.

Se turnan a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública.
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Se reciben de diputados proposiciones con puntos de
acuerdo, para que en el proyecto de Presupuesto de Egre-
sos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2010 se
consideren recursos para:

Sofía Castro Ríos, del Partido Revolucionario Institucio-
nal, la instalación de un parque eólico en Ciudad Ixtepec,
Oaxaca.

Humberto Lepe Lepe, del Partido Revolucionario Institu-
cional:

• La construcción y equipamiento de hospitales en Baja
California.

• La construcción del Centro de Convenciones Metro-
politano en Playas de Rosarito, Baja California.

• La construcción, ampliación y rehabilitación de diver-
sos tramos carreteros en Baja California.

• La construcción de un Centro de Readaptación Social
en Mexicali y un centro de diagnóstico para adolescen-
tes en Tijuana, Baja California.

• La construcción y ampliación de plazas, centros y fo-
ros culturales, así como la construcción de la tercera eta-
pa del museo “El Trompo” en Baja California.

• La construcción de complejos e instalaciones deporti-
vas en Baja California.

• La realización de diversas obras de infraestructura hi-
dráulica en zonas urbanas y rurales en Baja California.

• La realización de diversas obras de infraestructura hi-
droagrícola en Baja California.

• La conservación del medio ambiente en Baja Califor-
nia.

Ignacio Pichardo Lechuga, del Partido Revolucionario Ins-
titucional, para el colector de aguas residuales del río Al-
moloya, estado de México.

David Ricardo Sánchez Guevara, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, para la remodelación del lienzo charro
municipal, Manuel Ávila Camacho, situado en Naucalpan
de Juárez, México.

Hilda Esthela Flores Escalera, del Partido Revolucionario
Institucional, se le destinen recursos a Coahuila para la pre-
vención y atención del cáncer de mama y cérvicouterino.

Alberto Jiménez Merino, del Partido Revolucionario Insti-
tucional:

• La pavimentación del camino Atzompa–Guadalupe
Victoria, en el Municipio de Tulcingo de Valle, estado
de Puebla.

• La construcción y pavimentación del camino tipo C
Capulín-San José Petlalcingo-Ejido San Antonio Tierra
Colorada, ubicado en Acatlán y Petlalcingo, Puebla.

• La pavimentación del Camino Chiautla de Tapia, San
Miguel Ejido a Izúcar de Matamoros, Puebla.

• La pavimentación de la carretera Yucunduchi-San Jo-
sé Chapultepec, en Chila de las Flores, Puebla.

• La modernización y ampliación del camino Guadalu-
pe-Mariscala de Juárez, tramo Guadalupe-Barranca
Honda, en Guadalupe Santa Ana, Puebla.

• Se incluya una partida etiquetada destinada a la crea-
ción de Unidades Municipales, con el objetivo de coad-
yuvar en el fomento y avance de su desarrollo regional.

• La elaboración del proyecto ejecutivo y la construc-
ción de la presa “El Cajón” a desarrollarse en Puebla.

• El estudio y la realización del proyecto ejecutivo de la
obra de agua potable que el gobierno municipal de Jo-
lalpan, Puebla, pretende realizar con el objetivo de otor-
gar el servicio de agua potable a las comunidades muni-
cipales.

• El proyecto de rescate ecológico de los ríos Zahuapan,
Atoyac, Alseseca y Presa de Valsequillo, a desarrollarse
en Puebla.

• La construcción de un puente vehicular, ubicado en la
población de Atencingo, de Chietla, Puebla.

• La construcción de la carretera Tepachera-Gabino Ba-
rreda, en San Jerónimo Xayacatlán, Puebla.



• La modernización y ampliación del camino entronque
carretera San Vicente Ferrer-San Francisco de Asís (Ca-
rretera México-Oaxaca), en Tehuitzingo, Puebla.

Rubén Ignacio Moreira Valdez, Héctor Franco López, Te-
reso Medina Ramírez e Hilda Flores Escalera, del Partido
Revolucionario Institucional, por el que se exhorta al Eje-
cutivo federal, garantice la construcción de los hospitales
generales del Instituto Mexicano del Seguro Social y del
Instituto de Seguridad Social al Servicio de los Trabajado-
res del Estado en Saltillo, Coahuila, asignados en los Pro-
gramas y Proyectos de Infraestructura del proyecto de Pre-
supuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio
Fiscal de 2010, en el ramo de Salud.

Sofía Castro Ríos, del Partido Revolucionario Institucio-
nal, para la construcción del Sistema de Drenaje y Alcan-
tarillado, y una planta tratadora de aguas negras en Santo
Domingo Tehuantepec, Oaxaca.

Sergio Lorenzo Quiroz Cruz, del Partido Revolucionario
Institucional:

• La conclusión de la segunda etapa de la planta potabi-
lizadora de Coatzintla, Veracruz.

• La construcción de la red de agua de Castillo de Tea-
yo, en la zona norte de Veracruz.

• Poza Rica, Veracruz, a fin de coadyuvar a la recons-
trucción de su mercado.

• Reparar las tuberías de asbesto y construir tanques de
almacenamiento en puntos estratégicos para abastecer
de agua a diversas zonas de Poza Rica, Veracruz.

• Sami David David, del Partido Revolucionario Institu-
cional, se diseñe un programa de apoyo a través del cual
se otorguen recursos suficientes a la producción de ca-
cao en México.

• Óscar Román Rosas González, del Partido Revolucio-
nario Institucional, para la modernización y ampliación
del puente de la unidad que comunica a Ciudad del Car-
men, Campeche, con la península de Yucatán, debido a
su ubicación estratégica.

• Elpidio Desiderio Concha Arellano, del Partido Revo-
lucionario Institucional, para los Chiapas, Guerrero, Oa-

xaca, Veracruz, Hidalgo, estado de México y Puebla,
para continuar con el programa estratégico para la se-
guridad.

• Héctor Hernández Silva, del Partido Revolucionario
Institucional, las reasignaciones y nuevos recursos inte-
grados al rubro de subsidio ordinario para las universi-
dades públicas y estatales, sean asignados tomando en
consideración el número de estudiantes matriculados en
cada una de ellas.

Del Partido Revolucionario Institucional, para el Fondo de
Resarcimiento de Recursos Federales para continuar el
proceso de equiparación.

Óscar Román Rosas González, del Partido Revolucionario
Institucional, para proyectos de inversión en desarrollo
científico y tecnológico en las Universidades Autónomas
del Carmen y de Campeche.

Fermín Gerardo Alvarado Arroyo, del Partido Revolucio-
nario Institucional, para el programa de escuelas primarias
de tiempo completo y se pueda dar apertura a otras entida-
des que tengan un alto índice de marginación urbana, su-
burbana y rural.

Fermín Gerardo Alvarado Arroyo, del Partido Revolucio-
nario Institucional, para apoyar a la mujer, mediante crédi-
tos directos que les permita iniciar, ampliar y mejorar una
actividad económica y productiva, en Acapulco, Guerrero
y en todo el país.

Amador Monroy Estrada, del Partido Revolucionario Insti-
tucional, para la pinta de edificios y reparación de todas las
unidades habitacionales situadas en Tlalnepantla, México.

Humberto Lepe Lepe, del Partido Revolucionario Institu-
cional:

• La construcción de la plaza y pórtico de acceso del
Gran Parque de la Ciudad, en Playas de Rosarito, Baja
California.

• La construcción de un lago, con su respectiva cortina
de viveros y áreas verdes, en el Gran Parque de la Ciu-
dad, en Playas de Rosarito, Baja California.

• La construcción, rehabilitación y ampliación de diver-
sas vialidades en Playas de Rosarito, Baja California.
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• La construcción del proyecto pluvial del arroyo Hua-
catay, en Playas de Rosarito, Baja California.

• El subsidio para la seguridad pública municipal, para
la construcción de un campo de tiro, para la adquisición
de patrullas y para la construcción de dos subcoman-
dancias, en Playas del Rosarito, Baja California.

• La Universidad Autónoma Agraria Antonio Narro,
Chiapas.

Isabel Merlo Talavera y Julieta Marín Torres, del Partido
Revolucionario Institucional, para la construcción de la ca-
rretera Intermixteca Epatlan–Zacapala, Puebla.

José Ricardo López Pescador, del Partido Revolucionario
Institucional, por el que se solicita restablecer la regulari-
dad constitucional en la emisión del decreto de Presupues-
to de Egresos de la Federación, ajustando el contenido de
ese instrumento a las disposiciones constitucionales que ri-
gen la distribución de competencias entre el Ejecutivo fe-
deral y la Cámara de Diputados en materia de presupuesto.

Alberto Jiménez Merino, del Partido Revolucionario Insti-
tucional, para la educación superior y agropecuaria, a la
Benemérita Universidad Autónoma de Puebla, a la Univer-
sidad Autónoma Chapingo, a la Universidad Autónoma
Agraria Antonio Narro y al Colegio de Posgraduados.

Óscar Aguilar González y Julieta Octavia Marín Torres, del
Partido Revolucionario Institucional, para Puebla, del Pro-
grama de Infraestructura Básica para la Atención de los
Pueblos Indígenas.

José Alberto González Morales, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, para atender las necesidades y lograr la
cobertura en la prestación de los servicios de educación
preescolar en los plazos establecidos en la legislación vi-
gente.

César Augusto Santiago Ramírez y Jorge Carlos Ramírez
Marín, del Partido Revolucionario Institucional, relativo a
los conceptos de disponibilidad y devengación comprome-
tidos y no ejercidos relativos al proyecto de Presupuesto de
Egresos de la Federación enviado por el Ejecutivo Federal
a la Cámara de Diputados.

Salvador Caro Cabrera y Jorge Humberto López-Portillo
Basave, del Partido Revolucionario Institucional, se consi-

dere la aprobación del proyecto de inversión registrado pa-
ra Guadalajara, Jalisco.

Jorge Humberto López-Portillo Basave, del Partido Revo-
lucionario Institucional, se considere la aprobación de los
proyectos de inversión registrados para Zapopan, Jalisco.

Roberto Rebollo Vivero, del Partido Revolucionario Insti-
tucional, no se disminuyan los recursos presupuestales
asignados en 2009 para los programas prioritarios de la de-
legación Gustavo A. Madero, y se le considere en las rea-
signaciones de los subejercicios que resulten en 2010.

María de la Paz Quiñones Cornejo, del Partido Acción Na-
cional, se asignen recursos para el Programa Integral de
Conservación de los Recursos Naturales de la Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales, en el sur poniente
del Distrito Federal.

Sergio Octavio Germán Olivares y Carlos Bello Otero, del
Partido Acción Nacional, para diversas obras públicas en
Almoloya de Alquisiras, Axapusco, Nopaltepec y Tonatico,
México.

Sergio Octavio Germán Olivares, del Partido Acción Na-
cional, se considere la obligación del Consejo Nacional de
Seguridad Pública para que entregue a los municipios co-
rrespondientes a través de la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público, el 20 por ciento de los recursos del Fondo de
Aportaciones para la Seguridad Pública del ramo 33.

José Antonio Arámbula López y de diputados del Partido
Acción Nacional, para la construcción del hospital de es-
pecialidades Miguel Hidalgo. 

Silvia Esther Pérez Ceballos, del Partido Acción Nacional,
a fin de considerar mayores recursos en el concepto de pre-
vención y atención del virus de inmunodeficiencia huma-
na, con clave de programa presupuestal P016.

Óscar Martín Arce Paniagua, del Partido Acción Nacional,
para que se consideren mayores recursos para la implanta-
ción de la reforma del sistema de justicia penal.

Bernardo Margarito Téllez Juárez, del Partido Acción Na-
cional, a efecto de que se estipule un artículo que disponga
que el cincuenta por ciento de los ahorros que se logren en
el ejercicio fiscal 2010 sean destinados a la Secretaría de la
Defensa Nacional.



Bernardo Margarito Téllez Juárez, del Partido Acción Na-
cional, para que se asignen recursos necesarios para el des-
empeño de las funciones del Ejército Mexicano. 

José Antonio Arámbula López, del Partido Acción Nacio-
nal, a fin de que se consideren recursos para la conclusión
del proyecto de tecnificación del distrito de riego 001.

Silvia Pérez Ceballos, del Partido Acción Nacional, para
considerar mayores recursos para el sector Salud, particu-
larmente en el rubro de prevención temprana y tratamiento
de la demencia senil.

Silvia Esther Pérez Ceballos, del Partido Acción Nacional,
con el objetivo de que se consideren recursos para la con-
servación, mantenimiento recate de diversos espacios pú-
blicos, situados en la delegación Cuajimalpa de Morelos,
Distrito Federal.

Gabriela Cuevas Barrón, del Partido Acción Nacional, a fin
de considerar recursos para que la delegación Miguel Hidal-
go realice diversas obras en las colonias de su demarcación.

Ovidio Cortazar Ramos, del Partido Acción Nacional, para
las siguientes obras:

• Continuar la construcción de la autopista San Cristóbal de
las Casas-Palenque, en Chiapas.

• La creación de ciudades rurales, en Chiapas. 

• El Fondo Regional Chiapas, Guerrero y Oaxaca.

• La zona metropolitana de Tuxtla Gutiérrez, Chiapas.

• Los Hospitales General de Tuxtla Gutiérrez y Univer-
sal de Reforma, en Chiapas.

Guillermo Cueva Sada, del Partido Verde Ecologista de
México, para el Fondo Metropolitano para la Ciudad de
Monterrey, Nuevo León.

Jaime Arturo Vázquez Aguilar, de Nueva Alianza, para el
rubro de educación superior pública.

Ovidio Cortazar Ramos, del Partido Acción Nacional, ma-
yores recursos para la Universidad del Instituto de Ciencias
y Artes de la Universidad Autónoma de Chiapas y para la
creación de la unidad regional universitaria sureste de la
Universidad Autónoma de Chapingo, Chiapas.

María Teresa Rosaura Ochoa Mejía, de Convergencia, a fin
de que se etiqueten los recursos que se le destinan a la Co-
misión Nacional de Cultura Física y Deporte y a ésta para
que haga entrega mensual del reconocimiento económico
vitalicio a los medallistas olímpicos y paralímpicos. 

Se turnaron a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública.

Humberto Lepe Lepe, del Partido Revolucionario Institu-
cional, relativo a la creación de un fondo compensatorio
que mitigue el desequilibrio en el financiamiento del gasto
estatal en educación básica que realizan las entidades fede-
rativas con alta matrícula educativa, mientras se corrige la
fórmula del Fondo de Aportaciones para la Educación Bá-
sica y Normal, estableciendo una equidad distributiva. 

Se turnaron a las Comisiones de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica, y de Educación Pública y Servicios Educativos.

Se dio cuenta con acuerdo del Congreso del estado de Mé-
xico por el que se exhorta a la Cámara de Diputados para
que en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el
Ejercicio Fiscal de 2010 se destinen recursos a la educa-
ción pública y servicios educativos, a la investigación cien-
tífica y al desarrollo tecnológico en las instituciones de
educación superior públicas, de conformidad con lo pre-
visto en el artículo 25 de la Ley General de Educación. 

Se turnó a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública.

A las 12:19 horas el presidente declaró un receso. 

Receso

A las 23:30 horas del domingo 15 de noviembre se reanu-
dó la sesión. Se dio cuenta con comunicación de la Junta de
Coordinación Política por la que se solicita la inclusión en
el orden del día de los siguientes asuntos:

• Acuerdo de la Conferencia para la Dirección y Progra-
mación de los Trabajos Legislativos que establece las
reglas para la discusión y votación del proyecto de Pre-
supuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio
Fiscal de 2010.

• Dictamen de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica con proyecto de Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración para el Ejercicio Fiscal de 2010.
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Intervino en contra el diputado Gerardo Fernández Noroña,
del Partido del Trabajo. Se aprobó en votación económica
la inclusión.

A las 23:38 horas el presidente declaró un receso. 

Receso

A las 22:08 horas del lunes 16 de noviembre se reanudó la
sesión.

Se dio lectura al acuerdo de la Conferencia para la Direc-
ción y Programación de los Trabajos Legislativos que esta-
blece las reglas para la discusión y votación del proyecto
de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejerci-
cio Fiscal de 2010. Se concedió el uso de la palabra en con-
tra a los diputados José Gerardo Rodolfo Fernández Nor-
oña, Jaime Fernando Cárdenas Gracia y Laura Itzel
Castillo Juárez, del Partido del Trabajo. En votación eco-
nómica, se aprobó. 

Dictamen de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública
con proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación
para el Ejercicio Fiscal de 2010. Fue de primera lectura. En
votación económica se dispensó la segunda lectura. Funda-
mentó el dictamen el diputado Luís Videgaray Caso, del
Partido Revolucionario Institucional. Fijaron posición los
diputados Pedro Jiménez León, de Convergencia; Pedro
Vázquez González, del Partido del Trabajo; María del Ro-
sario Brindis Álvarez, del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico; Armando Ríos Píter, del Partido de la Revolución De-
mocrática; Felipe de Jesús Rangel Vargas, del Partido
Acción Nacional; y Baltasar Manuel Hinojosa Ochoa, del
Partido Revolucionario Institucional.

Se dio cuenta con fe de erratas de la Comisión de Presu-
puesto y Cuenta Pública que se integró al dictamen.

A discusión en lo general, se concedió el uso de la tribuna
a los diputados Mario Alberto di Costanzo Armenta, del
Partido del Trabajo; y Ramón Jiménez López, del Partido
de la Revolución Democrática, en contra; Vidal Llerenas
Morales, del Partido de la Revolución Democrática, en pro;
Jaime Fernando Cárdenas Gracia, del Partido del Trabajo,
en contra; y Felipe Enríquez Hernández, del Partido Revo-
lucionario Institucional, en pro. En votación económica, se
consideró suficientemente discutido en lo general.

A las 0:06 horas del martes 17 de noviembre, el presidente
declaró un receso. 

Receso

A la 01:33 horas se reanudó la sesión. El presidente infor-
mó acerca de los artículos y anexos reservados. 

Se aprobó el proyecto de decreto en lo general y, en lo par-
ticular, los artículos y anexos no impugnados, por 437 vo-
tos en pro, 25 en contra y 4 abstenciones. 

Refirieron a los artículos reservados y propusieron modifi-
caciones o adiciones los diputados del Partido de la Revo-
lución Democrática: 

Nazario Norberto Sánchez, al artículo sexto reservado en
relación con el Anexo 1-C, ramos 19 y 23, y Anexo 1-D,
que se desechan en votación económica; Héctor Hernández
Rodríguez, al artículo 29 reservado, que se desechan en vo-
tación económica; y José Narro Céspedes, en dos ocasio-
nes, al artículo 36 reservado, fracción V, en relación con el
ramo 8 del Anexo 8, que se desechan en votación econó-
mica. 

Continuaron refiriéndose a los artículos y anexos reserva-
dos, proponiendo modificaciones los diputados Alba Leo-
nila Méndez Herrera, del Partido Acción Nacional, al artí-
culo 36 reservado, fracción XII y XIII, que se admiten y
aceptan en votación económica; Mary Telma Guajardo Vi-
llarreal, del Partido de la Revolución Democrática, al artí-
culo 39, fracción III, párrafo tercero, que se admiten y
aceptan en votación económica; Héctor Hernández Rodrí-
guez, del Partido de la Revolución Democrática, y propuso
la adición de un artículo 55 al proyecto de decreto, en rela-
ción con el Anexo 1, que se desechó en votación económi-
ca; Pablo Escudero Morales, del Partido Verde Ecologista
de México, al artículo 23 transitorio reservado, que se des-
echó en votación económica. 

Propusieron la adición de artículos transitorios los diputa-
dos Alma Carolina Viggiano Austria, del Partido Revolu-
cionario Institucional, que se admitió y se aceptó en vota-
ción económica; Jaime Fernando Cárdenas Gracia, Mario
Alberto di Costanzo Armenta y Laura Itzel Castillo Juárez,
del Partido del Trabajo, los tres en dos ocasiones, que se
desecharon en votación económica; e Ilich Augusto Loza-
no Herrera, del Partido de la Revolución Democrática, que
se desechó en votación económica.

La diputada Indira Vizcaíno Silva, del Partido de la Revo-
lución Democrática, retiró sus reservas respecto del Anexo
1-B, ramos 8 y 10, en relación con el anexo 1-B, ramo 6.



Se refirieron a los anexos reservados y propusieron modi-
ficaciones los diputados Javier Duarte de Ochoa, del Parti-
do Revolucionario Institucional, al Anexo 1 reservado, que
se admitió y aceptó en votación económica.

Juan Enrique Ibarra Pedroza, del Partido del Trabajo, a los
Anexos 1 y 8 reservados, que se desecharon en votación
económica. 

Laura Itzel Castillo Juárez, del Partido del Trabajo, a los
Anexos 1, 24 y 29, que se desecharon en votación econó-
mica. 

El diputado Mario Alberto di Costanzo, del Partido del Tra-
bajo, retiró sus reservas de los Anexos 1, 24 y 29.

Samuel Herrera Chávez, del Partido de la Revolución De-
mocrática, a los Anexos 1, 7, ramo 20, y 12, ramo 23, que
se desechan en votación económica, y propuso fe de erra-
tas al Anexo 26 que se turnara a la comisión dictaminado-
ra para que procediera según lo conducente.

Cruz López Aguilar, del Partido Revolucionario Institucio-
nal, al Anexo 8. Desde sus respectivas curules, intervinie-
ron los diputados Jorge Carlos Ramírez Marín, del Partido
Revolucionario Institucional, para solicitar un receso, y
Roberto Gil Zuarth, del Partido Acción Nacional, para rea-
lizar comentarios.  

A las 4:16 horas se declaró un receso. 

Receso

A las 4:31 horas se reanudó la sesión.

El  diputado Ramírez Marín solicitó posponer el desahogo
de la propuesta del diputado López Aguilar y el presidente
atendió lo solicitado.

Las diputadas Teresa Incháustegui Romero y Martha Elena
García Gómez, del Partido de la Revolución Democrática,
retiraron sus reservas respecto del Anexo 10, y el diputado
José Narro Céspedes, del mismo partido, retiró sus reservas
del Anexo 12. 

Continuaron refiriéndose a los anexos reservados y propo-
niendo modificaciones los diputados Avelino Méndez Ran-
gel, del Partido de la Revolución Democrática, al Anexo 12
reservado, ramo 23, que se desecharon en votación econó-
mica. 

La diputada Yolanda de la Torre Valdez, del Partido Revo-
lucionario Institucional, retiró sus reservas de lo Anexos 12
y 28.

• Claudia Edith Anaya Mota, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, al Anexo 28 reservado, ramo 12, que
se admiten y aceptan en votación económica. 

• Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Partido Revolucio-
nario Institucional, al Anexo 12 reservado, ramo 23, que
se admitieron y aceptaron en votación económica. 

Los diputados José Ignacio Adán Rubí Salazar, del Partido
Revolucionario Institucional, y Kenia López Rabadán, del
Partido Acción Nacional, remitieron fe de erratas al Anexo
16.3.1. reservado y a los Anexos 26 y 26 E reservados, res-
pectivamente, que se turnaron a la comisión dictaminadora
para formular, en su caso, las correcciones respectivas.

• Ramón Jiménez López, del Partido de la Revolución
Democrática, al Anexo 16.2.3. reservado, que se des-
echó en votación económica. 

• Edgardo Melhem Salinas, del Partido Revolucionario
Institucional, al Anexo 19 reservado, que se admitió y
aceptó en votación económica. 

• Luis Enrique Mercado Sánchez, del Partido Acción
Nacional, al Anexo 22 reservado, que se admiten y
aceptan en votación económica. 

• Ana Luz Lobato Ramírez, del Partido de la Revolución
Democrática, al Anexo 25 reservado, ramo 11, que se
desechan en votación económica. 

El diputado Armando Ríos Píter, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, presentó fe de erratas en relación con el
Anexo 26-G reservado, que se turnó a la comisión dicta-
minadora para que procediera según lo conducente.

• Arturo Santana Alfaro, del Partido de la Revolución
Democrática, al Anexo 36 reservado, ramo 36, que se
desecharon en votación económica. 

Los diputados María Araceli Vázquez Camacho, del Parti-
do de la Revolución democrática, Enrique Ibarra Pedroza,
del Partido del Trabajo, David Hernández Vallín, del Parti-
do Revolucionario Institucional, y Alba Leonila Méndez
Herrera, del Partido Acción Nacional, retiraron sus reser-
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vas en relación con los Anexos 26, 29, 30, A y B, y 30, res-
pectivamente. 

Se reanudó el desahogo del Anexo 8 reservado y el diputa-
do Cruz López Aguilar, del Partido Revolucionario Institu-
cional, retiró su propuesta de modificaciones a dicho ane-
xo y propuso la adición de un artículo transitorio. Desde su
curul, el diputado Roberto Gil Zuarth, del Partido Acción
Nacional, sugirió un cambio en la redacción que el propo-
nente no admitió. Desde sus curules, los diputados Jorge
Carlos Ramírez Marín, del Partido Revolucionario Institu-
cional, y Carlos Alberto Pérez Cuevas, del Partido Acción
Nacional, solicitaron un receso, y el presidente, a las 5:26
horas, lo declaró. A las 5:45 horas se reanudó la sesión. El
diputado Ramírez Marín dio lectura al artículo transitorio
que se propuso adicionar y, en votación económica, se ad-
mitió y aceptó. 

Por 367 votos en pro, 54 en contra y 2 abstenciones se
aprobaron los artículos 6, 29 y 23 transitorio, así como los
Anexos 1-B, 1-C, 1-D, 7, 8, 10, 16.2.3., 16.3.1., 24, 25, 26,
26-E, 26-G, 29, 30 y 36, en los términos del dictamen. 

Por 401 votos en pro, 6 en contra y 8 abstenciones se apro-
baron los artículos 36 y 39 y los Anexos 1, 12, 19, 22 y 28,
con las modificaciones aceptadas, así como la adición de
dos artículos transitorios. 

Aprobado en lo general y en lo particular, el decreto de
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio
Fiscal de 2010 pasa al Ejecutivo para sus efectos constitu-
cionales.

El presidente formuló la declaratoria de las zonas de aten-
ción prioritarias para 2010 e instruyó su publicación en el
Diario Oficial de la Federación, junto con el Presupuesto
de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de
2010.

El presidente dirigió un mensaje a la asamblea. La secreta-
ría dio lectura al orden del día de la próxima sesión. El pre-
sidente clausuró la sesión a las 6:12 horas del martes 17 de
noviembre de 2009 y citó para la que tendría lugar el miér-
coles 18 de noviembre de 2009 a las 11:00 horas.»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Proceda la Secretaría a poner a discusión el acta.

El Secretario diputado Jaime Arturo Vázquez Aguilar:
Está a discusión el acta. No habiendo quien haga uso de la
palabra, en votación económica, se pregunta si se aprueba.
Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa,
sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que
estén por la negativa, sírvanse manifestarlo. 

Mayoría por la afirmativa, señor presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Aprobada el acta. Continúe la Secretaría con comuni-
caciones.

SECRETARIA DE CULTURA
DEL GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL

La Secretaria diputada Georgina Trujillo Zentella:
«Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes

La Secretaría de Cultura del Gobierno del Distrito Federal
ha programado la ceremonia cívica conmemorativa del 87
aniversario luctuoso de Ricardo Flores Magón, el próximo
21 de noviembre a las 10:00 horas, en la Rotonda de las
Personas Ilustres del Panteón Civil de Dolores, avenida
Constituyentes sin número, esquina Panteón Civil, colonia
América, delegación Miguel Hidalgo.

Por lo anterior, me permito solicitar a ustedes los nombres
de los diputados de esa honorable Cámara que asistirán a la
ceremonia de referencia.

Agradezco las atenciones que se sirvan prestar a la presen-
te y les reitero las seguridades de mi atenta y distinguida
consideración.

Atentamente

Licenciada Guadalupe Lozada León, coordinadora.»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Para asistir en representación de esta Cámara se desig-
na a los señores diputados Roberto Rebollo Vivero y Ave-
lino Méndez Rangel para que cumplan su cometido.

Continúe la Secretaría con un oficio de la Procuraduría Ge-
neral de la República.



INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL AL
SERVICIO DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO

El Secretario diputado Jaime Arturo Vázquez Aguilar:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Procuraduría General de la República.

Mesa Directiva de la LXI Legislatura de la Cámara de Di-
putados del honorable Congreso de la Unión.

Por medio del presente, y en atención al oficio número
D.G.P.L.61-II-9-0276, del 4 de noviembre del año en cur-
so, en el que informa sobre la aprobación del punto único
del acuerdo celebrado en esa fecha en la Cámara de Dipu-
tados, que a la letra dice:

“Único. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, exhorta a la Procuraduría General de
la República a prestar inmediata atención a la denuncia
interpuesta por la diputada local del estado de Veracruz
Elvia Ruiz Cesáreo ante la Fiscalía Especializada en de-
litos Cometidos por los Servidores Públicos de la Pro-
curaduría General de la República, por las actividades
de Miguel Ángel Yunes Linares, director general del
ISSSTE, quien ha dispuesto de recursos públicos en su
provecho.”

Al respecto, me permito informar que esta subprocuraduría
ha supervisado la referida denuncia, que se encuentra rati-
ficada por la diputada local del estado de Veracruz, Elvia
Ruiz Cesáreo, en términos de los artículos 118 y 119 del
Código Federal de Procedimientos Penales; y en la que el
agente del Ministerio Público de la Federación se encuen-
tra practicando diligencias tendentes a recabar los medios
de prueba que sean necesarios para el efecto de estar en ap-
titud de resolver lo que conforme a derecho proceda en la
averiguación previa PGR/SIEDF/UEIDCSPCAJ/SP/M-
XVI/113/09.

Por tanto, se estará en coordinación con el titular de la Uni-
dad Especializada en Investigación de Delitos Cometidos
por Servidores Públicos y contra la Administración de Jus-
ticia, a fin de atender el asunto que nos ocupa.

Lo que se hace de su conocimiento para los efectos a que
haya lugar.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para enviar un
cordial saludo.

Atentamente

Sufragio Efectivo. No Reelección.

México, DF, a 11 de noviembre de 2009.— Licenciado Arturo Germán
Rangel (rúbrica), subprocurador de Investigación Especializada en De-
litos Federales.»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Remítase a la Comisión de la Función Pública, pa-
ra su conocimiento.

PROTECCION DE LOS DERECHOS HUMANOS

El Secretario diputado Jaime Arturo Vázquez Aguilar:
«Escudo.— H. Congreso del estado de Nuevo León.—
LXXII Legislatura.— Secretaría.

Diputado Francisco Javier Ramírez Acuña, Presidente de la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión.— Presente.

En términos del artículo 124 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso de Nuevo León, por este con-
ducto le comunicamos que en la sesión de hoy fue aproba-
do el siguiente

Acuerdo

Primero. Por las consideraciones vertidas en el cuerpo
del presente dictamen, la LXXII Legislatura al honora-
ble Congreso del estado de Nuevo León da por atendi-
do el exhorto de la Cámara de Diputados en relación con
la armonización de sus legislaciones con los tratados in-
ternacionales en materia de discriminación y protección
de los derechos humanos.

Segundo. Remítase copia del presente dictamen a la
Mesa Directiva de la Cámara de Diputados del honora-
ble Congreso de la Unión.

Tercero. Archívese y téngase por totalmente concluido
el presente asunto.

En virtud de lo anterior acompañamos al presente copia del
dictamen presentado por la Comisión de Desarrollo Social
y Derechos Humanos.
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Lo anterior para su conocimiento y efectos legales a que
haya lugar.

Atentamente

Sufragio Efectivo. No Reelección.

Monterrey, NL, a 2 de noviembre del 2009.— Diputada María  del Car-
men Peña Dorado (rúbrica), secretaria; diputada Blanca Estela Armen-
dáriz Rodríguez (rúbrica), secretaria.»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Remítase a la Comisión de Derechos Humanos, pa-
ra su conocimiento.

SEQUIA

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales.

Diputado Francisco Javier Ramírez Acuña, Presidente Me-
sa Directiva de la LXI Legislatura.— Presente.

Me refiero a su oficio número DGPL 61-II -2-50, expe-
dientes 20 y 21 LXI, relativos a la aprobación de cuatro
puntos de acuerdo, en el segundo de los cuales se exhorta
a la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación y a la Comisión Nacional del Agua
(Conagua) a impulsar un programa especial de emergencia
para canalizar apoyos a las zonas afectadas por la sequía
atípica, aplicando los recursos del Fondo de Desastres Na-
turales  y del Programa de Atención a Contingencias Cli-
matológicas.

Al respecto, comunico a usted que está dirección local de
Aguascalientes participó en la atención del trámite de la
solicitud de declaratoria de emergencia, enviando en
tiempo, mediante correo electrónico de fecha 20 de agos-
to de 2009, del cual se anexa copia, la información clima-
tológica del estado de Aguascalientes, la cual dio soporte al
análisis realizado por la Subdirección General Técnica, que
culminó con la emisión, por parte del director general de la
Conagua, del oficio número BOO.-1439 de fecha 1 de sep-
tiembre de 2009, dirigido al ingeniero Federico Salas Díaz,
director general de la Comisión para el Desarrollo Agrope-
cuario del estado de Aguascalientes, certificando la ocu-
rrencia del fenómeno de sequía atípica.

Sin otro particular, quedo a sus respetables órdenes.

Atentamente

Aguascalientes, Aguascalientes, a 30 de octubre de 2009.— Ingeniero
Julio César Medina Delgado (rúbrica), director local.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales.

Ingeniero Gerardo Federico Salas Díaz, director general de
la Comisión para el Desarrollo Agropecuario del estado de
Aguascalientes.— Presente

Me refiero a su solicitud de diagnóstico climatológico del
Sistema de Operación y Gestión Electrónica del Programa
de Atención a Contingencias Climatológicas (PACC), folio
número 300297, de fecha 11 de agosto de 2009, por medio
del cual solicita opinión técnica de este órgano desconcen-
trado sobre la ocurrencia del fenómeno hidrometeorológi-
co denominado “sequía atípica, impredecible y no recu-
rrente,” la cual, indica, se presentó durante el mes de julio
de 2009 en 11 municipios que conforman el estado de
Aguascalientes: Aguascalientes, Asientos, Calvillo, Cosío,
El Llano, Jesús María, Pabellón de Arteaga, Rincón de Ro-
mos, San Francisco de los Romo, San José de Gracia y Te-
pezalá.

Como es de su conocimiento, las Reglas de Operación del
PACC publicadas en el Diario Oficial de la Federación el
día miércoles 31 de diciembre de 2008 señalan en el anexo
59 que las contingencias climatológicas objeto de dicho
programa deben tener como características, ser atípicas, re-
levantes, no recurrentes e impredecibles. Asimismo indi-
can en el inciso a) que la sequía atípica e impredecible, es
un desbalance temporal de la disponibilidad hídrica produ-
cido por la naturaleza, consistiendo en precipitaciones per-
sistentes menores que el promedio, de frecuencia, duración
y severidad incierta y de ocurrencia atípica e impredecible.

Para determinar si la sequía es atípica e impredecible se de-
berá, con la mejor información cuantitativa y cualitativa
disponible, calcular las medias históricas del fenómeno en
cuestión para la región de que se trate, así como las des-
viaciones estándar respectivas, determinándose como indi-
cio de imprevisibilidad una diferencia mayor a una desvia-
ción estándar de los valores medios observados.

En la tabla adjunta se presenta el análisis de sequía duran-
te el mes de julio de 2009 de los municipios en estudio.



Por lo tanto, de acuerdo a las Reglas de Operación del
PACC, en opinión de la Comisión Nacional del Agua, se
corrobora la ocurrencia de sequía atípica, impredecible y
no recurrente durante el mes de julio de 2009 en 5 munici-
pios: Aguascalientes, Calvillo, Cosío, El Llano y Tepezalá
del estado de Aguascalientes como se indica en la tabla.

Reciba un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 1 de septiembre de 2009.— Ingeniero José Luis Luege
Tamargo (rúbrica), director general.»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Remítase a la Junta de Coordinación Política, para
su conocimiento.
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SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

Diputado Francisco Ramírez Acuña, Presidente de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presente.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo señalado en el
artículo 107, tercer párrafo, de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, me permito anexar

la información relativa al pago de las participaciones a las
entidades federativas correspondiente a octubre de 2009,
desagregada por tipo de fondo, de acuerdo con lo estable-
cido en la Ley de Coordinación Fiscal y por entidad fede-
rativa, efectuando la comparación correspondiente a octu-
bre de 2008.

Sin otro particular, le reitero la seguridad de mi atenta con-
sideración.

México, DF, a 13 de noviembre de 2009.— Agustín Guillermo Cars-
tens Carstens (rúbrica), secretario de Hacienda y Crédito Público.»
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El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Remítase a la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico para su conocimiento.

JUEGOS PANAMERICANOS 2011

La Secretaria diputada Georgina Trujillo Zentella:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

En respuesta al oficio número DGPL 61-II-9-0231, signa-
do por los diputados Francisco Javier Ramírez Acuña y
María Teresa Rosaura Ochoa Mejía, presidente y secreta-
ria, respectivamente, de la Mesa Directiva de ese órgano
legislativo, me permito remitir para los fines procedentes,
copia del similar número DG103.303/09 suscrito por el li-
cenciado Bernardo de la Garza Herrera, director general de
la Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte (Cona-
de), mediante el cual responde el punto de acuerdo relativo
a los Juegos Panamericanos 2011.

Atentamente

México, DF, a 11 de noviembre de 2009.— Licenciado Gonzalo Alta-
mirano Dimas (rúbrica), titular de la Unidad de Enlace Legislativo.»

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 18 de noviembre de 200935



Año I, Primer Periodo, 18 de noviembre de 2009 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados36

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Educación Pública.

Licenciado Manuel Minjares Jiménez, subsecretario de En-
lace Legislativo de la Secretaría de Gobernación.— Pre-
sente.

Me refiero a su escrito número SEL/300/3288/09, remitido
al secretario de Educación Pública, maestro Alonso Lu-
jambio Irazábal, mediante el cual amablemente hace de su
conocimiento el punto de acuerdo aprobado por el pleno de
la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, en el
cual se exhorta al Poder Ejecutivo a través de la Conade, al
gobierno de Jalisco y al ayuntamiento de Guadalajara, pa-
ra que tomen las medidas pertinentes a fin de garantizar la
correcta realización eje los Juegos Panamericanos 2011.

Al respecto, atentamente, hago de su conocimiento que las
instancias involucradas en la organización del evento han
colaborado de manera muy estrecha, logrando importantes
acuerdos y compromisos tendentes a la óptima realización
de los Juego Panamericanos 2011.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para enviarle un
cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 4 de noviembre de 2009.— Licenciado Bernardo de la
Garza Herrera (rúbrica), director general de la Comisión Nacional de
Cultura Física y Deporte.»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Remítase a la Junta de Coordinación Política, para
su conocimiento.

PERMISOS PARA DESEMPEÑAR
CARGO DE CONSUL HONORARIO

La Secretaria diputada Georgina Trujillo Zentella:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

Por este conducto me permito hacer de su conocimiento
que, mediante oficio número PRO- 12271, el embajador

Jorge Castro-Valle Kuehne, director general de Protocolo
de la Secretaría de Relaciones Exteriores, solicita que se
tramite ante el honorable Congreso de la Unión el permiso
a que se refiere la fracción IV, apartado C), del artículo 37
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos para que Armando Antonio Aguilar Ruibal pueda des-
empeñar el cargo de cónsul honorario del Reino de España
en Los Cabos, con circunscripción consular en el estado de
Baja California Sur.

Por lo anterior me permito anexar, para la integración de su
expediente, originales de la carta dirigida al honorable
Congreso de la Unión con la que el interesado solicita el
permiso respectivo y de la constancia de residencia, copia
certificada del acta de nacimiento de dicha persona, así co-
mo copias simples de su currículum vitae, de su identifica-
ción oficial y de la nota de nombramiento formulada por la
Embajada del Reino de España en México.

Atentamente

México, DF, a 6 de noviembre de 2009.— Licenciado Gonzalo Alta-
mirano Dimas (rúbrica), titular de la Unidad de Enlace Legislativo.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

Por este conducto me permito hacer de su conocimiento
que, mediante oficio número PRO- 12275, el embajador
Jorge Castro-Valle Kuehne, director general de Protocolo
de la Secretaría de Relaciones Exteriores, solicita que se
tramite ante el honorable Congreso de la Unión el permiso
a que se refiere la fracción IV, apartado C), del artículo 37
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos para que Óscar Ernesto de la Fuente Groskorth pueda
desempeñar el cargo de cónsul honorario de Malta en la
Ciudad de México, con circunscripción consular en toda la
República Mexicana.

Por lo anterior me permito anexar, para la integración de su
expediente, originales de la carta dirigida al honorable
Congreso de la Unión con la que el interesado solicita el
permiso respectivo y de la constancia de domicilio, copia
certificada del acta de nacimiento de dicha persona, así co-
mo copias simples de su currículum vitae, de su identifica-
ción oficial y de la nota de nombramiento formulada por la
Embajada de Malta.



Atentamente

México, DF, a 6 de noviembre de 2009.— Licenciado Gonzalo Alta-
mirano Dimas (rúbrica), titular de la Unidad de Enlace Legislativo.»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Túrnense a la Comisión de Gobernación.

PERMISOS PARA PRESTAR SERVICIOS 
EN REPRESENTACIONES DIPLOMATICAS

La Secretaria diputada Georgina Trujillo Zentella:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

Por este conducto me permito hacer de su conocimiento
que, mediante el oficio número DEP-1751/09, Betina
Claudia Chávez Soriano, directora general de Coordina-
ción Política de la Secretaría de Relaciones Exteriores, so-
licita que se tramite ante el Congreso de la Unión el per-
miso a que se refiere la fracción II, Apartado C, del artículo
37 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos para que las personas que se citan a continuación
puedan prestar servicios al gobierno extranjero que se men-
ciona:

Nombre: María Elena Patiño Vázquez.
Puesto: Recepcionista en el Departamento de Informa-
ción.
Lugar de trabajo: Consulado de Estados Unidos de
América en Monterrey, Nuevo León.

Nombre: Alejandro García García.
Puesto: Cajero clase B en la sección administrativa.
Lugar de trabajo: Consulado de Estados Unidos de
América en Nuevo Laredo, Tamaulipas.

Nombre: Édgar Sánchez Ladrón de Guevara.
Puesto: Técnico mecánico en la sección de servicios ge-
nerales.
Lugar de trabajo: Consulado de Estados Unidos de
América en Nuevo Laredo, Tamaulipas.

Nombre: César Yamil Palozzi Moras.
Puesto: Cajero.
Lugar de trabajo: Consulado de Estados Unidos de
América en Ciudad Juárez, Chihuahua.

Por lo anterior me permito anexar, para la integración de
los expedientes, copias certificadas de las actas de naci-
miento que acreditan la nacionalidad mexicana de dichas
personas y originales de los escritos en que solicitan que se
realicen los trámites correspondientes, así como copias
simples de las identificaciones oficiales.

Atentamente

México, DF, a 13 de noviembre de 2009.— Licenciado Gonzalo Alta-
mirano Dimas (rúbrica), titular de la Unidad de Enlace Legislativo.»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Túrnense a la Comisión de Gobernación.

LEY DEL SEGURO SOCIAL

El Secretario diputado Jaime Arturo Vázquez Aguilar:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LXI Legislatura.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a ustedes que en sesión celebrada
en esta fecha, el senador Tomás Torres Mercado, del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
ca, presentó iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforman los artículos 206 y 211 de la Ley del Seguro
Social.

La Presidencia dispuso que dicha iniciativa, que se anexa,
se turnara a la Cámara de Diputados.

Atentamente

México, DF, a 10 de noviembre de 2009.— Senador Arturo Núñez Ji-
ménez (rúbrica), vicepresidente.»

«El que suscribe, Tomás Torres Mercado, senador a la LXI
Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
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los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración
de esta asamblea iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman los artículos 206 y 211 de la Ley del Se-
guro Social con la siguiente

Exposición de Motivos

Se estima que en nuestro país existen más de diez millones
de personas con algún tipo de discapacidades. Datos del
Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi) indi-
can que en México la discapacidad más frecuente es la que
limita la movilidad de brazos y piernas; le siguen los pro-
blemas severos de visión y ceguera; las que afectan las fa-
cultades mentales y las relacionadas con la comunicación
auditiva y de lenguaje. 

Desafortunadamente, pese a diversos esfuerzos públicos y
privados, en nuestro país no existe un entramado institu-
cional que garantice una atención adecuada a las personas
con discapacidad, ni una cultura de respeto y convivencia
que les permita alcanzar sus aspiraciones y desarrollar sus
potencialidades. 

Lo cierto es que día con día estas personas se enfrentan a
falta de oportunidades, barreras físicas de acceso, discrimi-
nación, marginación, despojo y pobreza.

Entre los más afectados por tales fenómenos están los me-
nores que padecen algún tipo de discapacidad, que en Méxi-
co, de acuerdo con cifras de la Organización de las Naciones
Unidas (ONU) y de organizaciones no gubernamentales, son
más de 2.7 millones.

La gran mayoría de estos niños y sus familiares enfrentan
serias dificultades para encontrar espacios que garanticen
una educación y desarrollo adecuados.

El problema se agrava si los padres de los menores no
cuentan con recursos suficientes y ambos se ven obligados
a trabajar. En este caso, cuando los menores requieren aten-
ciones especiales, es común que alguno de los padres deje
su empleo para cuidarlo, lo que merma aún más los ingre-
sos familiares y reduce la capacidad para enfrentar gastos
en médicos, hospitales, terapias y medicamentos. 

Por otra parte, aquellos padres trabajadores que gozan del
seguro de guarderías se enfrentan al problema de la edad.
Es importante recordar que el artículo 206 de la Ley del Se-

guro Social señala que estos servicios se proporcionan a
menores de entre cuarenta y tres días y cuatro años de edad.
En este contexto, muchos niños discapacitados quedan sin
los cuidados necesarios tan sólo por rebasar el límite de
edad que fija la ley. Pero es precisamente después de los

cuatro años cuando la gran mayoría de los menores que pa-
decen alguna discapacidad requieren de mayores cuidados
y atención. También en este caso es común que alguno de
los padres se vea obligado a dejar su empleo para cuidar al
menor.

Al final de todo, se genera un círculo vicioso que condena
a los menores discapacitados y a sus familiares a un futuro
incierto: la pobreza profundiza la discapacidad y la disca-
pacidad profundiza la pobreza. 

No es casualidad que los niños con discapacidad y sus fa-
milias se encuentren entre los más pobres del mundo. Así
lo constata el informe mundial Oigan nuestras voces, he-
cho por diversas organizaciones civiles que promueven los
derechos de estas personas.

A través de la presente iniciativa buscamos avanzar en la
construcción de un entramado de protección social que ga-
rantice la atención adecuada de los menores con discapaci-
dad y rompa la cadena de pobreza y marginación que limi-
ta su futuro y el de sus seres queridos.

De forma concreta proponemos reformar el artículo 206 de
la Ley del Seguro Social para establecer que en el caso de
menores con discapacidad los servicios de guarderías se
proporcionarán desde la edad de cuarenta y tres días hasta
que cumplan diez años. 

El Instituto Mexicano del Seguro Social podrá celebrar
convenios de subrogación para la prestación de los servi-
cios de guarderías para menores discapacitados con institu-
ciones que dispongan de recursos presupuestales para la
atención de este sector de la población.

De forma complementaria proponemos reformar el artícu-
lo 211 de dicha ley a fin de señalar que para el financia-
miento de los servicios de guarderías a menores con disca-
pacidad desde la edad de cuatro hasta los diez años, el
monto de la prima se compondrá de una cuota del uno por
ciento sobre el salario base de cotización aportada por el
gobierno federal, una cuota del cero punto tres por ciento
aportada por el trabajador y una cuota del cero punto dos
por ciento aportada por el patrón.



Si aspiramos a construir un país más próspero, democráti-
co y justo, debemos atender de manera urgente estos temas.

Por lo expuesto y fundado, someto a consideración de esta
asamblea el siguiente proyecto de 

Decreto

Único. Se reforman los artículos 206 y 211 de la Ley del
Seguro Social para quedar como sigue:

Artículo 206. Los servicios de guarderías se proporciona-
rán a los menores a que se refiere el artículo 201 desde la
edad de cuarenta y tres días hasta que cumplan cuatro años.
En el caso de menores con discapacidad los servicios de
guarderías se proporcionarán desde la edad de cuaren-
ta y tres días hasta que cumplan diez años.

El instituto podrá celebrar convenios de subrogación
para la prestación de los servicios de guarderías para
menores discapacitados con instituciones que dispon-
gan de recursos presupuestales para la atención de este
sector de la población y con instituciones de asistencia
privada, pudiendo ampliarse la edad para la protec-
ción, conforme a los mecanismos de financiamiento y
reglas que dicte el consejo técnico del propio instituto.

Artículo 211. El monto de la prima para este seguro será
del uno por ciento sobre el salario base de cotización. Para
prestaciones sociales solamente se podrá destinar hasta el
veinte por ciento de dicho monto.

Para el financiamiento de los servicios de guarderías a
menores con discapacidad desde la edad de cuatro has-
ta los diez años, el monto de la prima se compondrá de
una cuota del uno por ciento sobre el salario base de co-
tización aportada por el gobierno federal, una cuota del
cero punto tres por ciento aportada por el trabajador y
una cuota del cero punto dos por ciento aportada por el
patrón.

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores, a 5 de noviembre de
2009.— Senadores: Tomás Torres Mercado, Carlos Lozano de la Torre,
Héctor Pérez Plazola, Jesús  Dueñas Llerenas, Emma Lucía Larios Ga-

xiola, María del Socorro García Quiroz, Guillermo Enrique Marcos
Tamborrel Suárez, Minerva Hernández Ramos, Carlos Aceves del Ol-
mo, Carmen Guadalupe Fonz Sáenz (rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Túrnese a las Comisiones Unidas de Hacienda y
Crédito Público y de Seguridad Social.

CODIGO FISCAL DE LA FEDERACION

El Secretario diputado Jaime Arturo Vázquez Aguilar:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LXI Legislatura.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a ustedes que en sesión celebrada
en esta fecha, los senadores Antonio Mejía Haro, Rubén
Velázquez López y Claudia Sofía Corichi García, del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
ca, presentaron iniciativa con proyecto de decreto que adi-
ciona el artículo 11 del Código Fiscal de la Federación.

La Presidencia dispuso que dicha iniciativa, que se anexa,
se turnara a la Cámara de Diputados.

Atentamente

México, DF, a 10 de noviembre de 2009.— Senador Arturo Núñez Ji-
ménez (rúbrica), vicepresidente.»

«Los suscritos, Antonio Mejía Haro, Rubén Velázquez Ló-
pez y Claudia Corichi García, senadores de la república de
la LXI Legislatura, integrantes del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática, con fundamen-
to en lo dispuesto en la fracción II del artículo 71 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
en la fracción II del artículo 55 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, someten a consideración de esta honorable
asamblea iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el
artículo 11 del Código Fiscal de la Federación al tenor de
la siguiente

Exposición de Motivos

El sector agrícola mexicano tiene como desafío adaptarse a
las nuevas tendencias de oferta y demanda de productos e

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 18 de noviembre de 200939



Año I, Primer Periodo, 18 de noviembre de 2009 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados40

insumos agropecuarios para el abasto nacional alimentario.
Por lo cual se requiere revisar y adecuar los distintos orde-
namientos jurídicos que frenan su desarrollo y el aprove-
chamiento del potencial productivo de nuestro país.

El desarrollo de la agricultura dentro de la República Me-
xicana es diverso, ya que se produce tanto en regiones tro-
picales como en zonas templadas. En 2004, México conta-
ba con una superficie dedicada a la agricultura de 21.8
millones de hectáreas, equivalente a 11.5 por ciento de la
superficie total del país.

El sector agropecuario ha mostrado crecimiento, aún con la
crisis económica que está viviendo el país. Durante el pe-
riodo de 1994 al 2006 el producto interno bruto (PIB) del
sector agropecuario registró un incremento promedio anual
de 1.4 por ciento. En 2008 el sector agropecuario y pes-
quero creció a una tasa de 3.2 por ciento comparado con
2007.

Por otra parte, las cifras oficiales señalan que la participa-
ción del PIB agropecuario en el nacional se ha reducido de
3.8 por ciento en 2003 a 3.5 por ciento en 2007. 

De acuerdo con el servicio de información agroalimentaria
y pesquera de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Des-
arrollo Rural, Pesca y Alimentación, los principales culti-
vos que se producen en nuestro país son maíz, fríjol, trigo,
caña de azúcar, alfalfa y tomate rojo. Los dos primeros por
tradición son la base de la alimentación nacional; en el ca-
so del trigo y la caña de azúcar son considerados de consu-
mo generalizado, además de generadores de empleo. Por su
parte, la alfalfa, por ser un forraje, es fuertemente deman-
dado como alimento para ganado bovino y, finalmente, el
tomate rojo es un producto de exportación.

En México 60 por ciento de los cultivos son cíclicos y 40
por ciento perennes. Los cultivos cíclicos son aquellos cu-
yo período vegetativo es menor a un año; sin embargo, al
considerar la totalidad del ciclo de producción desde la
siembra hasta que se llevan a cabo las cosechas, los ciclos
se traslapan; es decir, todavía no termina un ciclo cuando
inicia el otro.

Las siembras y cosechas de los cultivos cíclicos se concen-
tran en dos períodos agrícolas: el primero conocido como
otoño-invierno, donde las siembras generalmente inician
en el mes de octubre y concluyen en marzo del siguiente
año y las cosechas comienzan desde diciembre y finalizan
en septiembre; el segundo denominado primavera-verano,

en éste las siembras empiezan en el mes de abril y termi-
nan en septiembre del mismo año, mientras que las cose-
chas inician en junio y concluyen hasta marzo del siguien-
te año.

Los ciclos se determinan por las condiciones topográficas
y climáticas de las diferentes regiones del país. El ciclo pri-
mavera-verano es propicio para la mayor parte de los cul-
tivos debido a que el clima es cálido, mientras que en el
otoño-invierno son menores los cultivos resistentes a las
bajas temperaturas. 

Existen regiones en donde el invierno no es tan extremoso
y se puede cultivar una gran variedad de productos en el ci-
clo otoño-invierno, como son las regiones del sureste, cen-
tro y centro occidente.

Asimismo, de conformidad con lo establecido en el artícu-
lo 11 del Código Fiscal de la Federación, los ejercicios fis-
cales coinciden con el año calendario, es decir, comienzan
el 1 de enero y culminan el 31 de diciembre de cada año.

Sin embargo, el aplicar el ejercicio fiscal en los mismos
términos del año calendario para las actividades agrícolas
(sector primario), impacta de manera negativa a los agri-
cultores de importantes regiones productoras de granos y
hortalizas. 

Lo anterior debido a que los ciclos agrícolas en algunos es-
tados no coinciden con el año calendario fiscal, ya que la
inversión productiva (compra de semillas, fertilizantes,
instrumentos de trabajo, contratación de personal eventual,
siembra, entre otros) se realiza durante los meses de agos-
to, septiembre y octubre, en tanto que la cosecha y el in-
greso proveniente de la misma, sucede en los meses de
abril, mayo y junio. Por lo tanto, existe un desfase, ya que
el gasto de inversión realizado entre los meses de agosto y
octubre, no se puede acreditar como tal al momento de per-
cibir el ingreso del mismo ciclo productivo, habida cuenta
que lo primero sucede en el segundo semestre de un año
fiscal y lo segundo en el primer semestre del año fiscal si-
guiente.

Por tanto, el proyecto de decreto que se presenta tiene co-
mo objetivo central reducir los efectos negativos de la in-
versión al sector agrícola de los estados que, por su locali-
zación geográfica, se desfasan del año calendario, y
tomando en consideración que es el único sector de la eco-
nomía que presenta crecimiento, se solicita que, para efec-
tos de dicho sector, el ejercicio fiscal inicie el 1 de agosto



y culmine el 31 de julio de cada año, en aquellos estados en
los que el ciclo agrícola no coincida con el año calendario.

La adición que se propone dará mayores oportunidades a
los productores de invertir en la producción y capitaliza-
ción del sector agropecuario, lo que beneficiará el creci-
miento económico en las diversas zonas del país. 

Por lo expuesto, someto a consideración del pleno de la
Cámara de Senadores del honorable Congreso de la Unión
la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que adiciona el artículo 11 del Código Fiscal de
la Federación 

Artículo Único. Se adiciona el segundo párrafo al artículo
11 del Código Fiscal de la Federación para quedar como si-
gue: 

Artículo 11. …

En el caso del sector primario, cuando los ciclos agríco-
las no coinciden con el año calendario, el ejercicio fiscal
iniciará el 1 de agosto y culminará el 31 de julio del si-
guiente año.

I. …

II. …

…

… 

Transitorios

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Palacio Legislativo de Xicoténcatl, sede de la Cámara de Senadores del
honorable Congreso de la Unión.México, DF, a 5 de noviembre de
2009.— Senadores: Antonio Mejía Haro, Rubén Velázquez López,
Claudia Corichi García (rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LXI Legislatura.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos de lo dispuesto en la fracción D del artícu-
lo 72 constitucional, adjunto devuelvo a ustedes el expe-
diente con la minuta con proyecto de decreto por el que se
adicionan los artículos tercero y cuarto transitorios al de-
creto por el que se reforma el artículo 74 de la Ley Federal
del Trabajo publicado en el Diario Oficial de la Federación
el 17 de enero de 2006, desechada por el pleno de la Cá-
mara de Senadores en sesión celebrada en esta fecha.

Atentamente

México, DF, a 12 de noviembre de 2009.— Senador Arturo Núñez Ji-
ménez (rúbrica), vicepresidente.»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acuña:
Túrnese a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

ARTICULO 16 CONSTITUCIONAL

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LXI Legislatura.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a ustedes que, en sesión celebrada
en esta fecha, se aprobó dictamen de las Comisiones Uni-
das de Puntos Constitucionales, y de Estudios Legislativos,
Segunda, por el que se desecha la minuta proyecto de de-
creto por el que se adicionan un segundo y tercer párrafos,
recorriéndose los subsecuentes en su orden, al artículo 16
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, originada en la iniciativa del senador Antonio García
Torres, presentada el 5 de abril de 2006, con lo que su pro-
ceso legislativo queda concluido.

Atentamente

México, DF, a 10 de noviembre de 2009.— Senador Arturo Núñez Ji-
ménez (rúbrica), vicepresidente.»
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El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Túrnese a la Comisión de Puntos Constitucionales.

PRESUPUESTO DE EGRESOS 
DE LA FEDERACION 2010

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Esta Presidencia informa que el viernes 13 de noviem-
bre del año en curso se recibieron del Senado de la Repú-
blica siete proposiciones con punto de acuerdo relativas al
Presupuesto de Egresos de la Federación para 2010, mis-
mas que se turnaron a la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública, en virtud de la urgencia para que fue-
ran tomadas en consideración por la comisión. 

La Secretaria diputada Georgina Trujillo Zentella:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LXI Legislatura.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a ustedes que en sesión celebrada
en esta fecha, la senadora Adriana González Carrillo, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, presen-
tó propuesta con punto de acuerdo por el que se exhorta a
la Cámara de Diputados para que, dentro del proceso de
análisis, discusión y aprobación del Presupuesto de Egre-
sos de la Federación para 2010, se otorguen los recursos
suficientes para llevar a cabo diversas obras públicas de in-
fraestructura para el estado de México.

La Presidencia dispuso que dicho punto de acuerdo, que se
anexa, se turnara a la Cámara de Diputados.

Atentamente

México, DF, a 12 de noviembre de 2009.— Senador Arturo Núñez Ji-
ménez (rúbrica), vicepresidente.»

«Senador Carlos Navarrete Ruiz, Presidente de la Mesa Di-
rectiva de la honorable Cámara de Senadores del Congreso
de la Unión.— Presente

Quien suscribe, Adriana González Carrillo, senadora del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional de la
LXI Legislatura, con fundamento en lo dispuesto en los ar-

tículos 74, fracción IV, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y el 58 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General, somete a la con-
sideración del Pleno de esta Soberanía, la siguiente propo-
sición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Cá-
mara de Diputados para que, dentro del proceso de análisis,
discusión y aprobación del Presupuesto de Egresos de la
Federación para el Ejercicio Fiscal de 2010, se otorguen los
recursos suficientes para llevar a cabo diversas obras pú-
blicas de infraestructura para el estado de México, al tenor
de las siguientes

Consideraciones

Las obras públicas generan desarrollo y reportan importan-
tes beneficios a la comunidad donde se construyen. Las
exigencias ciudadanas nos compelen para que en coordina-
ción con los diversos niveles y esferas de gobierno trabaje-
mos en conjunto en la planeación, programación y eventual
ejecución de aquellas obras y proyectos de infraestructura
que impliquen un importante impulso al desarrollo integral
del Estado.

En el caso del estado de México, obras públicas de tras-
cendental magnitud son indispensables conforme han deja-
do de manifiesto los más recientes fenómenos meteoroló-
gicos, donde en dos ocasiones, un considerable número de
familias mexiquenses han perdido su patrimonio por las in-
tensas lluvias e inundaciones.

Nuevos emisores pluviales, que permitan desahogar la con-
siderable cantidad de lluvia con las que arremeten las trom-
bas que han azotado al estado de México, representa una
necesidad imperiosa y urgente.

Las recientes catástrofes padecidas por los mexiquenses,
hablan de la relevancia que tiene el tema del agua para la
acción cotidiana de gobierno. No basta con atender oportu-
namente este tipo de emergencias. Es necesario prevenir,
con inversión y obras públicas, la incidencia de este tipo de
siniestros.

Es importante que todos los niveles de gobierno y las dis-
tintas dependencias involucradas con este tipo de asuntos,
cobren conciencia de la gran prioridad que representa un
eficaz y sistemático mantenimiento de la infraestructura hi-
dráulica en el subsuelo. Es necesario insistir en la cons-
trucción de nuevos túneles emisores para captar la totalidad
de agua en caso de trombas como éstas y aprovechar de la
forma más óptima posible el agua pluvial.



Con ello, además, se salvaguarda la integridad física de los
ciudadanos del estado de México y se evita que en lo suce-
sivo las familias mexiquenses vuelvan a perder parte de su
patrimonio.

La construcción y mantenimiento de los túneles emisores
poniente y oriente, permitirán que las aguas pluviales que
se acumulen en el área metropolitana se les de el debido
aprovechamiento a la par de que evitarán futuros desastres.

Por otro lado, la necesidad de contar con servicios públicos
de salud, nos lleva inexorablemente a requerir de la edifi-
cación de hospitales en el municipio de Chimalhuacán.
Ello, a fin de que los mexiquenses que ahí residen cuenten
con acceso a la salud pública de calidad.

Asimismo, en virtud de que el transporte público en el es-
tado de México cada vez requiere de más destinos y de me-
jores unidades donde se puedan transportar a sus lugares de
trabajo y hogares miles de mexiquenses cada día, se re-
quieren de mayores recursos para crear nuevas rutas, como
en lo que se refiere al tren suburbano.

Para la ruta que 1 atiende a Tlalnepantla, Tultitlán, Cuauti-
tlán y Cuautitlán Izcalli, México, y las delegaciones
Cuauhtémoc y Azcapotzalco, del Distrito Federal y que tie-
ne como tramo actualmente habilitado el que va de Leche-
ría a Buenavista, consideramos de suma importancia que
llegue también la línea en cuestión hasta el Huehuetoca.

En este tenor, proponemos que la ruta 2 que actualmente
está en construcción y que se espera que esté en funciona-
miento para el año 2010, beneficiándose así a los habitan-
tes de Chalco, Ixtapaluca y La Paz, creemos que también
debe de adicionársele a tal ruta como destino de Ameca-
meca.

En lo que toca a la ruta 3 que estará funcionando, según
proyecciones, a partir del año 2011 y beneficiará a Ecate-
pec, Nezahualcóyotl, y en el Distrito Federal a Aragón y la
delegación Gustavo A. Madero, estimamos también rele-
vante que se proyecte a Tecamac dentro de los destinos de
dicha ruta.

Ahora bien, adicionalmente a la proyección y eventual cre-
ación de nuevos destinos en las tres rutas que arriba se pro-
ponen, discurrimos de vital importancia crear una nueva
ruta que vaya de Naucalpan a Toluca, viéndose así benefi-
ciados miles de usuarios mexiquenses.

Por lo expuesto, presento a la consideración de esta sobe-
ranía el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Senadores del Congreso de la Unión,
exhorta a la Cámara de Diputados para que, dentro del pro-
ceso de análisis, discusión y aprobación del Presupuesto de
Egresos de la Federación para el ejercicio de 2010, se otor-
guen los recursos suficientes para llevar a cabo diversas
obras públicas de infraestructura para el estado de México,
tales como la construcción y mantenimiento de nuevos
emisores pluviales; la edificación de hospitales y servicios
de salud pública en Chimalhuacán; para la proyección y
eventual creación de nuevas rutas para el tren suburbano, a
saber, para la ruta 1 Huehuetoca, para la ruta 2 Amecame-
ca, para la ruta 3 Tecamac; y como nueva línea se contem-
ple la creación de la ruta Naucalpan-Toluca.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores, a 12 de noviembre de
2009.— Senadora Adriana González Carrillo (rúbrica).»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LXI Legislatura.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a ustedes que, en sesión celebrada
en esta fecha, los senadores Alfonso Sánchez Anaya, Javier
Castellón Fonseca, José Luis García Zalvidea y Rosalinda
López Hernández, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática, presentaron propuesta con
punto de acuerdo por el que se exhorta a la Cámara de Di-
putados para que en la aprobación del Presupuesto de Egre-
sos de la Federación para 2010 se evite la reducción del re-
curso asignado a la Universidad Nacional Autónoma de
México.

La Presidencia dispuso que dicho punto de acuerdo, que se
anexa, se turnara a la Cámara de Diputados.

Atentamente

México, DF, a 12 de noviembre de 2009.— Senador Arturo Núñez Ji-
ménez (rúbrica), vicepresidente.»

«Los suscritos, senadores Alfonso Sánchez Anaya, Javier
Castellón Fonseca, Máximo García Zalvidea y senadora
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Rosalinda López Hernández, integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática a la
LXI Legislatura de la Cámara de Senadores del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
el artículo 58 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se
permiten someter a consideración de esta soberanía propo-
sición con punto de acuerdo, al tenor de las siguientes:

Consideraciones

En los próximos días, a más tardar el 15 de noviembre, la
colegisladora tendrá que aprobar el Presupuesto de Egresos
de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2010, que consti-
tuye el acto de la política fiscal de gasto más importante del
Estado mexicano. Este acto legislativo, cuya potestad ex-
clusiva compete a la Cámara de Diputados, se encuentra
enmarcado en un contexto en el que la crisis económico-fi-
nanciera nacional no ha sido superada y en el que las di-
vergencias, tanto de los representantes populares como de
la sociedad, respecto al denominado paquete fiscal para el
año 2010, si bien han intentado superarse mediante un ejer-
cicio democrático, lo cierto es que se mantienen latentes. 

Estamos en presencia de un acto legislativo que necesita de
toda la responsabilidad social que conlleva ser represen-
tante popular en nuestra democracia pues, por un lado, te-
nemos que ser consecuentes con las medidas de racionali-
dad de los recursos públicos, pero por otro tenemos que
seguir impulsando áreas prioritarias como la educación, tal
y como la ha venido sugiriendo la Organización de las Na-
ciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura
(UNESCO).

Sin embargo, hemos podido observar que el Ejecutivo fe-
deral, parece no tener la misma visión, pues apenas en el
pasado mes de agosto el titular de la Secretaría de Educa-
ción Pública anunció, durante una reunión de la Asociación
Nacional de Universidades e Instituciones de Educación
Superior, el recorte presupuestal de ochocientos millones
de pesos en lo que resta del año a las universidades, lo que
representa aproximadamente el 1 por ciento del presupues-
to aprobado para el ejercicio fiscal del año 2009. 

Por el contrario, el Ejecutivo federal ha dirigido su aten-
ción presupuestaria en el tema de seguridad, que si bien es
loable atender por las circunstancias y magnitudes alcanza-
das por la delincuencia organizada en nuestro país, también
es cierto que su perspectiva de seguridad, se encuentra en-
cuadrada en una visión bastante estrecha y reduccionista.

El tema de seguridad no debe ser abordado solamente des-
de el punto de vista del combate a la delincuencia organi-
zada, sino que debe atenderse desde una visión más amplia
que eleve los estándares de vida, tal y como lo ha venido
sugiriendo el Programa de Naciones Unidas para el Des-
arrollo, abordando áreas de interés para la humanidad, co-
mo lo es, en particular, la seguridad de la educación. 

Por otra parte, no resulta congruente que el Ejecutivo fede-
ral anuncie medidas de recorte y austeridad para el ejerci-
cio fiscal 2010 cuando en el proyecto de Presupuesto de
Egresos, tal como muestra un estudio realizado por el Cen-
tro de Análisis Multidisciplinarios de la Facultad de Eco-
nomía de la Universidad Nacional Autónoma de México
las prestaciones a los altos funcionarios federales se elevan
de 694 mil 548 pesos (seiscientos noventa y cuatro mil qui-
nientos cuarenta y ocho pesos) promedio, a 715 mil 755
pesos (setecientos quince mil quinientos cincuenta y cinco
pesos). 

El impulso a la educación superior debe ser una de las im-
prontas que caractericen el próximo gasto público que será
aprobado por la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, en particular, con la máxima casa de estudios de
nuestro país, la Universidad Nacional Autónoma de Méxi-
co (UNAM). 

Resulta incuestionable la calidad y el nivel educativo que
se imparte en las aulas, laboratorios, talleres y auditorios de
la UNAM, lo que se confirma con el lugar que ocupa, de
acuerdo con el Ranking Mundial de Universidades, que re-
aliza el Consejo Superior de Investigaciones Científicas de
España, que para el año 2009 la sitúa en el lugar 44 del
mundo y en el sitio número  2 de Latinoamérica. Es de es-
pecial relevancia que todavía para el año 2007 se encontra-
ba en la posición 81 mundial, lo que significa que en me-
nos de dos años, ha logrado escalar 37 escaños ante las
mejores universidades del mundo. 

Ante tan loable esfuerzo realizado por sus investigadores,
profesores, estudiantes, trabajadores y directivos, el pasado
10 de junio, la Fundación Príncipe de Asturias, cuyos obje-
tivos son favorecer el bienestar social y cultural de la so-
ciedad, galardonó a la UNAM con el premio “Príncipe de
Asturias de Comunicación y Humanidades 2009”, por ser
a lo largo de sus casi cien años, el modelo académico y for-
mativo para muchas generaciones de estudiantes de diver-
sos países, y nutrir el ámbito iberoamericano de valiosísi-
mos intelectuales y científicos. 



El reconocimiento internacional a nuestra máxima casa de
estudios la ha llevado también a ser reconocida por la
UNESCO como Patrimonio cultural de la humanidad, cu-
ya inscripción fue realizada el 2 de julio de 2007. 

No impulsar el desarrollo de la Universidad Nacional Au-
tónoma de México en el Presupuesto de Egresos para el
año 2010 resultaría ir en contra del propio desarrollo soste-
nible de nuestro país; pero disminuir su presupuesto en el
gasto público implicaría un retroceso histórico en el meri-
torio curso, que durante casi cien años ha realizada la má-
xima casa de estudios, y en general para el desarrollo edu-
cativo y cultural que tanto requiere nuestra sociedad. 

Siguiendo la clasificación administrativa del gasto público,
en el Ramo Administrativo 11, “Educación pública”, orga-
nismos públicos descentralizados, entidades de control in-
directo, del proyecto de Presupuesto de Egresos para el
Ejercicio Fiscal 2010, encontramos la propuesta del Ejecu-
tivo federal para la UNAM, que asciende aproximadamen-
te a 24 mil 600 millones de pesos, lo que aparentemente
significa un aumento, también aproximado, de 2 mil 500
millones de pesos, respecto de la propuesta para 2009, que
–es importante destacar– tuvo que ser incrementada en su
momento con 700 millones de pesos por la Cámara de Di-
putados; sin embargo, de acuerdo con el mencionado estu-
dio realizado por el Centro de Análisis Multidisciplinario,
el presupuesto de la UNAM se reduce en términos reales
en un 9 por ciento, mientras que las prestaciones de los al-
tos funcionarios públicos federales aumentan en un 12 por
ciento.

Esto nos permite inferir, que el proyecto económico de la
administración federal supone más funcionarios de alto ni-
vel, a cambio de menos presupuesto para la educación su-
perior. 

Estamos entonces ante un doble discurso de moral pública
por parte del Ejecutivo federal, tal como lo hizo, compa-
rando injustificadamente el gasto que significa la UNAM
con el que representaba Luz y Fuerza del Centro, argu-
mentando una supuesta reducción del gasto público y aus-
teridad, que en los hechos nos demuestra que sólo utilizó
para golpear al sindicalismo mexicano, sin tener ninguna
acción programática presupuestaria para impulsar la edu-
cación superior, que tanta falta requiere en nuestro país. 

No resulta ocioso reiterar que, por mandato constitucional,
la educación es una responsabilidad del Estado mexicano,
que debe promover y atender la educación superior me-

diante el impulso presupuestario, que contribuya al desa-
rrollo educativo y cultural de la sociedad. Por eso se vuel-
ve indispensable exhortar a la Cámara de Diputados a evi-
tar, en pleno uso de sus facultades exclusivas, la reducción
presupuestaria a la Universidad Nacional Autónoma de
México; corregir las deficiencias del proyecto de Presu-
puesto de Egresos enviado por el Ejecutivo federal, para
dar mayor impulso a la educación superior, y atender la so-
licitud presentada por la UNAM de ampliación presupues-
taria de 715 millones de pesos. 

Por todo lo expuesto, nos permitimos someter a considera-
ción de la honorable asamblea del Senado de la República
el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. El Senado de la República, respetuosamente, ex-
horta a la LXI Legislatura de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión a evitar, en la aprobación
del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejer-
cicio Fiscal de 2010, cualquier reducción a los recursos
asignados a la Universidad Nacional Autónoma de México
e incrementarlos en el Proyecto de Presupuesto de Egresos
enviado por el Ejecutivo federal.

Senadores: Alfonso Sánchez Anaya (rúbrica), Rosalinda López Her-
nández, Javier Castellón Fonseca, Máximo García Zalvidea (rúbrica).»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LXI Legislatura.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a ustedes que, en sesión celebrada
en esta fecha, los senadores Francisco Javier Castellón
Fonseca, José Luis García Zalvidea, Rubén Fernando Ve-
lázquez López, José Guadarrama Márquez y Carlos Sotelo
García, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática, presentaron proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta a la Cámara de Diputados a
considerar en el Presupuesto de Egresos de la Federación
de 2010 los recursos necesarios para la Universidad Autó-
noma Metropolitana.

La Presidencia dispuso que dicho punto de acuerdo, el cual
se anexa, se turnara a la Cámara de Diputados.
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Atentamente

México, DF, a 12 de noviembre de 2009.— Senador Arturo Núñez Ji-
ménez (rúbrica), vicepresidente.»

«Los suscritos, senadores Francisco Javier Castellón Fon-
seca, José Luis Máximo García Zalvidea, Rubén Fernando
Velázquez López, José Guadarrama Márquez y Carlos So-
telo García, integrantes de la LXI Legislatura del Congre-
so de la Unión por el Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 58, 59 y demás relativos del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, someten a consideración
del pleno de esta asamblea proposición con punto de acuer-
do por el que se exhorta a la Cámara de Diputados a consi-
derar en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el
Ejercicio Fiscal de 2010 los recursos necesarios para la que
Universidad Autónoma Metropolitana (UAM) pueda con-
tinuar los proyectos de construcción de sus unidades aca-
démicas en Cuajimalpa de Morelos, Distrito Federal, y
Lerma de Villada, México, al tenor de las siguientes

Consideraciones

De acuerdo con un análisis comparativo de la cobertura en
educación superior a escala internacional, presentado por
la Subsecretaría de Educación Superior, México alcanzó
para 2006 una cobertura de 25.8 por ciento, que lo sitúa por
abajo de países con producto interno bruto (PIB) similar,
como España, Argentina, Chile, Tailandia, Bolivia, Perú,
Colombia o Brasil.

Según los estudios de la Organización para la Cooperación
y el Desarrollo Económicos (OCDE), en México 77 por
ciento de la población en edad de trabajar cuenta con el ni-
vel educativo básico, y sólo 23 por ciento tiene estudios su-
periores, lo que contrasta significativamente con la media
de este organismo internacional que, inversamente al re-
sultado nacional, presenta 30 por ciento de la población
con estudios básicos y 67 por ciento con estudios superio-
res.

Lo anterior no sólo ha incidido en que México haya dismi-
nuido sus índices de competitividad, pasando del lugar nú-
mero 53 en 2006 al 60 en 2008; sino que además mantiene
al país en los niveles más reducidos de inversión en educa-
ción superior, donde el gasto por alumno es de los 4 más
bajos de los países miembros de la OCDE.

En promedio, en el país se destina 99.6 por ciento de los re-
cursos educativos a gasto corriente, mientras que el presu-
puesto destinado a infraestructura educativa alcanza sólo
0.4 por ciento, lo cual difiere con los promedios interna-
cionales, situados en 91.8 por ciento para gasto corriente y
8.2 para inversión en investigación, infraestructura y equi-
pamiento.

En el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación
para el Ejercicio Fiscal de 2010 se considera una inversión
en el ramo educativo de poco más de 485 miles de millo-
nes de pesos –equivalentes a 3.8 por ciento del PIB–, de los
cuales se destinan para educación superior 71.9 miles de
millones de pesos, insuficientes respecto a las necesidades
de cambio cualitativo que presenta el sistema educativo en
su conjunto.

En los últimos 50 años, la población en México ha crecido
cuatro veces (tan sólo en los últimos 5 años se incrementó
en 5.8 millones más). Además, el estado de México ocupa
el primer lugar de las entidades con mayor número de ha-
bitantes, seguido del Distrito Federal.

Según estimaciones del Consejo Nacional de Población, la
pirámide poblacional se ensanchará en su base para 2013
respecto a 2007, lo que significará un incremento en los
grupos de edad que van de los 0 a los 19 años, apuntando
una presión ascendente en la demanda de acceso a la edu-
cación media superior y superior para los próximos 25
años.

Si bien el país ha incrementado su matrícula en el nivel li-
cenciatura durante los últimos cinco ciclos escolares, mu-
chos jóvenes de entre 19 y 23 años de edad quedan fuera
del sistema educativo nacional. Tan sólo en el ciclo escolar
2006-2007, 74.2 por ciento de los más de 9 millones 800
mil jóvenes en edad de estudiar no accedieron a la matrí-
cula, pese a la reducción de 6 por ciento de jóvenes no ma-
triculados alcanzada en los últimos 10 años.

Panorama presupuestal para 2010

De acuerdo con el análisis del Centro de Estudios de las Fi-
nanzas Públicas, el proyecto de Presupuesto de Egresos de
la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2010 muestra un
incremento en el gasto corriente de 2.7 por ciento, lo que
contrasta con la reducción de 13.5 por ciento en el gasto de
inversión, donde la función de desarrollo social presenta
una caída de 0.8 por ciento en el presupuesto destinado a la
subfunción educativa. A su vez, el presupuesto destinado a



educación superior y posgrado muestra una disminución
real de 6.9 por ciento, que se acompaña de una reducción
de 7.5 por ciento para ciencia y tecnología, así como de re-
cortes de 28.7 por ciento para la cultura y de 16.8 para el
deporte.

Lo anterior no sólo contrasta con el crecimiento real de 4.3
por ciento que muestra la educación media superior, sino
que limita los esfuerzos para incrementar nuestro nivel
educativo. Así, la inversión federal en educación superior y
posgrado en proporción con el PIB retrocede 0.06 por cien-
to respecto a 2009, mientras que el gasto federal por alum-
no cae aproximadamente en 10 por ciento.

Según los escenarios elaborados por la Asociación Nacio-
nal de Universidades e Instituciones de Educación Supe-
rior, es posible apreciar cómo el Presupuesto de Egresos de
la Federación propuesto para 2010 fractura la tendencia de
inversión generada a partir de 2004, que tenía el propósito
de alcanzar una inversión equivalente a 1 por ciento del
PIB para 2012, lo que significa un retroceso de dos años y
situará el monto propuesto para 2010 en niveles similares a
lo invertido en 2008 (0.60 por ciento del PIB).

En el caso de la UAM, el proyecto de Presupuesto de Egre-
sos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2010 con-
sidera una reducción de 9.5 por ciento, lo que equivale a
228.4 millones menos que lo aprobado en 2009, lo que
afecta negativamente los proyectos de inversión de esta ca-
sa de estudios, en particular los vinculados a la construc-
ción de las unidades académicas en Cuajimalpa de More-
los, Distrito Federal, y en Lerma de Villada, México.

Las unidades Cuajimalpa y Lerma de la UAM no sólo per-
mitirán acrecentar la oferta de esta casa de estudios en al-
rededor de 30 mil nuevos lugares –que se suman a los más
de 45 mil ya existentes– sino que, también, generarán una
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derrama económica que redundará tanto en la creación de
empleos directos e indirectos, temporales y permanentes
como en la adquisición de materiales para construcción y
equipamiento, tan necesarios para impulsar a México a tra-
vés de proyectos de inversión que estimulan la economía y
resultan antirrecesivos.

De forma similar a 1973, cuando el Senado de la Repúbli-
ca discutió el proyecto de creación de la UAM para aten-
der la demanda de acceso a educación pública superior,
hoy día el país requiere la apertura de más y mejores espa-
cios para que los jóvenes puedan hacer uso de su derecho a
una educación de calidad, pública y gratuita.

Ello requiere que se aumenten los recursos destinados a la
educación pública superior como la mejor inversión para
enfrentar los retos del futuro, mediante la generación de
conocimientos que den solución a problemas cada vez más
complejos, aun más en un escenario de crisis como por el
que atraviesan México y el mundo. Por ello, los senadores
que suscribimos esta proposición con punto de acuerdo de-
cidimos apoyar a instituciones como la UAM, que están en
franca consolidación y crecimiento de su proyecto acadé-
mico.

Por lo expuesto y fundado, sometemos a consideración de
esta asamblea la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. El Senado de la República exhorta respetuosamen-
te a las Comisiones de Educación Pública y Servicios Edu-
cativos, y de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara
de Diputados a incrementar en el Presupuesto de Egresos
de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2010 los recur-
sos para la Universidad Autónoma Metropolitana en 695
millones adicionales a lo propuesto por el Ejecutivo fede-
ral, no sólo para subsanar la reducción de 9.5 por ciento
considerada por la Secretaria de Hacienda y Crédito Públi-
co sino, también, para garantizar la viabilidad financiera de
los proyectos de inversión en infraestructura y equipa-
miento de la Casa Abierta al Tiempo.

Dado en el salón de sesiones del Senado de la República del Congreso
de la Unión, a 12 de noviembre de 2009.— Senadores: Francisco Ja-
vier Castellón Fonseca (rúbrica), José Luis Máximo García Zalvidea
(rúbrica), Rubén Fernando Velázquez López (rúbrica), José Guadarra-
ma Márquez (rúbrica), Carlos Sotelo García.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LXI Legislatura.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a ustedes que en sesión celebrada
en esta fecha, el senador Tomás Torres Mercado, del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
ca, presentó propuesta con punto de acuerdo por el que se
exhorta a la Cámara de Diputados a destinar una partida es-
pecial de recursos del Presupuesto de Egresos de 2010 pa-
ra apoyar los proyectos educativos impulsados por centros
comunitarios de migrantes mexicanos en Estados Unidos
de América.

La Presidencia dispuso  que dicho punto de acuerdo, el
cual se anexa, se turnara a la Cámara de Diputados.

Atentamente

México, DF, a 12 de noviembre de 2009.— Senador Arturo Núñez Ji-
ménez (rúbrica), vicepresidente.»

«El suscrito, Tomás Torres Mercado, senador a la LXI Le-
gislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 67, numeral 1 inciso b), de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos; y 58 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso, somete a consideración de esta asamblea propo-
sición con punto de acuerdo al tenor de las siguientes

Consideraciones

El fin de semana pasado tuve la oportunidad de ir a Esta-
dos Unidos de América para asistir a un encuentro con fe-
deraciones y clubes de migrantes zacatecanos en el sur de
California, al que también acudieron connacionales que ra-
dican en los estados de Texas e Illinois. El motivo fue la ce-
lebración del trigésimo séptimo aniversario del Día del Za-
catecano, en Los Ángeles.

En dicho lugar vi con orgullo que el deseo de progreso y
superación de nuestros hermanos migrantes no se limita a
la búsqueda de un trabajo, sino que muchos de ellos hacen
un esfuerzo por concluir los estudios que dejaron sin ter-
minar en México.

La realidad es que en un gran número de centros comuni-
tarios de mexicanos en Estados Unidos de América se des-
arrollan proyectos educativos que dan la oportunidad a los



migrantes adultos de concluir sus estudios de primaria, se-
cundaria o preparatoria. 

Todo ello es posible gracias al apoyo de profesores que re-
galan horas de su trabajo en favor de la comunidad y de las
propias comunidades de migrantes que donan libros, útiles
y material didáctico para que aquellos que deseen avanzar
en su educación puedan hacerlo.

Sin percibir remuneración por su trabajo y con pocos re-
cursos, los profesores que colaboran en los centros comu-
nitarios organizan grupos y establecen calendarios para
abordar los planes y programas de estudio que correspon-
den a cada grado educativo. En los salones habilitados pa-
ra tal efecto, se gestan muchas historias de esfuerzo y su-
peración de migrantes originarios de todas las entidades
federativas de México.

Al final, los estudios son validados gracias a la coordina-
ción del Instituto Nacional para la Educación de los Adul-
tos (INEA) y de los institutos de educación para adultos de
los estados, con el apoyo de los consulados.

Iniciativas comunitarias como estas adquieren mayor rele-
vancia si consideramos que nuestros migrantes constituyen
el sector más afectado por los problemas que aquejan a la
economía de nuestro vecino país del norte.

Por ello, consideramos que los proyectos educativos des-
arrollados en los centros comunitarios, con la colaboración
de profesores voluntarios y de la comunidad en general,
deben ser objeto del más amplio reconocimiento y apoyo.

A través del presente acuerdo proponemos exhortar a la
Cámara de Diputados federal a destinar una partida espe-
cial de recursos del Presupuesto de Egresos para el Ejerci-
cio Fiscal de 2010, a fin de apoyar dichos proyectos. La
idea fundamental es que los recursos sean destinados al pa-
go de maestros y a la adquisición de materiales educativos
y didácticos para la educación de los migrantes adultos.

En 2001 impulsamos la creación de una partida presupues-
tal para atender y apoyar a las comunidades mexicanas en
el exterior. Ahora debemos impulsar nuevas acciones en
beneficio de nuestros hermanos migrantes y alentar sus ini-
ciativas y proyectos de superación y progreso.

Por lo expuesto y fundado, someto a consideración de esta
asamblea el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a la Cámara de Diputados a destinar una
partida especial de recursos del Presupuesto de Egresos pa-
ra el Ejercicio Fiscal de 2010, a fin de apoyar y fortalecer
los proyectos educativos impulsados por centros comunita-
rios de migrantes mexicanos en Estados Unidos de Améri-
ca que hacen posible que muchas de estas personas logren
concluir sus estudios de primaria, secundaria y preparato-
ria en el extranjero. Dichos recursos serán destinados al
pago de maestros y a la adquisición de materiales educati-
vos y didácticos para la educación de los migrantes.

Salón de sesiones del Senado de la República, a 12 de noviembre de
2009.— Senadores: Tomás Torres Mercado, Arturo Herviz Reyes, Re-
né Arce Islas, Guillermo Tamborrel Suárez, Adriana González Carrillo,
María Serrano Serrano, Yeidckol Polevnsky Gurwitz (rúbricas).»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LXI Legislatura.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a usted que, en sesión celebrada en
esta fecha el senador Francisco Herrera León del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional
presentó propuesta con punto de acuerdo por el que se ex-
horta al Ejecutivo federal a reforzar los proyectos de in-
fraestructura carretera en el estado de Tabasco, particular-
mente en la construcción del libramiento vial en la ciudad
de Villahermosa.

La Presidencia dispuso que dicho punto de acuerdo, que se
anexa, se turnara a la Cámara de Diputados.

Atentamente

México, DF, a 12 de noviembre de 2009.— Senador Arturo Núñez Ji-
ménez (rúbrica), vicepresidente.»

«El suscrito, Francisco Herrera León, senador de la Repú-
blica en la LXI Legislatura, de conformidad con lo esta-
blecido en los artículos 58, 59 y 60 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, somete a consideración de esta sobera-
nía la siguiente proposición con punto de acuerdo de ur-
gente y obvia resolución con base en las siguientes
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Consideraciones

Por su posición geográfica estratégica, el estado de Tabas-
co constituye como la principal puerta terrestre de entrada
al sureste; es paso obligado por tierra para unir a éste con
el centro y el norte del país. Sus carreteras permiten el trán-
sito ágil y rápido de personas y mercancías por su territo-
rio.

Sin embargo, a más de dos años de las inundaciones que tu-
vieron como consecuencia graves daños a la red carretera
en el estado, como la saturación del suelo, derrumbes y
deslizamientos de tierras, así como escurrimientos muy
significativos que causaron el desborde de muchos ríos, de
nueva cuenta la red carretera vuelve a sufrir serios estragos
en su infraestructura. 

De acuerdo con diversos medios de comunicación, el titu-
lar de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes en
Tabasco declaró recientemente que, si bien no hubo una
destrucción total de la red carretera en el estado, la super-
ficie de rodamiento si necesitó de una rehabilitación ur-
gente en la que se invirtieron 380 millones de pesos, ya que
se presentaban desprendimientos, baches y algunos tramos
carreteros habían desaparecidos parcialmente.

Cabe mencionar que en el Plan Nacional de Desarrollo
2007-2012 quedó incluida la construcción de los tramos:
Villahermosa-Escárcega, Macuspana-límite de Tabasco y
Campeche; Villahermosa-Ciudad del Carmen, Villahermo-
sa-Macultepec; Cárdenas-Huimanguillo, carretera Malpa-
so-El Bellote; Libramiento de Villahermosa; Villahermosa-
Coatzacoalcos, Entronque Reforma-Villahermosa; Raudales
de Malpaso-El Bellote, Comalcalco-El Bellote; Villaher-
mosa-Escárcega, Villahermosa- límite de los estados de Ta-
basco y Campeche; y Villahermosa-Escárcega, Emiliano
Zapata-Tenosique. 

Ahora bien, para estas obras se destinó en el Presupuesto
de Egresos de la Federación 2009, en conjunto, la cantidad
de 835 millones de pesos, que han sido insuficientes para
la reparación de los daños que se habían presentado en los
últimos dos años, toda vez que con las recientes lluvias
provocadas por el frente frío número 9, y la entrada de la
noche del lunes 9 de noviembre del frente frío número 10,
este avance que se llevaba se ha visto nuevamente afecta-
do, ya que las lluvias han alcanzado un nivel de hasta 1.5
metros de altura, por lo que las carreteras una vez más se
encuentran inundadas y en malas condiciones. 

Si bien la Secretaría de Gobernación, mediante los boleti-
nes números 240 de fecha 9 de noviembre y 242 del 11 de
noviembre del año en curso declaró como zonas de desas-
tre los municipios de Cunduacán, Comalcalco, Paraíso,
Cárdenas y Huimanguillo, aún no se especifican los recur-
sos que serán destinados para la reparación de las carrete-
ras dañadas, por lo que es de urgente resolución que se in-
cluyan recursos adicionales en la nueva figura de “apoyos
parciales inmediatos” de las Reglas de Operación del Fon-
do de Desastres Naturales, a fin de poder atender los as-
pectos prioritarios y urgentes en la infraestructura carrete-
ra del estado.

Compañeras y compañeros legisladores: como vemos, hay
tramos carreteros importantes y necesarios para reconstruir
en el estado de Tabasco; sin embargo, para poder lograrlo
es importante reconsiderar mayores recursos a los asigna-
dos en el Presupuesto de 2009, toda vez que las emergen-
cias derivadas de la presente temporada de lluvias en la re-
gión han causado nuevamente serios estragos a la red
carretera en el estado.

Por lo expuesto, someto a la consideración de esta sobera-
nía el siguiente

Punto de Acuerdo

Primero. Se exhorta al Ejecutivo federal, a través de la Se-
cretaría de Comunicaciones y Transportes, a reforzar los
proyectos de infraestructura carretera en el estado de Ta-
basco, particularmente la construcción del libramiento vial
en la ciudad de Villahermosa.

Segundo. Se exhorta a las Comisiones de Presupuesto y
Cuenta Pública, y de Comunicaciones y Transportes de la
honorable Cámara de Diputados a considerar recursos su-
ficientes en el ejercicio presupuestal 2010 para dar conti-
nuidad a los proyectos de la infraestructura carretera en el
estado de Tabasco, particularmente para la construcción del
libramiento vial de la ciudad de Villahermosa.

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Senadores, a 12 de no-
viembre de 2009.— Senador Francisco Herrera León (rúbrica).»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LXI Legislatura.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.



Me permito comunicar a usted que en sesión celebrada en
esta fecha, los senadores Guillermo Tamborrel Suárez, Em-
ma Lucía Larios Gaxiola y Alfredo Rodríguez y Pacheco,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, pre-
sentaron propuesta con punto de acuerdo para que en el
Presupuesto de Egresos de la Federación para 2010 se con-
sideren recursos para el secretariado técnico del Consejo
Nacional para Personas con Discapacidad.

La Presidencia dispuso que dicho punto de acuerdo, que se
anexa, se turnara a la Cámara de Diputados.

Atentamente

México, DF, a 12 de noviembre de 2009.— Senador Arturo Núñez Ji-
ménez (rúbrica), vicepresidente.»

«Emma Lucía Larios Gaxiola, Guillermo Tamborrel Suá-
rez y Alfredo Rodríguez y Pacheco, senadora integrante de
la Comisión de Salud, senador presidente de la Comisión
de Atención a Grupos Vulnerables y senador integrante de
la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, respecti-
vamente, e integrantes del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional en la LXI Legislatura del Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 58
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, presentamos a
consideración de esta honorable asamblea la proposición
con punto de acuerdo para que en el Presupuesto de Egre-
sos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2010 se
consideren recursos para que el Secretariado Técnico del
Consejo Nacional para Personas con Discapacidad avance
en el cumplimiento de lo establecido en el artículo 10 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la
Convención sobre los Derechos de las Personas con Disca-
pacidad y la Ley General de las Personas con Discapacidad

Consideraciones

1. México fue promotor ante Naciones Unidas de la Con-
vención sobre los Derechos de las Personas con Discapaci-
dad, instrumento internacional que establece las directrices
que deben contener las políticas públicas para la atención
de las personas con discapacidad.

Con este convenio tan importante, los Estados parte se
comprometen a realizar acciones diversas en beneficio de
las personas con discapacidad, entre otras, en las materias
de educación, trabajo, derecho a la justicia, salud, accesibi-
lidad, entre otros.

La convención, publicada en el Diario Oficial de la Fede-
ración el 3 de mayo de 2008, expone las directrices que
México debe seguir para garantizar el ejercicio pleno de los
derechos de las personas con discapacidad estableciendo
los siguientes principios:

a) El respeto de la dignidad inherente, la autonomía in-
dividual, incluida la libertad de tomar las propias deci-
siones, y la independencia de las personas;

b) La no discriminación;

c) La participación e inclusión plenas y efectivas en la
sociedad;

d) El respeto por la diferencia y la aceptación de las per-
sonas con discapacidad como parte de la diversidad y la
condición humanas;

e) La igualdad de oportunidades;

f) La accesibilidad;

g) La igualdad entre el hombre y la mujer;

h) El respeto a la evolución de las facultades de los ni-
ños y las niñas con discapacidad y de su derecho a pre-
servar su identidad.

2. A su vez, la Ley General de las Personas con Discapaci-
dad, publicada el 9 de junio de 2005, tiene como objeto es-
tablecer las bases que permitan la plena inclusión de las
personas con discapacidad, dentro de un marco de igualdad
en todos los ámbitos de la vida.

El artículo 4 señala claramente que los derechos que esta-
blece dicha ley serán reconocidos a todas las personas con
discapacidad, sin distinción por origen étnico o nacional,
género, edad, condición social, condiciones de salud, reli-
gión, opiniones, preferencias, estado civil, o cualquiera
otra que atente contra su dignidad.

Establece, como también lo hace la Convención, una serie
de principios que deberán observar las políticas públicas en
la materia, los cuales son:

a) La equidad;

b) La justicia social;
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c) La equiparación de oportunidades;

d) El reconocimiento de las diferencias;

e) La dignidad;

f) La integración;

g) El respeto, y

h) La accesibilidad.

En lo que concierne al soporte institucional para dar cum-
plimiento a esta Ley, el artículo 29 dicta que “el Consejo
Nacional para las Personas con Discapacidad es el instru-
mento permanente de coordinación intersecretarial e inte-
rinstitucional que tiene por objeto contribuir al estableci-
miento de una política de Estado en la materia, así como
promover, apoyar, fomentar, vigilar y evaluar las acciones,
estrategias y programas derivados de esta ley.”

Como sus atribuciones, el artículo 30, enlista las siguien-
tes:

I. Elaborar y coordinar, en el marco del Plan Nacional
de Desarrollo, el Programa Nacional para el Desarrollo
de las Personas con Discapacidad, promoviendo, con-
vocando y concertando acuerdos o convenios con las
dependencias de la administración pública federal, las
entidades federativas, los municipios, los sectores social
o privado, o las organizaciones, evaluando periódica y
sistemáticamente la ejecución del mismo;

II. Promover acciones que fomenten la igualdad de las
personas con discapacidad;

III. Impulsar el ejercicio pleno de los derechos de las
personas con discapacidad y hacer de su conocimiento
los canales institucionales para hacerlos exigibles ante
la autoridad competente;

IV. Establecer la política general de desarrollo integral
de las personas con discapacidad, mediante la coordina-
ción de los programas interinstitucionales;

V. Proponer al Ejecutivo federal la inclusión en el pro-
yecto de Presupuesto de Egresos de la Federación de
partidas para la aplicación y ejecución de los programas
dirigidos a las personas con discapacidad;

VI. Promover medidas para incrementar la infraestruc-
tura física de instalaciones públicas y los recursos técni-
cos, materiales y humanos necesarios para la atención
de la población con discapacidad;

VII. Realizar estudios de investigación que apoyen al
desarrollo integral de las personas con discapacidad;

VIII. Promover y fomentar la cultura de la dignidad y
respeto de las personas con discapacidad, a través de
programas y campañas de sensibilización y concientiza-
ción;

IX. Solicitar información a las dependencias y entidades
de la administración pública en sus tres niveles de go-
bierno;

X. Participar en el diseño de las reglas para la operación
de los programas en la materia;

XI. Promover entre los Poderes de la Unión y la socie-
dad acciones dirigidas a mejorar la condición social de
la población con discapacidad;

XII. Promover la firma y cumplimiento de los instru-
mentos internacionales y regionales, relacionados con la
materia;

XIII. Difundir y dar seguimiento al cumplimiento de las
obligaciones contraídas con gobiernos o entidades de
otros países o con organismos internacionales relaciona-
dos con la discapacidad;

XIV. Establecer relaciones con las autoridades de pro-
curación de justicia y de seguridad pública de la federa-
ción y de las entidades federativas para proponer medi-
das en esta materia;

XV. Concertar acuerdos de colaboración con organis-
mos públicos y privados, nacionales e internacionales,
para el desarrollo de proyectos que beneficien a las per-
sonas con discapacidad;

XVI. Difundir, promover y publicar obras relacionadas
con las materias objeto de esta Ley;

XVII. Promover a través del Secretario Ejecutivo la
suscripción de convenios para que las organizaciones y
empresas otorguen descuentos a personas con discapa-



cidad en centros comerciales, transporte de pasajeros,
farmacias y otros establecimientos, y

XVIII. Ser el organismo de consulta y asesoría obliga-
toria para las dependencias y entidades de la Adminis-
tración Pública Federal, y en su caso, voluntaria para las
instituciones de los sectores social y privado, que reali-
cen acciones o programas relacionados con las personas
con discapacidad.

3. El Secretariado Técnico del Consejo Nacional para Per-
sonas con Discapacidad fue creado con el fundamento es-
tablecido en el artículo 31, último párrafo, que establece:

“El consejo será presidido por el secretario de Salud y
contará con un Secretario Ejecutivo que será el titular
del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la
Familia. Tendrá su sede en la Ciudad de México y con-
tará con las unidades administrativas necesarias para el
cumplimiento de sus atribuciones.”

Una de esas unidades administrativas a las que refiere el
párrafo anterior es el Secretariado Técnico.

Cabe precisar que debido a la conformación del consejo
–con carácter interinstitucional y cuya tarea primordial es
la coordinación entre las instituciones que lo conforman–,
carece de la figura tradicional de director general como es
usual en los organismos u órganos de la administración pú-
blica, recayendo las tareas ejecutivas y funciones adminis-
trativas en ese Secretariado Técnico.

Las atribuciones del Secretariado Técnico del Consejo Na-
cional para las Personas con Discapacidad se encuentran en
el artículo 35 Bis 1 del Reglamento Interior de la Secreta-
ría de Salud.

4. Los censos y las encuestas que se han realizado en va-
rios países han generado diversas aproximaciones sobre la
magnitud de la discapacidad. La Organización Mundial de
la Salud estima que actualmente 10 por ciento de la pobla-
ción del mundo, esto es, aproximadamente 650 millones de
personas presentan algún tipo de discapacidad intelectual,
física o sensorial.

Por su parte, el Banco Mundial estima que aproximada-
mente entre el 10 por ciento y el 12 por ciento de la pobla-
ción mundial tiene discapacidad y que en el 25 por ciento
de los hogares hay un integrante con alguna discapacidad.

En México, se han realizado diversos esfuerzos para medir
la prevalencia de la discapacidad desde hace varias déca-
das. Sin embargo, actualmente se desconoce la verdadera
dimensión y comportamiento histórico de este indicador,
ya que se han utilizado diferentes conceptos, clasificacio-
nes y fuentes de información.

El XII Censo General de Población y Vivienda, realizado
en el año 2000, incluyó el tema de discapacidad atendien-
do las recomendaciones en ese momento de la Organiza-
ción de las Naciones Unidas, por lo cual utilizó como mar-
co conceptual que definió a una persona con discapacidad
como aquella con alguna discapacidad física o mental de
manera permanente o por más de seis meses que le impe-
día desarrollar sus actividades dentro del margen que se
considera normal para un ser humano.

De acuerdo con este instrumento, la prevalencia de disca-
pacidad en el país ascendió en el año 2000 a 1.84 por cien-
to de la población total del país.

La encuesta censal realizada en ese mismo año, en la que
se aplicó un cuestionario ampliado a una muestra de la po-
blación para conocer la causa de la discapacidad, arrojó
una estimación de 2.31 por ciento de prevalencia de disca-
pacidad en el país, cifra semejante a la obtenida mediante
la Encuesta Nacional de Salud 2000, que utilizó el mismo
marco conceptual.

Por su parte, en la Encuesta Nacional de Evaluación del
Desempeño, efectuada en el 2003 por la Secretaría de Sa-
lud, se aprovechó para realizar un primer ejercicio para es-
timar la prevalencia de discapacidad en la población del
país, con base en la Clasificación Internacional del Funcio-
namiento, de la Discapacidad y de la Salud.

Esta medición se basó en el grado de dificultad en los do-
minios de salud: movilidad, función mental, estado de áni-
mo, actividades usuales, dolor y función social. Esta en-
cuesta reportó la presencia de discapacidad en el 9 por
ciento de la población mexicana, por lo cual representa un
mejor acercamiento a la magnitud de la prevalencia de la
discapacidad en el país.

5. Como se puede apreciar, la amplia gama de obligaciones
del consejo, que como ya se dijo recaen en su Secretariado
Técnico; así como la dimensión de la condición de disca-
pacidad en el país requieren, para su mejor atención, de un
soporte presupuestal acorde con estas obligaciones y la in-
cidencia de la discapacidad en México.
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En ese sentido, se estima procedente no sólo la petición
que contienen estos puntos de acuerdo, sino el correspon-
diente respaldo siempre generoso de la Colegisladora para
que en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el
Ejercicio Fiscal de 2010 se consideren recursos para que el
Secretariado Técnico del Consejo Nacional para Personas
con Discapacidad avance en el cumplimiento de lo estable-
cido en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, la Convención sobre los Dere-
chos de las Personas con Discapacidad y la Ley General de
las Personas con Discapacidad.

En particular se solicita, entendiendo que las condiciones
económicas del país son sumamente difíciles, que si estos
recursos no pudiesen incrementarse en un monto deseable
y acorde con los grandes retos que enfrenta el Secretariado
Técnico del Consejo Nacional para Personas con Discapa-
cidad, que éstos no disminuyan.

Con base en lo anteriormente expuesto, se solicita respe-
tuosamente a la Presidencia de esta H. Cámara de Senado-
res que, con fundamento en la Fracción IV del Artículo 74
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, sea turnada a la Cámara de Diputados la presente pro-
posición con

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta y solicita atenta y respetuosamente a
las Comisiones de Presupuesto y Cuenta Pública, de Aten-
ción a Grupos Vulnerables y de Salud de la honorable Cá-
mara de Diputados, no se realicen reducciones en el Presu-
puesto de Egresos de la Federación de 2010 asignado a la
unidad 314 denominada Secretariado Técnico del Consejo
Nacional para las Personas con Discapacidad.

Segundo. Se solicita atenta y respetuosamente a las Comi-
siones de Presupuesto y Cuenta Pública, de Atención a
Grupos Vulnerables, y de Salud de la honorable Cámara de
Diputados, que realicen los esfuerzos necesarios para in-
corporar en el decreto de Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración para el Ejercicio Fiscal de 2010, 388 millones de
pesos para atención de las personas con discapacidad, a tra-
vés del Secretariado Técnico del Consejo Nacional para las
Personas con Discapacidad.

Recinto Legislativo de Xicoténcatl, a 12 de noviembre de 2009.— Se-
nadores: Guillermo Tamborrel Suárez (rúbrica), Emma Lucía Larios
Gaxiola, Alfredo Rodríguez y Pacheco (rúbrica).»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LXI Legislatura.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a ustedes que en sesión celebrada
en esta fecha, el senador Francisco Herrera León, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
presentó propuesta con punto de acuerdo por el que se ex-
horta a la Cámara de Diputados a considerar y autorizar en
el marco del análisis y aprobación del Presupuesto de Egre-
sos de la Federación de 2010 mayores recursos para la Uni-
versidad Juárez Autónoma de Tabasco.

La Presidencia dispuso que dicho punto de acuerdo, el cual
se anexa, se turnara a la Cámara de Diputados.

Atentamente

México, DF, a 12 de noviembre de 2009.— Senador Arturo Núñez Ji-
ménez (rúbrica), vicepresidente.»

«El suscrito, Francisco Herrera León, senador de la repú-
blica en la LXI Legislatura, de conformidad con lo esta-
blecido en los artículos 58, 59 y 60 del Reglamento para el
Gobierno Interior del congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, someta a consideración de esta soberanía
proposición con punto de acuerdo, de urgente y obvia re-
solución, con base en las siguientes

Consideraciones

Los estudios superiores en el estado de Tabasco tienen su
origen en 1861, gestión realizada por el entonces goberna-
dor del estado, don Victorio Victorino Dueñas, ante el pre-
sidente de la República, licenciado Benito Juárez García,
para crear un centro de enseñanza profesional en el estado.

Esta creación se realizó a través de bienes nacionalizados,
autorizados por el presidente Juárez. Fue en 1879 cuando
fueron inaugurados los primeros cursos en el entonces Ins-
tituto Juárez, siendo nombrado como director del Instituto
el licenciado Manuel Sánchez Mármol.

Las carreras que se impartían durante las últimas décadas
del siglo XIX eran agricultura, veterinaria, agrimensura,
notariado, abogacía, comercio, pedagogía, jurisprudencia y
farmacia, y su matrícula no excedía de 100 alumnos, ante-
cedentes que constan en la memoria gubernamental del ge-
neral Abraham Bandala.



En 1895 se expidieron las reformas al reglamento interior
y al plan de estudios, año en que por la demanda de alum-
nos se amplía la duración de estudios de las carreras im-
partidas por el instituto. Sin embargo, en 1947, por gestio-
nes del gobernador en turno, Francisco J. Santamaría, el
instituto pasó a formar parte de la Asociación Nacional de
Universidades e Instituciones de Educación Superior
(ANUIES) y en abril de 1950, el licenciado Miguel Ale-
mán Valdés solicitó la fundación de la Universidad de Ta-
basco, lo que dio origen al Comité pro Universidad de Ta-
basco, publicando en 1954 la Ley Orgánica del Instituto
Juárez.

Es de resaltar que el honorable Congreso del estado, en
1958, expidió la Ley que crea la Universidad Juárez Autó-
noma de Tabasco, pero fue hasta 1966 cuando se le otorgó
esta autonomía, para entonces ya se había construido la
Ciudad Universitaria de la misma institución.

Sin embargo, en 1976 se publicó en el periódico oficial del
estado la modificación a la Ley Orgánica Universitaria,
dando origen a la organización de escuelas e institutos e
iniciando el proceso de descentralización universitaria.

Debido a este proceso, años después fueron inauguradas
nuevas instalaciones en el municipio de Cunduacán y, en
1985, se instruyó el proyecto de excelencia y superación
académica, el que consideró el primer Plan Institucional de
Desarrollo con el que diseño un nuevo modelo universita-
rio. Surgiendo así las divisiones académicas que actual-
mente aglutinan programas educativos en todas las áreas
del conocimiento.

Al inicio de 2000, la universidad enfrentó al nuevo milenio
ofreciendo alrededor de 33 licenciaturas, 17 especialida-
des, 10 maestrías y la carrera de enfermería en el nivel téc-
nico superior. En la actualidad cuenta con 45 licenciaturas,
entre ellas 4 son impartidas a distancia, por lo que el nú-
mero de alumnos matriculados es aproximadamente de 30
mil que acuden a las diversas divisiones y a los centros de
extensión universitaria. Cuenta con tres campus: Cundua-
cán, Teapa y el de los Ríos, que opera en Tenosique.

Cabe mencionar que la Universidad Juárez Autónoma de
Tabasco ha logrado rebasar ya el medio siglo, gozando con
plena autoridad no lo solo académica, sino como espacio
garante de la libertad de cátedra y libertad ideológica y po-
sicionarse en 2007, como una de las mejores universidades
de México, además de que había alcanzado los estándares

requeridos de una institución universitaria a nivel nacional
e internacional.

La Universidad Juárez Autónoma de Tabasco ha participa-
do vigorosamente en la transformación del futuro que an-
helan los jóvenes y habitantes tabasqueños. Por lo que el
interés de la universidad es de formar a profesionistas, es-
pecialistas e investigadores, capaces de crear, innovar y
aplicar nuevos conocimientos que se traduzcan en benefi-
cio colectivo, bajo un sistema educativo que proporcione
conocimientos, habilidades y valores a toda la población,
de gran calidad para el trabajo y para la vida.

Toda esta transformación ha sido posible a la constante for-
mación y preparación por parte del personal docente y aca-
démico, lo que la lleva a que constantemente sea visitada
por organismos evaluadores a fin de constar el nivel edu-
cativo de la máxima casa de estudios.

Es de mencionar que dentro de sus programas cuentan con
visitas frecuentes a sus campus, por lo que su preparación
debe ser continua y no por espacios.

De acuerdo con las declaraciones vertidas por la rectora de
la UJAT, actualmente ejerce un presupuesto que le fue au-
torizado por 40 millones 500 mil pesos, que representa me-
dio millón más que el de 2008.

Sin embargo, declaraciones de las autoridades escolares de
la propia universidad refieren un incremento de 3 mil
alumnos en los últimos años, por lo que se infiere que la
demanda supera fácilmente a los recursos que le han sido
asignados.

Finalmente, hay que resaltar que en este mes, la Universi-
dad Juárez Autónoma de Tabasco recibió por cuarto año
consecutivo el reconocimiento de la Secretaría de Educa-
ción Pública a las instituciones de educación superior por
la calidad de sus programas.

Por lo expuesto, someto a consideración de esta soberanía
el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a las Comisiones de Presupuesto y
Cuenta Pública, de Educación Pública y Servicios Educati-
vos, y de Ciencia y Tecnología de la honorable Cámara de
Diputados a considerar recursos suficientes para el ejerci-
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cio presupuestal de 2010 para la Universidad Juárez Autó-
noma de Tabasco a fin de que pueda cumplir con sus obje-
tivos, que son el de dar seguimiento constante a sus pro-
gramas académicos y a la preparación de más y mejores
profesionistas tabasqueños.

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Senadores, a 12 de no-
viembre de 2009.— Senador Francisco Herrera León (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Continúe la Secretaría con minutas.

LEY PARA LA PROTECCION DE LOS DERECHOS
DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES - 

LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES 
A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA

La Secretaria diputada Georgina Trujillo Zentella:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LXI Legislatura.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes expediente que contiene minuta proyecto de decreto
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes, y reforma el artículo 8 de la Ley General de Ac-
ceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.

Atentamente

México, DF, a 10 de noviembre de 2009.— Senador Arturo Núñez Ji-
ménez (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LXI Legislatura.

Minuta
Proyecto de Decreto

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes, y reforma el artículo 8 de la Ley General
de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia

Artículo Primero. Se reforman la fracción B del artículo
21 y la fracción C del artículo 49 y se adicionan una frac-

ción D al artículo 21 y una fracción G al artículo 46, todos
de la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes para quedar como sigue:

Artículo 21. Niñas, niños y adolescentes tienen el derecho
a ser protegidos contra actos u omisiones que puedan afec-
tar su salud física o mental, su normal desarrollo o su de-
recho a la educación en los términos establecidos en el ar-
tículo 3o. constitucional. Las normas establecerán las
formas de prever y evitar estas conductas. Enunciativa-
mente, se les protegerá cuando se vean afectados por:

A. …

B. El uso de drogas y enervantes, el secuestro, la trata, y to-
do tipo de explotación. En cuanto a los adolescentes ma-
yores de catorce años serán protegidos contra el desem-
peño de cualquier trabajo que pueda ser peligroso o
pueda entorpecer su educación, o sea nocivo para su sa-
lud y para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral
o social.

C. ...

D. La necesidad de intervenir en procedimientos o pro-
cesos ante órganos jurisdiccionales o administrativos,
caso en el cual tales órganos deberán dictar aquellas
medidas que estimen pertinentes para protegerlos de
cualquier acto que pudiera afectar su salud física y
mental o alguno de los derechos consagrados en la pre-
sente ley.

Artículo 46. Los procedimientos a los que se someta a una
o un adolescente que presuntamente haya infringido la ley
penal, deberán respetar todas las garantías procesales dis-
puestas en la Constitución, particularmente las siguientes:

A. a F. ...

G. Contar gratuitamente, en caso de requerirlo, con un
intérprete, traductor y abogado defensor que conozca
su lengua o idioma y el sistema normativo de su lugar
de origen y a que las actuaciones se lleven a cabo tanto
en idioma español, como en el propio.

Artículo 49. Las instituciones señaladas en el artículo an-
terior, tendrán las facultades siguientes:

A. y B. ...



C. Conciliar en casos de conflicto en el núcleo familiar
cuando se vulneren los derechos y garantías de niñas, niños
y adolescentes, procurando prestar ayuda especializada a
las y los afectados por tal vulneración y, en su caso, debe-
rán solicitar a la autoridad prevista en la siguiente fracción
tomar las medidas precautorias correspondientes.

D. a J. ...

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 8, fracción IV, de
la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre
de Violencia para quedar como sigue:

Artículo 8. Los modelos de atención, prevención y sanción
que establezcan la federación, las entidades federativas, el
Distrito Federal y los municipios, son el conjunto de medi-
das y acciones para proteger a las víctimas de violencia fa-
miliar, como parte de la obligación del Estado, de garanti-
zar a las mujeres su seguridad y el ejercicio pleno de sus
derechos humanos. Para ello, deberán tomar en considera-
ción:

I. a III. …

IV. Evitar procedimientos de mediación o conciliación,
por ser inviables en una relación de sometimiento entre
el agresor y la víctima, en los casos que se trate de ni-
ñas y adolescentes, se atenderá antes de tales medi-
das al principio del interés superior de la infancia;

V. y VI. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF,
a 10 de noviembre de 2009.— Senador Arturo Núñez Jiménez (rúbri-
ca), vicepresidente; senador Adrián Rivera Pérez (rúbrica), secretario.»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Túrnese a las Comisiones Unidas de Atención a
Grupos Vulnerables y de Equidad y Género.

LEY GENERAL DE DERECHOS LINGÜISTICOS 
DE LOS PUEBLOS INDIGENAS

La Secretaria diputada Georgina Trujillo Zentella:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LXI Legislatura.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos de lo dispuesto en la fracción E del artícu-
lo 72 constitucional, me permito devolver a ustedes el ex-
pediente que contiene la minuta con proyecto de decreto
por el que se reforma el artículo 13 de la Ley General de
Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas.

Atentamente

México, DF, a 12 de noviembre de 2009.— Senador Arturo Núñez Ji-
ménez (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LXI Legislatura.

Minuta
Proyecto de Decreto

Por el que se reforma el artículo 13 de la Ley General
de Derechos Lingüísticas de los Pueblos Indígenas

Artículo Único. Se adiciona una fracción XV al artículo 13
de la Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos
Indígenas, para quedar como sigue:

Artículo 13. …

I. a XII. …

XIII. Establecer políticas, acciones y vías para proteger
y preservar el uso de las lenguas y culturas nacionales
de los migrantes indígenas en el territorio nacional y en
el extranjero;

XIV. Propiciar y fomentar que los hablantes de las len-
guas indígenas nacionales participen en las políticas que
promuevan los estudios que se realicen en los diversos
órdenes de gobierno, espacios académicos y de investi-
gación; y

XV. Instrumentar las medidas necesarias para que
en los municipios indígenas del país, las señales in-
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formativas de nomenclatura oficial, así como sus to-
pónimos, sean inscritos en español y en las lenguas
originarias de uso en el territorio.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF,
a 12 de noviembre de 2009.— Senador Arturo Núñez Jiménez (rúbri-
ca), vicepresidente; senadora Ludivina Menchaca Castellanos (rúbri-
ca), secretaria.»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Túrnese a la Comisión de Asuntos Indígenas. 

HORARIO ESTACIONAL

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Esta Presidencia recibió del diputado Gastón Luken
Garza, del Grupo Parlamentario del PAN, iniciativa con
proyecto de decreto que adiciona la fracción IV, del artícu-
lo único, del decreto por el que se establece el horario es-
tacional que se aplicará en los Estados Unidos Mexicanos. 

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Iniciativa que adiciona la fracción IV del artículo único
del decreto por el que se establece el horario estacional que
se aplicará en los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Gastón Luken Garza, del Grupo Parlamentario
del PAN

El suscrito, diputado Gastón Luken Garza, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; y 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, somete a consideración de esta honorable asamblea
la siguiente iniciativa, que adiciona la fracción VI del artí-
culo único del decreto por el que se establece el horario es-
tacional que se aplicará en los Estados Unidos Mexicanos.

Exposición de Motivos

El horario de verano es una medida que consiste en ade-
lantar el reloj una hora durante la parte del año en la que se

registra mayor insolación, es decir, en el periodo con ma-
yor duración de luz solar, fenómeno que se debe a la incli-
nación del eje de la Tierra y su movimiento de traslación.
Así, en junio se presentan los días más largos del año en el
hemisferio norte, y en diciembre en el hemisferio sur.

En nuestro país, el horario de verano logra reducir el consu-
mo de energía eléctrica en la iluminación de más de 23 mi-
llones de hogares, sobre todo en las horas de mayor deman-
da de electricidad. En este sentido, el horario de verano
reduce diariamente una hora la demanda máxima de electri-
cidad.

Cabe mencionar que en la actualidad, cerca de 75 países
han adoptado el horario de verano, de los cuales más del 70
por ciento lo implantan a través de un calendario común
que comprende del segundo domingo de marzo al primer
domingo de noviembre, como es el caso de nuestro princi-
pal socio comercial, Estados Unidos de América, que con
excepción de Arizona y Hawai, lleva a cabo la medida en
todos los estados.

Sin embargo, en nuestro país el cambio de horario entra en
función el primer domingo de abril y termina el último do-
mingo de octubre, habiendo un desfase con nuestro princi-
pal socio comercial en el cambio de horario de aproxima-
damente un mes.

Este desajuste provoca impactos negativos en la vida coti-
diana de los residentes de las ciudades fronterizas del nor-
te del país. De acuerdo con estimaciones del Colegio de la
Frontera Norte, además de generar afectaciones en la vida
diaria de quienes cruzan la frontera, este desfase en los ho-
rarios tiene un importante costo de oportunidad para los
miles de habitantes de la región.

El cambio, implantado por el gobierno de los Estados Uni-
dos desde el 2007, para adelantar el horario de verano des-
de el segundo domingo de marzo, y atrasar el horario de
otoño el primer domingo de noviembre ha dejado en des-
ventaja a los municipios fronterizos con este país, lo que
genera efectos económicos importante para los trabajado-
res, los estudiantes y las personas que a diario transitan por
ambos lados de la frontera, porque tienen que lidiar con ho-
ras diferentes en las dos fronteras.

Aunado a lo anterior, se debe mencionar que dicho desfase
afecta las operaciones diarias en las aduanas de esta región.
Tan solo en la región de California y Baja California se cal-



cula que se ven afectadas entre 3 mil y 4 mil operaciones
diarias.

Asimismo, en el caso particular de Ciudad Juárez se estima
que este desfase en el cambio de horario impacta directa-
mente a unos 42 mil residentes fronterizos, dado que tienen
que cruzar de un lado a otro diariamente por motivos labo-
rales o escolares.

Se considera también, que se tienen serias afectaciones en
funciones informáticas, como los pagos con tarjeta banca-
ria con horas incorrectas, órdenes bursátiles no ejecutadas
a tiempo e incluso confusiones en los horarios de la llega-
da o salida de aviones. En lo referente al transito de perso-
nas, es importante mencionar los largos tiempos de espera
en los puentes internacionales, debido al desfase en los ho-
rarios.

Estas complejidades técnicas, logísticas y operativas que se
viven en la zona fronteriza, fueron bien previstas por los
estados de Sonora y Arizona que son los únicos estados que
se mantiene sin la adopción de los horarios estacionales da-
da su estrecha relación económica.

Caso similar, se da en todas las ciudades fronterizas del
resto del país, como Tijuana y Mexicali en Baja California;
Ciudad Juárez y Ojinaga en Chihuahua; Ciudad Acuña y
Piedras Negras en Coahuila; Ciudad Anáhuac en Nuevo
León; y Nuevo Laredo, Reynosa y Matamoros en Tamauli-
pas, que cuentan con una relación bilateral próspera y fruc-
tífera con sus ciudades colindantes en los Estados Unidos,
por lo que se deben establecer los mecanismos para que se
de la homologación en los horarios de las ciudades fronte-
rizas, con el fin de agilizar y hacer más eficiente la activi-
dad económica en la región fronteriza.

El ajuste de cambio de horario en los municipios de la fron-
tera norte de nuestro país permitirá que exista una mayor
sincronía e integración en las actividades económica que
ambas partes de la frontera.

Es por ello que, como una respuesta a las diversas incon-
formidades planteadas por la sociedad fronteriza, y en vir-
tud de los antecedentes expuestos, someto a consideración
de esta soberanía la conveniencia de establecer un horario
de excepción en Tijuana, Mexicali, Ciudad Juárez, Ojina-
ga, Ciudad Acuña, Piedras Negras, Anáhuac, Nuevo Lare-
do, Reynosa y Matamoros, adicionando la fracción VI del
artículo único del decreto del 1 de marzo del 2002 en los
siguientes términos

Decreto

Artículo Único. Se adiciona la fracción VI del artículo úni-
co del decreto que establece el horario estacional que se
aplicará en los Estados Unidos Mexicanos para quedar de
la siguiente forma:

I. a III. …

IV. Todas las demás entidades integrantes de la federa-
ción estarán sujetos al meridiano 90 grados por ubica-
ción y por el meridiano 75 grados por horario estacio-
nal;

V. Islas, arrecifes y cayos, el correspondiente a su situa-
ción geográfica y de acuerdo a los instrumentos del de-
recho internacional aceptados donde no aplica el hora-
rio estacional, y

VI. Excepto los municipios fronterizos de Tijuana y Me-
xicali en Baja California; Ciudad Juárez y Ojinaga en
Chihuahua; Ciudad Acuña, Piedras Negras en Coahuila;
Ciudad Anáhuac en Nuevo León; y Nuevo Laredo, Rey-
nosa y Matamoros en Tamaulipas, en los municipios
mencionados esta aplicación surtirá efecto desde las dos
horas del segundo domingo de marzo y concluirá a las
dos horas del primer domingo de noviembre.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de noviembre de 2009.— Di-
putado Gastón Luken Garza (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se turna a la Comisión de Gobernación.

PRESUPUESTO DE EGRESOS 
DE LA FEDERACION 2010

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se recibió iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma el artículo 35 del proyecto de decreto de Presupues-
to de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal
2010, y adiciona los artículos noveno y décimo transito-
rios, suscrito por diputados integrantes del Grupo Parla-
mentario del PRI.  

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Iniciativa que reforma el artículo 35 del Proyecto de de-
creto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el
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Ejercicio Fiscal de 2010, y adiciona un artículo noveno y
un décimo transitorios, suscrito por integrantes del Grupo
Parlamentario del PRI

De conformidad con los artículos 71, fracción II, 72 y 74,
fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; y 55, fracción II, y 56 del Reglamento pa-
ra el Gobierno Interior del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, los suscritos, Héctor Fernández
Aguirre, Rubén Moreira Valdez, Francisco Saracho Nava-
rro, Hugo Héctor Martínez González, Melchor Sánchez de
la Fuente, Miguel Ángel Riquelme Solís, Héctor Franco
López, Tereso Medina Ramírez e Hilda Flores Escalera, in-
tegrantes de la coordinación de la diputación federal por
Coahuila del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional, presentan a esta soberanía iniciativa
que reforma y adiciona la fracción V del artículo 35 del
proyecto de decreto de Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración para el Ejercicio Fiscal de 2010 e incluye los artícu-
los noveno y décimo transitorio en el mismo Presupuesto,
al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El federalismo se origina en el pensamiento de Miguel Ra-
mos Arizpe, donde se dispone que es voluntad del pueblo
mexicano constituirse en una república representativa, de-
mocrática, federal, compuesta de estados libres y sobera-
nos, pero unidos en la federación establecida según los
principios de la Constitución General.

En síntesis, el federalismo se concibe idealmente como la
expresión de la voluntad de los mexicanos para alcanzar la
unidad nacional, a partir de la variedad y diferencias regio-
nales, reconociendo y garantizando jurídicamente la parti-
cipación de tres órdenes de gobierno, federal, estatal y mu-
nicipal, y buscando distribuir responsabilidades y definir
mecanismos de colaboración y coordinación.

En el sector agropecuario, el federalismo en algunos sub-
sectores, no es necesario, es indispensable porque habla-
mos de diferentes formas de producir, de diferencias muy
marcadas en la tenencia de la tierra a lo largo y ancho del
país, de diferencias en los cultivos que prosperan en dife-
rentes condiciones de clima y suelo, así como de diferen-
cias en la propia visión de los productores, por tanto.

Por otra parte, los ciclos de producción agropecuaria no
saben de adaptarse a un año fiscal porque dependen de con-
diciones en su mayoría naturales, no controlables. Baste re-

cordar que no todo se produce en condiciones de inverna-
dero.

Cada entidad tiene diferentes necesidades de inversión en
el sector agropecuario y requiere una forma diferenciada
para acceder a los recursos que año con año esta soberanía
aprueba para ello. La participación de los productores en la
propia inversión para la obtención de sus activos producti-
vos siempre ha sido necesaria, e involucrarlos en la solu-
ción de sus problemas ha dado buenos resultados para re-
ducir la visión paternalista y hacerlos partícipes de su
propio desarrollo.

La descentralización ha encontrado varias limitaciones, en-
tre las que destaca el hecho de que todo tiene que ser defi-
nido previamente por el gobierno federal para poder llegar
a los estados.

Durante los últimos nueve años, en México ha prevalecido
una práctica centralista en muchos aspectos, donde la polí-
tica ha pesado en general más que la dinámica propia de la
administración pública en busca de la solución de los pro-
blemas concretos.

Además, las instituciones han sido tradicionalmente testi-
monio vivo de una pesadez burocrática, que tiende a nu-
lificar el espíritu y el mandato de las leyes, evidenciando
así la demora o la arbitrariedad en la entrega de los fon-
dos, que frustran los planes y compromisos con los grupos
organizados, sembrando la desconfianza en los agentes en-
cargados de hacer posible un verdadero desarrollo susten-
table. Por ello es necesario, entre otras cosas, revisar en
forma inmediata las reglas de operación que la Secretaría
de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural Pesca y Ali-
mentación (Sagarpa) ha implantado como condicionamien-
to para entregar los recursos agropecuarios.

Una y otra vez hemos escuchado de los funcionarios que
han pasado por la Sagarpa, y en general por otras depen-
dencias, que todas las modificaciones de las reglas de ope-
ración de los programas a cargo de éstas se realizan para
hacer más asequibles los recursos de los programas a los
beneficiarios y para tener mayor transparencia en el otor-
gamiento de estos recursos. Sin embargo, de igual forma,
año con año escuchamos las quejas de organizaciones cam-
pesinas, de gobiernos de los estados, de congresos locales
y de productores en general por no poder acceder a dichos
recursos porque, más que reglas de operación, parecen ca-
misas de fuerza que bloquean dicho acceso.



Así, de nada sirve que desde el Congreso se trabaje en un
solo frente para ayudar a la gente del campo si los recursos
que se aprueban pasan de secretaría en secretaría y de fun-
cionario en funcionario y no se entregan y aplican de ma-
nera suficiente y oportuna.

Las Reglas de Operación de la Alianza para el Campo de
2003 establecían una estrategia del gobierno federal para el
fortalecimiento del sector rural y otorgaban recursos públi-
cos, funciones y programas a los gobiernos estatales, en un
esquema de responsabilidad compartida entre los tres nive-
les de gobierno y los productores.

A partir de 2008, la Sagarpa emitió nuevas reglas de ope-
ración como marco definitorio para la ejecución de sus pro-
gramas, donde ya no se consideran estos propósitos; con
ello se deterioran los avances logrados en años anteriores
en la transferencia de funciones a los estados, la llamada
“federalización”.

A través de las actuales reglas de operación se ha desarro-
llado mayor centralización de decisiones, criterios unilate-
rales modificatorios de las mismas reglas y convenio de co-
ordinación retroceso en el federalismo. Prevalecen
inconsistencias en la relación con la federación a través de
la Sagarpa, ya que por una parte el Presupuesto de Egresos
de la Federación define claramente que los recursos eti-
quetados a los estados en el marco del programa Activos
Productivos tienen el carácter de “federalizados”; y, por
otra, la Sagarpa, a través del Convenio Marco de Coordi-
nación, de las reglas de operación y de disposiciones uni-
laterales, se ocupa de la centralización de decisiones, mini-
mizando el carácter de estos recursos y, por ende, sin
reconocer las atribuciones de los estados en el direcciona-
miento y la operación de éstos, generando una constante
discordancia en la aplicación de tales recursos.

Las nuevas reglas de operación de la Sagarpa no otorgan
facultades a los estados para la definición de los estratos de
productores, porcentajes y montos de apoyo, que es dife-
rente para cada región, además de las distintas característi-
cas de los productores en todo el país.

Con las nuevas reglas de operación de la Sagarpa, los ca-
lendarios de operación de los programas se determinan
desde el centro, y no respetan en este caso los determina-
dos por la Secretaría de Finanzas estatal.

Las reglas de operación de 2008 eliminaron la facultad
otorgada en el convenio celebrado en 1996 entre el gobier-

no del estado y la Sagarpa, y que se había ratificado en el
similar de 2001, para la coordinación de las acciones del
programa Alianza para el Campo, donde antes el gobierno
del estado asumía la coordinación y la operación de los dis-
tritos de desarrollo rural y de los centros de apoyo al des-
arrollo rural.

Además, con Alianza para el Campo las decisiones se to-
maban en el Fondo de Fomento Agropecuario del Estado,
donde el estado tenía el voto de calidad; sin embargo, a
partir de 2008 la Sagarpa plantea que las decisiones en que
no se llegue a un acuerdo sean definidas por el centro.

Con las nuevas reglas de operación, el proceso de evalua-
ción de los productores se establece en oficinas centrales
de la Sagarpa, pero no van de acuerdo con el tipo de pro-
ductores o proyectos estatales.

La Sagarpa no ha respetado lo establecido en el Presupues-
to de Egresos de la Federación ni los puntos de acuerdo de
las reuniones celebradas entre la Conago y el gobierno fe-
deral.

Las políticas públicas federales deberán construirse con
una dinámica que vaya de la periferia al centro y no al re-
vés. En consecuencia, la descentralización deberá exten-
derse a otras actividades que hasta ahora son materia ex-
clusiva de la capital de la república. Los planes y los
programas de desarrollo no deberán jamás ser instrumento
de control político.

Por lo expuesto y fundado, acudo a esta soberanía para pre-
sentar la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se reforma y adiciona la fracción V del ar-
tículo 35 del proyecto Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración para el Ejercicio Fiscal de 2010, y se incluyen los ar-
tículos noveno y décimo transitorios en él, para quedar en
los siguientes términos:

Artículo 35. La Secretaría de Agricultura, Ganadería, Des-
arrollo Rural, Pesca y Alimentación, de acuerdo con lo que
establece la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, y a fin de
elevar el nivel de desarrollo humano y patrimonial de la so-
ciedad rural, orientará sus acciones y dará continuidad a los
apoyos gubernamentales para lograr una oferta de alimen-
tos de calidad, sanos y accesibles; que los productores ten-
gan mayor presencia en los mercados; revertir el deterioro
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de los ecosistemas y, en general, el desarrollo armónico del
medio rural, conforme a lo siguiente:

I. a IV. …

V. La Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo
Rural, Pesca y Alimentación destinará como recursos
concurrentes con las entidades federativas un monto
equivalente a 80 por ciento del monto asignado a su Pro-
grama de Adquisición de Activos Productivos. Además,
establecerá la proporción de los recursos concurrentes
de 65 por ciento correspondiente a la aportación federal
y 35 por ciento a la aportación estatal y beneficiarios,
previamente señalado en el anexo técnico previsto.

Artículo Noveno Transitorio. Con relación al Programa
de Adquisición de Activos Productivos, fracción V, del ar-
tículo 35, del monto resultante para cada entidad federati-
va, la Secretaría de Agricultura y Ganadería no podrá des-
tinar dichos recursos a otra entidad federativa ni a otro
programa de ésta, a menos que la entidad correspondiente
así lo decida.

Artículo Décimo Transitorio. El Ejecutivo federal deberá
observar estrictamente lo aprobado por esta soberanía en
este decreto, en lo relativo a las reglas de operación de los
programas señalados en el anexo 18 de éste.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de noviembre de
2009.— Diputados: Héctor Fernández Aguirre, Rubén Moreira Valdez,
Hugo Héctor Martínez González, Melchor Sánchez de la Fuente, Mi-
guel Ángel Riquelme Solís, Héctor Franco López, Francisco Saracho
Navarro, Tereso Medina Ramírez, Hilda Flores Escalera (rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta
Pública.

LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se recibió iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma el artículo 3o. de la Ley del Impuesto al Valor Agre-
gado, suscrita por diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del PRI.  

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Iniciativa que reforma el artículo 3o. de la Ley del Im-

puesto al Valor Agregado, suscrita por integrantes del Gru-
po Parlamentario del PRI

Los suscritos, diputados Manuel Ignacio Maloro Acosta
Gutiérrez, Jesús Alberto Cano Vélez, Ernesto de Lucas
Hopkins, Rogelio Manuel Díaz Brown Ramsburgh, José
Luis Marcos León Perea, Onésimo Mariscales Delgadillo y
Miguel Ernesto Pompa Corella, integrantes del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional de la
LXI Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamen-
to en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y
55, fracción II, y 56 del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, someten a consideración de esta soberanía iniciativa
con propuesta de decreto que adiciona una fracción que
modifica el artículo 3o de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado, con objeto de aumentar el poder adquisitivo de
los municipios, de conformidad con la siguiente 

Exposición de Motivos

Actualmente los ayuntamientos pagan el impuesto al valor
agregado en los servicios, materiales y suministros, así co-
mo obra pública. Es decir, hoy día los municipios en lugar
de pagar cien pesos pagan ciento quince porque se les su-
ma el quince por ciento del impuesto al valor agregado
(IVA). 

El municipio se encuentra obligado a pagar el 15 por cien-
to más sobre lo que debería pagar. La Ley del IVA no le
permite a las entidades municipales que el Servicio de Ad-
ministración Tributaria (SAT) le devuelva íntegramente a
los municipios lo que estos han aportado, en cambio lo que
sucede es que después de pasar por la hacienda federal se
distribuye en las entidades por medio de una fórmula que
beneficia a las entidades con mayor población, teniendo
como consecuencia que los ayuntamientos se vuelven re-
caudadores de impuestos federales, que si bien es el pacto
federal, no significa que no lo podamos hacer más equita-
tivo.

El municipio es la autoridad que tiene más cerca el ciuda-
dano, a la que le exige más. En nuestra opinión, resulta in-
justo desde el punto de vista social que el gobierno federal
utilice los municipios como recaudadores de impuestos, te-
niendo estos pocos recursos de ejercicio directo y haciendo
difícil cumplir con las responsabilidades que como ayunta-
miento tienen pavimentación, abasto de agua, alumbrado
público, seguridad pública, recolección de basura, entre
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otros. Aunque la Constitución establece que los municipios
administrarán su hacienda, en la realidad tienen limitada su
capacidad para encauzar su destino si sus finanzas son li-
mitadas.

La propuesta es sencilla, queremos que los municipios de
México puedan recuperar del SAT lo que pagaron de IVA.
De esta forma se logra que el poder adquisitivo de los mu-
nicipios aumente.  Como lo he apuntado, actualmente la
Ley del IVA no lo permite, por ello esta propuesta encuen-
tra su justificación en lo económico. La autoridad local,
como lo es el municipio, conoce mejor sus necesidades di-
rectas, que una autoridad federal lejana a la población, por
principio económico, entre mayores recursos tenga la auto-
ridad local, mejor aplicados estarán los recursos.

El presente decreto tiene el objetivo de impulsar la modifi-
cación en la ley para que los municipios posean más recur-
sos, lo que se verá reflejado en la totalidad de los munici-
pios de México, ahora sí, teniendo como resultado mayor
pavimentación, mejoras al sistema de agua, más seguridad,
mejor alumbrado público y mejor servicio de limpieza.

Para lograrlo, la proposición busca la modificación de la
Ley del Impuesto al Valor Agregado consistente en supri-
mir la obligación del municipio del pago del impuesto por
los actos que realicen que no den lugar al pago de derechos
o aprovechamientos, además de dotar a los municipios de
la capacidad de acreditar el IVA que les haya sido traslada-
do en las erogaciones o el pagado en la importación; para
ello requeriríamos modificar el segundo párrafo del art 3o
e incluir un nuevo tercer párrafo recorriendo los párrafos
subsecuentes.

Por todo lo expuesto y fundamentado, sometemos a consi-
deración de esta soberanía el siguiente proyecto de 

Decreto

Artículo Único. Se modifica el artículo 3o de la Ley del
Impuesto al Valor Agregado para quedar como sigue:

Artículo 3o. …

La federación, el Distrito Federal, los estados, así como sus
organismos descentralizados y las instituciones públicas de
seguridad social, tendrán la obligación de pagar el impues-
to únicamente por los actos que realicen que no den lugar
al pago de derechos o aprovechamientos, y sólo podrán
acreditar el impuesto al valor agregado que les haya sido

trasladado en las erogaciones o el pagado en la importa-
ción, que se identifique exclusivamente con las actividades
por las que estén obligados al pago del impuesto estableci-
do en esta ley o les sea aplicable la tasa del cero por cien-
to. Para el acreditamiento de referencia se deberán cumplir
con los requisitos previstos en esta ley.

Los municipios, así como sus organismos descentralizados
y las instituciones públicas municipales de seguridad so-
cial, tendrán la obligación de pagar el impuesto únicamen-
te por los actos que realicen que no den lugar al pago de de-
rechos o aprovechamientos, y podrán acreditar todo el
impuesto al valor agregado que les haya sido trasladado en
las erogaciones o el pagado en la importación. Para el acre-
ditamiento de referencia se deberán cumplir con los requi-
sitos previstos en las fracciones II, III y IV del artículo 5o.
de esta ley.

La federación y sus organismos descentralizados efectua-
rán igualmente la retención en los términos del artículo
1o.-A de esta ley cuando adquieran bienes, los usen o go-
cen temporalmente o reciban servicios, de personas físicas,
o de residentes en el extranjero sin establecimiento perma-
nente en el país en el supuesto previsto en la fracción III
del mismo artículo. También se efectuará la retención en
los términos del artículo 1o.-A de esta ley, en los casos en
los que la federación y sus organismos descentralizados re-
ciban servicios de autotransporte terrestre de bienes presta-
dos por personas morales. Los estados, el Distrito Federal
y los municipios, así como sus organismos descentraliza-
dos no efectuarán la retención a que se refiere este párrafo. 

Para los efectos de este impuesto, se consideran residentes
en territorio nacional, además de los señalados en el Códi-
go Fiscal de la Federación, las personas físicas o las mora-
les residentes en el extranjero que tengan uno o varios es-
tablecimientos en el país, por todos los actos o actividades
que en los mismos realicen.

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Salón de sesiones de la Cámara de Diputados, a 13 de noviembre de
2009.— Diputados: Manuel Ignacio Maloro Acosta Gutiérrez, Jesús
Alberto Cano Vélez, Ernesto de Lucas Hopkins, Rogelio Manuel Díaz
Brown Ramsburgh, José Luis Marcos León Perea, Onésimo Marisca-
les Delgadillo, Miguel Ernesto Pompa Corella (rúbricas).»

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 18 de noviembre de 200963



El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico.

AUDITORIA SUPERIOR DE LA FEDERACION

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se recibió del diputado César Augusto Santiago Ramí-
rez, del Grupo Parlamentario del PRI, iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se determina no proceder a
nombrar nuevamente, para un segundo periodo, al titular
de la Auditoría Superior de la Federación en ejercicio.  

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Iniciativa de decreto, por el que se determina no proceder
a nombrar nuevamente para un segundo periodo al auditor
superior de la Federación en ejercicio, a cargo del diputa-
do César Augusto Santiago Ramírez, del Grupo Parlamen-
tario del PRI

Con fundamento en los artículos 70, 71, fracción II, de la
constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
55, fracción segunda, del Reglamento para el Gobierno
interior del Congreso, y en el marco de lo dispuesto en el
artículo 79, fracción IV, párrafo tercero, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
en los artículos 79 y 82 de la Ley de Fiscalización y ren-
dición de Cuentas de la Federación, se presenta a consi-
deración del Pleno proyecto de decreto con arreglo a los
siguientes

Antecedentes

Primero. En cumplimiento a lo dispuesto en la Ley de Fis-
calización Superior de la Federación, publicada en el Dia-
rio Oficial de la Federación el día 29 de diciembre del año
2000, la Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior
de la Federación sometió a consideración del pleno de la
Cámara de Diputados, el 15 de diciembre de 2001, el dic-
tamen con la propuesta de terna de candidatos para ocupar
el cargo de Auditor Superior de la Federación de la Cáma-
ra de Diputados del honorable Congreso de la Unión.

Segundo. La Cámara de Diputados, con el voto favorable
de 323 diputadas y diputados, designó para ocupar el car-
go de Auditor Superior de la Federación al CPC Arturo

González de Aragón, para el periodo comprendido del 1 de
enero de 2002 al 31 de diciembre de 2009.

Tercero. El 30 de abril de 2009, fue publicado en el Diario
Oficial de la Federación, el decreto por el que se expide la
Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federa-
ción, en la que se establecen disposiciones relativas a la de-
signación del titular de la entidad de fiscalización superior
de la Federación.

Cuarto. La Cámara de Diputados, en cumplimiento de la
ley invocada, deberá designar a más tardar el 31 de di-
ciembre del 2009 al ciudadano que deba fungir como titu-
lar de la Auditoria Superior de la Federación.

Considerando

Primero. Que derivado de las reformas en materia de fis-
calización, se expidió una nueva ley que establece los pla-
zos y procedimientos a que deberá sujetarse la designación
del titular de la entidad de fiscalización superior de la Fe-
deración.

Segundo. Que la Cámara de Diputados, deberá pronun-
ciarse, ya sea por nombrar nuevamente por un sola vez pa-
ra un segundo periodo al actual titular de la Auditoría Su-
perior de la Federación, o bien, para designar a un nuevo
titular, en los términos del procedimiento previsto en el ar-
tículo 80 de la ley de la materia.

Tercero. Que la fiscalización es una de las funciones de
control de mayor importancia en el catálogo de atribucio-
nes de esta soberanía, razón por la cual, el Congreso de la
Unión, se ha dado a la tarea de evaluar periódicamente el
contenido y aplicación de la norma que la regula, así como
formular las modificaciones pertinentes, con el propósito
de perfeccionar las disposiciones jurídicas en que tiene sus-
tento.

Cuarto. Que en aras del fortalecimiento de esa institución
del Estado, se coincide con su modernización estructural e
institucional, y por ello, se estima adecuada la renovación
periódica de los servidores públicos que tienen  a su cargo
dichas tareas. 

Quinto. Que en el contexto plural y democrático que vive
el país, resulta conveniente aplicar por primera vez las dis-
posiciones relativas a la designación y por tanto renovación
del titular de la Auditoría Superior.
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Sexto. Que por ello, esta comisión legislativa, se pronuncia
por no proceder a nombrar para un segundo periodo al ac-
tual titular de la entidad superior de la federación.

Séptimo. Que una vez que la Cámara de Diputados resuel-
va, se deberá aplicar el procedimiento a que se refiere el ar-
tículo 80 de la ley rectora. 

Octavo. Que se requiere garantizar la transparencia para
dar certeza a la participación abierta de aquellos ciudada-
nos que se consideren en aptitud para desempeñar el cargo,
en un marco de ejercicio democrático y en igualdad de
condiciones, concurran al proceso de selección.

Por las razones expuestas, y con fundamento en el artículo
79, fracción IV, párrafo tercero, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artícu-
los 79 y 82 de la Ley de Fiscalización y Rendición de
Cuentas de la Federación, se somete a la consideración del
Pleno el siguiente

Proyecto de decreto

Primero. La Cámara de Diputados, en el marco de lo dis-
puesto por el artículo 79, fracción IV, párrafo tercero, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
en los términos del artículo 82 de la Ley de Fiscalización y
Rendición de Cuentas de la Federación, determina no pro-
ceder a nombrar nuevamente para un segundo periodo al ti-
tular de la Auditoría Superior de la Federación quien fue
designado para el periodo comprendido del 1 de enero de
2002 al 31 de diciembre de 2009.

Segundo. De conformidad con los artículos 79 de la Cons-
titución, así como 79 y 80 de la Ley de Fiscalización y
Rendición de Cuentas de la Federación, se procederá a sus-
tanciar el procedimiento de convocatoria, evaluación, pro-
puesta de terna y designación del titular de la entidad su-
perior de la Federación.

Tercero. Se instruye a la Comisión de Vigilancia de la Au-
ditoría Superior de la Federación para que lleve a cabo el
procedimiento previsto en los términos que establece el ar-
tículo 80 de la Ley en la materia.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entra en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de noviembre de 2009.— Di-
putado César Augusto Santiago Ramírez (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se turna a la Comisión de Vigilancia de la Audito-
ría Superior de la Federación.

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL - 
LEY DE LOS DERECHOS DE LAS 
PERSONAS ADULTAS MAYORES

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra el diputado Everardo Villarreal Sali-
nas, del Grupo Parlamentario del PRI, para presentar ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos
19, de la Ley General de Desarrollo Social, y 5o. de la Ley
de los Derechos de las Personas Adultas Mayores.

El diputado Jesús Everardo Villarreal Salinas: Con su
permiso, señor presidente. Compañeros diputados.

La sociedad mexicana presenta graves problemas de po-
breza y desigualdad. Las cifras publicadas por el Coneval
(Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desa-
rrollo Social) demuestran que en 2006 más de 42 millones
de mexicanos están en algún grado de pobreza y, sin duda
alguna, va en aumento.

La desigualdad de distribución del ingreso y la desigualdad
en el acceso a Oportunidades ha sido un elemento persis-
tente en la historia de nuestro país. La situación se agrava
cuando en estas familias hay adultos mayores.

El programa de desarrollo humano Oportunidades es un
instrumento del Ejecutivo federal que desarrolla acciones
intersectoriales para la educación, la salud, la alimentación,
así como aquéllas que promueven el bienestar general de
las familias que viven en condiciones de pobreza extrema.

Al concentrar todas sus acciones de geopolítica social y
vincularlas a la política económica, el gobierno de la Repú-
blica ha articulado la estrategia Vivir Mejor, con el fin de ge-
nerar condiciones de crecimiento económico y de prosperi-
dad social para que los mexicanos podamos vivir mejor.

En nuestro país, de acuerdo con las proyecciones del Con-
sejo Nacional de Población (Conapo) se estima que en
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2004 había cerca de 7.9 millones de adultos mayores, per-
sonas de 60 años y más, quienes representan 7.5 por cien-
to del total de la población.

En 2010 habrá 9.9 millones, 15 millones en 2020 y poco
más de 22 millones en 2030, de modo que este grupo de la
población incrementará su peso; dentro de este grupo se
encuentran los mayores de 70 años, que suman ya 3.5 mi-
llones y que se prevé que alcanzarán 4.4 millones en 2010.

Con la publicación de las reglas de operación, el programa
Oportunidades amplió la cobertura en 76 mil 514 localida-
des de hasta 30 mil habitantes, por lo cual en el bimestre
julio-agosto de 2009 se benefició a más de 2 millones de
adultos de 70 años o más, siendo la población objetivo de
2 millones 42 mil adultos mayores.

Los partidos políticos representados en esta Cámara esta-
mos a favor de implementar una política social integral.
Como ejemplo de ello cabe destacar que el 23 de septiem-
bre del presente año la compañera diputada Martha Elena
García Gómez, del Grupo Parlamentario del PRD, presen-
tó punto de acuerdo a fin de que en el proyecto de Presu-
puesto de Egresos de la Federación 2010 se consideren ma-
yores recursos para la atención de los adultos mayores, con
el propósito de crear un programa integral que satisfaga las
necesidades y demandas de este grupo poblacional.

Por lo que se considera que más que un programa integral
debe realizarse por ley y no meramente desde el punto de
vista administrativo, pues se requiere implementar una ver-
dadera política social que beneficie a los sectores más vul-
nerables de la población, como lo son los adultos de 70
años y más.

Actualmente, a través del programa de desarrollo humano
Oportunidades, el gobierno federal otorga de manera bi-
mestral un apoyo monetario mensual a los adultos de 70
años o más que viven en localidades de menos de 30 mil
habitantes para mejorar su condición de vida.

La presente iniciativa de reforma de Ley de Desarrollo So-
cial y de Ley de los Derechos de las Personas Adultas Ma-
yores tiene como uno de sus principales objetivos que las
personas adultas de 70 años o más por ley reciban un apo-
yo económico y no como actualmente se hace mediante
programas que estén sujetos a decisiones del gobierno en
turno y que en la mayoría de los casos se utilizan con ca-
rácter político electorero.

Por otra parte, para armonizar la Ley de Desarrollo Social
y la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores
se adiciona el inciso h) a la fracción I del artículo 5 de la
Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores, es-
tableciendo que de manera enunciativa y no limitativa, es-
ta ley tiene por objeto garantizar a las personas adultas ma-
yores el derecho a recibir el programa económico a que se
refiere la fracción VIII del artículo 19 de la Ley de Desa-
rrollo Social.

Por lo expuesto, someto a la consideración de este honora-
ble pleno de la Cámara de Diputados la siguiente:

Iniciativa con proyecto de reformas al artículo 19 de la Ley
de Desarrollo Social y al artículo 5o. de la Ley de los De-
rechos de las Personas Adultas Mayores, para quedar como
sigue:

Artículo primero. Se reforma la fracción VIII del artículo
19 de la Ley de Desarrollo Social, para quedar como sigue:

Artículo 19. Son prioritarios y de interés público: 

(...) 

“VIII. El Programa de ingreso económico para adultos de
70 años o más”.

(...)

Artículo Segundo. Se adiciona el inciso h) a la fracción I
del artículo 5o. de la Ley de los Derechos de las Personas
Adultas Mayores, para quedar como sigue: 

Artículo 5o. De manera enunciativa y no limitativa, esta
ley tiene por objeto garantizar a las personas adultas ma-
yores los siguientes derechos:

(…)

“h) A recibir el programa económico a que se refiere la
fracción VIII del artículo 19 de la Ley de Desarrollo So-
cial”.

Transitorio. Primero. El presente decreto entrará en vigor
el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro a los 18 días del mes de
noviembre de 2009. Por su atención, muchas gracias.
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«Iniciativa que reforma los artículos 19 de la Ley General
de Desarrollo Social y 5 de la Ley de los Derechos de las
Personas Adultas Mayores, a cargo del diputado Everardo
Villarreal Salinas, del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, diputado J. Everardo Villarreal Salinas, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional en la Cámara de Diputados, en ejercicio de la
facultad constitucional que me confieren los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; 55, fracción II, 56 y 62 del Reglamento pa-
ra el Gobierno Interior del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, someto a consideración de esta
soberanía el proyecto de decreto por el que se reforma el
artículo 19 de la Ley de Desarrollo Social y el artículo 5 de
la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores. 

Contenido

Actualmente a través del Programa de Desarrollo Humano
Oportunidades el gobierno federal otorga de manera bi-
mestral un apoyo monetario mensual a los adultos mayores
de 70 años o más, que viven en localidades de más de 30
mil habitantes, para mejorar su condición de vida.

La presente iniciativa de reformas a la Ley de Desarrollo
Social y a la Ley de los Derechos de las Personas Adultas
Mayores. Tiene como uno de sus principales objetivos que
las personas adultas mayores de 70 años o más, por ley re-
ciban un apoyo económico y no cómo actualmente se hace
mediante programas que están sujetos a decisiones del go-
bierno en turno y que en la mayoría de los casos se utiliza
con carácter político electorero.

Por otra parte, otro de los objetivos de la iniciativa, es am-
pliar la cobertura con la que actualmente cuenta el progra-
ma de adultos mayores de 70 años o más, es decir, preten-
de beneficiar a toda la población que se encuentre dentro
de esta edad.

Por ello en la fracción VIII del artículo 19 de la Ley de
Desarrollo Social se establece como prioritario y de interés
público el Programa de ingreso económico para adultos
mayores de 70 años y más, recorriéndose en su contenido
las fracciones XI y X del numeral y ordenamiento en cita.

Por otra parte, para armonizar la Ley de Desarrollo Social
y la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores,
se adiciona el inciso h) a la fracción I del artículo 5º de la
Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores, es-

tableciendo que de manera enunciativa y no limitativa, es-
ta ley tiene por objeto garantizar a las personas adultas ma-
yores, el derecho a recibir el programa económico a que se
refiere la fracción VIII del artículo 19 de la Ley de Desa-
rrollo Social. 

Exposición de Motivos

La sociedad mexicana presenta graves problemas de po-
breza y desigualdad. Las cifras publicadas por el Coneval
muestran que a 2006, más de 42 millones de mexicanos es-
tán en algún grado de pobreza, y sin duda alguna va en au-
mento.

Cuando las carencias son extremas, además de la falta de
ingresos, las personas y los hogares concentran los mayo-
res índices de desnutrición, enfermedades, analfabetismo y
abandono escolar, ocasionando por supuesto la desintegra-
ción familiar.

Se genera así un círculo vicioso en que los integrantes de
las familias más pobres no desarrollan sus capacidades, si-
tuación que lleva a que las nuevas generaciones hereden la
pobreza y la imposibilidad de generar los ingresos que les
permitirían superar su condición.

La desigual distribución del ingreso y la desigualdad en el
acceso a oportunidades ha sido un elemento persistente en
la historia de nuestro país. La situación se agrava cuando
en estas familias existen adultos mayores.

El Programa Desarrollo Humano Oportunidades es un ins-
trumento del Ejecutivo federal, que desarrolla acciones in-
tersectoriales para la educación, la salud, la alimentación,
así como aquellas acciones que promueven el bienestar ge-
neral de las familias que viven en condiciones de pobreza
extrema. El programa se alinea a los siguientes programas
sectoriales:

Programa Sectorial de Desarrollo Social 2007-2012. Des-
arrollar las capacidades básicas de las personas en condi-
ción de pobreza y pretende abatir el rezago que enfrentan
los grupos sociales vulnerables a través de estrategias de
asistencia social que les permitan desarrollar sus potencia-
lidades con independencia y plenitud.

Programa Sectorial de Educación 2007-2012. Ampliar las
oportunidades educativas para reducir desigualdades entre
grupos sociales, cerrar brechas e impulsar la equidad.
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Programa Sectorial de Salud 2007-2012. Se pretende me-
jorar las condiciones de salud de la población, reducir las
brechas o desigualdades en salud mediante intervenciones
focalizadas en grupos vulnerables y comunidades margina-
das, y garantizar que la salud contribuya al combate a la
pobreza y al desarrollo social del país.

Al concentrar todas sus acciones de política social y vin-
cularlas con la política económica, el Gobierno de la Re-
pública ha articulado la Estrategia Vivir Mejor, con el fin
de generar condiciones de crecimiento económico y de
prosperidad social para que los mexicanos podamos vivir
mejor.

Lamentablemente este programa se aplica de manera defi-
ciente por los funcionarios que lo operan, toda vez que le
dan un trato político-electorero, afectando de una u otra
forma a la población objetivo.

En México el significado de ser adulto mayor en general,
es equivalente a una carga económica, de inmovilidad, de-
terioro físico y mental. En nuestro país, de acuerdo con las
proyecciones de población del Consejo Nacional de Pobla-
ción (Conapo), se estima que en 2004 había cerca de 7.9
millones de adultos mayores (personas de 60 años y más),
quienes representan 7.5 por ciento del total de la población.
En 2010 habrá 9.9 millones, 15 millones en 2020 y poco
más de 22 millones en 2030; de modo que este grupo de la
población incrementará su peso a 8.9, 12.5 y 17.5 por cien-
to del total de la población, respectivamente.

Dentro de este grupo se encuentran los mayores de 70 años
y suman ya 3.5 millones y se prevé que alcanzarán 4.4 mi-
llones en 2010, 6.5 millones en 2020 y 10.2 millones en
2030.

Como lo mencioné anteriormente, la presente iniciativa
busca proteger a este sector de adultos mayores de 70 años
o más, por ser la población por excelencia física, síquica,
económica y socialmente más vulnerable.

En el ámbito familiar, las personas con 70 o más años resi-
den predominantemente en hogares de tipo familiar. Sin
embargo, es la etapa del ciclo de vida en que se pueden
apreciar el mayor número de hogares no familiares, princi-
palmente de personas que viven solas. Cerca de una de ca-
da diez personas de 70 años o más reside sola.

Esto resulta de gran relevancia si se considera que uno de
los aspectos más relacionados con el bienestar en las eda-

des avanzadas es la calidad de la integración de los adultos
mayores a distintos grupos de pertenencia, como lo es el
grupo de personas con las cuales se comparte la residencia.
Dicho grupo es en la mayoría de los casos, la fuente prin-
cipal de intercambios afectivos y de apoyo material y eco-
nómico.

Con la publicación de las Reglas de Operación del Progra-
ma Oportunidades, amplió la cobertura en 76,514 localida-
des de hasta 30 mil habitantes, por lo cual al bimestre ju-
lio-agosto de 2009, se beneficio a más de 2 millones de
adultos mayores de 70 años o más, siendo la población ob-
jetivo de 2.millones 42 mil adultos mayores. Pues tan sólo
para el 2008 se entregaron 8,922 millones de pesos.

Una propuesta como la presente por el tema tan complejo,
generará comentarios en pro y en contra. Sé que no es fá-
cil otorgar apoyo económico al porcentaje en mención, hay
quienes dirán que es un costo alto para el país, pero cómo
legisladores debemos impulsar una política que se adecue
a las necesidades de este sector de la población.

Los partidos políticos representados en la Cámara de Di-
putados estamos a favor de implementar una política social
integral, como ejemplo de ello, cabe destacar que el día 23
de septiembre del presente año, la diputada Martha Elena
García Gómez, del Grupo Parlamentario del PRD, presen-
tó un punto de acuerdo, a fin de que en el proyecto de Pre-
supuesto de Egresos de la Federación de 2010 se conside-
ren mayores recursos para la atención de los adultos
mayores, con el propósito de crear un programa integral
que satisfaga las necesidades y demandas de este grupo po-
blacional.

Por lo que se considera que, más que un programa integral
debe realizarse por ley y no meramente desde el punto de
vista administrativo, pues se requiere implementar una ver-
dadera política social que beneficie a los sectores más vul-
nerables de la población como lo son los adultos mayores
de 70 años y más.

Por lo anteriormente expuesto someto a la consideración de
este honorable pleno de la cámara de diputados la siguien-
te iniciativa con proyecto de
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Decreto que reforma el artículo 19 de la Ley de Desa-
rrollo Social y el artículo 5 de la Ley de los Derechos de
las Personas Adultas Mayores, para quedar como si-
gue:

Artículo Primero. Se reforma la fracción VIII del artículo
19 de la Ley de Desarrollo Social, para quedar como sigue:

Artículo 19. Son prioritarios y de interés público:

I. a VII. ...

VIII. El Programa de ingreso económico para adul-
tos mayores de 70 años o más.

XI. a X. ...

Artículo Segundo. Se adiciona el inciso h) a la fracción I
del artículo 5º de la Ley de los Derechos de las Personas
Adultas Mayores, para quedar como sigue:

Artículo 5. De manera enunciativa y no limitativa, esta
ley tiene por objeto garantizar a las personas adultas
mayores los siguientes derechos:

I. ...

a. a g. ...

h. A recibir el programa económico a que se re-
fiere la fracción VIII del artículo 19 de la Ley de
Desarrollo Social.

Transitorio

Único. La presente ley entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 10 días del mes de noviembre
de 2009.— Diputado J. Everardo Villarreal Salinas (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, señor diputado  Villarreal Salinas. Túrnese a
las Comisiones Unidas de Desarrollo Social y de Aten-
ción a Grupos Vulnerables.

LEY QUE CREA EL FIDEICOMISO QUE
ADMINISTRARA EL FONDO DE APOYO 

SOCIAL PARA EX TRABAJADORES 
MIGRATORIOS MEXICANOS

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra la diputada Georgina Trujillo Zentella,
del Grupo Parlamentario del PRI, para presentar iniciativa
con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley que crea el Fideicomiso que Admi-
nistrará el Fondo de Apoyo Social para ex Trabajadores
Migratorios Mexicanos.

La diputada Georgina Trujillo Zentella: Con su permi-
so, señor presidente.

La suscrita, diputada federal integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional en la
LXI Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, con base en la facultad que confie-
re el artículo 71, fracción II, de la Constitución General de
la República, y el artículo 55, fracción II, del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General, somete a
consideración de esta soberanía la iniciativa con proyecto
de decreto que adiciona y reforma diversas disposiciones
de la Ley que crea el Fideicomiso que Administrará el Fon-
do de Apoyo Social para ex Trabajadores Migratorios Bra-
ceros Mexicanos, fundamentada en la siguiente exposición
de motivos.

En 1942, durante el periodo de la Segunda Guerra Mun-
dial, los gobiernos de México y Estados Unidos crearon el
Programa Bracero consecuencia de la necesidad de mano
de obra que requería el país vecino en varios sectores eco-
nómicos. Entre el periodo 1942 y 1964, a través de este
programa social, miles de mexicanos trabajaron de manera
temporal y legal en actividades relacionadas con la agri-
cultura y la construcción.

Los ex trabajadores migratorios mexicanos decidieron crear
un fondo que tenía como objetivo retenerles 10 por ciento de
sus ingresos mensuales mientras trabajaran en los Estados
Unidos. El dinero ahorrado por los trabajadores le sería
posteriormente pagado a su regreso al país, a través del
Banco de Crédito Agrícola.

El 25 de mayo de 2005, el Congreso de la Unión aprobó la
ley que crea el fideicomiso para administrar estos fondos.
La ley tiene por objeto administrar estos fondos de ahorro
de los ex trabajadores migratorios, con el fin de que éstos
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o sus familiares obtengan dichos recursos de forma expe-
dita.

Desafortunadamente, la ley dejó varios huecos que han
propiciado que los ex trabajadores migratorios mexicanos
o sus familias no hayan podido cobrar el multicitado fon-
do, creando una situación de incertidumbre jurídica. Es por
ello que se propone la reforma y adición de los artículos
1o., 2o. y 6o. de la ley mencionada, para cumplir con las
peticiones de los ex trabajadores migratorios y eliminar los
vacíos que tiene la ley.

La iniciativa tiene dos vertientes; la primera busca recono-
cer a los concubinos como beneficiarios del fondo de aho-
rro social; la segunda, tiene como finalidad adicionar a la
ley la declaración de ausencia o la presunción de muerte
del ex trabajador migratorio mexicano como medio proba-
torio para que los terceros beneficiarios puedan obtener el
fondo social.

Retomando el primer punto, podemos manifestar que el
concubinato es una figura jurídica que nació como medio
de protección a las parejas que no tuvieran una relación
matrimonial, pero que viviesen juntas como si fueran cón-
yuges en un mismo domicilio y que además cumplieran
con cualquiera de las siguientes alternativas: vivir por un
periodo de tiempo fijo establecido por ley o tener hijos en
común. Y los efectos jurídicos que acarrea el concubinato,
son derechos y obligaciones en materia de alimentos y su-
cesiones. 

En el caso en particular de los ex trabajadores migratorios,
el concubinato es un asunto relevante, esta figura jurídica
protege las relaciones que existieron entre el ex trabajador
y su pareja aunque no hayan contraído una relación matri-
monial. Dadas las características del trabajo que realizaron
los braceros, éstos pudieron haber creado un vínculo con-
yugal con sus respectivas parejas sin haber estado casados,
o bien, pudieron haber tenido un concubinato después de
que la esposa legal haya fallecido.

Tomando en consideración, el segundo punto, el artículo
6o. de la ley es limitativo y poco proteccionista, ya que só-
lo permite el acta de defunción del ex trabajador migrato-
rio como documento probatorio para ser beneficiario dis-
tinto.

Es muy importante que se reforme este artículo y se inclu-
yan como documentos probatorios, tanto el documento que
acredita la declaración de ausencia, como el de presunción

de muerte del ex trabajador. Estas dos figuras jurídicas son
equiparables al acta de defunción, la única diferencia es
que, para que se otorgue el acta es necesario que se pre-
sente el cuerpo del fallecido, y en las dos anteriores se
cumple con el requisito por el mero transcurso del tiempo.

Por tanto, resulta muy limitativo que únicamente que se
contemple el acta de defunción como requisito necesario
para obtener el recurso, cuando existen jurídicamente otras
figuras que son equiparables a aquélla.

En conclusión, se considera necesaria la urgente adecuación
de los artículos 1o., 2o. y 6o. en  sus diversas fracciones, in-
cluyendo las propuestas planteadas en la presente iniciativa
con proyecto de decreto, pues todavía existen algunos espa-
cios vacíos que deben ser colmados para otorgar certeza ju-
rídica y justicia a los beneficiarios de estos recursos.

Por lo expuesto, someto a la consideración de esta asam-
blea la iniciativa, y por economía procesal solicito al señor
presidente que sea incorporada íntegra en el Diario de los
Debates. Por su atención, muchas gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley que crea el Fideicomiso que Administrará el Fon-
do de Apoyo Social para ex Trabajadores Migratorios Me-
xicanos, a cargo de la diputada Georgina Trujillo Zentella,
del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional en la LXI Legislatura de la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión,
con base en la facultad que conferidas en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución General de la República, y
55, fracción II, del Reglamento General para el Gobierno
Interior del Congreso General, somete a consideración de
esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto que adi-
ciona y reforma diversas disposiciones de la Ley que crea
el Fideicomiso que administrará el Fondo de Apoyo Social
para ex Trabajadores Migratorios Braceros Mexicanos fun-
damentada en la siguiente

Exposición de Motivos

En 1942, durante el periodo de la Segunda Guerra Mun-
dial, los gobiernos de México y Estados Unidos crearon el
programa Bracero como consecuencia de la necesidad de
mano de obra que necesitaba dicho país en varios sectores
económicos. Durante el periodo entre 1942 y 1964, a tra-
vés de este programa social miles de mexicanos trabajaron
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de manera temporal y legal en actividades relacionadas con
la agricultura y la construcción.

Los ex trabajadores migratorios mexicanos decidieron cre-
ar un fondo que tenía como objetivo retenerles el 10 por
ciento de sus ingresos mensuales mientras trabajaran en
Estados Unidos de América. El dinero ahorrado por los tra-
bajadores les sería pagado a su regreso al país, a través del
Banco de Crédito Agrícola.

El 25 de mayo de 2005, el Congreso de la Unión aprobó la
Ley que crea el Fideicomiso que administrará el Fondo de
Apoyo Social para ex Trabajadores Migratorios Braceros
Mexicanos (en adelante, la ley). La ley tiene por objeto ad-
ministrar los fondos de ahorro de los ex trabajadores mi-
gratorios, a fin de que estos o sus familiares obtengan di-
chos recursos de forma expedita. Desafortunadamente, la
ley dejó varios huecos que han propiciado que los ex tra-
bajadores migratorios mexicanos o sus familiares no hayan
podido cobrar el fondo, creando una situación de incerti-
dumbre jurídica.

Es por ello que se propone la reforma y adición a los artí-
culos 1o., 2o. y 6o. de la ley, para cumplir con las peticio-
nes de los ex trabajadores migratorios y eliminar los vací-
os que tiene la ley. La iniciativa tiene dos vertientes: la
primera busca reconocer a los concubinos como beneficia-
rios del fondo de ahorro social, y la segunda tiene como fi-
nalidad adicionar a la ley la declaración de ausencia o la
presunción de muerte del ex trabajador migratorio mexica-
no, como medio probatorio para que los terceros beneficia-
rios puedan obtener el fondo social.

Retomando el primer punto, podemos manifestar que el
concubinato es una figura jurídica que nació como medio
de protección a las parejas que no tuvieran una relación
matrimonial, pero que viviesen juntas como si fueran cón-
yuges en un mismo domicilio y que además cumplieran
con cualquiera de las siguientes alternativas, vivir por un
periodo de tiempo fijo establecido por ley o tener hijos en
común. Los efectos jurídicos que acarrea el concubinato
son derechos y obligaciones en materia de alimentos y su-
cesiones.

En el caso particular de ex trabajadores migratorios, el con-
cubinato es un asunto relevante. Esa figura jurídica prote-
ge las relaciones que existieron entre el ex trabajador y su
pareja, aunque no hayan contraído una relación matrimo-
nial. Dadas las características del trabajo que realizaron los
braceros, éstos pudieron haber creado un vínculo conyugal

con sus respectivas parejas sin haber estado casados, o
bien, pudieron haber tenido un concubinato después de que
su esposa haya fallecido. 

Independientemente de la situación que haya causado el
concubinato, lo que resulta injustificado es que la actual
ley no incluya a los concubinos como beneficiarios de este
fondo, si los cónyuges se encuentran contemplados, por la
misma razón se debería incluir a los concubinos, ya que los
efectos jurídicos tanto del matrimonio como del concubi-
nato son similares. Por tanto, si queremos que la ley satis-
faga y proteja los intereses de los braceros, no podemos pa-
sar por alto esta importante adición.

Tomando en consideración el segundo punto, el artículo
6o. de la ley es limitativo y poco proteccionista, ya que só-
lo permite el acta de defunción del ex trabajador migrato-
rio como documento probatorio para ser beneficiario dis-
tinto. Es muy importante que se reforme este artículo y se
incluyan como documentos probatorios tanto el documen-
to que acredite la declaración de ausencia como el de la
presunción de muerte del ex trabajador migratorio mexica-
no. Esas dos figuras jurídicas son equiparables al acta de
defunción, la única diferencia es que para que se otorgue el
acta es necesario que se presente el cuerpo del fallecido y
en las dos anteriores se cumple con el requisito por el me-
ro transcurso del tiempo. Por tanto, resulta muy limitativo
que únicamente se considere el acta de defunción como re-
quisito necesario para obtener el recurso, cuando existen
jurídicamente otras figuras que son equiparables a aquella.

En conclusión, se considera necesaria la urgente adecuación
de los artículos 1o., 2o. y 6o. en sus diversas fracciones in-
cluyendo las propuestas planteadas en la presente iniciativa
con proyecto de decreto, pues todavía existen algunos espa-
cios vacíos que deben ser colmados para otorgar certeza ju-
rídica y justicia a los beneficiarios de estos recursos.

Por lo expuesto, me permito someter a consideración de es-
te pleno la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley que crea el Fideicomiso que administrará el
Fondo de Apoyo Social para ex Trabajadores Migrato-
rios Mexicanos 

Artículo Único. Se reforman los artículos 1o., segundo pá-
rrafo; 2o., fracción I; y 6o., primer párrafo, y fracción IV
de la ley que crea el Fideicomiso que administrará el Fon-
do de Apoyo Social para ex Trabajadores Migratorios Me-
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xicanos, y también se adicionan la sección d), inciso 1, de
la fracción IV, la sección c), inciso 2, de la fracción IV, y el
inciso 3 de la fracción IV del artículo 6o. de esa misma ley
para quedar como sigue:

Artículo 1o. El Ejecutivo federal constituirá el Fideicomi-
so que administrará el Fondo de Apoyo Social para ex Tra-
bajadores Migratorios Mexicanos.

El fideicomiso tendrá por finalidad otorgar un apoyo social
en los términos establecidos en esta ley a los ex trabajado-
res migratorios mexicanos que hayan prestado sus servi-
cios en Estados Unidos de América de 1942 a 1964, de
conformidad con lo establecido por el Programa de Traba-
jadores Migratorios o, en su caso, a sus cónyuges, concu-
binos o hijos que sobrevivan y que acrediten la proceden-
cia, de conformidad con los requisitos establecidos por el
artículo 6o. de la presente ley.

Artículo 2o. Para efectos de esta ley se entenderá por

I. Beneficiarios: los ex trabajadores migratorios mexica-
nos o, en su caso, sus cónyuges, concubinos o hijos que
sobrevivan y que cumplan con los requisitos a que se re-
fiere el artículo 6o. de la presente ley;

II. a X. …

Artículo 6o. Serán beneficiarios de los apoyos a que se re-
fiere este ordenamiento, los ex trabajadores migratorios
mexicanos o sus cónyuges, hijos o concubinos que sobre-
vivan y que cumplan con los siguientes requisitos y condi-
ciones:

I. a III. …

IV. Tratándose de un beneficiario distinto del ex traba-
jador migratorio mexicano, la documentación probato-
ria deberá ser

1. Para el cónyuge sobreviviente

a) a c)  …

d) Acta de defunción del ex trabajador migrato-
rio mexicano, o el documento que acredite la de-
claración de ausencia del ex trabajador migrato-
rio mexicano, o el documento que acredite la
presunción de muerte del ex trabajador migra-
torio mexicano.

2. Para los hijos sobrevivientes

a) y b) …

c) Acta de defunción del ex trabajador migrato-
rio mexicano, o el documento que acredite la de-
claración de ausencia del ex trabajador migrato-
rio mexicano, o el documento que acredite la
presunción de muerte del ex trabajador migra-
torio mexicano.

d) y e) …

3. Para el concubino sobreviviente

a) Identificación oficial.

b) Acreditación del concubinato por cualquier
medio de prueba que señalen las leyes federales.

c) Acta de defunción del ex trabajador migratorio
mexicano, o el documento que acredite la decla-
ración de ausencia del ex trabajador migratorio
mexicano, o el documento que acredite la presun-
ción de muerte del ex trabajador migratorio me-
xicano.

Transitorio 

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de noviembre de 2009.— Di-
putadas: Georgina Trujillo Zentella (rúbrica), Yolanda de la Torre Val-
dez (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico.

El diputado César Francisco Burelo Burelo (desde la cu-
rul): Señor presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Sí, diputado, ¿dígame?

El diputado César Francisco Burelo Burelo (desde la cu-
rul): Es para hacerle una pregunta a la diputada.
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El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Ya concluyó su presentación, diputado. No está a dis-
cusión, no proceden las preguntas. Si quisiera usted adhe-
rirse, entonces sí le preguntaríamos.

El diputado César Francisco Burelo Burelo (desde la cu-
rul): No.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: No.

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público.

Se pospone la participación del diputado José Erandi Ber-
múdez Méndez, del Grupo Parlamentario del PAN, para
presentar una iniciativa con proyecto de decreto, para la si-
guiente sesión.

REGLAMENTO DE TRANSPARENCIA, 
ACCESO A LA INFORMACION PUBLICA

Y PROTECCION DE DATOS PERSONALES 
DE LA CAMARA DE DIPUTADOS

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra el señor diputado Jaime Fernando Cár-
denas Gracia, del Grupo Parlamentario del PT, para pre-
sentar iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona diversas disposiciones del Reglamento de Trans-
parencia, Acceso a la Información Pública y Protección de
Datos Personales de la Cámara de Diputados.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia: Gracias,
señor presidente. Compañeras diputadas y compañeros di-
putados, el 6 de abril de este año se expidió este reglamento
que es muy importante para darle transparencia al funciona-
miento de la Cámara. Es el Reglamento de Transparencia,
Acceso a la Información Pública y Protección de Datos
Personales.

Es un reglamento que, entre otras cosas, obliga a las dis-
tintas áreas, tanto legislativas como administrativas y téc-
nicas, a los grupos parlamentarios, a transparentar la infor-
mación que generan los distintos cuerpos, órganos y áreas
de la Cámara de Diputados. Sin embargo, este reglamento
contempla en el artículo 23 y siguientes, la integración de
un consejo; por cierto ese consejo aún no ha sido integrado
por este pleno de la Cámara de Diputados.

Según el artículo 23 del Reglamento de Transparencia, Ac-
ceso a la Información y Protección de Datos Personales, el
consejo estará integrado por tres especialistas en la mate-
ria, en materia de transparencia, y estos consejeros tendrán
un ingreso salarial equivalente al de director general en la
Cámara de Diputados; esto es un salario de aproximada-
mente más de 110 mil pesos mensuales.

Con ese motivo, y previendo que se va a crear una estruc-
tura burocrática adicional a las estructuras burocráticas con
las que ya contamos en la Cámara de Diputados, lo que me
parece un exceso es que se nombren tres nuevos consejeros
para este órgano de transparencia de la Cámara; es por lo
que estoy proponiendo una modificación al Reglamento de
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protec-
ción de Datos Personales, para que los consejeros previstos
en el artículo 23 del reglamento no perciban ingresos, que
sean consejeros honorarios, que este consejo esté integrado
por cinco consejeros.

Además, estoy proponiendo que el método de selección de
estos consejeros se realice a través de una convocatoria pú-
blica, abierta a especialistas e investigadores en la materia
y, que si tiene que haber algún tipo de estructura adminis-
trativa que auxilie a estos consejeros, sea una estructura ad-
ministrativa reducida, muy pequeña y no dejarlo a la dis-
crecionalidad de otros órganos de la Cámara.

En pocas palabras, lo que intento con esta propuesta de re-
forma al Reglamento de Transparencia, Acceso a la Infor-
mación Pública y Protección de Datos Personales de esta
Cámara de Diputados es evitar la conformación de nuevos
órganos burocráticos al interior de la Cámara, es establecer
que estos consejeros tendrán una participación meramente
honoraria, no percibirán ingresos y, si hay una estructura
administrativa que auxilie al consejo, debe ser una estruc-
tura fijada en el propio reglamento, una estructura mínima.

Me parece muy importante que tomemos cartas en el asun-
to. Ya este pleno de la Cámara de Diputados está en falta,
porque no ha designado este consejo. Y creo que es momen-
to de repensar tanto la integración como el funcionamiento
que tendría este consejo que, hay que decirlo, va a ser la úl-
tima instancia al interior de la Cámara de Diputados para
conocer temas en materia de transparencia, acceso a la in-
formación pública y protección de datos personales.

No se trata, por tanto, de un asunto menor, se trata de un
asunto muy importante, porque puede promover la trans-
parencia en esta Cámara y la protección de los datos per-
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sonales, pero que tenemos que hacerlo de una manera re-
flexiva e integrar un consejo con especialistas en la materia,
pero que sea un consejo que no le cueste al contribuyente de
nuestro país, que sea un consejo sí, de especialistas; en el
que exista intervención pública de la sociedad en la designa-
ción de los consejeros y que podamos ya establecer esta in-
tegración en breve tiempo en la Cámara de Diputados.

Muchas gracias, señor presidente. Gracias, compañeras di-
putadas y compañeros diputados.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
del Reglamento de Transparencia, Acceso a la Información
Pública y Protección de Datos Personales de la Cámara de
Diputados, a cargo del diputado Jaime Fernando Cárdenas
Gracia, del Grupo Parlamentario del PT

Jaime Fernando Cárdenas Gracia, diputado de la LXI Le-
gislatura del honorable Congreso de la Unión, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, en ejerci-
cio de la facultad conferida en el artículo 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 55, frac-
ción II, del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a
consideración del pleno de la Cámara de Diputados la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto, por el que se re-
forman el capítulo III, Del Consejo, y el artículo 46 del Re-
glamento de Transparencia, Acceso a la Información
Pública y Protección de Datos Personales de la Cámara de
Diputados, con la finalidad establecer un consejo ciudada-
no menos oneroso que el considerado en el reglamento de
mérito, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El 6 de abril del presente año se publicó en el Diario Ofi-
cial de la Federación el decreto que expidió el Reglamento
de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Pro-
tección de Datos Personales de la Cámara de Diputados,
que en su capítulo III, creo la figura del Consejo de Trans-
parencia, Acceso a la Información Pública y Protección de
Datos Personales de la Cámara de Diputados, como órga-
no especializado e imparcial de la Cámara con autonomía
operativa de gestión y decisión.

El reglamento establece en su artículo 23, que el consejo se
integrará de tres especialistas en materia de transparencia y
acceso a la información pública, quienes durarán en su car-
go cinco años con posibilidad de reelección por una sola

vez, y cuyo rango salarial es equivalente al de director ge-
neral en la Cámara, remuneración que según el tabulador
de percepciones de servidores públicos de mando en la Cá-
mara de Diputados, oscilará entre un mínimo de 91 mil 61
pesos y un máximo de 119 mil 78 pesos.

Dicho documento normativo establece además que, el con-
sejo participará en el diseño de la política institucional de
la Cámara en materia de transparencia mediante análisis,
evaluaciones periódicas, estudios y recomendaciones, y
para ello propondrá la estructura administrativa que re-
quiera y presentará a la Junta de Coordinación Política, su
proyecto de presupuesto de egresos.

Basten los datos citados para comprobar que en las institu-
ciones públicas, en este caso en la Cámara de Diputados, ig-
norando por completo las pésimas condiciones económicas
del país y la pobreza de miles de mexicanos, se continúan
aprobando oficinas públicas onerosas, con altos sueldos pa-
ra los funcionarios, con cheques en blanco para la creación
de estructuras administrativas, porque en realidad no se tie-
ne claridad sobre el número de plazas que se generarán o que
ya han sido creadas, con el argumento de que la Cámara re-
quiere de especialistas en materia de transparencia.

La historia de la administración pública ha demostrado que
la socorrida solución de crear oficinas y estructuras, no es
la mejor opción para hacer frente a los asuntos públicos, en
este caso como en muchos otros temas, la mejor opción se-
ría la de un consejo ciudadano y especializado en la mate-
ria, sin necesidad de incrementar la burocracia y los gastos
públicos.

De la revisión a las actividades del consejo, relacionadas
en el artículo 24 del reglamento que nos ocupa, se des-
prende que la mitad de las actividades son trabajos mera-
mente administrativos, a saber: proponer la estructura ad-
ministrativa del consejo, designar a los directivos y al
personal de confianza del consejo, establecer los mecanis-
mos de reclutamiento, selección, designación y promoción
del personal del consejo, proponer a la Junta de Coordina-
ción Política el proyecto de presupuesto de egresos del
consejo, establecer las normas, procedimientos y criterios
para la administración de los recursos y materiales del con-
sejo, entre otras, con ello prácticamente podríamos asegu-
rar que el reglamento vigente justifica la creación del con-
sejo con la realización de tareas administrativas.

Es por ello que para evitar la conformación de un consejo
con una amplia estructura burocrática y salvaguardar el di-
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seño de la política institucional de la Cámara de Diputados
en materia de acceso a la información pública, se propone
que los consejeros se elijan a través de una convocatoria
pública y abierta a especialistas comprometidos con la
transparencia.

Contrario al reglamento aprobado, se propone un consejo
ciudadano con las siguientes características:

• Consejeros con cargos honorarios.

• Método de selección de consejeros a través de convo-
catoria pública y abierta a especialistas e investigadores
expertos en materia de transparencia y acceso a la infor-
mación público.

• Estructura reducida y homologada a plazas operativas
de la Cámara de Diputados.

• Estructura administrativa definida en el cuerpo del re-
glamento, evitando la discrecionalidad en su conforma-
ción.

Por lo expuesto, se propone el presente proyecto de

Decreto por el que se reforman el capítulo III y el artí-
culo 46 del Reglamento de Transparencia, Acceso a la
Información Pública y Protección de Datos Personales
de la Cámara de Diputados

Artículo Único. Se reforman el capítulo III Del Consejo, y
el artículo 46 del Reglamento de Transparencia, Acceso a
la Información Pública y Protección de Datos Personales
de la Cámara de Diputados.

Reglamento de Transparencia, Acceso a la Información
Pública y Protección de Datos Personales de la Cámara
de Diputados

Título Segundo
Órganos de Transparencia

Capítulo III
Del Consejo

Artículo 23.

1. El Consejo, es el órgano especializado e imparcial de la
Cámara con autonomía operativa de gestión y de decisión.

2. Se integra con cinco especialistas en materia de transpa-
rencia, acceso a la información pública y protección de da-
tos personales.

3. …

4. Los consejeros duran en su cargo cinco años, sin posi-
bilidad de reelección.

5. EI cargo de consejero es honorario.

6. …

7. …

8. …

9….

10. ...

Artículo 24.

1. El Consejo:

Participa en el diseño…

…

…

Aplica las medidas...

La estructura administrativa del consejo se confor-
mará por 1 director de área, 2 subdirecciones, 6 jefa-
turas de departamento y un máximo de 10 plazas ope-
rativas, homólogas a los salarios y prestaciones de la
estructura orgánica de la Cámara de Diputados.

Designa a los directivos...

…

…

…

…

…
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2. La normatividad y...

Artículo 25.

1. Corresponde a la Cámara, por conducto de la Comisión
de la Función Pública, emitir una convocatoria pública
abierta a especialistas e investigadores en la materia
que se interesen en participar en la Cámara de Diputa-
dos de manera honoraria.

2. …

3. …

Artículo 26. ...

Artículo 27. …

1. En la segunda etapa...

2. Los aspirantes deben presentar un ensayo inédito por es-
crito que debe:

Ser de un mínimo de quince cuartillas, y

Artículo 28. …

1. En la tercera etapa, la Comisión de la Función Pública
organiza sesiones de trabajo para entrevistar a los aspiran-
tes inscritos, en las que intercambia puntos de vista, res-
pecto de su ensayo.

2. …

Artículo 29. ...

Artículo 30. …

1. Para ser consejero se requiere:

…

…

…

…

Gozar de prestigio en el medio relacionado con la
transparencia y acceso a la información pública.

Artículo 31. ...

Artículo 32.

1. El cargo de consejero es incompatible con: 

(Se deroga)

Cualquier patrocinio, iguala, …

…

…

…

Artículo 33. a 45. …

Artículo 46. …

1. La Cámara, está obligada a publicar información sobre:

Estructura orgánica;

…

…

…

…

…

Presupuesto asignado e informe mensual del ejercicio
del gasto;

Resultado de las auditorías al ejercicio presupuestal de
cada órgano y sujeto obligados;

Programa de Trabajo de la Contraloría Interna que
contenga las auditorías y los trabajos que se desa-
rrollarán en el año legislativo;

…

…
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Transitorio

Único. Las presentes reformas entrarán en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de noviembre de 2009.— Di-
putado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputado Cárdenas Gracia. Túrnese a la Co-
misión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parla-
mentarias.

LEY PARA EL DESARROLLO DE LA
COMPETITIVIDAD DE LA MICRO, PEQUEÑA

Y MEDIANA EMPRESA - 
LEY DE CAMARAS EMPRESARIALES 

Y SUS CONFEDERACIONES

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra la diputada Cora Pinedo Alonso, del
Grupo Parlamentario de Nueva Alianza,  para presentar ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley para el Desarrollo de la
Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa
y de la Ley de Cámaras Empresariales y sus Confederacio-
nes.

La diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso: Con su permi-
so, diputado presidente.

Compañeras legisladoras y compañeros legisladores, en
1999 se celebró la Cumbre Económica Mundial, en Davos,
Suiza. El secretario general de las Naciones Unidas, aten-
diendo a los resultados de la apertura de mercados y los
compromisos internacionales asumidos por los Estados
miembros para atender los efectos de la economía global,
invitó a las empresas a cooperar en tres áreas en las que
existe un consenso internacional compartido: derechos hu-
manos, condiciones de trabajo y protección al ambiente.

Se propuso un acuerdo mundial en el que se invitó a los lí-
deres económicos a adoptar y aplicar los principios deriva-
dos de la Declaración Universal de los Derechos Humanos,
la Declaración sobre Principios y Derechos Fundamentales

de la Organización Internacional del Trabajo, de la Cumbre
de Copenhague y de la Declaración de Río de la Conferen-
cia de Naciones Unidas sobre Desarrollo y Medio Ambien-
te en 1992 la (Cumbre de la Tierra) y la fase operacional
del Pacto Mundial se inauguró el 26 de julio de 2000 en la
sede de las Naciones Unidas. 

El pacto suscrito intenta promover, a través de la acción co-
lectiva, el civismo empresarial responsable, a fin de que el
mundo de los negocios forme parte de la solución de los re-
tos que plantea la mundialización. De este modo el sector
privado, en colaboración con otros agentes sociales, puede
contribuir a hacer realidad la visión de una economía mun-
dial más sostenible e incluyente.

Compañeras legisladoras y compañeros legisladores, debe-
mos aceptar que el mundo de las organizaciones ya no
puede mantenerse al margen de las problemáticas globales,
llámese cambio climático, pobreza o seguridad colectiva.

En el Grupo Parlamentario de Nueva Alianza estamos con-
vencidos que todos tenemos una responsabilidad y todos
podemos aportar si queremos avanzar hacia un mundo más
justo y libre. Por ello entendemos estos principios como
instrumentos que servirán de puente entre el mundo em-
presarial y las preocupaciones globales para hacer posible
el desarrollo de una nueva cultura empresarial como sujeto
social responsable.

La actividad empresarial y sus organizaciones a través de cá-
maras y confederaciones, se convierte en parte dinámica que
incide en la formulación de políticas públicas o la construc-
ción de una agenda común en materia de responsabilidad
social.

Abordar este tema desde la Cámara de Diputados, en la
LXI Legislatura, es aportar un elemento motivacional que
generará un ambiente más propicio para la competitividad
y viabilidad de las propias empresas, ya que es generadora
de compromisos y metas comunes de quienes la integran,
propietarias y propietarios, directivas y directivos, y traba-
jadoras y trabajadores.

Una nueva cultura de responsabilidad social empresarial es
el punto de partida para la sostenibilidad y supervivencia
en la era de la globalización. El presente proyecto de inicia-
tiva propone adicionar al objeto de la Ley para el Desarrollo
de la Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Em-
presa, la promoción de una cultura de responsabilidad social

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 18 de noviembre de 200977



de las empresas y sus organizaciones en las materias de de-
rechos humanos, condiciones laborales, ambiente, transpa-
rencia y anticorrupción.

Derivado de esta adición en los programas de formación
empresarial, se propone el relativo a la protección de los
derechos humanos; el respeto a la libertad de asociación y
el reconocimiento efectivo del derecho a la negociación co-
lectiva; la eliminación de todas las formas de trabajo for-
zoso u obligatorio del trabajo infantil; la discriminación
con respecto al empleo y la ocupación, así como la imple-
mentación de programas y políticas anticorrupción dentro
de sus organizaciones y sus operaciones de negocios. 

De igual forma se reforma la Ley de Cámaras Empresariales
y sus Confederaciones para establecer como objeto de las
cámaras y las confederaciones, el fomento y la producción
de la cultura de la responsabilidad social de las empresas y
sus organizaciones en materia de derechos humanos, condi-
ciones laborales, ambiente, transparencia y anticorrupción.
Por su atención, muchas gracias. Es cuanto, presidente.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de
las Leyes para el Desarrollo de la Competitividad de la Mi-
cro, Pequeña y Mediana Empresa, y de Cámaras Empresa-
riales y sus Confederaciones, a cargo de la diputada Cora Pi-
nedo Alonso, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza

Cora Pinedo Alonso, diputada federal integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Nueva Alianza en la LXI Legis-
latura de la Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción
II, 72 y 78, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; 116, 122 y 127 de la Ley Orgánica el Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, y 55,
fracción II, 56, 60, 63, 64, 176 y 179 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos y demás disposiciones jurídicas aplica-
bles, presenta ante esta honorable soberanía la iniciativa
con proyecto de decreto por el que se adicionan el inciso j)
a la fracción II del artículo 4 y la fracción IX al artículo 11
de la Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la Mi-
cro, Pequeña y Mediana Empresa y se reforman los artícu-
los 7 y 9 de la de la Ley de Cámaras Empresariales y sus
Confederaciones, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

En la Cumbre Económica Mundial en Davos Suiza de
1999, el secretario general de las Naciones Unidas, Kofi

Annan, en atención a los resultados de la apertura de mer-
cados y los compromisos internacionales asumidos por los
Estados miembros para atender los efectos de la economía
global, invitó a las empresas a que cooperen en tres áreas
en las que existe un consenso internacional compartido: de-
rechos humanos, condiciones de trabajo y protección del
medio ambiente. Para lo cual propuso un acuerdo mundial
en el que solicitó a los líderes económicos a que adoptaran
y aplicaran los principios derivados de la Declaración Uni-
versal de Derechos Humanos, la Declaración sobre Princi-
pios y Derechos Fundamentales de la Organización Inter-
nacional del Trabajo, de la Cumbre de Copenhague, y de la
Declaración de Río de la Conferencia de Naciones Unidas
sobre desarrollo y medioambiente de 1992 (la Cumbre de
la Tierra) y la fase operacional del Pacto Mundial se inau-
guró el 26 de julio de 2000 en la sede de las Naciones Uni-
das.

El pacto suscrito intenta promover, a través de la acción co-
lectiva, el civismo empresarial responsable a fin de que el
mundo de los negocios forme parte de la solución de los re-
tos que plantea la mundialización. De este modo, el sector
privado, en colaboración con otros agentes sociales, puede
contribuir a hacer realidad la visión del Secretario General:
una economía mundial más sostenible e incluyente.

El Pacto Mundial tiene dos objetivos complementarios:

1. Integrar el Pacto Mundial y sus principios en las acti-
vidades y las estrategias de las empresas

2. Facilitar la cooperación entre los principales interesa-
dos y promover asociaciones destinadas a apoyar los
objetivos de las Naciones Unidas. El Pacto Mundial fa-
cilita el logro de estos objetivos y ofrece oportunidades
de participación a través de varios mecanismos: diálo-
gos de política, actividades de aprendizaje, creación de
redes locales y proyectos de colaboración

Este instrumento se apoya en la responsabilidad ante el pú-
blico, en la transparencia y en el interés bien entendido de
las empresas, de los trabajadores y de la sociedad civil, pa-
ra poner en marcha acciones sustantivas comunes en pro de
los principios en los que se basa el pacto.

El 9 de junio de 2005 se iniciaron formalmente las activi-
dades del Pacto Mundial en México aglutinando a empre-
sas y organizaciones en una red cuyo denominador común
es el apego a 10 principios de responsabilidad social en
cuatro áreas:
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• Derechos humanos

• Condiciones laborales

• Medio ambiente

• Transparencia y anticorrupción

El Pacto Mundial en México se propuso como objetivo
apoyar los esfuerzos realizados por las empresas y las or-
ganizaciones sociales del país para profundizar y difundir
la cultura de la responsabilidad social de las empresas y or-
ganizaciones.

En esta convocatoria participaron las principales cúpulas
empresariales de México y de las agencias de las Naciones
Unidas que colaboran en la Oficina del Pacto Mundial, co-
mo la Organización Internacional del Trabajo, el Programa
de las Naciones Unidas para el Desarrollo, el Programa de
las Naciones Unidas para el Medio Ambiente, la Organiza-
ción de las Naciones Unidas para el Desarrollo Industrial,
la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el De-
lito y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones
Unidas para los Derechos Humanos.

Por su relevancia e impacto se transcriben los principios
que rigen el pacto Mundial y las recomendaciones especí-
ficas a las empresas.

Derechos Humanos

Principio I. Apoyar y respetar la protección de los dere-
chos humanos proclamados en el ámbito internacional

La responsabilidad del respeto a los derechos humanos no
se limita a los gobiernos o a las naciones. Los derechos hu-
manos son tan importantes para los individuos como para
las organizaciones que ellos forman. Como parte del com-
promiso con el Pacto Mundial, la comunidad empresarial
tiene la responsabilidad de proteger los derechos humanos,
tanto en el lugar de trabajo como en los sitios en los que se
ejerce su influencia.

Las razones por las que las empresas deben atender los te-
mas referentes a derechos humanos son:

• Se respeta la ley local e internacional.

• Se promueve el estado de derecho.

• Se atienden las necesidades de los consumidores.

• Se incrementa la productividad y el desempeño de los
trabajadores. 

• Se construyen buenas relaciones con la comunidad.

Algunas ideas para implementar el respeto a los dere-
chos humanos en las políticas de la compañía:

• Desarrollar un sistema administrativo basado en la sa-
lud y la seguridad. 

• Facilitar capacitación al equipo de trabajo sobre dere-
chos humanos y como éstos se ven afectados por los ne-
gocios.

• Mejorar las condiciones laborales después de consul-
tar a los trabajadores y sus representantes.

Se garantiza el respeto a los derechos humanos cuando:

• Se promueven condiciones laborales seguras;

• No se discriminan prácticas personales;

• Se previene el desalojo forzado de individuos, grupos
o comunidades;

• Se trabaja para proteger la economía de las comunida-
des locales; entre muchas otras medidas.

Principio II. Asegurarse de no ser cómplice en abusos a
los derechos humanos

Muchos están de acuerdo en que el término “complicidad”
es muy difícil de apreciar y categorizar. Es un gran reto pa-
ra los empresarios entender planamente los que “complici-
dad” significa y evitar así verse involucrados en violacio-
nes a los derechos humanos. Debido a que las dinámicas
entre los gobiernos, las compañías y la sociedad civil están
cambiando, también está cambiando nuestro entendimien-
to de cuándo y cómo las distintas organizaciones deben ha-
cerse responsables de los derechos humanos.

Es importante entender que, en el contexto empresarial, la
complicidad puede presentarse en muchas formas:

Complicidad directa: Sucede cuando una empresa se
encuentra, conscientemente, inmersa en una situación
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en que los derechos humanos se ven violados. Un ejem-
plo de esto es cuando una compañía promueve la reubi-
cación forzada de personas en circunstancias relaciona-
das con las actividades empresariales.

Complicidad beneficiosa: Sugiere que una compañía
se beneficia directamente del abuso a los derechos hu-
manos cometido por alguien más. Por ejemplo, viola-
ciones cometidas por fuerzas de seguridad en la supre-
sión de una protesta pacífica en contra de actividades
empresariales.

Complicidad silenciosa: Describe la forma en que los
defensores de los derechos humanos observan el fraca-
so de una compañía al no dar la importancia adecuada a
las violaciones sistemáticas o continuas de los derechos
humanos y su interacción con las autoridades corres-
pondientes. Por ejemplo, la discriminación sistemática
de ciertos grupos étnicos, de género, etc.

Se sugiere que las empresas:

• Respeten las guías y estándares internacionales con
respecto al uso de la fuerza.

• En caso de dar a las fuerzas de seguridad algún apoyo
económico o material, se deberán establecer resguardos
específicos para asegurar que dichos apoyos no sean uti-
lizados en la violación de los derechos humanos. Tam-
bién deberán aclarar que la empresa no condonará nin-
guna violación a la ley internacional de los derechos
humanos.

• Condenen públicamente y en privado los abusos siste-
máticos y continuos de los derechos humanos.

Normas laborales

Principio III. Respetar la libertad de asociación y el re-
conocimiento efectivo del derecho a la negociación co-
lectiva

Las empresas enfrentan mucha incertidumbre en el merca-
do mundial actual pues este se encuentra en constante cam-
bio. Establecer un diálogo genuino con representantes la-
borales, electos libremente, permite tanto a los trabajadores
como a los empleadores entender mejor los problemas mu-
tuos y encontrar la mejor manera de resolverlos. La seguri-
dad de estar representado es una base para construir una
confianza bilateral. La libertad de asociación y el ejercicio

de la negociación colectiva crean oportunidades para un diá-
logo constructivo, cuyas soluciones representan beneficios
para la empresa, sus accionistas y, finalmente, para la socie-
dad. Muchos estudios demuestran que la dinámica resultan-
te de la libre asociación puede aumentar la productividad, las
ganancias y los beneficios para todos los interesados.

Posibles estrategias para las empresas:

• Asegurar que los trabajadores puedan formar un sindi-
cato de su elección sin temer a la intimidación o a re-
presalias.

• Facilitar instalaciones para ayudar a que los represen-
tantes de los trabajadores puedan realizar su trabajo, res-
petando las necesidades, el tamaño y las capacidades de
la compañía.

• Utilizar la negociación colectiva como un foro cons-
tructivo para atender las condiciones laborales, los tér-
minos del empleo y las relaciones entre empleados, em-
pleadores y sus  organizaciones respectivas.

• Regular pláticas con el sindicato más representativo
para asegurar que las organizaciones más pequeñas pue-
dan seguir representando a sus miembros.

• Tomar en cuenta el estado de las relaciones obrero-pa-
tronales en el lugar en el que se encuentra la empresa al
momento de aceptar la libre asociación y la negociación
colectiva. En países en los que no hay suficiente protec-
ción legal, se deberán tomar medidas para mantener la
seguridad y confidencialidad de los sindicatos y sus lí-
deres.

• Apoyar la creación y función de organizaciones labo-
rales o sindicatos locales o internacionales.

Principio IV. Eliminar todas las formas de trabajo for-
zoso u obligatorio

El trabajo forzado u obligatorio es cualquier labor o servi-
cio desempeñado por cualquier persona bajo la amenaza de
cualquier penalización, o que la persona que lo desempeña
no se haya ofrecido a realizar voluntariamente. El otorgar
salarios u otras compensaciones no significa necesaria-
mente que el trabajo no sea forzado u obligado. Por dere-
cho, el trabajo debe realizarse libremente y los empleados
deben poder retirarse cuando lo deseen de acuerdo con las
normas establecidas.
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Al retrasar el desarrollo adecuado de los recursos humanos,
el trabajo forzado disminuye el nivel de productividad y de
crecimiento económico para la sociedad en general. La
pérdida de ingresos debido a la interferencia en el trabajo
normal o en las actividades generadoras de ingreso puede
reducir las ganancias de familias enteras y en consecuencia
promover también la pérdida de alimentos, alojamiento y
servicios de salud.

Los trabajos forzados u obligados se presentan en diversas
formas:

• Esclavitud

• Servidumbre por deudas: Una práctica antigua pero
que sigue vigente en algunos países. En esta práctica,
adultos y niños se ven obligados a trabajar en condicio-
nes de esclavitud para pagar las deudas adquiridas, ya
sean propias, del padre o de algún pariente.

• Trabajo infantil en condiciones especialmente abusi-
vas.

• El trabajo o servicio de prisioneros si son involuntaria
mente contratados o puestos al servicio de individuos,
compañías o asociaciones privadas.

• Trabajo con propósitos de desarrollo requerido por las
autoridades.

• Trabajo requerido para castigar una opinión o expre-
sión ideológica contraria al sistema político, social o
económico establecido.

• Tiempo extra obligatorio.

• Retención de documentos personales o financieros pa-
ra efectuar alguna contratación.

Principio V. Abolir de forma efectiva el trabajo infantil

El trabajo infantil ha tenido lugar en casi todo el mundo y,
actualmente, sigue siendo un problema importante en mu-
chos países en desarrollo, a pesar de que también sucede
(de manera menos evidente) en los países desarrollados e
industrializados.

El trabajo infantil priva a los niños de su infancia y de su
dignidad. Muchos de los niños trabajan muchas horas por
salarios muy bajos o nulos y en condiciones dañinas para

su salud y su desarrollo físico y mental. Se les niega una
educación y en ocasiones son separados de sus familias. Es
muy probable que los niños que no terminan la educación
primaria permanezcan analfabetos y nunca adquieran las
habilidades necesarias para obtener un empleo y contribuir
así con el desarrollo de la economía moderna. En conse-
cuencia, el trabajo infantil se traduce en muchos trabajado-
res no aptos para el papel que desempeñan, lo que pone en
riesgo las mejoras futuras en las habilidades de la fuerza de
trabajo.

El trabajo infantil existe debido a las presiones de la po-
breza y la falta de desarrollo, pero también es una simple
consecuencia de la explotación. Existe tanto en la econo-
mía formal como en la informal. Sin embargo, es en ésta
última en la que se encuentran la mayor parte y las peores
formas de trabajo infantil.

Las peores formas de trabajo infantil son:

• Cualquier forma de esclavitud (tráfico de niños, servi-
dumbre por deudas, trabajo forzado u obligatorio, y ni-
ños en lucha en un conflicto armado). 

• El consumo, suministro u ofrecimiento de prostitución
y pornografía infantiles.

• El uso, suministro u ofrecimiento de niños para activi-
dades ilegales como la producción y el tráfico de dro-
gas.

• Cualquier trabajo que pueda dañar la salud o los valo-
res del niño a consecuencia de las circunstancias en las
que sea efectuado.

Acciones concretas:

• Respetar la edad mínima requerida por las leyes labo-
rales nacionales. Cuando las leyes nacionales sean insu-
ficientes, acatar las normas internacionales.

• Cuando se descubran niños menores a la edad permi-
tida, tomar medidas para que sean retirados del lugar de
trabajo y se les proporcionen servicios adecuados y al-
ternativas a ellos y sus familias.

• Apoyar el desarrollo de programas educativos, de ca-
pacitación vocacional y de asesoramiento para niños
trabajadores, y capacitación para los padres de niños tra-
bajadores.
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Principio VI. Eliminar la discriminación con respecto el
empleo y la ocupación

La definición de discriminación en el empleo y la ocupa-
ción es “cualquier distinción, exclusión o preferencia que
tenga el efecto de anular o desequilibrar la equidad de
oportunidades o de trato en un empleo u ocupación. La dis-
criminación puede afectar a los sectores racial, de género,
de religión, de opinión política, nacionalidad o extracto so-
cial”. Por supuesto, las distinciones basadas estrictamente
en los requerimientos inherentes a un trabajo, no están con-
sideradas como discriminación.

El no discriminar significa que los empleados sean selec-
cionados con base en su capacidad de realizar el trabajo y
que no exista alguna distinción, exclusión o preferencia ba-
sadas en otras cuestiones. Los empleados que se ven afec-
tados por la discriminación en el trabajo no tienen oportu-
nidades y sus derechos humanos se ven violados.

La discriminación puede ser directa cuando las leyes, re-
glamentos o prácticas citan explícitamente algún motivo
como el género o la raza para ser privado de alguna opor-
tunidad. Pero, en general, la discriminación suele ser indi-
recta y se ejerce donde los reglamentos y las prácticas apa-
rentan ser neutrales pero en realidad promueven las
exclusiones.

Desde el punto de vista empresarial, la discriminación no
tiene sentido puesto que esta práctica restringe el flujo de
trabajadores y de habilidades y desacelera el crecimiento
económico de la empresa y de la sociedad en general.

Las compañías pueden realizar actividades específicas pa-
ra solucionar el problema de la discriminación:

• Crear políticas y procedimientos en los que las aptitu-
des y la experiencia sean las bases de las contrataciones,
la capacitación, etcétera.

• Eliminar los requerimientos sistemáticos que pongan
en desventaja a determinados grupos.

• Cuando se identifiquen prácticas discriminatorias, des-
arrollar procedimientos de reclamaciones para atender
las quejas.

• En operaciones fuera del país de origen, las compañí-
as pueden necesitar dar espacio a las tradiciones cultu-
rales y trabajar con representantes laborales y autorida-

des gubernamentales para asegurar un acceso equitativo
al trabajo de mujeres y otras minorías.

Medio Ambiente

Principio VII. Apoyar los métodos preventivos con res-
pecto a problemas ambientales

¿Qué es un método preventivo?

De acuerdo con la Declaración de Río, “para lograr un des-
arrollo sostenible, la protección ambiental debe formar una
parte integral del proceso de desarrollo y no debe ser con-
siderado un tema aislado [...] Para proteger al medio am-
biente, los métodos preventivos deben aplicarse de acuer-
do con las capacidades de cada Estado. Cuando exista la
amenaza de un daño grave o irreversible, la falta de certe-
za científica absoluta no debe usarse como pretexto para
posponer las medidas costo-beneficio que puedan prevenir
el deterioro del medio ambiente”.

La prevención se encuentra en varios conceptos fundamen-
tales:

• Anticipación preventiva: Llevar a cabo acciones ne-
cesarias, incluso antes de que exista la prueba científica
de que el retraso de dichas acciones puedan causar daño
a la naturaleza o a la sociedad.

• Salvaguardar el “espacio” ecológico: No rebasando
los márgenes ecológicos para proteger y acrecentar la
capacidad de asimilación del entorno natural. Esto sig-
nifica frenar el uso excesivo de recursos.

• Respuesta proporcional: Demostrar que los niveles
de restricción elegidos no son excesivamente costosos.

• Obligatoriedad del cuidado: Aquellos que efectúen
alguna actividad o algún cambio deberán demostrar que
no causan ningún daño al medio ambiente.

• Promover los derechos naturales intrínsecos: Per-
mitiendo que los procesos naturales funcionen de mane-
ra que mantengan el balance esencial para la vida en la
tierra.

• Pagar la deuda ecológica: O compensando la falta de
juicio pasada, como lo indica el concepto de “responsabi-
lidad común pero diferenciada”, contenido en la Conven-
ción de las Naciones Unidas sobre el cambio climático.
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El elemento clave de los métodos preventivos, desde una
perspectiva empresarial, es tener la idea de la prevención
más que la de cura. En otras palabras, es más efectivo, en
cuanto a costos, llevar a cabo una acción temprana para ga-
rantizar que no se presente el daño ambiental irreversible.

Principio VIII. Adoptar iniciativas para promover una
mayor responsabilidad ambiental

La Cumbre de la Tierra en 1992 atrajo la atención a tres
puntos importantes:

• El daño que sufren muchos ecosistemas.

• La amenaza de que mengüe la capacidad del planeta de
mantener vida en el futuro.

• Nuestra capacidad de mantener un desarrollo econó-
mico y social a largo plazo.

En esta cumbre, el significado de responsabilidad ambien-
tal para las empresas es “el manejo responsable y ético de
los productos y los procesos con respecto a la salud, la se-
guridad y los aspectos ambientales. Para llegar a este fin,
las empresas y las industrias deben incrementar su autorre-
gulación, guiada por códigos, leyes e iniciativas adecuadas
en las que se integren todos los elementos del planea mien-
to de las empresas y la toma de decisiones, además de una
apertura y un diálogo con los empleados y el público en ge-
neral”.

Por medio del principio VIII, el Pacto Mundial presenta un
esquema para que las empresas ejecuten algunos de los ob-
jetivos fundamentales establecidos en 1992.

Las empresas ganan legitimidad la atender las necesidades
de la sociedad, y esta misma necesita, cada vez más, que se
llevan a cabo prácticas que sustenten el medio ambiente.
Una forma de demostrar el compromiso de las empresas, es
cambiar sus métodos convencionales por métodos más res-
ponsables para solucionar los problemas ambientales.

Los siete elementos fundamentales para contribuir con la
responsabilidad ambiental son:

• Aplicar métodos preventivos.

• Adoptar las mismas regulaciones operativas en todas
las locaciones. 

• Garantizar el manejo de cadenas de abastecimiento.

• Facilitar la transferencia de tecnología.

• Contribuir para crear una conciencia ambiental dentro
de la compañía. 

• Dialogar con la comunidad local.

• Compartir los beneficios equitativamente.

Principio IX. Fomentar el desarrollo y la difusión de
tecnologías inofensivas para el ambiente

Fomentar el desarrollo y difusión de tecnologías inofensi-
vas para el ambiente es un objetivo a largo plazo para las
empresas y debe atender las funciones tanto administrati-
vas como de investigación de la organización. Estas tecno-
logías inofensivas para el ambiente son aquellas que “pro-
tegen el ambiente, son menos contaminantes, utilizan todos
los recursos de modo más sostenible, reciclan sus produc-
tos y desperdicios y desechan los desperdicios residuales
de forma más aceptable que aquellas tecnologías a las que
ahora sustituyen. Las tecnologías inofensivas para el am-
biente no son tecnologías individuales, sino un sistema en
conjunto que incluye capacitación, procedimientos, bienes,
servicios y equipo, así como procesos de organización y
administrativos.

Las tecnologías ambientales efectivas nos permiten reducir
la utilización de recursos finitos y utilizar los recursos exis-
tentes de manera más eficiente. El almacenamiento, trata-
miento y disposición de desperdicios es productivo en tér-
minos financieros, ambientales y sociales. Debido a que
estas tecnologías generan menos desperdicios y residuos,
el uso de tecnologías ineficientes puede representar un in-
cremento en los costos operativos de las empresas. En con-
traste, evitar el impacto ambiental por medio de la preven-
ción en la contaminación y el diseño de productos
ecológicos, incrementa la eficiencia y, sobre todo, la com-
petitividad de la compañía y puede también conducir a
nuevas oportunidades empresariales.

En una fábrica, el mejoramiento de tecnologías puede al-
canzarse con cuatro principios básicos:

1. Cambiar los procesos o técnicas de manufactura:
Mediante cambios avanzados que requieran investiga-
ción y desarrollo, en lugar de hacer modificaciones sen-
cillas.
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2. Cambiar materiales: Por ejemplo, utilizar materia-
les menos industrializados que son menos tóxicos.

3. Hacer cambios a los productos: Por ejemplo, cam-
biar solventes por pinturas elaboradas a base de agua.

4. Reutilizar materiales: Separando, tratando y recupe-
rando de los desperdicios, materiales útiles.

Anticorrupción

Principio X. Las empresas deberán trabajar contra la
corrupción en todas sus formas, incluyendo la extorsión
y el soborno

Para la implementación de los principios anteriores se su-
girió que los participantes del Pacto Mundial adoptarán las
medidas siguientes:

1. Como primera y elemental medida, introducir pro-
gramas y políticas anticorrupción dentro de sus organi-
zaciones y sus operaciones de negocios;

2. Informar sobre su trabajo en contra de la corrupción
en la Comunicación Anual sobre Avance y

3. Compartir experiencias y buenas prácticas a través de
la presentación de ejemplos y estudios de casos;

4. Colaboración con sus pares en la industria para en-
contrar soluciones en forma conjunta con el fin de com-
batir la corrupción mediante iniciativas sectoriales;

5. Colaboración con Transparencia Internacional y con
la Cámara de Comercio Internacional como proveedor
principal de herramientas en la lucha contra la corrup-
ción;

6. Comprometer esfuerzos colectivos con todos las par-
tes con intereses en esto, por ejemplo, usando los Pactos
de Integridad de Transparencia Internacional o adhirien-
do a la iniciativa de EITI o de Publique a medida que
Paga (Publish as You Pay);

7. Realizar lobby para la ratificación e implementación
de la Convención de la ONU contra la corrupción en la
mayor cantidad posible de países.

Por lo anterior, el mundo de las organizaciones ya no pue-
de mantenerse al margen de las problemáticas globales,

llámese cambio climático, pobreza o seguridad colectiva,
en el Grupo Parlamentario Nueva Alianza estamos conven-
cidos que todos tenemos una responsabilidad y todos po-
demos aportar si queremos avanzar hacia un mundo más
justo y libre.

No es una casualidad que los 10 principios del Pacto Mun-
dial se refieran a áreas tan críticas para la convivencia glo-
bal como los derechos humanos, los derechos laborales, el
ambiente y la lucha contra la corrupción.

En Nueva Alianza, entendemos estos Principios como ins-
trumentos que servirán de puente entre el mundo empresa-
rial y las preocupaciones globales, para hacer posible el
desarrollo de una nueva cultura empresarial, como sujeto
social responsable.

Por ello, la actividad empresarial y su organización a tra-
vés de cámaras y confederaciones, se convierte en parte di-
námica que incide en la formulación de políticas públicas
o la construcción de una agenda común en materia de res-
ponsabilidad social.

Abordar este tema desde la Cámara de Diputados en la LXI
Legislatura, es aportar un elemento motivacional que ge-
nerará un ambiente más propicio para la competitividad y
viabilidad de las propias empresas, ya que es generadora de
compromisos y metas comunes de quienes la integran: pro-
pietarias y propietarios, directivas y directivas y trabajado-
ras y trabajadores.

Una nueva cultura de responsabilidad social empresarial es
el punto de partida para la sostenibilidad y supervivencia
en la era de la globalización.

El presente proyecto de iniciativa propone adicionar al ob-
jeto de la Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la
Micro, Pequeña y Mediana Empresa la promoción de una
cultura de responsabilidad social de las empresas y sus or-
ganizaciones en las materias de derechos humanos, condi-
ciones laborales, ambiente, transparencia y anticorrupción.

Derivado de esta adición, en los programas deformación
empresarial, se propone también el relativo a la protección
de los derechos humanos; el respeto la libertad de asocia-
ción y el reconocimiento efectivo del derecho a la negocia-
ción colectiva; la eliminación todas las formas de trabajo
forzoso u obligatorio, del trabajo infantil y la discrimina-
ción con respecto el empleo y la ocupación; así como la
implementación de programas y políticas anticorrupción
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dentro de sus organizaciones y sus operaciones de nego-
cios.

Asimismo, se reforman la fracción XII del artículo 7 y la
fracción VI del artículo 9 de la Ley de Cámaras Empresa-
riales y sus Confederaciones, para establecer también co-
mo objeto de las Cámaras y las Confederaciones, el fo-
mento y la promoción de la cultura de la responsabilidad
social de las empresas y sus organizaciones en materia de
derechos humanos, condiciones laborales, ambiente, trans-
parencia y anticorrupción.

Por las consideraciones expuestas y fundadas, en mi cali-
dad de integrante del Grupo Parlamentario Nueva Alianza,
someto a la consideración de esta Soberanía la siguiente
iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adicionan el inciso j) a la fracción
II del artículo 4 y la fracción IX al artículo 11 de la Ley
para el Desarrollo de la Competitividad de la Micro,
Pequeña y Mediana Empresa Y se reforman los artícu-
los 7 y 9 de la Ley de Cámaras Empresariales y sus
Confederaciones

Artículo Primero. Se adiciona un inciso j) a la fracción II
del artículo 4 de la Ley para el Desarrollo de la Competiti-
vidad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa, para que-
dar como sigue:

“Artículo 4. ...

I. ...

…

II. ...

a) a i)

j) La cultura de la responsabilidad social de las
empresas y sus organizaciones en materia de de-
rechos humanos, condiciones laborales, medio
ambiente, transparencia y anticorrupción.

Artículo Segundo. Se adiciona una fracción IX al artículo
11 de la Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la
Micro, Pequeña y Mediana Empresa, para quedar como
sigue:

Artículo 11. ...

I a VIII. ...

IX. Promoción de la formación empresarial que pro-
teja los derechos humanos; respete la libertad de
asociación y el reconocimiento efectivo del derecho a
la negociación colectiva; elimine todas las formas de
trabajo forzoso u obligatorio; impida de forma efec-
tiva el trabajo infantil; elimine la discriminación con
respecto el empleo y la ocupación e implemente pro-
gramas y políticas anticorrupción dentro de sus or-
ganizaciones y sus operaciones de negocios.

…

Artículo Tercero. Se reforma la fracción XII del artículo 7
de la Ley de Cámaras Empresariales y sus Confederaciones
para quedar como sigue:

Artículo 7. ...

I. a XI. ...

XII. Promover, orientar e impartir capacitación sobre la
realización de toda clase de trámites administrativos
obligatorios ante toda clase de autoridades administrati-
vas con las que se pueda tener injerencia por virtud de
la actividad empresarial y comercial que desempeñan sus
afiliados, con la finalidad de generar una cultura de la
responsabilidad social de las empresas y sus organiza-
ciones en materia de derechos humanos, condiciones
laborales, medio ambiente, transparencia y antico-
rrupción. Así como la observancia de la legislación
que regula sus actividades como sector productivo;

XIII. a XIV. ...

Artículo Cuarto. Se reforma la fracción VI del artículo 9
de la Ley de Cámaras Empresariales y sus Confederaciones
para quedar como sigue:

Artículo 9. ...

I. a V. …

VI. Promover el sano desarrollo de las actividades
que representan, la ética empresarial en los negocios
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y la cultura de la responsabilidad social de las em-
presas y sus organizaciones en materia de derechos
humanos, condiciones laborales, medio ambiente,
transparencia y anticorrupción.

VII. a VIII. …

Artículos Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión,
el 13 de noviembre de 2009.— Diputada Cora Pinedo Alonso (rúbri-
ca).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, diputada Pinedo Alonso. Túrnese a la
Comisión de Economía.

LEY DE COORDINACION FISCAL

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra el diputado Eviel Pérez Magaña, para
presentar iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley de Coordinación
Fiscal, suscrita por los diputados Eviel Pérez Magaña y
Emilio Mendoza Kaplan, del Grupo Parlamentario del PRI.

El diputado Eviel Pérez Magaña: Con su venia, diputado
presidente.

Compañeras legisladoras y compañeros legisladores, una
vez aprobado el Presupuesto de Egresos de la Federación
2010, donde los diputados demostramos actuar con res-
ponsabilidad ante el país para dotarlo de los recursos nece-
sarios para enfrentar un año que se espera complicado pa-
ra la economía nacional, es de reconocer que, a pesar de los
esfuerzos, nuestro país está sumido en una de las peores
crisis económicas de las últimas décadas. Los efectos ex-
ternos y la respuesta tardía del gobierno han provocado que
la economía mexicana caiga aproximadamente 8 por cien-
to este año.

Los diputados, únicos facultados para aprobar el presu-
puesto de egresos, tenemos la obligación de proteger a la
ciudadanía, especialmente a aquellos que menos tienen, a

los que viven en condiciones de pobreza, a los que viven en
condiciones de marginación y rezago.

Por eso, acudo a esta alta tribuna a presentar una iniciativa
con proyecto de decreto para reformar la Ley de Coordina-
ción Fiscal, cuyo propósito es crear un Fondo de Compen-
sación que se integrará con 1 por ciento de la recaudación
federal participable.

Los recursos que por este concepto se obtengan se distri-
buirán entre las 10 entidades federativas que, de acuerdo al
Inegi, tienen los menores índices de producto interno bru-
to per cápita no minero y no petrolero. Esos recursos serán
destinados a combatir la pobreza en que viven millones de
mexicanos en estados como Campeche, Chiapas, Guerrero,
Oaxaca, Veracruz y Yucatán.

Compañeras y compañeros, tenemos que impulsar desde
esta soberanía popular el combate frontal a la pobreza en
México. Asumamos el compromiso con los más necesita-
dos; ellos demandan un Congreso que promueva la justicia
social, un Congreso comprometido con la creación de em-
pleos, un Congreso que fortalezca a los municipios y a sus
estados para crear la infraestructura en aquellas regiones
del país que se han visto rezagadas.

Muchos de nosotros somos originarios de estas regiones y
ha llegado el momento de dar respuestas y resultados. La
situación en que viven millones de mexicanos requiere de
la atención urgente e inmediata de sus representantes en es-
te Congreso de la Unión.

Hago un llamado a todas las fuerzas políticas representadas
en esta Cámara de Diputados, a sumar esfuerzos para dic-
taminar y aprobar esta iniciativa que permitirá atender las
más urgentes necesidades de la población que vive en con-
diciones de pobreza y marginación. Apelo no a las ideolo-
gías políticas; hoy acudo a la alta responsabilidad y com-
promiso social que muchas y muchos de ustedes han
mostrado y demostrado en este Congreso.

Hoy les pido que asumamos nuestra responsabilidad ha-
ciendo a un lado compromisos de partido, porque la mar-
ginación y la pobreza carecen de ideología y su único co-
lor es la indignación.

Los más pobres han esperado demasiados años para ser to-
mados en cuenta. Aprovechemos este momento y aprobe-
mos reformas a la Ley de Coordinación Fiscal, para dotar
a esas entidades de los recursos que les permitan disminuir
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sus rezagos. Otorguémosles la capacidad de ofrecer a esa
población, mejores oportunidades de educación, salud, se-
guridad y beneficio social que les permitan salir de la con-
dición en que se encuentran.

Por lo expuesto, se somete a la consideración de esta alta
soberanía la iniciativa de reforma al artículo 4o.-A, frac-
ción II, párrafo primero, de la Ley de Coordinación Fiscal
para adicionar con 1 por ciento de la recaudación federal
participable al Fondo de Compensación. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de Coordinación Fiscal, suscrita por los diputa-
dos Eviel Pérez Magaña y Emilio Mendoza Kaplan, del
Grupo Parlamentario del PRI

El suscritos, Eviel Pérez Magaña y Emilio Andrés Mendo-
za Kaplan, diputados a la LXI Legislatura del Congreso de
la Unión, integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 55, fracción
II, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, someten a la
consideración del pleno de la Cámara de Diputados, la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forman diversas disposiciones de la Ley de Coordinación
Fiscal.

Exposición de Motivos

El Sistema Nacional de Coordinación Fiscal surge en 1980
como un intento por simplificar nuestro sistema fiscal, par-
ticipar a las entidades de la recaudación de todos los im-
puestos federales, evitar la doble y múltiple tributación,
distribuir las participaciones en la recaudación de impues-
tos federales a las entidades federativas a través de una se-
rie de indicadores y de fondos que han ido cambiando con
el tiempo, perfeccionando la distribución de los mismos,
con una tendencia creciente.

La base para su pago es la recaudación federal participable
(RFP). El artículo 2o. de la Ley de Coordinación Fiscal es-
tablece que será la que obtenga la federación por todos sus
impuestos, así como por los derechos sobre la extracción
de petróleo y de minería, disminuidos con el total de las de-
voluciones por los mismos conceptos y por los incentivos
económicos que reciben con base en el convenio de cola-
boración administrativa en materia fiscal federal.

El porcentaje participable ha ido creciendo desde 12.5 por
ciento en 1980 a 22.386 por ciento en la actualidad, desta-
cando con 20 por ciento el Fondo General de Participacio-
nes, el Fondo de Fomento Municipal que se constituye con
1 por ciento de la recaudación federal participable y el Fon-
do de Fiscalización que se integró con fondos previamente
existentes y que equivale a 1.25 por ciento de la RFP. Las
participaciones son de hecho ingresos propios, al provenir
de la administración de impuestos en los que las entidades
federativas tienen facultades concurrentes y que cedieron
al gobierno federal al firmar el Convenio de Adhesión al
Sistema Nacional de Coordinación Fiscal. Son de libre
ejercicio, sancionado por los congresos locales.

Ante la crisis de 1995 que no llegó a los niveles actuales,
se instrumentaron mecanismos de apoyo a las finanzas de
los gobiernos locales, entre otros se incrementó el Fondo
General de Participaciones de 18.5 a 20 por ciento, el Fon-
do de Fomento Municipal se duplicó hasta constituir 1 por
ciento de la RFP, se empezaron a pagar participaciones del
impuesto especial sobre producción y servicios (IEPS) de
bebidas alcohólicas, cerveza y tabacos, se crea un fondo de
emergencia en Banobras hasta por un mes de participacio-
nes, se les dan nuevas potestades en materia de hospedaje,
anuncios y bebidas alcohólicas, se les traslada la adminis-
tración del impuesto de tenencia, se crea el impuesto sobre
automóviles nuevos (ISAN) y se toman las medidas para
crear en 1998 el ramo 33 y el Programa de Apoyos para el
Fortalecimiento de las Entidades Federativas (PAFEF) en
1999, este último con un promedio de 1.8 por ciento de la
RFP, 2 por ciento en 2006 y 1.4 por ciento a partir de 2007,
cuando se integra como un fondo más de aportaciones en
la Ley de Coordinación Fiscal: reducción a cambio de es-
tabilidad, sin embargo, ésta ya estaba incluida en la Ley de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria desde 2006.

Ante un contexto de crisis económica, cuyo inicio fue ex-
terno, pero que dada la fragilidad económica de nuestro
agotado modelo de desarrollo, se ha traducido en una crisis
fiscal sin precedente para estados y municipios, y social
para la mayoría de los mexicanos. La economía mexicana
es la que caerá más en el hemisferio occidental como ha se-
ñalado el Fondo Monetario Internacional con menos 7.3
por ciento o la Organización para la Cooperación y el Des-
arrollo Económico (OCDE) con menos de 8 por ciento del
producto interno bruto. Estamos en el sótano de las econo-
mías latinoamericanas y los indicadores de pobreza, con-
centración del ingreso y desempleo se encuentran total-
mente deprimidos. De hecho se estima un hoyo fiscal
cercano a los 100 mil millones de pesos: desaparecen los
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25 mil millones de pesos promedio de 2003 a 2008 de los
excedentes petroleros, que fueron utilizados en cientos de
obras de infraestructura en los municipios, en apoyo a sec-
tores estratégicos para el desarrollo social, y los entre 65 y
75 mil millones de pesos que se estima caigan las partici-
paciones en relación a lo previsto en la Ley de Ingresos al
inicio del ejercicio fiscal, 10 mil más si se comparan con el
ejercido en 2008.

Los fondos de estabilización, particularmente el Fondo de
Estabilización de los Ingresos de las Entidades Federativas
(FEIEF), son insuficientes para cubrir ese boquete, los 24
mil millones disponibles, aun con su llamada bursatiliza-
ción que agrega 19 mil millones de pesos, como deuda que
tendrá que pagarse con participaciones futuras, apenas su-
man 43 mil millones de pesos, insuficientes para hacer
frente a la contingencia presupuestal de este año.

Por otro lado, las finanzas federales tienen sus seguros, los
cuales se niegan a compartir con los gobiernos de las enti-
dades federativas, como es el caso de las coberturas, a pe-
sar de que ellas contribuyeron para su contratación. Para
2010, el gobierno federal contará con 40 por ciento de los
fondos de estabilización, los recursos de las coberturas, los
de los fideicomisos, los subejercicios presupuestarios, ade-
más de que al no poder las entidades federativas y munici-
pios cubrir su parte de los pari passu, su regreso se con-
vierte en ahorro presupuestal en las finanzas del gobierno
federal. Además conservan los fondos estatales como el
FEIEF, FARP y 10 por ciento de los recursos excedentes
para proyectos y programas de inversión en infraestructura
en las entidades federativas, que se han negado a liberarles,
como lo han solicitado.

En suma, las finanzas federales tienen recursos disponibles
en los diferentes fondos y las entidades federativas y los
municipios no, y la solución de endeudamiento para cubrir
gasto corriente es poco conveniente. Ello significa que los
ingresos del Fondo General de Participaciones son insufi-
cientes para compensar la caída de 2009 y enfrentar las ta-
reas para 2010.

Ahora bien, en el proyecto de Ley de Ingresos de la Fede-
ración aprobado para 2010, se otorgan 6 mil 688 millones
de pesos adicionales al de la propuesta original enviada por
el Ejecutivo federal, pero en el caso de la recaudación fe-
deral participable esta disminuye en 51 mil 260 millones de
pesos, es decir, a pesar que se aprueban mayores ingresos
a los solicitados por el Ejecutivo para 2010, las entidades

federativas y los municipios recibirán menos recursos a los
contemplados en la propuesta original del presidente.

Lo anterior debido a que las modificaciones realizadas en
relación con las fuentes de ingresos propuestas por el Eje-
cutivo federal para alcanzar un presupuesto equivalente al
aprobado para 2009, contemplaba más recursos vía im-
puestos que los aprobados y que afectaron directamente la
RFP.

Dado que no se aprobó la contribución contra la pobreza y
se ajustaron tasas y cuotas de otros impuestos, se obtendrán
por este concepto 86 mil 656 millones de pesos menos, los
cuales son compensados en parte por el incremento al pre-
cio del petróleo de 53.9 dólares por barril a 59.0 dólares
por barril, que incrementó los derechos en 47 mil 155 mi-
llones de pesos, de los cuales son participables unos 42 mil
millones de pesos.

Los otros mecanismos de compensación de la pérdida de
ingresos tributarios se obtendrán de mayores ingresos para
Pemex como resultado del ajuste mencionado al precio del
petróleo y por el incremento al déficit fiscal de 0.5 por
ciento a 0.75 por ciento del producto interno bruto, que re-
presentan 30 mil millones de pesos adicionales; sin embar-
go, estos conceptos no favorecen las finanzas estatales y
municipales, ya que son ingresos que no integran la RFP.

Las modificaciones realizadas al Presupuesto de Ingresos
federal que redujeron la RFP en 51 mil 260 millones de pe-
sos, impactarán las finanzas de las entidades federativas y
municipios en 14 mil 788 millones de pesos, monto cerca-
no a 1 por ciento de la recaudación federal participable,
que en justicia se propone resarcir, a través del Fondo de
Compensación, ya que este es el mejor mecanismo para ga-
rantizar que los recursos que se aprueben para las entidades
federativas y municipios, sean aplicados en programas de
combate a la pobreza, la cual debe ser mayormente asumi-
da por los gobiernos locales.

La Ley de Coordinación Fiscal en su artículo 4-A, fracción
II, penúltimo párrafo, establece:

“La Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales
conjuntamente con la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público deberán presentar al Congreso de la Unión una
evaluación sobre los resultados y desempeño del fondo
a que se refiere esta fracción, así como sobre la conve-
niencia de conservar o modificar las reglas de su distri-
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bución. Dicha evaluación deberá presentarse en el mes
de enero del año 2018 y posteriormente cada cinco años
en caso de no modificarse las reglas de distribución”.

Esto quiere decir que aun cuando los recursos del Fondo de
Compensación no están etiquetados, sí están sujetos a eva-
luación del Congreso de la Unión, lo que obliga a las enti-
dades más pobres a destinarlos para el combate a la pobre-
za, a fin de asegurar su continuidad.

Además, se daría impulso al planteamiento que originó la
propuesta de establecer una contribución para el combate a
la pobreza por parte del gobierno federal, pero descentrali-
zada a los niveles de gobierno más cercano a las necesida-
des de la población más pobre del país.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la considera-
ción de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma la Ley de Coordinación
Fiscal

Único. Se reforma el artículo 4-A, fracción II, párrafo pri-
mero, de la Ley de Coordinación Fiscal, para quedar como
sigue:

Artículo 4o-A. La recaudación …

I …

a) al d) …

…

…

II. Del total recaudado con motivo de la aplicación de
las cuotas, 2/11 se destinarán al Fondo de Compensación,
el cual se integrará adicionalmente con 1 por ciento de
la recaudación federal participable a que hace refe-
rencia el artículo 2 de esta ley, y se distribuirá entre las
10 entidades federativas que, de acuerdo con la última in-
formación oficial del Instituto Nacional de Estadística y
Geografía, tengan los menores niveles de producto inter-
no bruto per cápita no minero y no petrolero. Éste se ob-
tendrá de la diferencia entre el producto interno bruto es-
tatal total y el producto interno bruto estatal minero,
incluyendo todos los rubros contenidos en él.

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se derogan las disposiciones que se opongan al
presente decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de noviembre de 2009.— Di-
putados: Eviel Pérez Magaña, Emilio Andrés Mendoza Kaplan, Óscar
Román Rosas González (rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias a usted, diputado Pérez Magaña. Túrnese a la
Comisión de Hacienda y Crédito Público.

LEY DE LA COMISION NACIONAL
DE LOS DERECHOS HUMANOS

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra la diputada Rosa Adriana Díaz Liza-
ma, del Grupo Parlamentario del PAN, para presentar ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 19
de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos.

La diputada Rosa Adriana Díaz Lizama: Con su permi-
so, señor presidente. Compañeros legisladores.

En los términos de lo dispuesto en los artículos 71, párrafo
segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y 55, fracción II, del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, me permito someter a consideración de es-
ta asamblea la siguiente iniciativa que adiciona un párrafo
al artículo 19 de la Ley de la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos.

La creación de la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos ha significado un gran avance en la consolidación
de nuestro México como un Estado democrático y de dere-
cho. Su equidad se ha depositado en la protección, obser-
vancia, promoción, estudio y divulgación de los derechos
humanos al reconocer como garantías individuales y socia-
les parte de las normas jurídicas modernas que se encargan
de fundamentar la dignidad de las personas, sin importar su
edad, religión, sexo o condición social.
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Lo anterior demuestra y nos hace ver que contamos con
una comisión autónoma que no responde a cuestiones de ti-
po político; sin embargo, como legisladores que actuamos
de manera congruente y responsable, es necesario dotar de
mayores herramientas y facilidades a la Comisión Nacio-
nal de los Derechos Humanos para que la protección, el
respeto y la observancia de dichos derechos sea indudable-
mente su prioridad y compromiso.

Compañeros legisladores, queremos una comisión mucho
más autónoma y funcional, una comisión que no obedezca
a intereses ni presiones del gobierno en turno, pero que
tampoco haga de cada situación una oportunidad para dife-
rir y ponerle obstáculos al mismo.

Queremos una comisión que de manera responsable utilice
todos y cada uno de los recursos recibidos, que su presu-
puesto de egresos facilite e incentive el desempeño de su
trabajo. Un trabajo que brinde resultados satisfactorios pa-
ra la sociedad mexicana, acorde con la difícil situación que
hoy en día se vive.

Es cierto que la funcionalidad de esta comisión depende en
gran medida de su titular y de la participación y aportación
de su cuerpo de trabajo; por tanto, someto a consideración
de esta honorable asamblea la presente iniciativa que bus-
ca dotar de mayor autonomía al cuerpo que respalda a esta
organización, el Consejo Consultivo, al cual se le confiere
coadyuvar en el desempeño de las responsabilidades de la
comisión señaladas en el artículo 5o. de la Ley de la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos, en donde se
autoriza su reciprocidad para establecer los lineamientos
generales de la actuación de la comisión y del propio con-
sejo.

Este último cumple con aprobar el reglamento y normas de
carácter interno, informa y opina a favor del informe anual
emitido al Senado y al propio Congreso de la Unión, pero
este consejo de ciudadanos no está facultado hoy en día pa-
ra opinar respecto del presupuesto, un aspecto indiscutible
y que depende en gran medida de su aprobación para el
buen funcionamiento de la comisión, además de que en es-
tos tiempos en que es necesario optimizar y hacer uso res-
ponsable de los recursos económicos, vemos con total
acierto el hecho de facultar al Consejo Consultivo, forma-
do por ciudadanos, para que participe y opine en el pro-
yecto de presupuesto para el ejercicio del año siguiente de
la comisión, presupuesto que hemos aprobado hace unos
días.

Por lo expuesto, se somete a la consideración de esta ho-
norable Cámara de Diputados la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 19 de la Ley de
la Comisión Nacional de los Derechos Humanos.

Artículo único. Se adiciona una nueva fracción VI, convir-
tiéndose la actual fracción VI en fracción VII del artículo
19 de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos, cuya fracción VI queda de la siguiente manera:

Artículo 19. 

V. Solicitar al presidente de la Comisión Nacional infor-
mación adicional sobre los asuntos que se encuentren en
trámite o haya resuelto la comisión nacional; 

VI. Opinar sobre el proyecto de presupuesto para el ejerci-
cio del año siguiente de la Comisión Nacional; y

VI. Conocer el informe del presidente de la Comisión Na-
cional respecto del ejercicio presupuestal.

Dado en la Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión, 10 de noviembre de 2009. Es cuanto, señores
diputados.

«Iniciativa que reforma el artículo 19 de la Ley de la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos, a cargo de la
diputada Rosa Adriana Díaz Lizama, del Grupo Parlamen-
tario del PAN

La que suscribe Rosa Adriana Díaz Lizama, secretaria de la
Comisión de Derechos Humanos e integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, con fundamen-
to en la fracción II del artículo 71 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, y 55, fracción II, del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos somete a considera-
ción de esta H. Cámara de Diputados la siguiente iniciati-
va que adiciona un párrafo al artículo 19 de la Ley de la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, al tenor de
la siguiente:

Exposición de Motivos

La formación de la Comisión Nacional de los Derechos
Humanos (CNDH) significó para nuestra nación un gran
avance a la consolidación de un estado democrático de de-
recho. Su equidad se deposita en la protección, observan-
cia, promoción, estudio y divulgación de los derechos hu-
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manos, al reconocer como garantías individuales y sociales
parte de las normas jurídicas modernas que se encargan de
fundamentar la dignidad de la persona sin importar su
edad, religión, sexo o condición social, simplemente toma
en cuenta las facultades, prerrogativas y libertades básicas
que tiene una persona por el simple hecho de serlo, sin es-
to, no podrían sobrevivir como tal leyes que acogen a la po-
blación bajo la legitimidad del Estado y su función, el cual
no sólo tiene la responsabilidad de reconocerlos, sino tam-
bién de respetarlos y defenderlos; además de concretar su
actuación de acuerdo a los límites señalados por la ley, que
impone en determinados casos la obligación de no hacer o
actuar con el fin de garantizar al individuo la vigencia de
sus libertades y derechos consagrados en la Constitución.

Asimismo, es nuestro compromiso impedir transgresiones
a las garantías individuales y al abuso de poder, hace falta
no sólo ser constantes y precisos en la aplicación de leyes
sino también, en regular y crear la normatividad justa efi-
caz y eficiente a favor del respeto de las granitas indivi-
duales de nosotros como seres humanos; por ello y dada la
relación existente entre los tres órdenes de gobierno con la
CNDH, es elemental evidenciar que tan fuerte es el víncu-
lo entre sí, que dicha organización por sí sola ya es un apa-
rato autónomo e independiente del Poder Ejecutivo e invi-
ta a la población para que deposite su entera confianza y se
acerque sin temor a ser desacreditado o a no ser tomado en
cuenta. Es cierto que, depende en gran medida el funciona-
miento y la estructura de dicha organización así como de
quién es designado su titular y cuerpo de trabajo para enri-
quecer y garantizar el compromiso en la generación y apli-
cación de las políticas públicas y qué mejor si las reglas a
determinarlo se apegan a la generación de estas políticas.

Es entonces que con la presente disposición se pretende do-
tar de mayor autonomía al cuerpo que respalda dicha orga-
nización –principalmente al consejo Consultivo–; al cual
se le confiere, apoyar el desempeño de las responsabilida-
des de la CNDH señalado en el artículo 5 de la Ley de la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos donde se au-
toriza su reciprocidad para establecer los lineamientos ge-
nerales de la actuación de la Comisión, aprueba reglamen-
tos y normas de carácter interno, se informa y opina a favor
del informe anual emitido al Senado y al propio Congreso
de la Unión pero; no así está facultado para opinar respec-
to del presupuesto, un aspecto indiscutible y que depende
en gran medida de su aprobación para el buen funciona-
miento de un organismo público constitucional autónomo
del Estado mexicano en la preservación del estado de dere-
cho y que el logro de lo propuesto implica la formulación

y perfección contundente de las normas sustantivas, opera-
tivas y administrativas que permitan cumplir a un cien por
ciento con las funciones, facultades y atribuciones de for-
ma eficiente y eficaz.

Como se sabe, el presupuesto responde a la adición de pro-
gramas para la defensa de los derechos humanos que dife-
rentes instrumentos nacionales o internacionales han deman-
dado para su atención. La opinión del Consejo Consultivo
respecto del gasto implica el conocimiento de medidas con-
tundentes y equivalentes que solicitan el sustento, puesto
que saben el destino y el modo en que es delegado el gas-
to público por lo que solicito su opinión puesto que su eva-
luación requiere aun de más personal no solo del presidente
y que mejor si son ellos, puesto que además están facultados
para promover su distribución.

Actualmente la sociedad enfrenta problemas muy comple-
jos, cuyo tratamiento requiere del acuerdo de todos los ac-
tores y sectores políticos. Esto, sin embargo, no significa
que optemos por visiones importadas o impuestas, sino
más bien nos obliga a que seamos protagonistas de nuestro
propio futuro, basados en la realidad que nos ocupa. No se
pueden superar nuestros rezagos sin una política integral de
derechos humanos, que refleje la visión de un Estado ple-
namente democrático, comprometido con la legalidad, te-
niendo como su base y principio el respeto a la persona hu-
mana, como mandato insoslayable de la Constitución
mexicana; una política de estado que trascienda las accio-
nes coyunturales y aisladas, para que aborde el tema en su
conjunto. Estamos comprometidos en hacer de México un
país donde la libertad y la dignidad sean plenamente respe-
tadas día a día. Para conseguirlo, todos debemos renovar
nuestro compromiso y poner en vigencia acciones precisas,
ya que tenemos la dicha de vivir en un país libre, plural y
representativo.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a la considera-
ción de esta H. Cámara de Diputados, la siguiente

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artí-
culo 19 de la Ley de la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos.

Único. Se adiciona una nueva fracción VI, convirtiéndose
la actual fracción VI en la fracción VII, del artículo 19 de
la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos
para quedar como sigue:

Artículo 19. ...
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I. a IV. ...

V. Solicitar al Presidente de la Comisión Nacional in-
formación adicional sobre los asuntos que se encuentren
en trámite o haya resuelto la Comisión Nacional;

VI. Facultar al Consejo Consultivo para que opine
sobre el presupuesto para el ejercicio del año si-
guiente.

VII. Conocer el informe del Presidente de la Comisión
Nacional respecto al ejercicio presupuestal.

Dado en la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión. México,
DF, a 13 de noviembre de 2009.— Diputada Rosa Adriana Díaz Liza-
ma (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, diputada Díaz Lizama. Túrnese a la
Comisión de Derechos Humanos.

Se pospone la participación del diputado Óscar González
Yáñez, del Grupo Parlamentario del PT, para la próxima
sesión.

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO 
Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra la diputada Cora Pinedo Alonso, del
Grupo Parlamentario de Nueva Alianza, para presentar ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 16,
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Ha-
cendaria.

La diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso: Con el permi-
so de la Presidencia. Compañeras y compañeros legislado-
res, en los últimos años los resultados del crecimiento eco-
nómico en nuestro país nos obligan como legisladores a
buscar alternativas que posibiliten reconducir el actual es-
quema de regulación jurídica de la economía, con el fin de
rehabilitar y fortalecer el proceso de desarrollo de México.

La grave situación que enfrenta nuestro país se refleja en la
pérdida de competitividad, desequilibrios fiscales y finan-
cieros, y en un alto nivel de vulnerabilidad de nuestra eco-
nomía. 

Con el propósito de evitar que continúen incrementándose
los desequilibrios en los diferentes ámbitos de la vida eco-
nómica debemos propiciar cambios legislativos que permi-
tan evaluar la situación real de la economía y la dinámica
del mercado interno, para así tener la capacidad de dar res-
puesta inmediata a través de medidas e instrumentos que
compensen las caídas de la actividad económica.

Por lo anterior, propongo que desde el marco normativo del
presupuesto público federal, se contemplen instrumentos
de estabilización automáticos, que permitan adoptar e in-
cluir en ley un balance fiscal ajustado, el cual estará en fun-
ción del ciclo económico. Este indicador facilitaría el aná-
lisis y la discusión de la política económica, en especial de
la política fiscal brindándole una pauta de orientación ge-
neral mucho más consistente, en función de la dinámica de
crecimiento de la economía.

Esta propuesta diseñada adecuadamente por la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público contribuiría a evitar una
mayor carga impositiva a los contribuyentes en periodos de
contracción económica, como la que hoy vivimos, y se ac-
tivarían de forma automática transferencias temporales por
montos mayores para los sectores sociales y económicos
más vulnerables.

Por ello, como integrante del Grupo Parlamentario de Nue-
va Alianza, comprometida con el estudio e implementación
de acciones legislativas para dotar al Estado de mejores
instrumentos para el desarrollo, someto a la consideración
la iniciativa para incorporar al artículo 16 de la Ley Fede-
ral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria el con-
cepto, medición y proyecto de balance primario ajustado,
con el fin de estimarlo en función del ciclo económico.

En caso de aprobarse la reforma a la ley antes referida se
establecerían las bases para una mayor transparencia, con-
sistencia y flexibilidad de la Ley de Ingresos y el decreto
de Presupuesto de Egresos de la Federación.

En Nueva Alianza consideramos que la participación del
Estado en la economía mexicana debe garantizar no sólo
finanzas públicas sanas, sino, sobre todo, crecimiento
económico real sostenible y sustentable como consecuen-
cia de la evaluación estable de sus indicadores macroeco-
nómicos.

En ese sentido, presento al pleno de esta soberanía la ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el ar-
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tículo 16 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabili-
dad Hacendaria.

Por consideración a esta soberanía omito la lectura com-
pleta de la presente y solicito a la Presidencia que dé la in-
dicación a la Mesa Directiva de esta Cámara de Diputados
para la reproducción íntegra en el Diario de los Debates.
Por su atención, muchas gracias. Gracias, diputado presi-
dente.

«Iniciativa que reforma el artículo 16 de la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, a cargo de la
diputada Cora Pinedo Alonso, del Grupo Parlamentario de
Nueva Alianza

Cora Pinedo Alonso, diputada de la LXI Legislatura del
honorable Congreso de la Unión, integrante del Grupo Par-
lamentario de Nueva Alianza, con fundamento en los artí-
culos 71, fracción II, de la Constitución General de los Es-
tados Unidos Mexicanos y los correlativos 55, fracción II,
56 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, ocurre a solici-
tar se turne a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
la presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforma el artículo 16 de la Ley Federal de Presupuesto y
Responsabilidad Hacendaria, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Los insuficientes resultados obtenidos en el crecimiento
económico de nuestro país en los últimos años, nos obliga
como legisladores a buscar alternativas que posibiliten re-
conducir el actual esquema de regulación jurídico-econó-
mica de la economía, con el fin de rehabilitar y fortalecer
el proceso de desarrollo del país.

Esta grave situación que enfrenta nuestro país, de bajo ni-
vel de crecimiento económico, y pérdida de competitivi-
dad, refleja que existen serios problemas en la economía
mexicana, en especial resultado de los desequilibrios fisca-
les y financieros, los cuales se manifiestan en el bajo perfil
de la dinámica económica, la perdida de patrimonio del Es-
tado y el alto nivel de vulnerabilidad de nuestra economía.

Las crecientes deudas y pasivos, así como la caída del cre-
cimiento económico, reflejan que tenemos una economía
altamente vulnerable, sensiblemente dependiente del exte-
rior y con una caída creciente en diversos índices de pro-
ductividad y competitividad que elaboran diversos organis-
mos e internacionales como Foro Económico Mundial, la

Organización para la Cooperación y el Desarrollo Econó-
micos, entre otros.

Reconociendo esto, y con el fin de evitar que sigan cre-
ciendo los desequilibrios en los diferentes ámbitos de la vi-
da económica, debemos propiciar cambios legislativos que
permitan monitorear la situación real de la economía y la
dinámica del mercado interno, para así poder dar respuesta
inmediata, por medio de medidas e instrumentos que com-
pensen las caídas importantes de la actividad económica.

Por lo anterior proponemos posibilitar, desde el marco nor-
mativo del presupuesto público federal, la instrumentación
de estabilizadores automáticos, con el fin de tener la posi-
bilidad de adoptar e incluir en ley la instrumentación de un
balance fiscal ajustado, el cual estará en función del ciclo
económico.

Este indicador, facilitaría el análisis y discusión de la políti-
ca económica, en especial de la política fiscal, brindándole
una pauta de orientación general mucho más consistente, en
función de la dinámica de crecimiento de la economía.

Esta propuesta, diseñada adecuadamente por la Secretaría
de Hacienda, ayudaría, por ejemplo a evitar una mayor car-
ga impositiva a los contribuyentes, en periodos de contrac-
ción económica como la que hoy vivimos y en donde se
posibilitaría la activación automática de transferencias
temporales por montos mayores para los sectores sociales
y económicos más vulnerables.

El tamaño de los estabilizadores automáticos, que se defi-
nan, determinaría la mayor o menor necesidad de aplicar
políticas fiscales abruptas y discrecionales en épocas eco-
nómicas adversas.

La estimación de un balance primario económico ajustado,
en función de ciclo económico, serviría para orientar la po-
lítica fiscal, con el fin de acumular reservas financieras du-
rante épocas favorables, reduciendo la deuda y mejorando
el acceso a un mejor nivel de liquidez.

Por ello, creemos necesario y urgente adoptar indicadores
como el de balance fiscal ajustado, el cual estaría determi-
nado por el comportamiento del ciclo económico, indica-
dor que facilitaría el análisis y una discusión más seria y
consistente de la política económica.

Por lo anterior, es fundamental incorporar en la Ley Fede-
ral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria el con-
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cepto, medición y proyección del balance primario ajusta-
do, con el fin de estimarlo en función del ciclo económico,
lo cual posibilitaría una mayor transparencia y se enrique-
cería a la Ley de Ingresos y al Decreto de Presupuesto de
Egresos, dándoles, con este indicador, mayor consistencia
y flexibilidad.

La estimación del balance primario ajustado, en el corto y
mediano plazos, permitiría instrumentar medidas contra cí-
clicas durante las fases en las cuales la economía entra en
desaceleración o recesión, protegiendo las áreas más deli-
cadas, como lo es el gasto social.

En este sentido, la participación del Estado en la economía
mexicana, debe garantizar no sólo finanzas públicas sanas,
sino y sobre todo, un crecimiento económico real sosteni-
ble y sustentable como consecuencia de la evolución esta-
ble de sus indicadores macroeconómicos.

Es precisamente en este sentido que, como integrantes del
Grupo Parlamentario Nueva Alianza, comprometidos con
el estudio e implementación de cambios legislativos dirigi-
dos hacia una mejoría social, y preocupados por el pobre
desempeño de la economía nacional, sometemos a la con-
sideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 16 de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria,
con base en lo siguiente:

Único. Se reforman las fracciones III y IV del artículo 16
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Ha-
cendaria, para quedar como sigue:

Artículo 16. ...

I. a II. ...

III. Las proyecciones de las finanzas públicas, incluyen-
do el déficit primario ajustado y los requerimientos fi-
nancieros del sector público con las premisas empleadas
para las estimaciones. Las proyecciones abarcarán un
periodo de 5 años en adición al ejercicio fiscal en cues-
tión, las que se revisarán anualmente en los ejercicios
subsecuentes, y

IV. Los resultados de las finanzas públicas, incluyendo
el déficit primario ajustado y los requerimientos finan-

cieros del sector público, que abarquen un periodo de
los 5 últimos años y el ejercicio fiscal en cuestión.

Los criterios generales de política económica deberán
incluir la proyección del déficit primario ajustado y
explicarán las medidas de política fiscal que se utiliza-
rán para el logro de los objetivos, las estrategias y me-
tas, así como las acciones que correspondan a otras po-
líticas que impacten directamente en el desempeño de la
economía. Asimismo, se deberán exponer los costos fis-
cales futuros de las iniciativas de ley o decreto relaciona-
das con las líneas generales de política a que se refiere es-
te artículo, acompañados de propuestas para enfrentarlos.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 13 días del mes de noviembre
de 2009.— Diputada Cora Pinedo Alonso (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, diputada Pinedo Alonso. Tal como lo
solicita, insértese en el Diario de los Debates y túrnese a
la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública.

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra el diputado Leobardo Soto Martínez,
del Grupo Parlamentario del PRI, para presentar iniciativa
con proyecto de decreto que reforma los artículos 29 y 95
de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

El diputado Leobardo Soto Martínez: Gracias, señor
presidente. Con su permiso diputadas y diputados, la ini-
ciativa que propongo ante esta honorable Cámara de Dipu-
tados tiene como finalidad adicionar una fracción a los ar-
tículos 29 y 95 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. El
primero habla de las deducciones fiscales y el segundo de
las personas morales sin fines de lucro.

Hoy, la seguridad social, a la cual todas las trabajadoras y
los trabajadores tenemos derecho, se ve seriamente afecta-

Año I, Primer Periodo, 18 de noviembre de 2009 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados94



da, especialmente para las madres trabajadoras, ya que ac-
tualmente la gran mayoría son jefas de familia.

Si partimos de la afirmación de que nuestra Constitución es
la sustancia de la existencia política de nuestro pueblo, co-
mo lo afirmaba el maestro Manuel García-Pelayo, enten-
diendo además que ésta no se agota en su significación ju-
rídica, sino que comprende diversas esferas de la vida
humana en sociedad, donde la titularidad de la soberanía
corresponde a las generaciones futuras por ser los herede-
ros del poder constituyente.

Es que el Estado debe de garantizar los derechos de la ni-
ñez, tal y como lo señala el párrafo sexto del artículo 4o.
constitucional que a la letra dice: “… Los niños y las niñas
tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de ali-
mentación, salud, educación y sano esparcimiento para su
desarrollo integral…”.

Por lo expuesto, esta iniciativa tiene como objeto principal
que el sector privado pueda invertir en el mejoramiento de
los servicios de las guarderías para así fomentar la calidad
y calidez en el servicio de las mismas a favor de la niñez
mexicana. Con estas acciones se contará con lugares sanos
para su esparcimiento y su educación. 

Esta iniciativa permitirá a las empresas deducir impuestos
por concepto de aportaciones a las guarderías infantiles
concesionadas a particulares por el Instituto Mexicano del
Seguro Social, lo cual garantizará los derechos consagra-
dos en nuestra Constitución, y así se contribuye a preservar
el futuro de México, que son nuestros niños.

Las guarderías del Seguro Social, que son contratadas para
la prestación de servicios indirectos, nacen bajo una figura
jurídica mercantil; es decir, reconocidas ante la autoridad
fiscal como sociedades mercantiles, tributando ante las di-
versas leyes como personas morales.

Esto nos indica que tienen la obligación de pagar impues-
tos, con la cual nosotros estaríamos de acuerdo si no cum-
plieran con una función eminentemente social. Pero como
el objeto principal de estas guarderías es acompañar al Es-
tado en el cumplimiento de sus obligaciones, esta caracte-
rística mercantil, consideramos, se rompe, bajo el principio
de interés superior de la infancia, ya que lo que debemos
garantizar es que estas estancias infantiles cubran todos los
requisitos de seguridad, atención, alimentación y buen de-
sarrollo, correspondiéndole al Estado brindar todas las fa-

cilidades para que esto se materialice, sin descuidar la ins-
pección y vigilancia de las mismas, de tal forma que adi-
cionar una fracción a los artículos 29 y 95 de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta no implica una excepción en el pago
de impuestos, sino una acción del Estado en beneficio de la
infancia y en apoyo de la clase trabajadora, por lo que pro-
ponemos el siguiente proyecto de decreto.

Primero. Se adiciona la fracción XII del artículo 29 de la
Ley del Impuesto sobre la Renta, para quedar como sigue:

Artículo 29. Los contribuyentes podrán efectuar las deduc-
ciones siguientes: 

Fracción XII. Las aportaciones extraordinarias pagadas por
las empresas por concepto de guarderías infantiles del Ins-
tituto Mexicano del Seguro Social.

Segundo. Se adiciona la fracción XXI del artículo 95 de la
Ley del Impuesto sobre la Renta, para quedar como sigue:

Artículo 95. Para los efectos de esta ley se considerarán
personas morales con fines no lucrativos, además de las se-
ñaladas en el artículo 102 de esta ley, las siguientes: 

(…)

Fracción XXI. Guarderías infantiles pertenecientes al Se-
guro Social, operadas directamente por el organismo, con-
cesionadas o particulares.

Artículo transitorio. Único. El presente decreto entrará en
vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación. Es cuanto, señor presidente.

«Iniciativa que reforma los artículos 29 y 95 de la Ley del
Impuesto sobre la Renta, a cargo del diputado Leobardo
Soto Martínez, del Grupo Parlamentario del PRI

Leobardo Soto Martínez, integrante del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional en la LXI Le-
gislatura de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, en ejercicio de la facultad que confiere
el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y con fundamento en los artí-
culos 55, fracción II, 56, 62, 63 y 64 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, presenta iniciativa con proyecto de de-
creto que adiciona la fracción XII al artículo 29 y la frac-
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ción XXI del artículo 95 de la Ley del Impuesto sobre la
Renta de conformidad con la siguiente

Exposición de Motivos

Aunque la presente iniciativa tiene por objeto adicionar
una fracción al artículo 29  y al 95 de la Ley del Impuesto
sobre la Renta, el primero en el capítulo de las deducciones
y el segundo en el capítulo de las personas morales con fi-
nes sin lucro. Pareciera que el proyecto de decreto su fin es
meramente fiscal, pero la verdad que toca en lo más pro-
fundo de la seguridad social y sin duda el objetivo princi-
pal es garantizar a los infantes que estén bajo el cuidado de
las guarderías del Instituto Mexicano del Seguro Social
(IMSS) tengan un servicio de calidad y calidez, y sólo se-
rá posible lograrlo si se atraen recursos extras a estas guar-
derías ya que sin duda con la crisis que vive el país resulta
difícil ampliar los presupuestos en este rubro, pero con es-
te proyecto se  otorga una oportunidad para que la iniciati-
va privada le apueste apoyar con recursos económicos con
la oportunidad de deducir en materia impositiva y por otro
lado las guarderías infantiles del IMSS puedan ser objeto
de recibir recursos económicos. 

La presencia de enfermedades, el hambre, la inclemencia
del medio, la insalubridad y la ignorancia han sido la esen-
cia de movimientos sociales y de trabajadores de todo el
mundo. Me es importante hacer una serie de señalamientos
históricos y de la evolución de la seguridad social en el
mundo y México.

I. Antecedentes

Los países pioneros en reglamentar la seguridad social se
redunda a los siguientes:

– Francia en 1850, donde se expide primera Ley del Se-
guro de Enfermedades; 

– Alemania con Otto Von Bismarck; para 1883 se crea
el régimen seguros de enfermedades, en 1884 el régi-
men accidentes laborales, en 1889 se regula el seguro
vejez e invalidez y en 1911 el primer Código Federal de
Seguridades Sociales; 

– Inglaterra en 1907, crea la Ley de Reparación de Ac-
cidentes de Trabajo, y en 1911, la Ley que protege en-
fermedades, invalidez, paro voluntario, previsión de
desempleo.

– En 1927 en Bruselas Bélgica es conformada la Aso-
ciación Internacional de Seguridad Social, con sede per-
manente en Suiza.

– En Estados Unidos de América, 1929, durante la pre-
sidencia de Franklin D. Roosevelt se expide el social se-
curity act, el cual contenía disposiciones sobre vejez,
desempleo y muerte.

– En 1936, Chile es el primer país latinoamericano en
introducir un esquema de protección a la salud al crear
su seguro social.

La historia mexicana nos revela que

– En 1906, el programa del Partido Liberal, publicado
por los hermanos Flores Magón, incluía indemnización
por accidentes laborales y pensión por edad a los obre-
ros.

– En 1917, la mexicana fue la primera Constitución so-
cial del planeta, que consideró derechos sociales explí-
citos, bases de los derechos educativo, agrario, laboral y
el de seguridad social y que en su famoso artículo 123
se atrevió a desafiar los cánones del derecho constitu-
cional para regular las relaciones de trabajo.

– En 1921, Álvaro Obregón ordena crear el primer pro-
yecto de Ley del Seguro Social.

– En 1931 del 18 de agosto, es promulgada la Ley Fe-
deral del Trabajo.

– En 1938, Lázaro Cárdenas del Río da instrucciones a
Ignacio García Téllez para la elaboración del antepro-
yecto de la Ley del Seguro Social.

– En 1943 del 19 de enero, Manuel Ávila Camacho pro-
mulga la Ley del Seguro Social.

– En 1959, en diciembre 28, se crea la Ley del Instituto
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores
del Estado (ISSSTE).

– En 1973, el 1 de abril, se abroga la Ley del Seguro So-
cial de 1943. En esta nueva ley se crea el seguro de
guarderías, se establece el régimen voluntario y se in-
sertan las prestaciones sociales.
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– En 1975, 1 de enero, se reforma el artículo 123, Apar-
tado A, fracción XXIX, donde se establece que es de uti-
lidad pública la ley del seguro social y ella comprende-
rá los seguros de invalidez, vejez, de vida, de cesación
involuntaria del trabajo, de enfermedades y accidentes,
de servicios de guardería y cualquier otro encaminado a
la protección y bienestar de los trabajadores, campesi-
nos, no asalariados y otros sectores sociales y sus fami-
liares. 

La Declaración Universal de los Derechos Humanos de la
ONU, del 10 de diciembre de 1948, declaró en materia de
seguridad social lo siguiente:

– En el artículo 22 nos dice que toda persona, como
miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad so-
cial.

– En el artículo 23 nos dice que toda persona tiene de-
recho al trabajo, a la libre elección de su trabajo, a con-
diciones equitativas y satisfactorias de trabajo y a la pro-
tección contra el desempleo. 

– En el artículo 25 nos dice que el Estado está obligado
a satisfacer estos derechos sociales con su mayor es-
fuerzo, de manera progresiva. Tanto la madre que va a
tener un hijo, como su hijo, deben de recibir cuidado y
asistencia. Todos los niños tienen los mismos derechos,
esté o no casada la madre.

II. Consideraciones

Hoy día, las familias mexicanas necesitan trabajar padre y
madre para obtener una vida digna cumpliendo mínima-
mente con las necesidades básicas para el sustento familiar.
Esto ha orillado que miles de mujeres mexicanas dejen al
cargo de sus hijos a otras personas o familiares para poder
trabajar, uno de los derechos que otorga la Ley del Seguro
Social son con apoyo del IMSS para guarderías, que poco
a poco cada día se ve más difícil garantizar a los niños un
servicio de calidad por lo que implican los altos costos de
operación, sin duda gracias a las mujeres que aportan y
contribuyen con el sustento familiar, provocando un mayor
desarrollo integral de la familia. 

En la actualidad, según el portal oficial del IMSS, desde
2005 hasta la actualidad oscilan entre mil 520 y mil 550
guarderías en todo el país.

Actualmente, el IMSS aporta para el cuidado de un niño 2
mil 299.42 pesos; divididos en 30 días nos quedan 76 pe-
sos por día, con cuidados de 7:30 de la mañana hasta las
6:00 de la tarde. Pero si de casualidad un pequeño llegara
a faltar por distintas causas, es rebajado el día de la aporta-
ción mensual, creando un problema, ya que los gastos si-
guen siendo los mismos; por ejemplo, se les da desayuno,
comida y merienda, y sumémosle los demás gastos ordina-
rios. 

A raíz del siniestro ocurrido el 6 de junio en Sonora, pro-
piamente en Hermosillo en una de las  guarderías del
IMSS, donde murieron 4 decenas de pequeños y otros más
resultaron con daños a causa de un incendio, se ha desen-
cadenado una exageración por parte de las autoridades en
las medidas de higiene y seguridad, provocando que los
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costos promedio por niño se eleven muy por encima del
subsidio o aportación del IMSS otorgado.

Las medidas de seguridad son necesarias y oportunas, pero
que tienen un valor monetario y se hace necesario invertir
en lo siguiente:

• Un sistema de alarma;
• Detectores de humo;
• Salida de emergencia adicional al acceso;
• Rutas de evacuación;
• Pasillos libres de obstáculos;
• Película antiastillante colocada en los cristales o ven-
tanales;
• Equipos contra incendios; y
• Compra de mobiliario y equipo de acuerdo a las nece-
sidades;
Le sumamos los gastos anuales a lo que son obligadas a
cumplir dichas guarderías:
• Dictamen de protección civil; 
• Dictamen de instalaciones eléctricas;
• Dictamen del inmueble;  
• Dictamen de bomberos; y
• Dictamen de gas.
Además del gasto corriente mensual:
• Nomina;
• Luz;
• Gas;
• Teléfono; y
• Alimentos.

Las guarderías del IMSS, que son concesionadas, nacen
con la característica mercantil, es decir, reconocidas ante la
autoridad fiscal como sociedades mercantiles, tributando
ante las diversas leyes como personas morales. Esto nos in-
dica que por obligación  hay que sumarle el pago de im-
puestos, por ejemplo, una guardería recibe la cantidad
aproximada de 140 mil pesos por 80 niños, la ley fiscal lo
toma como un ingreso y por lo tanto hay que pagar im-
puestos que redundan alrededor de 25 mil pesos por con-
cepto de ISR o en su caso IETU, IVA, Infonavit e IMSS.

Proponer una cuota a las madres trabajadoras, por los gas-
tos que se generan o se pudieran generar en un futuro por
adecuaciones de locales, requisitos cotidianos, resultaría
ser aún más lesivo para su economía familiar.

El artículo 251 del la actual Ley del Seguro Social, en su
texto, alude tanto a las facultades y atribuciones de la ins-
titución en su carácter de

– Organismo público descentralizado (prestatario de un
servicio público que originariamente le corresponde al
Estado);

– Persona moral (sujeto de derechos y obligaciones de
índole privado, incluida aquí su función de empleador); 

– Organismo fiscal autónomo (como autoridad revisora
y liquidadora de índole fiscal). 

La Ley del IMSS, en el Apartado “Guarderías”, en los artí-
culos del 201 al 206, en el ramo de guarderías cubre el ries-
go de no poder proporcionar cuidados durante la jornada de
trabajo a sus hijos en la primera infancia, de la mujer tra-
bajadora, del trabajador viudo o divorciado o de aquél al
que judicialmente se le hubiera confiado la custodia de sus
hijos, mediante el otorgamiento de las prestaciones esta-
blecidas en este capítulo.

Estas prestaciones deben proporcionarse atendiendo a cui-
dar y fortalecer la salud del niño y su buen desarrollo futu-
ro, así como a la formación de sentimientos de adhesión fa-
miliar y social, a la adquisición de conocimientos que
promuevan la comprensión, el empleo de la razón y de la
imaginación y a constituir hábitos higiénicos y de sana
convivencia y cooperación en el esfuerzo común con pro-
pósitos y metas comunes, todo ello de manera sencilla y
acorde a su edad y a la realidad social y con absoluto res-
peto a los elementos formativos de estricta incumbencia fa-
miliar.

Para otorgar la prestación de los servicios de guardería, el
instituto establecerá instalaciones especiales por zonas,
convenientemente localizadas en relación a los centros de
trabajo y de habitación, y en las localidades donde opere el
régimen obligatorio.

Este servicio se proporcionará a los menores desde la edad
de cuarenta y tres días hasta que cumplan cuatro años

El IMSS al emprender actividades en su ramo de la admi-
nistración pública federal, le corresponde al gobierno me-
xicano en su conjunto, darle solución a este problema que
aqueja a las madres trabajadoras y en conjunto a sus fami-
lias.

Para fortalecer lo dicho, invoco dos principios fundamen-
tales de la seguridad social: la universalidad y la solidari-
dad, principios que nos demuestran que la seguridad social
es de todos, para todos y financiada por todos.

Año I, Primer Periodo, 18 de noviembre de 2009 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados98



Proyecto de Decreto

Primero. Se adiciona la fracción XII del artículo 29 de la
Ley del Impuesto sobre la Renta para quedar como sigue:

Artículo 29. Los contribuyentes podrán efectuar las de-
ducciones siguientes:

Fracciones I. a XI. …

XII. Las aportaciones extraordinarias pagadas por los
patrones por concepto de guarderías infantiles del Insti-
tuto Mexicano del Seguro Social.

Segundo. Se adiciona la fracción XXI del artículo 95 de la
Ley del Impuesto sobre la Renta para quedar como sigue:

Artículo 95. Para los efectos de esta ley, se consideran per-
sonas morales con fines no lucrativos, además de las seña-
ladas en el artículo 102 de ésta, las siguientes:

Fracciones I. a XX….

XXI. Guarderías infantiles pertenecientes al IMSS, ope-
radas directamente por el organismo o concesionadas a
particulares.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos, a 13 de de no-
viembre de 2009.— Diputados: Leobardo Soto Martínez (rúbrica),
Adriana Terrazas Porras (rúbrica), Blanca Estela Jiménez Hernández
(rúbrica), María del Carmen Izaguirre Francos (rúbrica), Janet Gracie-
la González Tostado (rúbrica), Mercedes del Carmen Guillén Vicente
(rúbrica), Onésimo Mariscales Delgadillo (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, diputado Soto Martínez. Túrnese a la
Comisión de Hacienda y Crédito Público.

Se pospone la participación del señor diputado Óscar Gon-
zález Yáñez para la próxima sesión.

LEY PARA LA IMPORTACION DEFINITIVA
DE VEHICULOS USADOS PROCEDENTES 

DE LA ZONA DEL TRATADO DE LIBRE 
COMERCIO DE AMERICA DEL NORTE

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra la diputada Graciela Ortiz González,
para presentar iniciativa con proyecto de decreto que expi-
de la Ley para la Importación Definitiva de Vehículos Usa-
dos Procedentes de la Zona del Tratado de Libre Comercio
de América del Norte, suscrita por diputados integrantes
del Grupo Parlamentario del PRI.

La diputada Graciela Ortiz González: Con su permiso,
señor presidente.

Compañeras diputadas y compañeros diputados, los suscri-
tos, diputados federales Graciela Ortiz González, Adriana
Terrazas Porras, Luis Carlos Campos Villegas, Alejandro
Cano Ricaud, Jaime Flores Castañeda, Manuel Guillermo
Márquez Lizalde, Héctor Agustín Murguía Lardizábal, Mau-
rilio Ochoa Millán, Guadalupe Pérez Domínguez y Everar-
do Villarreal, integrantes del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional de la LXI Legislatura, con
fundamento en el artículo 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, someten a la
consideración del honorable Congreso de la Unión, inicia-
tiva con proyecto de decreto que expide la Ley para la Im-
portación Definitiva de Vehículos Usados Procedentes de
la Zona del Tratado de Libre Comercio de América del
Norte, bajo la siguiente exposición de motivos.

En el contexto del Tratado de Libre Comercio de América
del Norte, a partir del 1 de enero de 2009, México no po-
drá adoptar ni mantener una prohibición o restricción a la
importación de vehículos usados originarios de Canadá o
de Estados Unidos, que tengan por lo menos 10 años de an-
tigüedad.

Una realidad que se vive en nuestro país es que los merca-
dos de los vehículos de Estados Unidos, Canadá y México
presentan grandes asimetrías. El mercado norteamericano,
dada sus características, con una enorme cantidad de ofer-
ta de modelos y de marcas, tasas de interés atractivas, faci-
litación de acceso al crédito e impuestos menores, logra
que los vehículos se deprecien rápidamente y que el costo
de reventa sea sumamente menor. Ante tal situación, resul-
ta muy atractiva la importación de este tipo de vehículos a
nuestro país.
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México, desde 1978 y hasta el último decreto presidencial,
ha realizado 15 programas para regularizar vehículos de
procedencia extranjera, pero este problema persiste y es
crónico, ya que el precio de los automóviles usados en Es-
tados Unidos históricamente siempre ha sido y será más
bajo que en nuestro país.

Ante la entrada en vigor del Tratado de Libre Comercio de
América del Norte en ese capítulo, el 24 de diciembre de
2008, el Ejecutivo publicó el decreto por el que se estable-
cen las condiciones para la importación definitiva de vehí-
culos usados que estaría vigente a partir del 1 de enero de
2009.

Con la publicación de este decreto, el Ejecutivo impuso la
obligación de presentar el certificado de origen del vehícu-
lo sujeto a importación para gozar de las condiciones pre-
ferenciales del tratado. Por otro lado, actualizó hacia la al-
za los precios estimados de los vehículos para determinar
el valor del vehículo en la aduana.

Con estas dos condiciones: certificado de origen y actuali-
zación a la alza de los precios estimados, la importación de
vehículos usados se derrumbó; la no existencia del certifi-
cado de origen de vehículos provocó que todos los impor-
tadores debieran pagar 10 por ciento del arancel sobre el
valor de aduana del vehículo y esto reavivó, sin duda algu-
na, la problemática que existía en el pasado.

Por ello se hace necesario que este Congreso de la Unión,
en ejercicio de sus facultades constitucionales, expida una
nueva ley para la importación definitiva de vehículos usa-
dos, que tenga por objeto precisamente la importación de-
finitiva de vehículos usados originarios de Estados Unidos
de América y Canadá y que atienda a lo dispuesto y esta-
blecido en el Tratado de Libre Comercio de América del
Norte.

Se propone que en esta nueva ley se determinen las condi-
ciones para la importación definitiva de los vehículos usados
y evitar con ello que el Ejecutivo, a través de su facultad re-
glamentaria, obligue a los importadores a lo imposible, co-
mo es el presentar documentos que no se pueden conseguir
—como ya lo comentamos—, referentes al certificado de
origen de los vehículos, para lo cual en el artículo 4o. del
proyecto se señalan claramente los documentos que serán
necesarios para la importación definitiva de los vehículos:
el pedimento de importación, el título de propiedad del ve-
hículo, la calca o fotografía digital del número de identifi-
cación vehicular, la identificación oficial del importador o

el Registro Federal de Contribuyentes y, cuando sea nece-
sario, el comprobante de domicilio vigente que acredite re-
sidencia en la franja fronteriza norte. Todo lo anterior, en
apego a las disposiciones de la Ley Aduanera vigente.

De esta manera, los vehículos fabricados o ensamblados en
Estados Unidos de América o Canadá, de acuerdo con su
número de identificación vehicular, podrán realizar su im-
portación definitiva sin el pago del impuesto general de
importación, de conformidad con el tratado.

Para determinar el valor en aduana del vehículo usado, se
podrán tomar como referencia los precios estimados por la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público publicados el 26
de enero de 2009. Sin embargo, se establece que el impor-
tador deberá pagar sobre 70 por ciento de ese precio, cuan-
do sea el caso, en razón de que estos precios se incremen-
taron exponencialmente y sin justificación relevante
alguna.

También se propone que todos los vehículos sujetos a im-
portación mediante este ordenamiento sean inscritos al Re-
gistro Público Vehicular en el punto de entrada al país; es
decir, antes de que empiecen a circular en la República.

Por otro lado, debemos reconocer que parte de los vehícu-
los que se importan en algunas ocasiones no cumplen con
las condiciones de seguridad para los ocupantes o las dis-
posiciones de protección al ambiente. En este tenor se pro-
pone que la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales y la Secretaría de Economía, participen en la
inspección de los vehículos que sean sujetos a importación
definitiva.

En esta tarea sería muy valiosa la participación de las enti-
dades federativas y de los propios municipios, que podrán
coadyuvar con el Servicio de Administración Tributaria en
la revisión de todos los vehículos que se sometan a los trá-
mites de importación definitiva.

Esta ley también propone fortalecer el federalismo fiscal y
las haciendas públicas de las entidades federativas y de los
municipios. Se establece en ella que las entidades que se
encuentren adheridas al Sistema Nacional de Coordinación
Fiscal, puedan participar en la ejecución de la presente ley
y sean retribuidas con parte de los ingresos captados por la
importación de vehículos usados.

Para lo anterior, se propone que las haciendas estatales per-
ciban 50 por ciento de los ingresos de la recaudación y el
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resto lo deberán transferir a la Tesorería de la Federación.
De igual manera, los municipios podrían colaborar en la
ejecución de la ley y, de acuerdo con su legislación estatal,
recibir parte de estos recursos, sobre todo los municipios
que se encuentran ubicados en la zona de la frontera norte
del país.

Otro problema mayúsculo relacionado con la importación
de vehículos es el tema de la delincuencia. En diversas lo-
calidades del país, y notoriamente en la franja y la región
fronteriza del norte, circulan miles de vehículos de proce-
dencia extranjera de manera ilegal; no tiene placas nacio-
nales, ni tarjeta de circulación y mucho menos se conoce el
nombre de su propietario.

Estos vehículos, al no estar debidamente importados, son
los que comúnmente se utilizan por la delincuencia organi-
zada para llevar a cabo sus actos criminales. Aunque no te-
nemos un registro específico de los delitos cometidos en
vehículos ilegales, las autoridades policiales y administra-
tivas han mostrado su preocupación por esta situación,
porque están imposibilitados para identificar o rastrear
estos vehículos, así como a sus propietarios en el caso de
que hayan sido utilizados en la comisión de delitos de to-
da índole.

Bajo este contexto se propone entonces que los vehículos
que hayan sido importados de manera temporal o introdu-
cidos al país sin sujetarse a la normatividad aduanera, bajo
la complacencia de la autoridad normativa y responsable
de hacer cumplir la propia ley, puedan importarse en defi-
nitiva pagando los impuestos correspondientes, actualiza-
dos desde la fecha en que se internaron temporalmente o,
en su caso, pagando la multa correspondiente.

Finalmente, en esta iniciativa se dejan intactos los derechos
adquiridos por las comercializadoras de la frontera, que
importan vehículos al amparo del artículo segundo transi-
torio del decreto por el que se establecen las condiciones
para la importación definitiva de vehículos automotores
usados, destinados a permanecer en la franja fronteriza
norte del país, en Baja California y Baja California Sur, en
la región parcial de Sonora y en los municipios de Cananea
y Caborca, Sonora, publicado en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 26 de abril de 2006.

Con todo lo expuesto, compañeras diputadas y compañeros
diputados, sometemos a la consideración del honorable
Congreso de la Unión la iniciativa con proyecto de decreto
que expide la Ley para la Importación Definitiva de Vehí-

culos Usados Procedentes de la Zona del Tratado de Libre
Comercio de América del Norte.

Señor presidente, le ruego que el texto íntegro de la pre-
sente iniciativa sea insertado en el Diario de los Debates y
sea turnado a la Comisión de Hacienda y Crédito Público
para su análisis y dictaminación. Muchas gracias.

«Iniciativa que expide la Ley para la Importación Definiti-
va de Vehículos Usados Procedentes de la Zona del Trata-
do de Libre Comercio de América del Norte, a cargo de la
diputada Graciela Ortiz González y suscrita por integrantes
del Grupo Parlamentario del PRI

Los suscritos, diputados federales Graciela Ortiz González,
Adriana Terrazas Porras, Luis Carlos Campos Villegas,
Alejandro Cano Ricaud, Jaime Flores Castañeda, Manuel
Guillermo Márquez Lizalde, Héctor Agustín Murguía Lar-
dizábal, Maurilio Ochoa Millán y Guadalupe Pérez Do-
mínguez, integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional a la LXI Legislatura, con fun-
damento en el artículo 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, someten a con-
sideración del honorable Congreso de la Unión iniciativa
con proyecto de decreto que expide la Ley para la Impor-
tación Definitiva de Vehículos Usados Procedentes de la
Zona del Tratado de Libre Comercio de América del Nor-
te, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

En el marco del Tratado de Libre Comercio de América del
Norte (TLCAN), México ha mantenido restricciones a la
importación definitiva de automóviles usados, con el obje-
to de apoyar a la industria automotriz nacional, pero a par-
tir del 1 de enero de 2009, no podrá adoptar ni mantener
una prohibición o restricción a la importación de vehículos
usados originarios de Canadá o de Estados Unidos que ten-
gan por lo menos 10 años de antigüedad, y en el 2019 no
podrá mantener ningún tipo de barrera a los vehículos usa-
dos sin importar su antigüedad. Es decir, en el 2019 habrá
una completa integración de estos mercados.

Los mercados de vehículos de los Estados Unidos, Canadá y
México presentan grandes asimetrías. Por ejemplo, el mer-
cado norteamericano, dadas sus características, con una
enorme cantidad de oferta de modelos y de marcas, tasas de
interés atractivas, facilitación de acceso al crédito e im-
puestos menores, logra que los vehículos se deprecien rá-
pidamente y que su costo de reventa sea sumamente menor.
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Ante tal situación resulta muy atractiva la importación de
este tipo de vehículos a nuestro país.

Con la entrada natural de vehículos al país procedentes del
norte, México, desde 1978 y hasta el último decreto presi-
dencial, ha realizado 15 programas para regularizar vehí-
culos de procedencia extranjera, pero este problema es per-
sistente y crónico, ya que el precio de los automóviles
usados en los Estados Unidos históricamente siempre ha si-
do y será más bajo que en nuestro país; las diferencias eco-
nómicas y las condiciones en que se adquieren los vehícu-
los de un lado y el otro de la frontera marcan estas
diferencias. 

Dentro de este contexto, es claro que se fomentan la entra-
da legal o ilegal de vehículos usados en el país, proceden-
tes de Estados Unidos y de Canadá. Los datos divergen, se
calcula que cada año entran al país 300 mil vehículos de
manera ilegal mediante la importación temporal y estos ya
no son retornados. La industria automotriz y los distribui-
dores estimaron que en el 2005 circulaban más de 2.5 mi-
llones de unidades sin documentos.

En consecuencia, el 22 de agosto de 2005, el presidente de
la república ejerciendo las facultades que le confiere la
Constitución, expidió el decreto por el que se establecen
las condiciones para la importación definitiva de vehículos
automotores usados, cuyo año-modelo debía de ser de en-
tre diez a quince años anteriores al año en que se importen,
esto fue simplemente adelantar la entrada en vigor del tra-
tado. Con esta medida se resolvió en una proporción un
problema social que se venía presentando desde hace algu-
nos años. 

Más adelante, el 1 de febrero de 2008, el Ejecutivo publi-
có modificaciones al decreto del 22 de agosto de 2005. Es-
tas reformas tuvieron tres propósitos: Se estableció que só-
lo se podrían importar vehículos cuyo año-modelo fuera
1998, es decir, solamente con diez años de uso, se pagaría
el impuesto al valor agregado sobre el 100 por ciento del
valor en aduana del vehículo, y los vehículos deberán cum-
plir con las disposiciones aplicables para la protección del
medio ambiente.

Ante la entrada en vigor del TLCAN, el 24 de diciembre de
2008, el Ejecutivo publicó un nuevo decreto por el que se
establecen las condiciones para la importación definitiva
de vehículos usados, que estaría vigente a partir del 1 de
enero de 2009.

Con la publicación de este decreto, el Ejecutivo impuso la
obligación de presentar el certificado de origen del vehícu-
lo sujeto a importación para gozar de las condiciones pre-
ferenciales del TLCAN y, por otro lado, actualizó hacía el
alza los precios estimados de los vehículos para determinar
el valor del vehículo en la aduana. Con estas dos condicio-
nes, la importación de vehículos usados se derrumbo; la no
existencia del certificado de origen de los vehículos provo-
có que todos los importadores debieran pagar el 10 por
ciento del arancel sobre el valor en aduana del vehículo.

Con tales medidas, se reavivo la problemática que existía en
el pasado. Por lo que se hace necesario que este Congreso de
la Unión, en ejercicio de sus facultades Constitucionales,
expida una nueva Ley para la Importación Definitiva de Ve-
hículos Usados, que tenga por objeto precisamente la im-
portación definitiva de vehículos usados originarios de Esta-
dos Unidos de América, Canadá y México, y que atienda a
lo dispuesto en el Tratado de Libre Comercio de América
del Norte.

Condiciones para la importación de vehículos

Se propone que en esta nueva ley se determinen las condi-
ciones para la importación definitiva de los vehículos usa-
dos, y evitar con ello que el Ejecutivo a través de su facultad
reglamentaria obligue a los importadores a lo imposible, co-
mo presentar documentos que no se pueden conseguir, como
lo es el certificado de origen de los vehículos.

Para lo cual, en el artículo 4 del proyecto se señalan clara-
mente los documentos que serán necesarios para la impor-
tación definitiva de los vehículos; el pedimento de impor-
tación, el título de propiedad del vehículo, la calca o
fotografía digital del número de identificación vehicular, la
identificación oficial del importador o el registro federal de
contribuyentes, y cuando sea necesario, el comprobante de
domicilio vigente que acredite residencia en la franja fron-
teriza norte. Todo lo anterior en apego a las disposiciones
de la Ley Aduanera.

De esta manera, los vehículos fabricados o ensamblados en
los Estados Unidos de América, Canadá o México, de acuer-
do con su número de identificación vehicular (VIN), podrán
realizar su importación definitiva sin el pago del impuesto
general de importación, de conformidad con el TLCAN. 

Los vehículos del resto del mundo podrán ser importados
en definitiva cubriendo el impuesto general de importación
que será de un arancel mixto según lo siguiente:
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Año-Modelo Arancel 
de antigüedad Mixto
10 años o más 5% + 50 dólares
9 años 5% + 100 dólares
8 años 5% + 150 dólares
7 años 5% + 200 dólares
6 años 5% + 250 dólares
5 años 5% + 300 dólares
4 años 5% + 350 dólares
3 años 5% + 400 dólares
2 años 5% + 450 dólares
1 año 5% + 500 dólares
0 año 5% + 550 dólares

Para determinar el valor en aduana del vehículo usado se
podrá tomar como referencia los precios estimados por la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público publicados el 26
de enero de 2009. Sin embargo, se establece que el impor-
tador deberá pagar sobre el 70 por ciento de ese precio,
cuando sea el caso, en razón de que estos precios se incre-
mentaron exponencialmente y sin justificación relevante
alguna. 

Inscripción al Registro Público Vehicular

Se propone que todos los vehículos sujetos a importación
mediante este ordenamiento sean inscritos al Registro Pú-
blico Vehicular en el punto de entrada al país, es decir, an-
tes de que empiecen a circular en el país. 

Los vehículos importados serán identificados mediante su
número de identificación vehicular o con el número de iden-
tificación asignado por el fabricante o la ensambladora.

Con esta medida, se asegura el cumplimiento de la Ley del
Registro Público Vehicular y de que el vehículo no es de
procedencia dudosa y que se encuentra legalmente en el
país. Esto brindará mayor certeza a las autoridades de se-
guridad pública y a los propios propietarios de estos vehí-
culos.

Inspección de las condiciones del vehículo

Debemos reconocer que parte de los vehículos que se im-
porta, en algunas ocasiones, no cumplen con las condicio-
nes de seguridad para los ocupantes o las disposiciones de
protección al medio ambiente. En este tenor, se propone
que la Secretaría del Medio Ambiente y Recursos Natura-
les y la Secretaría de Economía participen en la inspección
de los vehículos que sea sujetos a importación definitiva.

La Secretaría del Medio Ambiente cuenta con las atribu-
ciones para prohibir la entrada de aquellos vehículos que
no cumplan con los estándares de emisión de contaminan-
tes, por ejemplo, y la Secretaría de Economía también
cuenta con las atribuciones para expedir una norma oficial
mexicana que establezca las condiciones mínimas de segu-
ridad que debería presentar un vehículo que interne al país
de manera permanente.

De igual manera, en estas tareas será muy valiosa e impor-
tante la participación de las entidades federativas y de los
propios municipios que podrán coadyuvar con el Servicio
de Administración Tributaria en la revisión de todos los ve-
hículos que se sometan a los trámites de importación defi-
nitiva.

Ingresos participables

Esta ley también propone fortalecer el federalismo fiscal y
las haciendas públicas de las entidades federativas y de los
municipios. Se propone que las entidades que se encuen-
tren adheridas al sistema nacional de coordinación fiscal
puedan participar en la ejecución de la presente ley y sea
retribuidas con parte de los ingresos captados por la im-
portación de vehículos usados.

Para lo anterior, se propone que las haciendas estatales per-
ciban el 50 por ciento de los ingresos de la recaudación y
el resto lo deberán transferir a la Tesorería de la Federa-
ción. De igual manera, los municipios podrían colaborar en
la ejecución de la ley y, de acuerdo con su legislación esta-
tal, recibir parte de estos recursos. Sobre todo, los munici-
pios que se encuentran ubicados en la frontera norte.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público ha delegado a
las entidades federativas, a través de convenios de colabora-
ción, diversas facultades de índole administrativa y fiscal.
Asimismo, los estados han detentado facultades en materia
aduanera sobre los vehículos de procedencia extranjera. Es-
tos antecedentes, son prueba inequívoca de que las entidades
federativas cuentan con la capacidad suficiente y la expe-
riencia para coadyuvar en la aplicación de esta ley.

Coadyuvancia con la seguridad pública del país

Esta legislatura no puede ser ajena a la situación del parque
vehicular de procedencia extranjera. Ante el oneroso costo
de la importación definitiva de un vehículo usado, deriva-
do del decreto presidencial de diciembre del año pasado,
las personas prefirieron internar al país los vehículos de
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manera ilegal o introducirlos mediante un permiso tempo-
ral y no fueron retornados al extranjero. Esto solamente
provocó que de nueva cuenta existan miles de vehículos de
procedencia extranjera en el país de manera ilegal.

En diversas localidades del país, y notoriamente en la fran-
ja y la región fronteriza del norte, circulan miles de vehí-
culos de procedencia extranjera de manera ilegal; no tienen
placas nacionales ni tarjeta de circulación, y mucho menos
se conoce el nombre de su propietario. Estos vehículos, al
no estar debidamente importados, son los que comúnmen-
te utiliza la delincuencia organizada para llevar a cabo sus
actos criminales.

Aunque no se tiene un registro de los delitos cometidos en
vehículos ilegales, las autoridades policiales y administrati-
vas han mostrado su preocupación por esta situación, ya que
están imposibilitadas para identificar o rastrear estos vehícu-
los, así como a sus propietarios en el caso de que hayan sido
utilizados en la comisión de delitos de toda índole.

En este contexto, se propone que los vehículos que hayan
sido importados de manera temporal o introducidos al país
sin sujetarse a la normatividad aduanera, bajo la compla-
cencia de la autoridad normativa y responsable de la propia
ley, puedan importarse en definitiva pagando los impuestos
correspondientes, actualizados desde la fecha en que se im-
portaron temporalmente o, en su caso, pagando la multa
correspondiente. De manera similar, se propone que proce-
derá la importación definitiva de aquellos vehículos que
fueron embargados hasta el día que entre en vigor la ley,
siempre y cuando el crédito fiscal derive directamente de la
internación del vehículo al país.

Comercializadoras de vehículos de la frontera

Finalmente, se dejan intactos los derechos adquiridos por
las comercializadoras de la frontera que importan vehícu-
los al amparo del artículo segundo transitorio del “decreto
por el que se establecen las condiciones para la importa-
ción definitiva de vehículos automotores usados, destina-
dos a permanecer en la franja fronteriza norte del país, en
los estados de Baja California y Baja California Sur, en la
región parcial del estado de Sonora y en los municipios de
Cananea y Caborca, estado de Sonora”, publicado en el
Diario Oficial de la Federación el 26 de abril de 2006.

Por todo lo anteriormente expuesto, se somete a la consi-
deración del honorable Congreso de la Unión la siguiente
iniciativa con proyecto de

Decreto que expide la Ley para la Importación Defini-
tiva de Vehículos Usados Procedentes de la Zona del
Tratado de Libre Comercio de América del Norte

Artículo Único. Se expide la Ley para la Importación De-
finitiva de Vehículos Usados Procedentes de la Zona del
Tratado de Libre Comercio de América del Norte, para
quedar como sigue:

Ley para la Importación Definitiva de Vehículos Usa-
dos Procedentes de la Zona del Tratado de Libre Co-
mercio de América del Norte

Artículo 1. La presente ley tiene por objeto establecer las
condiciones para la importación definitiva de vehículos usa-
dos procedentes de Estados Unidos de América, Canadá y
México, de acuerdo con el Tratado de Libre Comercio de
América del Norte. Sus disposiciones son de orden público
y de observancia general en todo el territorio nacional.

Su aplicación corresponderá a la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público a través del Servicio de Administración
Tributaria.

El Código Fiscal de la Federación se aplicarán supletoria-
mente en lo no dispuesto en esta ley.

Artículo 2. Para los efectos de esta ley se entiende por:

I. Año-modelo: El año de fabricación o ejercicio auto-
motriz comprendido por el periodo entre el 1o. de no-
viembre de un año al 31 de octubre del año siguiente,
que se identifica con éste último;

II. Franja fronteriza norte: El territorio nacional señala-
do por el artículo 2 de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado;

III. Entidades federativas: Los estados de la república y
el Distrito Federal; 

IV. Número de identificación vehicular: Es el que iden-
tificada el número de chasis de cada vehículo y que es
asignado por el fabricante o la ensambladora de origen,
de acuerdo con el estándar mundial; y

V. Vehículos: Los automotores señalados en el artículo
3 de esta ley.
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Artículo 3. Se permite la importación definitiva de los ve-
hículos automotores usados procedentes de Estados Uni-
dos de América, Canadá y México, que se clasifiquen en la
tarifa de la Ley de los Impuestos Generales de Importación
y de Exportación, como sigue:

I. Para el transporte de hasta quince personas, en las
fracciones arancelarias 8702.10.05, 8702.90.06,
8703.21.02, 8703.22.02, 8703.23.02, 8703.24.02,
8703.31.02, 8703.32.02, 8703.33.02 o 8703.90.02;

II. Para el transporte de mercancía, en las fracciones
arancelarias 8704.21.04 o 8704.31.05, o

III. Para el transporte de dieciséis o más personas en las
fracciones arancelarias 8702.10.05 o 8702.90.06, tracto-
res de carretera en la fracción arancelaria 8701.20.02,
para el transporte de mercancías en las fracciones aran-
celarias 8704.22.07, 8704.23.02 o 8704.32.07, o camio-
nes hormigonera en la fracción arancelaria 8705.40.02.

Cuando los vehículos se destinen a permanecer en la fran-
ja fronteriza norte únicamente podrán ser importados por
residentes en dicha zona.

Artículo 4. La importación definitiva se realizará por con-
ducto de agente o apoderado aduanal y pedimento, de con-
formidad con las disposiciones de la Ley Aduanera, el cual
únicamente podrá amparar un vehículo y en ningún caso
podrá amparar mercancía distinta.

Al pedimento se deberá anexar copia de la siguiente docu-
mentación:

I. Título de propiedad a nombre del importador o endo-
sado a favor del mismo, con el que se acredite la pro-
piedad del vehículo;

II. Calca o fotografía digital del número de identifica-
ción vehicular; 

III. Identificación oficial del importador, cuando se tra-
te de personas físicas, o el registro federal de contribu-
yentes, cuando se trate de personas morales; y

IV. Comprobante de domicilio vigente que acredite resi-
dencia en la franja fronteriza norte del país, cuando sea
el caso.

Para el trámite de importación de los vehículos se requeri-
rá la presentación física del vehículo ante la autoridad
aduanera, conforme al procedimiento que establezca el
Servicio de Administración Tributaria.

Artículo 5. El importador deberá pagar todos los impues-
tos, derechos y aprovechamientos que se deriven con mo-
tivo de la importación definitiva de un vehículo.

Los vehículos fabricados o ensamblados en los Estados
Unidos de América, Canadá o México, de acuerdo con su
número de identificación vehicular, podrán importarse en
definitiva sin el pago del impuesto general de importación,
de conformidad con el Tratado de Libre Comercio de Amé-
rica del Norte.

Artículo 6. Los vehículos que no sean fabricados o en-
samblados en la zona del Tratado de Libre Comercio de
América del Norte podrán ser importados en definitiva cu-
briendo el impuesto general de importación y todos los de-
más impuestos, derechos y aprovechamientos que corres-
pondan.

El impuesto general de importación deberá ser el arancel
mixto según lo siguiente:

Artículo 7. Los vehículos importados bajo las disposicio-
nes de la presente ley deberán ser inscritos al Registro Pú-
blico Vehicular, de conformidad con lo establecido en la
Ley del Registro Público Vehicular, en el punto de entrada
al país. 
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Artículo 8. La Secretaría del Medio Ambiente y Recursos
Naturales y la Secretaría de Economía se coordinarán con el
Servicio de Administración Tributaria para prohibir la im-
portación definitiva de los vehículos usados que en el país de
procedencia, por sus características o por cuestiones técni-
cas, esté restringida o prohibida su circulación; o cuando no
cumplan con las condiciones físico mecánicas o de protec-
ción al medio ambiente, o cuando el vehículo cuente con re-
porte de robo. Lo anterior, atendiendo a la legislación vigen-
te que deberá cumplirse en el punto de entrada al país.

Asimismo, las entidades federativas y los municipios podrán
coadyuvar con el Servicio de Administración Tributaria en
las revisiones vehiculares a que se refiere este artículo.

Artículo 9. La legal estancia en territorio nacional de los
vehículos importados en definitiva se acreditará con el pe-
dimento de importación definitiva, las placas de circula-
ción, el documento que permita la circulación del vehículo
y su registro ante el Registro Público Vehicular. 

Todos los vehículos importados bajo el amparo de esta ley
se sujetarán a las disposiciones señaladas en la legislación
y la normatividad federal y estatal.

Artículo 10. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público
podrá coordinarse con las autoridades fiscales de las entida-
des federativas para coadyuvar en el proceso de la importa-
ción definitiva de los vehículos a que se refiere esta ley. 

Las entidades federativas que se encuentren adheridas al
Sistema Nacional de Coordinación Fiscal, de conformidad
con la Ley de Coordinación Fiscal, percibirán el 50% del
total de la recaudación por la realización de los trámites
efectuados conforme a esta ley.

Los municipios que colaboren en la ejecución de esta ley
recibirán parte de la recaudación participable, conforme a
los criterios establecidos por los ordenamientos fiscales es-
tatales. 

Artículo 11. La importación temporal de los vehículos usa-
dos a que se refiere el artículo 4 de esta ley podrá conver-
tirse en definitiva pagando los impuestos correspondientes,
actualizados desde la fecha en que se importaron temporal-
mente y hasta que se efectúe el pago.

Artículo 12. El Servicio de Administración Tributaria po-
drá emitir reglas de carácter general para la aplicación de
la presente ley.

Transitorios

Artículo Primero. La presente ley entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Artículo Segundo. Para efectos del artículo primero, a par-
tir de la entrada en vigor de esta ley y hasta el 31 de di-
ciembre de 2010 se podrán importar vehículos que tengan
por lo menos 10 años de antigüedad; a partir del 1 de ene-
ro de 2011 y hasta el 31 de diciembre de 2012 se podrán
importar vehículos que tengan por lo menos 8 años de an-
tigüedad;  a partir del 1 de enero de 2013 y hasta el 31 de
diciembre de 2014 se podrán importar vehículos que ten-
gan por lo menos 6 años de antigüedad; a partir del 1 de
enero de 2015 y hasta el 31 d diciembre de 2016 se podrán
importar vehículos que tengan por lo menos 4 años de an-
tigüedad; y a partir del 1 de enero de 2017 y hasta el 31 de
diciembre de 2018 se podrán importar vehículos que ten-
gan por lo menos 2 años de antigüedad.

Artículo Tercero. Para la importación definitiva de vehí-
culos usados destinados para la franja y región fronteriza el
Servicio de Administración Tributaria deberá expedir las
reglas correspondientes, a efecto de mantener los registros
vigentes expedidos por la Secretaría de Economía que im-
portan vehículos al amparo del artículo Segundo Transito-
rio del “decreto por el que se establecen las condiciones pa-
ra la importación definitiva de vehículos automotores
usados, destinados a permanecer en la franja fronteriza
norte del país, en los estados de Baja California y Baja Ca-
lifornia Sur, en la región parcial del estado de Sonora y en
los municipios de Cananea y Caborca, estado de Sonora”,
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 26 de
abril de 2006.

Artículo Cuarto. Los vehículos que no puedan ser objeto
de importación definitiva deberán ser retornados al extran-
jero o deberán ser donados al fisco federal o al fisco esta-
tal que corresponda, debiendo este último informarlo a la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público. En todos los ca-
sos, el poseedor del vehículo quedará liberado de la respon-
sabilidad relacionada con el pago de las contribuciones y de
la ausencia de la tenencia legal del vehículo en el país.

Artículo Quinto. Procederá la importación definitiva de
los vehículos introducidos al país que no se sujetaron a la
normatividad aduanera y de los vehículos embargados has-
ta antes de la entrada en vigor de esta ley, cuando esta me-
dida corresponda a créditos fiscales vinculados directa-
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mente con la internación del vehículo al país, en cuyo ca-
so, se levantará el embargo respectivo para que el propie-
tario pueda llevar a cabo el trámite de importación defini-
tiva en términos de esta ley.

Artículo Sexto. Las entidades federativas interesadas en
coadyuvar en la ejecución de esta ley deberán suscribir con
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público el Convenio de
Colaboración Administrativa en Materia Fiscal Federal y
su anexo 8.

Artículo Séptimo. Para la determinación del valor en
aduana de los vehículos sujetos a importación a través de
esta ley, se tomará como referencia el 70% del precio esti-
mado por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

Artículo Octavo. Se derogan todas las disposiciones que
se opongan a la presente ley.

Diputados: Graciela Ortiz González, Adriana Terrazas Porras, Luis
Carlos Campos Villegas, Alejandro Cano Ricaud, Jaime Flores Casta-
ñeda, Manuel Guillermo Márquez Lizalde, Héctor Agustín Murguía
Lardizábal, Maurilio Ochoa Millán, Guadalupe Pérez Domínguez, Je-
sús Everardo Villarreal Salinas, Ernesto de Lucas Hopkins, Cristabell
Zamora Cabrera, José Ricardo López Pescador, Ana Estela Durán Ri-
co, Clara Gómez Caro, Angélica del Rosario Araujo Lara, David Her-
nández Pérez, Jesús María Rodríguez Hernández (rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, diputada Ortiz González. Túrnese a
la Comisión de Economía, con opinión de la Comisión
de Presupuesto y Cuenta Pública.

La diputada Graciela Ortiz González está de acuerdo en
que quienes deseen adherirse a su iniciativa lo puedan ha-
cer. Por favor, pasen a la Secretaría a firmar la documenta-
ción correspondiente.

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra el diputado David Hernández Pérez,
del Grupo Parlamentario del PRI, para presentar iniciativa
con proyecto de decreto que reforma los artículos 29 y 31
de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

El diputado David Hernández Pérez: Muchas gracias,
presidente, con su permiso.

Ahora resulta que tener más de 45 años de edad y tener ex-
periencia laboral va en perjuicio de quienes ya están en
esas condiciones. La realidad nacional en materia de eco-
nomía muestra el altísimo costo social en la toma de deci-
siones. Ahora van compañeros trabajadores con la inten-
ción de que sean contratados por algunas empresas, y tener
más de 45 años es su principal defecto.

De qué sirve que —por ejemplo, como Clarita Gómez Ca-
ro, aquí presente, como secretaria general del Sindicato del
Seguro Social de los trabajadores en Jalisco—, estén ha-
ciendo un trabajo excelente en el Seguro Social, en el ISS-
STE, en las instituciones de salud, para que mejoremos
nuestro nivel de vida y que podamos aspirar a tener mayo-
res años de vida, si a final de cuentas no podemos trabajar.

En este sentido, los índices recientes económicos muestran
que hay alrededor de 20 millones de personas que están
arriba de los 45 años y que son población económicamen-
te activa. En ese sentido, los priistas presentamos ante este
pleno una iniciativa que permita contratar a estos trabaja-
dores y que sean incentivadas las empresas.

La población ocupada en el sector informal es de 28 por
ciento, y de ésta, muchos, una gran mayoría es de mayores
de 45 años. Son 23 millones de personas, las que les co-
mentaba. Por eso la necesidad de presentar esta iniciativa
para trabajadores de más de 45 años.

En este contexto, les comento, el Partido Revolucionario
Institucional presenta una propuesta de iniciativa que re-
forma la Ley del Impuesto sobre la Renta, que adiciona una
fracción en los artículos 29 y 31.

Esto se refiere a las deducciones fiscales para las personas
físicas y morales que tengan la posibilidad de deducir has-
ta 10 por ciento de los costos de los salarios que apliquen
para la contratación de empleados mayores de 45 años, es-
tableciendo candados para que solamente puedan deducir
montos salariales menores a cinco salarios mínimos men-
suales y que las contrataciones de personas con ese rango
de edad se realicen durante seis meses mínimo, para que no
sea una contratación solamente por un mes. Tiene que ser
mínimo seis meses y de hasta cinco salarios.

Comentaban algunos compañeros que esto iba a repercutir
en los ingresos de la hacienda pública, y esto es al contra-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 18 de noviembre de 2009107



rio. Estos compañeros trabajadores que actualmente no es-
tán percibiendo recursos, no están pagando impuestos, por
lo que a la hora de que ellos son contratados tienen modo
de estar haciendo compras, tienen poder adquisitivo y, por
tanto, ese descuento, ese ahorro que van a tener los patro-
nes, que no va a ingresarle a Hacienda, va a entrar vía el
pago de impuestos de los trabajadores.

Es decir, un ejemplo, contratado un trabajador de cuatro sa-
larios mínimos destinaría 4 mil 168 pesos para adquirir
bienes gravados con el impuesto al valor agregado, lo cual
generaría IVA por un monto de 667 pesos.

Por lo expuesto, presentamos a consideración de esta sobe-
ranía la iniciativa de decreto para, en el Capítulo II, “De las
deducciones”, de la Sección I, de las “Deducciones en gene-
ral”, en el: “Artículo 29: Los contribuyentes podrán efectuar
las deducciones siguientes:”. Se agrega una fracción XII:
“La décima parte de los gastos que se generan por el pago de
salarios y en general por la adquisición de servicios perso-
nales subordinados de personas de 45 años. Las deduccio-
nes autorizadas en este título deberán reunir los siguientes
requisitos; y tratándose de deducciones por salarios y en
general, por contratación de servicios de personal subordi-
nado de mayores de 45 años, como señala la fracción XII,
el artículo 29 de esta ley se refiere a empleados que hayan
sido contratados por un periodo mínimo de seis meses con-
tinuos y sean contratados con un salario inferior a cinco sa-
larios mínimos en la zona geográfica que se trate”.

Y por presiones de tiempo le solicito, presidente, que sea
integrado el documento completo en el Diario de los De-
bates. Es cuanto.

«Iniciativa que reforma los artículos 29 y 31 de la Ley del
Impuesto sobre la Renta, a cargo del diputado David Her-
nández Pérez, del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, diputado integrante de la LXI Legislatura de la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión,
en uso de las facultades que le confiere la fracción II del ar-
tículo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, el artículo 55 del Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso de los Estados Unidos Mexicanos,
somete a la consideración de esta honorable asamblea, ini-
ciativa que adiciona las fracciones XII al artículo 29 y
XXIV al artículo 31 de la Ley del Impuesto sobre la Ren-
ta, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El empleo es una de las herramientas principales y más
sensatas con las que cuenta una sociedad moderna para im-
pulsar la distribución equitativa de la riqueza nacional que
se genera, tiene, además, la finalidad de atenuar las dife-
rencias sociales en beneficio de todos los habitantes de una
nación.

Es a través del trabajo lícito remunerado como los ciuda-
danos obtienen los satisfactores básicos para ellos y sus fa-
milias, como la alimentación, la educación, la salud, el ves-
tido y principalmente, pero también mediante la obtención
de un ingreso la población lo destina primordialmente para
el consumo de bienes producidos por la sociedad, que re-
dunda en la obligación de pagar los impuestos que finan-
cian los gastos gubernamentales que deberían impulsar el
desarrollo nacional.

En ese contexto, una sociedad, incluidos ciudadanos y go-
biernos, que se presuma de justa y equitativa debe necesa-
riamente destinar la mayoría de sus recursos y esfuerzos
para impulsar y promover el pleno empleo. Un escenario
social ideal debería ser la ocupación plena de su población
económicamente activa, ello implica el uso total de los re-
cursos humanos y materiales en el proceso de generación
de la riqueza, pero además, genera altos índices de consu-
mo, altos niveles de ingreso y una sana recaudación fiscal,
condiciones propicias para obtener satisfactorios niveles de
desarrollo y, por ende, de bienestar social.

Sin embargo, en nuestro país la realidad es otra, no sola-
mente muy distinta, sino completamente opuesta. Las re-
currentes y cíclicas crisis económicas que han transcurrido
por nuestro país en los últimos años se enfrentan principal-
mente afectando la planta laboral, la receta, la panacea úni-
ca de los inversionistas privados, con el apoyo de los go-
biernos en turno, es el despido desmesurado de los
trabajadores.

Parece ser que la única medida que existe en la atención y
corrección de las causas y efectos de las crisis es el despi-
do del trabajador, grande error, el empleado, el obrero, no
solamente es un agente generador de bienes en el los pro-
cesos de producción, son, también, consumidores adquie-
ren lo que se produce y en los proceso de consumo pagan
impuestos, es decir, la decisión de corregir los efectos de
las crisis económicas con el despido masivo de trabajado-
res-consumidores-pagadores de impuestos crea un circulo
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vicioso en el aparato productivo que como consecuencia
propicia desempleo, caída de la eficiencia productiva, inhi-
be el mercado interno, afecta negativamente la recaudación
fiscal y genera inflación, entre otras situaciones graves para
la sociedad en su conjunto. 

La realidad nacional en materia de economía muestra feha-
cientemente el altísimo costo social en la toma de decisio-
nes erróneas en la economía. Solamente el hecho de evitar
la profundidad de una crisis como la que afecta a nuestra
nación muestra conductas poco serias de las personas que
deben tomar decisiones en este rubro.

Los más recientes índices macroeconómicos señalan que la
eficiencia de la productividad de la economía nacional se
encuentra en franca caída; el desempleo se manifiesta en
6.8 por ciento para el mes de agosto del año actual, pre-
sentando tasas en permanente ascenso desde el segundo tri-
mestre del 2008, elevándose de 3.5 por ciento a 4.26 en el
cuarto trimestre de 2008. Para 2009 del primer trimestre se
incremento del 5.06 por ciento al 6.28 para agosto. Pero
otros datos a considerar es que para el mismo mes el índi-
ce de subocupación laboral determinado es del 9.23 por
ciento, según datos de la Secretaría del Trabajo y Previsión
Social.

Otros datos relevantes que muestra claramente la gravedad
de la situación económica en México y en particular del
mercado laboral es que para el segundo trimestre del año
los índices de la población económicamente activa mues-
tran que la población ocupada en el sector informal es del
28.12 por ciento. Para el mismo periodo de 2008 la tasa fue
de 27.50 por ciento y para 2007 fue del 27.13 por ciento,
según datos del Instituto Nacional de Estadística y Geogra-
fía, Inegi. La misma fuente señala que los índices de des-
ocupación de personas con niveles educativos de media su-
perior y superior alcanzan para 2009 el 32.15 por ciento y
que los trabajadores afiliados al IMSS disminuyeron de
14.5 millones en septiembre de 2008 a 13.8 millones de
afiliados para el mismo mes de 2009.

Ante la frialdad de los números en el empleo que eviden-
cian una serie de distorsiones en el mercado de la fuerza de
trabajo que se profundizan por la existencia de discrimina-
ción por edad, sexo o discapacidades en los procesos de
contratación de personal por parte de las empresas, cir-
cunstancias que agravan la crisis del empleo en el país,
existe la necesidad de ajustar las políticas públicas de fo-
mento al empleo para revertir esa tendencias negativas y
romper el círculo vicioso en que se encuentra.

Es evidente que la crisis en el mercado laboral afecta a to-
da la población en su conjunto, sin embargo existen grupos
poblacionales que la resienten más, uno de ellos es el de
mayores de 45 años, en virtud de que son las personas en
esas condiciones son las menos propensos a ser contrata-
das. Baste con echar un vistazo a las secciones de empleo
de los diarios de circulación nacional para cerciorarse de
que el 90 por ciento de las ofertas de empleo requieren per-
sonal menores a los 45 años, obtener trabajo remunerado a
esa edad el realmente imposible.

El último Censo de Población y Vivienda de 2005 muestra
que las personas mayores de 45 años son 23 millones, re-
presenta más de 50 por ciento de la población económica-
mente activa y por la definición de PEA están totalmente
incluida en ese rubro. Son personas que presentan cierta
experiencia laboral, deben de ser jefes de familia, pero por
las especificaciones que impone el mercado de trabajo no
son sujetos para ser contratados para ejercer una función
laboral.

Lamentablemente este grupo es el más expuesto y más sen-
sible al desempleo, debido a que las empresas ya no los
contratan por ser mayores, a pesar de la experiencia, no es
rentable permitir que hagan antigüedad en una empresa
porque representan una carga en materia de prestaciones
como seguridad e Infonavit.

Ninguna encuesta oficial muestra los niveles de empleo o
desempleo de las personas de ese grupo, sin embargo, la re-
visión de los datos estadísticos de las Afore señalan que de
las 39 millones de cuentas de trabajadores registradas para
2008 el 23.1 por ciento son de empleados mayores de 45
años, las cuentas de Afore registran que las pertenecientes
a trabajadores con rangos de 45 a 55 años identificadas co-
mo básica 2 son de 9.5 por ciento hombres y 4.6 por cien-
to de mujeres, es decir, 14.1 por ciento, equivalentes apro-
ximadamente a 4.5 millones de cuentas de ahorro para el
retiro; las cuentas denominadas Básica 1, de trabajadores de
más de 55 años en de 9 por ciento, equivalentes a aproxima-
damente 3.6 millones de cuentas de ahorro para el retiro, 6.8
por ciento de hombres y 2.2 de mujeres, es decir, de las 39
millones de cuentas de ahorro para el retiro 8 millones co-
rresponde a trabajadores mayores de 45 años. Mientras que
las personas de 45 años o más aportan más de la mitad de la
población económicamente activa solamente una quinta
parte de esa población tiene su cuenta de ahorro para el re-
tiro.
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Estos datos muestran claramente que existe una condición
de desocupación de esta parte de la población, lo que im-
plica el desperdicio de esa gran fuerza laboran aún produc-
tiva en su mayoría, con amplia experiencia, por lo que se
deben promover políticas públicas en materia de fomento
del empleo para ciudadanos mayores de 45 años en benefi-
cio de la planta productiva y de la economía nacional en su
conjunto.

En ese contexto, el Partido Revolucionario Institucional
presenta una propuesta de iniciativa de reforma a la Ley de
Impuesto sobre la Renta que adiciona una fracción a los ar-
tículos 29 y 31 de la citada ley, que se refieren a las deduc-
ciones fiscales para las personas físicas y morales, para que
tengan la posibilidad de deducir hasta en un 10 por ciento
de los costos los salarios que apliquen para la contratación
de empleados mayores de 45 años, estableciendo candados
para solamente deducir montos salariales menores a cinco
salarios mínimos mensuales y que las contrataciones de
personas con ubicadas en ese rango de edad se realicen por
seis meses mínimo. Lo anterior se establecería para inhibir
deducciones de salarios de altos ejecutivos de las empresas
y para fomentar la mayor creación del empleo.

Si bien es cierto que los ingresos públicos están mermando
permanentemente, una medida de esta naturaleza no impli-
ca un impacto severo en la recaudación fiscal, toda vez que
de cada 100 pesos que se destinen a la contratación de em-
pleados mayores de 45 años, 10 pesos se deducirían, sin
embargo, los beneficios que se obtendrían en la recauda-
ción fiscal al generar empleos para que estén en posibilida-
des de consumir, toda vez que pagarían IVA e ISR, luego
entonces los beneficios serían mayores toda vez que se ge-
nerarían recursos sanos a través de la recaudación tributa-
ria que ello propiciaría.

Por ejemplo, de la creación de un empleo de cuatro salarios
mínimos equivalente a 6 mil pesos mensuales aproximada-
mente, realizando un cálculo simple sobre el monto de im-
puesto sobre la renta que establece el artículo 113 de la ley
vigente generaría 441.93 pesos de impuesto sobre la renta.
Además, habría de considerarse adicionalmente las eroga-
ciones correspondientes al impuesto al valor agregado por
consumo del 16 por ciento.

Tomado en cuenta los datos de la encuesta sobre ingreso-
gasto de 2006 elaborada por el Inegi que señala que el gas-
to por familia mensual promedio nacional se distribuye en
promedio por el 24.4 por ciento en alimentos, 18.9 por
ciento en transporte, 15.5 por ciento en educación, vivien-

da, vestido, artículos de limpieza y salud 25.3 por ciento y
otros gastos es el 10.9 por ciento, se podría deducir a sim-
ple vista que las personas físicas destinan las dos terceras
partes de su gasto, equivalente a 75 por ciento, a la adquisi-
ción de bienes gravados con el impuesto al valor agregado.

Es decir, del ejemplo de un empleado contratado con cua-
tro salarios mínimos este destinaría 4 mil 168.50 pesos pa-
ra adquirir bienes gravados con el impuesto al valor agre-
gado, lo cual generaría pago de IVA por un monto de 667
pesos, que sumados al ISR, un empleo de cuatro salarios
mínimos, acumularían como pago de impuestos mil 109
pesos, cifra superior a los 600 pesos que se concederían co-
mo estímulo fiscal a la persona física o moral que contra-
tara a personas mayores de 45 años. Cabe señalar que en la
clasificación del Inegi del rubro de alimentos en relación al
gasto se encuentran bienes que son gravados con IVA, co-
mo bebidas alcohólicas y no alcohólicas o tabaco, que al
considerarlos para cuantificar el pago del impuesto al valor
agregado con relación a un ingreso el monto de este grava-
men aumentaría.

Por lo expuesto someto a la consideración de esta sobera-
nía el proyecto de 

Decreto que adiciona las fracciones XII al artículo 29 y
XXIV al artículo 31 de la Ley del Impuesto sobre la
Renta

Capítulo II
De las Deducciones

Sección I
De las Deducciones en General

Artículo 29. Los contribuyentes podrán efectuar las de-
ducciones siguientes:

I. a XI. …

XII. La décima parte de los gastos que se generen por el
pago de salarios y en general por la adquisición de ser-
vicio personal subordinado de personas mayores de cua-
renta y cinco años.

Artículo 31. Las deducciones autorizadas en este título de-
berán reunir los siguientes requisitos:

I. a XXIII. …
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XXIV. Tratándose de deducciones por salarios y en ge-
neral por contratación de servicio personal subordinado
de personas mayores de 45 años, que señala la fracción
XII del artículo 29 de esta ley, solamente se refiere a
empleados que hayan sido contratados por un periodo
mínimo de seis meses continuos y sean contratados con
salario inferior a cinco salarios mínimos de la zona ge-
ográfica que se trate.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de noviembre de 2009.— Di-
putados: David Hernández Pérez (rúbrica), diputada Ma. de Jesús
Aguirre Maldonado (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, diputado Hernández Pérez. Como lo
solicita, insértese en el Diario de los Debates y túrnese a
la Comisión de Hacienda y Crédito Público.

LEY DEL SERVICIO PUBLICO 
DE ENERGIA ELECTRICA

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra la diputada Rosalina Mazari Espín, del
Grupo Parlamentario del PRI, para presentar iniciativa con
proyecto de decreto que adiciona el artículo 26 Bis de la
Ley del Servicio Público de Energía Eléctrica.

La diputada Rosalina Mazari Espín: Con su permiso,
señor presidente. Diputadas y diputados, Rosalina Mazari
Espín, diputada federal del IV Distrito por el estado de Mo-
relos en esta Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión e integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, presenta a considera-
ción de este pleno una iniciativa que adiciona el artículo 26
Bis de la Ley del Servicio Público de Energía Eléctrica, de
acuerdo con las siguientes consideraciones.

El cobro de energía eléctrica a los usuarios es un problema
recurrente que enfrenta la sociedad mexicana. Los usuarios
reciben, sin justificación, cobros desproporcionados en su
facturación en comparación a sus consumos que en perio-
dos anteriores, incluso anuales, han pagado, el argumento

de ajuste a los consumos; como explicación viciada por el
prestador del servicio, ha creado abusos económicos hasta
de 200 y 300 por ciento por cobros estimados de forma dis-
crecional, con el argumento de aumento del consumo por
parte de los usuarios, el mal estado de las instalaciones de
medición y el robo supuesto del fluido eléctrico por los be-
neficiarios.

El control que por mandato constitucional se otorga al Es-
tado mexicano en la generación, transmisión, distribución
y abasto de la energía eléctrica a través de la Comisión Fe-
deral de Electricidad no exime a los funcionarios y trabaja-
dores de cumplir y someterse a la ley mediante un servicio
correcto y un cobro justo al consumo efectuado por los
usuarios.

En la práctica, en una mayoría los verificadores de los sis-
temas de medición en hogares, pequeños negocios, empre-
sas e industrias, de forma propia, omisa y mala fe estable-
cen montos que no justifican el consumo realizado.

Hogares que por años cuentan con los mismos aparatos
eléctricos, lámparas y usos de ahorro de energía eléctrica,
pero de manera impositiva se les fijan cantidades que so-
brepasan los ingresos completos a un integrante de familia
económicamente activo.

Se han agudizado en muchos trabajadores de la Comisión
Federal de Electricidad los acuerdos ilegales mediante ex-
torsión al usuario, de estimar en los recibos de pago menor
consumo, a pesar de que en la realidad el suministro es
igual o menor, pero por hacer realidad éste y evitar en pa-
pel poner un consumo mayor, se piden propinas y pagos en
especie, lo que origina una grave corrupción.

La Ley del Servicio Público de Energía Eléctrica, en su ar-
tículo 26, establece los derechos que la Comisión Federal
de Electricidad tiene sobre los usuarios en el corte inme-
diato por falta de pago del suministro y señala una serie de
supuestos.

El principio de legalidad, certeza y seguridad jurídica que
otorga la Constitución debe establecer en toda ley ordina-
ria derechos entre partes, que en igualdad de condiciones,
facultades y deberes permita un equilibrio entre el presta-
dor y usuario de los servicios, sin que uno abuse del otro.

Ante esto se propone un artículo 26 Bis del ordenamiento
en la materia que limita los excesos de cobro sin una justi-
ficación comprobada; un promedio base legal cuando se in-
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curra en responsabilidad del usuario y el beneficio de nuli-
dad de pleno derecho por abuso del prestador en el cobro.

Una petición ciudadana también incluye que se avise pre-
viamente a los usuarios de los cortes de energía eléctrica
por mantenimiento de las redes de transmisión y suminis-
tro, que permita la precaución a los hogares, negocios, em-
presas e industriales, del cuidado de sus bienes o servicios
que otorgan, que pase de 48 horas a tres días efectivos.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a consideración
de esta honorable Cámara de Diputados la siguiente inicia-
tiva con proyecto de decreto que adiciona el artículo 26 Bis
a la Ley del Servicio Público de Energía Eléctrica, para
quedar de la siguiente forma:

Artículo 26 Bis. El cobro en ajustes o montos al usuario se
restringe al promedio de pago de otras facturaciones y es-
tará sujeto a comprobación de la Comisión Federal de
Electricidad antes de proceder al corte del suministro de
acuerdo con lo siguiente:

1. En casas habitación y pequeños comercios los estima-
dos, ajustes y compensaciones por adeudo de pago por nin-
gún motivo serán por un periodo superior a un año, a par-
tir de la notificación del requerimiento; en industrias y
empresas hasta dos años.

2. La asignación del monto por adeudo de pago se basará
en la proporcionalidad al consumo cotidiano del usuario,
resultado de un promedio por estimar hasta siete factura-
ciones anteriormente pagadas a la Comisión Federal de
Electricidad.

3. Los usuarios en sus instalaciones de medición serán ins-
peccionados periódicamente para detectar fallas, que se no-
tificarán inmediatamente al usuario. De forma anual se ha-
rá constar en su facturación la correcta operación de su
medidor.

4. Es nulo de pleno derecho cualquier cobro por adeudo,
sin cumplir los requisitos antes descritos.

5. Todo corte de suministro de energía eléctrica por mante-
nimiento y conservación de las instalaciones procede, pre-
vio aviso a los usuarios con 72 horas de anticipación.

Transitorio. Único. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. Es cuanto, señor presidente.

«Iniciativa que adiciona el artículo 26 Bis de la Ley del
Servicio Público de Energía Eléctrica, a cargo de la diputa-
da Rosalina Mazari Espín, del Grupo Parlamentario del
PRI

Rosalina Mazari Espín, diputada del 04 distrito por More-
los en la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión e
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, presenta a considera-
ción del pleno una iniciativa que adiciona el artículo 26 Bis
de la Ley del Servicio Público de Energía Eléctrica, de
acuerdo con las siguientes

Consideraciones

El cobro de energía eléctrica a los usuarios es un problema
recurrente que enfrenta la sociedad mexicana, los usuarios
reciben sin justificación cobros desproporcionados en su
facturación en comparación a sus consumos que en perio-
dos anteriores e incluso anuales han pagado, el argumento
de ajuste a los consumos como explicación viciada por el
prestador del servicio ha creado abusos económicos hasta
de 200 y 300 por ciento por cobros estimados de forma dis-
crecional, con el argumento de aumento del consumo por
parte de los usuarios, el mal estado de las instalaciones de
medición y el robo supuesto del fluido eléctrico por los be-
neficiarios.

El control que por mandato constitucional se otorga al Es-
tado mexicano en la generación, transmisión, distribución
y abasto de la energía eléctrica a través de la Comisión Fe-
deral de Electricidad no exime a los funcionarios y trabaja-
dores de cumplir y someterse a la ley mediante un servicio
correcto y un cobro justo al consumo efectuado por los
usuarios. En la práctica en una mayoría los verificadores de
los sistemas de medición en hogares, pequeños negocios,
empresas e industrias de forma propia, omisa y mala fe es-
tablecen montos que no justifican el consumo realizado,
hogares que por años cuentan con los mismos aparatos
eléctricos, lámparas y usos de ahorro de energía eléctrica
pero de manera impositiva se fijan cantidades que sobrepa-
san los ingresos completos a un integrante de familia eco-
nómicamente activo.

Se ha agudizado en muchos trabajadores de la Comisión
Federal de Electricidad los acuerdos ilegales mediante ex-
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torsión al usuario de estimar en los recibos de pago menor
consumo a pesar que en la realidad el suministro es igual o
menor, pero por hacer realidad éste y evitar en papel poner
un consumo mayor, se piden propinas y pagos en especie
lo que origina una grave corrupción.

La Ley del Servicio Público de Energía Eléctrica en su ar-
tículo 26 establece los derechos que la Comisión Federal
de Electricidad tiene sobre los usuarios en el corte inme-
diato por falta de pago del suministro y señala una serie de
supuestos. El principio de legalidad, certeza y seguridad ju-
rídica que otorga la Constitución debe establecer en toda
ley ordinaria derechos entre partes que en igualdad de con-
diciones, facultades y deberes permita un equilibrio entre
el prestador y usuario de los servicios, sin que uno abuse
del otro, ante esto se propone un artículo 26 Bis del orde-
namiento en la materia que limita los excesos de cobro sin
una justificación comprobada, un promedio base legal
cuando se incurra en responsabilidad del usuario y el bene-
ficio de nulidad de pleno derecho por abuso del prestador
en el cobro.

Una petición ciudadana también incluye que se avise pre-
viamente a los usuarios los cortes de energía eléctrica por
mantenimiento de las redes de transmisión y suministro,
que permita la precaución a los hogares, negocios, empre-
sas e industriales del cuidado de sus bienes o servicios que
otorgan, que pase de 48 horas a tres días efectivos.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a consideración
de esta Cámara de Diputados la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto que adiciona el artículo 26 Bis a la Ley del Ser-
vicio Público de Energía Eléctrica

Artículo 26 Bis. El cobro en ajustes o montos al usuario se
restringe al promedio de pago de otras facturaciones y es-
tará sujeto a comprobación de la Comisión Federal de
Electricidad antes de proceder al corte del suministro, de
acuerdo a lo siguiente:

I. En casas habitación y pequeños comercios, los esti-
mados ajustes y compensaciones por adeudos de pago
por ningún motivo serán por un periodo superior a un
año a partir de la notificación del requerimiento. En in-
dustrias y empresas hasta dos años.

II. La asignación del monto por adeudo de pago se ba-
sará en la proporcionalidad al consumo cotidiano del

usuario, resultado de un promedio por estimar hasta sie-
te facturaciones anteriormente pagadas a la Comisión
Federal de Electricidad.

III. Los usuarios en sus instalaciones de medición serán
inspeccionados periódicamente para detectar fallas que
se notificará inmediatamente al usuario, de forma anual
se hará constar en su facturación la correcta operación
de su medidor.

IV. Es nulo de pleno derecho cualquier cobro por adeu-
do sin cumplir los requisitos antes descritos.

V. Todo corte de suministro de energía eléctrica por
mantenimiento y conservación de las instalaciones pro-
cede previo aviso a los usuarios con 72 horas de antici-
pación.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de noviembre de 2009.— Di-
putada Rosalina Mazari Espín (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, diputada Mazarí Espín. Túrnese a la
Comisión de Energía.

REGISTRO DE ASISTENCIA

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Pido a la Secretaría que instruya el cierre del sistema
electrónico de asistencia y dé cuenta del registro de diputa-
das y de diputados.

El Secretario diputado Jaime Arturo Vázquez Aguilar:
¿Falta algún diputado o diputada por registrar su asisten-
cia? Ciérrese el sistema electrónico.

Señor presidente, se informa que hasta el momento hay una
asistencia de 406 diputados. Quienes hasta el momento no
han registrado su asistencia, disponen de 15 minutos para
realizarlo por cédula.
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El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, diputado. 

Señoras diputadas y señores diputados, nos honran con su
visita alumnos del Colegio Helen de Ciudad Satélite, Nau-
calpan, estado de México. Sean bienvenidos.

CODIGO FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES - 

CODIGO PENAL FEDERAL

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra el diputado Agustín Carlos Castilla
Marroquín, del Grupo Parlamentario del PAN, para pre-
sentar iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones del Código Federal de Proce-
dimientos Penales y del Código Penal Federal.

El diputado Agustín Carlos Castilla Marroquín: Con su
venia, diputado presidente. Por economía parlamentaria
solicito que se inserte íntegro el texto de la presente inicia-
tiva en el Diario de los Debates.

Señoras diputadas y señores diputados, ¿se han preguntado
alguna vez cuántos niños son víctimas de abuso sexual o de
explotación sexual con fines comerciales en nuestro país?
Seguramente no encontrarán ningún dato oficial al respec-
to pues en la mayoría de los casos estos delitos no son de-
nunciados, ya sea porque muchas veces los menores no sa-
ben expresar lo que les pasó, o porque las autoridades
desestiman su dicho, o los padres ocultan lo sucedido, pues
en un alto porcentaje los agresores son personas cercanas a
la familia; pero tampoco se denuncia. Porque el hecho mis-
mo de acudir al Ministerio Público y participar en un pro-
ceso penal provoca afectaciones adicionales a la víctima
debido a la forma en que actualmente está diseñado el sis-
tema de procuración e impartición de justicia en nuestro
país.

Compañeras diputadas y compañeros diputados, yo les pre-
gunto ¿qué harían ustedes si su hijo fuera víctima de uno
de estos delitos? ¿Acudirían ante el Ministerio Público sa-
biendo que, probablemente, le tomarán la declaración en el
mismo lugar donde convergen delincuentes y que le harán
repetir la historia en varias ocasiones? ¿Expondrían a su hi-
jo a que un médico legista o un psicólogo no especializado
en menores le practique infinidad de exámenes haciéndole

revivir una y otra vez los horrendos hechos que conculca-
ron su intimidad?  En efecto, diputados, quizá no lo haría-
mos, como tampoco lo hacen muchos otros padres quienes
se niegan a exponer a sus hijos ante tales experiencias de-
nigrantes.

De ahí la falta de denuncia, de ahí el temor a que los niños
nuevamente sean víctimas ahora de las propias institucio-
nes; es decir, que sean revictimizados.

Es así, que precisamente esta iniciativa pretende revertir
esta revictimización institucional en el procedimiento. Y el
procedimiento actual, la duplicidad de peritajes, el obligar
al niño a repetir la historia traumatizante, la falta de aseso-
ría y atención especializada para la realización de exáme-
nes médicos o psicológicos, que incluso pueden llegar a re-
sultar invasivos de su intimidad, el tener que presentarse a
la inspección y reconstrucción de los hechos o la forma en
que tiene que confrontarse con el posible agresor son tan
sólo ejemplos de lo que puede llegar a enfrentar un menor
y que desalienta la presentación de la denuncia, al mismo
tiempo que se abre un amplio margen para que los agreso-
res sigan actuando con total impunidad.

Esto es muy grave, porque recordemos que un pederasta no
abusa una sola vez, ni de una sola persona. Además, de que
si no se le da la atención a las víctimas las consecuencias
pueden ser para toda la vida.

Por estas circunstancias esta iniciativa propone proporcio-
nar asistencia legal, médica y psicológica especializada pa-
ra menores víctimas, así como seguimiento a su recupera-
ción postraumática; limitar la publicidad de las audiencias;
videograbar las audiencias en donde participen menores;
otorgar la posibilidad de que cualquier persona pueda de-
nunciar un delito cometido contra un menor y participar en
el proceso penal, pues muchas veces es la maestra en la es-
cuela o alguna vecina quienes se dan cuenta de la agresión
sexual y actualmente no tienen legitimación jurídica y, por
tanto, no pueden participar en el proceso; videograbar y to-
mar la declaración del menor en lugar apto; celeridad en la
resolución de los asuntos, candados en la práctica de la
confrontación, a fin de salvaguardar la identidad y seguri-
dad del menor; valoración de la prueba tomando en consi-
deración las características de los menores y su grado de
desarrollo.

Por último, esta iniciativa también propone que sea refor-
mado el plazo para la prescripción de la pretensión puniti-
va, respecto de los delitos de índole sexual en contra de los
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menores de edad, a efecto de que el plazo de prescripción
comience a correr a partir de que el niño o niña cumpla 18
años, dándose un margen lógico para que la víctima pueda
denunciar, ya que en muchas ocasiones cuando la víctima
cobra conciencia de lo sucedido y decide denunciar ya
transcurrió el plazo de ley dejando impunes los delitos y
con un gran margen de actuación a los pederastas.

Señoras diputadas y señores diputados, este tema no admi-
te diferendos políticos e ideológicos, por lo que los invito
a que se sumen a la lucha contra los pederastas y, a su vez,
combatamos la revictimización institucional de la que son
sujetos los menores en nuestro país. Es cuanto, diputado
presidente.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de los Códigos Federal de Procedimientos Penales, y Penal
Federal, a cargo del diputado Agustín Carlos Castilla Ma-
rroquín, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, Agustín Castilla Marroquín, diputado federal
de la LXI Legislatura, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción
II, y 56 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General, somete a consideración del pleno de la ho-
norable Cámara de Diputados iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman diversas disposiciones de
los Códigos Federal de Procedimientos Penales, y Penal
Federal al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La presente iniciativa atiende al mandato consagrado en el
artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, respecto a la obligación del Estado de pro-
veer lo necesario para propiciar el respeto a la dignidad de
la niñez y el ejercicio pleno de sus derechos.

Preponderantemente se toma a consideración el derecho de
los menores de edad al acceso a la justicia cuando son víc-
timas de un delito, al acceso a la justicia pronta, completa
e imparcial, tal y como lo establece el artículo 17 de nues-
tra Carta Magna.

“Artículo 17. Ninguna persona podrá hacerse justicia
por sí misma, ni ejercer violencia para reclamar su de-
recho.

Toda persona tiene derecho a que se le administre justi-
cia por tribunales que estarán expeditos para impartirla
en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo
sus resoluciones de manera pronta, completa e impar-
cial. Su servicio será gratuito, quedando, en consecuen-
cia, prohibidas las costas judiciales.

…”

Hablamos de un acceso a la justicia, en virtud de que por
las características propias de un menor y aquellas intrínse-
cas a su nivel de desarrollo, se debe de adecuar el marco ju-
rídico para que los niños y adolescentes que han sido vícti-
mas de un delito, puedan efectivamente hacer valer sus
derechos ante la autoridad ministerial y eventualmente an-
te la jurisdiccional, provocando así que el Estado procure
los medios necesarios para que los menores puedan acce-
der a una justicia pronta, completa e imparcial.

Asimismo, la presente iniciativa atiende al marco jurídico
internacional de la protección de los derechos humanos de
los menores de edad, consagrados en diversos instrumen-
tos jurídicos, fundamentalmente en la Convención sobre
los Derechos del Niño de Naciones Unidas; el Protocolo
Facultativo de la Convención de los Derechos del Niño, re-
lativo a la venta, la prostitución infantil y la utilización de
niños en la pornografía, instrumento que concretamente se
refiere a la infancia como víctima del delito; las reglas mí-
nimas de las Naciones Unidas para la administración de
justicia de menores de 18 años, por citar los más trascen-
dentes.

No debemos de olvidar que todos estos instrumentos han
sido ratificados por el Estado mexicano y, consecuente-
mente, son de aplicación obligatoria en nuestro territorio
nacional, incluso así lo dispone el artículo 133 constitucio-
nal al establecer que “la Constitución, las leyes del Con-
greso de la Unión que emanen de ella y todos los tratados
que estén de acuerdo con ésta, celebrados y que se celebren
por el presidente de la República, con aprobación del Se-
nado, serán la ley suprema de toda la unión. Los jueces de
cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tra-
tados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda
haber en las Constituciones o leyes de los Estados”.

También es de mencionar que la Corte Interamericana de
Derechos Humanos indica que se entiende por “niño” a to-
da persona que no ha cumplido 18 años de edad, incluyen-
do a niñas, niños y adolescentes. De igual manera, la Con-
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vención sobre los Derechos del Niño define que se entien-
de como niño “a todo ser humano menor a 18 años”.

En este sentido se ha aseverado que el “interés superior del
niño” implica la necesidad de establecer que el niño re-
quiere cuidados especiales, siendo así que el artículo 19 de
la Convención Americana sobre Derechos Humanos seña-
la que el niño debe recibir medidas especiales de protec-
ción, por lo que la necesidad de adoptar esas medidas o cui-
dados proviene de la situación específica en la que se
encuentran los niños, tomando en cuenta su debilidad, in-
madurez o inexperiencia.

Esta protección especial para los niños, niñas y adolescen-
tes toma en cuenta la exposición a la serie de riesgos en los
cuales pueden verse especialmente vulnerables e indefen-
sos, debido a la etapa del ciclo vital en que se encuentran,
razón por la cual esta protección se encuentra establecida
en diversos ordenamientos a saber:1

La Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948,
en el artículo 25-2, establece que la infancia tiene derecho
a cuidados y asistencia especial.

La Convención sobre los Derechos de los Niños de 1989, ha-
bida cuenta de la vulnerabilidad e indefensión del niño, es-
tablece la necesidad de protección y cuidados especiales de
orden tanto material como psicológico y afectivo así como
jurídico. Lo anterior a fin de garantizar su desarrollo armó-
nico e integral y proveer las condiciones que necesitan para
convertirse en miembros autónomos de la sociedad.

La Convención sobre los Derechos del Niño, que dispone
en el artículo 3-1 que “en todas las medidas concernientes
a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas
de bienestar social, los tribunales, las autoridades adminis-
trativas o los órganos legislativos, una consideración pri-
mordial a que se atenderá será el interés superior del niño”;
y en el artículo 3-2 establece que “los Estados parte se
comprometen a asegurar al niño la protección y el cuidado
que sean necesarios para su bienestar, teniendo en cuenta
los derechos y deberes de sus padres, tutores u otras perso-
nas responsables de él ante la ley y, con ese fin, tomarán
todas las medidas legislativas y administrativas adecua-
das”.

Por su parte, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y
Políticos dispone en su artículo 24-1 que “todo niño tiene
derecho, sin discriminación alguna por motivos de raza,
color, sexo, idioma, religión, origen nacional o social, po-

sición económica o nacimiento, a las medidas de protec-
ción que su condición de menor requiere, tanto por parte de
su familia como de la sociedad y del Estado”.

El artículo 19 de la Convención Americana de Derechos
Humanos, según el cual “todo niño tiene derecho a las me-
didas de protección que su condición de menor requiere
por parte de su familia, de la sociedad y del Estado”.

El artículo 10-3 del Pacto Internacional de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales que ordena “se deben adop-
tar medidas especiales de protección y asistencia a favor de
todos los niños y adolescentes, sin discriminación alguna
por razón de filiación o cualquier otra condición”.

El principio 2 de la Declaración de las Naciones Unidas
sobre los Derechos del Niño dispone que los niños gozarán
de especial protección, y serán provistos de las oportunida-
des y recursos necesarios para desarrollarse física, mental,
moral, espiritual y socialmente de manera normal y sana, y
en condiciones de libertad y dignidad; para ello, precisa la
declaración, las autoridades tomarán en cuenta, al momen-
to de adoptar las medidas pertinentes, el interés superior
del menor como su principal criterio de orientación.

En el ámbito judicial, el Protocolo Facultativo de la Con-
vención sobre los Derechos del Niño, relativo a la venta de
niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la
pornografía, establece un conjunto de garantías que consti-
tuyen un enorme desafío para los sistemas judiciales, ya
que exigen simultáneamente modificaciones importantes al
sistema de justicia penal y al de protección de los derechos
de la infancia:

“Artículo 8

1. Los Estados parte adoptarán medidas adecuadas para
proteger en todas las fases del proceso penal los dere-
chos e intereses de los niños victimas de las prácticas
prohibidas por el presente protocolo y, en particular, de-
berán

a) Reconocer la vulnerabilidad de los niños víctimas y
adaptar los procedimientos de forma que se reconozcan
sus necesidades especiales, incluidas las necesidades es-
peciales para declarar como testigos;

b) Informar a los niños víctimas de sus derechos, su pa-
pel, el alcance, las fechas y la marcha de las actuaciones
y la resolución de la causa;
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c) Autorizar la presentación y consideración de las opi-
niones, necesidades y preocupaciones de los niños víc-
timas en las actuaciones en que se vean afectados sus in-
tereses personales, de una manera compatible con las
normas procesales de la legislación nacional;

d) Prestar la debida asistencia durante todo el proceso a
los niños victimas;

e) Proteger debidamente la intimidad e identidad de los
niños víctimas y adoptar medidas de conformidad con la
legislación nacional para evitar la divulgación de infor-
mación que pueda conducir a la identificación de esas
víctimas;

f) Velar por la seguridad de los niños víctimas, así como
por la de sus familias y los testigos a su favor, frente a
intimidaciones y represalias;

g) Evitar las demoras innecesarias en la resolución de
las causas y en la ejecución de las resoluciones o decre-
tos por los que se conceda reparación a los niños vícti-
mas.”

Como se ve, este artículo se refiere específicamente a la
protección de los derechos de las víctimas, teniendo espe-
cial consideración a su vida, integridad y derechos durante
los procedimientos judiciales. De esta disposición, Miguel
Cillero expone que es posible desprender ciertas garantías
que deben regir los procedimientos:2

a) Especialización de los procedimientos para que se
adapten en consideración del interés superior del niño,
es decir de la garantía de sus derechos, y de la vulnera-
bilidad de las víctimas, debiendo protegerse especial-
mente su integridad para declarar como testigos.

b) Especialización profesional. Se asegurará que los
operadores del sistema de justicia en todos sus niveles
reciban formación jurídica y psicológica para relacio-
narse con víctimas de la explotación sexual.

c) Información. La víctima debe ser informada de sus
derechos, su papel, el alcance, las fechas y la marcha de
las actuaciones y la resolución de la causa.

d) Asistencia. El protocolo señala la “debida” asistencia,
por lo que debe entenderse no sólo la asistencia jurídica
sino que también la de carácter psicológica, social o de
cualquier otra índole que fuere necesaria.

e) Protección de la intimidad, identidad y seguridad. Es-
to exige establecer normas específicas que prohíban la
divulgación de la identidad de las víctimas y aspectos
propios de su intimidad, así como tomar todos los res-
guardos para proteger a las víctimas o testigos de cual-
quier forma de agresión o represalia.

f) Resolución rápida y oportuna de la causa.

Como se ve, en teoría existe un amplio corpus iuris inter-
nacional que protege a la niñez, sin embargo, es por todos
sabido que en el ámbito de procuración de justicia, de por
sí ineficiente, los niños son poco considerados en la legis-
lación procesal penal, consecuentemente, en la práctica son
relegados en su calidad de víctima y peor aún, no se han to-
mado en consideración sus características especiales a fin
de otorgarles una mejor y más amplia protección en sus de-
rechos y en su propia persona y desarrollo.

Por lo anterior, resulta necesario adecuar las legislaciones
sobre protección de los menores de edad, para dar efectivi-
dad a la Convención sobre los Derechos del Niño y demás
instrumentos internacionales.

En este sentido, la victimización,3 es decir, el ser víctima
de un delito, tiene grandes consecuencias para los niños,
descarrilando la trayectoria de desarrollo saludable. Puede
afectar la formación de la personalidad, consecuencias ne-
gativas para la salud mental, impacta en el desempeño aca-
démico y también está fuertemente vinculada en el des-
arrollo de conductas delincuencia les y antisociales.

El sistema de procuración de justicia en México está traza-
do de tal forma que revictimiza a los menores de edad víc-
timas de un delito, ya que está diseñado en función de las
capacidades cognitivas de los adultos y sin considerar las
necesidades especiales de la infancia. Esto es aumentado
por el ambiente formalista, distante, muchas veces carente
de atención y mucho menos de atención especializada para
los menores de edad, aunado a que se exige el desempeño
de habilidades que no pueden llevar a cabo de acuerdo a su
nivel de desarrollo.

La toma inadecuada de declaraciones, valoración inapro-
piada de pruebas, práctica innecesaria y errónea de perita-
jes no especializados, interrogatorios repetidos, las demo-
ras prolongadas e innecesarias, la posible declaración
frente al acusado, entre muchas otras inconsistencias más,
revictimizan al niño, provocándole un daño emocional y a
la vez, entorpeciendo la procuración de justicia.
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Como consecuencia de todo ello, se genera temor, ansie-
dad, impotencia y sensación de vulnerabilidad en los niños
que participan en el proceso, efectos que evidentemente
afectan en la recuperación por el delito sufrido y que pue-
den llegar a provocar consecuencias graves a largo plazo.

El riesgo de revictimización consiste en que a los efectos
que surgen como consecuencia del delito, se le agregan
aquellos derivados de la exposición y experiencias por el
niño una vez que inicia el proceso y procedimiento penal.

La revictimización o doble victimización,4 o también co-
nocida como victimización secundaria, se da cuando los
efectos que aparecen debido a la primera violación a sus
derechos, cualquiera que haya sido el delito, se le suman
aquellos provocados o aumentados por las experiencias a
que es sujeto el niño una vez iniciado el proceso penal.

Concretamente Grieschbach y Castañer indican que cuan-
do existe revictimización,5 el propio proceso penal se
vuelve contra el niño víctima, que sufre ahora otro maltra-
to: el institucional.

En la práctica del derecho penal, la infancia se enfrenta al
proceso penal en su carácter de víctima casi en las mismas
circunstancias que un adulto, ya que no existen marcos ju-
rídicos nacionales o internacionales que permitan dar un
trato diferenciado razonable.

Sólo la Convención sobre los Derechos del Niño establece
que el niño tiene derecho a la igualdad frente a la ley y el
derecho a la protección frente al proceso legal y al Estado,
así como el derecho a la seguridad frente al abuso emocio-
nal, mental, psicológico y físico, así lo indica el artículo 19
de dicha convención:

“Artículo 19. Los Estados parte adoptarán todas las me-
didas legislativas, administrativas, sociales y educativas
apropiadas para proteger al niño contra toda forma de
perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato ne-
gligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso
sexual, mientras el niño se encuentre bajo la custodia de
los padres, de un representante legal o de cualquier otra
persona que lo tenga a su cargo.”

Adicionalmente, los niños y las niñas tienen derecho a la
información, el derecho a participar en el proceso legal, a
expresar sus concepciones y opiniones y contribuir en las
decisiones que afectan sus propias vidas, incluyendo aque-
llas tomadas en el proceso judicial. Se colige entonces que

el niño tiene también el derecho a ser tratado como un tes-
tigo capaz.

Sin embargo, la desventaja del niño frente al proceso es
claro, solo establezcamos como ejemplo el hecho de que
un adulto en su calidad de víctima u ofendido cuando se
enfrenta al proceso penal le resulta complicado entender el
lenguaje jurídico y el tecnicismo procesal que se maneja,
por lo que resulta evidente que la infancia se encuentra aún
en mayor desventaja y en total incomunicación con los sis-
temas jurisdiccionales, por lo que para un niño es total-
mente incomprensible el proceso penal.

En consecuencia, al afrontar el proceso de administración
de justicia, como se presenta en la actualidad, es decir, sin
mecanismos especiales para la infancia, lejos de proteger al
menor y propiciar el proceso de recuperación y propia-
mente de justicia, no hace mas que reagudizar e incluso
agravar la victimización.

El trato hacia el niño por parte del sistema legal, desde la
investigación inicial hasta el juicio, en la mayoría de casos
viola todos los derechos del niño conferidos por la legisla-
ción internacional y se encuentra en fuerte conflicto con la
promoción de una recuperación física y psicológica, no
obstante que el artículo 39 de la Convención sobre los De-
rechos del Niño señala que los Estados parte “deberán to-
mar todas las medidas apropiadas para promover la recu-
peración física y psicológica y la reintegración social del
niño víctima de...cualquier forma de negligencia, explota-
ción o abuso; tortura o cualquier otra forma de trato cruel,
inhumano o degradante. Esta recuperación y reintegración
deberá producirse en un entorno que fomente la salud, la
autoestima y la dignidad del niño”.

Siendo así necesario subrayar que si la justicia es percibi-
da como parte de este proceso de recuperación del niño
víctima del delito, entonces es ilógico que el proceso judi-
cial continúe degradando y dañando a la víctima e impida
su recuperación, al inflingir traumas adicionales que son
innecesarios y completamente evitables.

En este orden de ideas podemos afirmar que el proceso y
procedimiento penal en la actualidad, lejos de atender los
requerimientos del menor de edad víctima, tiende a revic-
timizarlo o desconocerle derechos que le son inherentes; se
llega a olvidar que el proceso se inicia porque se ha lesio-
nado un bien jurídico tutelado por la legislación penal po-
sitiva vigente y a la vez se ha producido el agravio de una
persona, o de un colectivo; de esta manera, entendiendo
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que en el derecho penal la acción es pública, se pretende
hacer a un lado a la víctima, basándose en que el Estado le
brinda tutela jurídica, olvidándose que el estado no es la
víctima, razón por la cual, en los procesos muchas veces no
se tiene en cuenta los intereses concretos de la persona que
ha sufrido una agresión.

En efecto, el proceso y procedimiento penal basado en la
persecución pública, en general, maltrata a la víctima del
delito, pues no intenta satisfacer sus intereses concretos,
sino cumplir con los intereses estatales de control social.

En el caso de los delitos sexuales o de aquellos cometidos
en contra de niños y adolescentes, a este maltrato propio de
la justicia penal se agrega otro que puede ser mucho más
grave para la víctima, como lo es la revictimización de la
que ya se ha apuntado, que para dicha víctima significa la
exposición a un proceso penal nada garantista de sus dere-
chos.

Es por ello que en la presente propuesta se pugna para que
a las víctimas u ofendidos menores de edad se les garanti-
ce  una adecuada y necesaria asistencia legal, médica y psi-
cológica especializada.

Por otra parte, hay que reconocer que si bien en México,
recientemente se ha legislado en materia penal para la pro-
tección a los niños respecto a los delitos que engloba la ex-
plotación sexual comercial infantil, como son el turismo
sexual, pornografía infantil, trata de menores de edad con
fines sexuales y lenocinio e incluso el abuso sexual; ésta
adecuación de tipos penales resulta un elemento necesario,
pero insuficiente para el combate de esos delitos.

Es decir, aún cuando actualmente existen tipos penales
adecuados para la persecución de los delitos de carácter se-
xual en contra de menores de edad, si los procedimientos
existentes, o la falta de medidas de protección, excluyen o
impiden que la víctima denuncie o participe en la indaga-
toria y proceso penal o este les provoque más daños en lu-
gar de protección y una verdadera justicia, los esfuerzos re-
sultan infructíferos, de ahí la necesidad de legislar a favor
de una protección integral para los menores víctimas de un
delito, sea éste de carácter sexual o no.

Griesbach6 apunta contundentemente que en la actualidad,
la adecuación procesal y la protección a víctimas se limitan
a las facultades que tanto el Ministerio Público como el
juez pueden, discrecionalmente, aplicar al interés superior
del niño o bien en aras de resguardar la integridad de la víc-

tima. Sin embargo, la experiencia forense nos muestra que
dichas facultades son poco utilizadas. Indica que esta si-
tuación se debe a dos factores: por un lado, las autoridades
facultadas para determinar medidas especiales carecen de
la capacitación adecuada para detectar y satisfacer las ne-
cesidades de la víctima. La discrecionalidad y ambigüedad
relativa a las disposiciones existentes en materia de ade-
cuación procesal y protección a víctimas, delega en el sa-
ber y pericia de la autoridad la posibilidad de activar medi-
das especiales. Es decir, la legislación vigente no indica
qué medidas se deben tomar ante situaciones particulares.
En este marco, la falta de capacitación resulta en la inacti-
vidad ministerial y judicial en contra de la víctima.

Es por ello que también se propone que al momento de que
el Ministerio Público tome la declaración del menor de
edad, pueda solicitar el apoyo de personal especializado en
la atención psicológica y emocional del niño, ya que todo
testimonio o declaración debe ser tomado bajo directrices
específicas y conducido por personal apropiadamente ca-
pacitado y entrenado en técnicas diseñadas para obtener
mejor información y, al mismo tiempo, minimizar los trau-
mas adicionales para el niño o adolescente.

En este sentido, alguien entrenado y con conocimientos so-
bre desarrollo infantil y especializado en la atención a víc-
timas del delito, puede evaluar mejor la situación.

Asimismo, al hecho de enfrentar el proceso de administra-
ción de justicia, se le suma la actuación específica que le
será requerida al menor. El niño que ha sido víctima debe-
rá recordar y relatar el hecho que ha violentado el bien ju-
rídico que tenía tutelado por la ley, con lo cual, debido a su
imposibilidad de separar el recuerdo de la realidad actual,
revive y vuelve a experimentar lo sucedido.

Cuanto mayor sea el tiempo de exposición a la situación
traumática, mayores serán los efectos victimizantes e, in-
cluso, se incurre en la revictimización, razón por la cual re-
sulta necesario el grabar todas las diligencias en las que
participe el menor, a fin de evitar repeticiones innecesarias
y de esta manera que quede constatado a través de este me-
dio lo dicho o lo practicado con el niño.

Es por ello que resulta necesario usar medios alternativos
para registrar la declaración principal del niño y utilizarla
para evitar toda repetición de información, ya que el nú-
mero de veces en que el niño deberá prestar declaración
puede variar, según las circunstancias de cada caso en par-
ticular, pero no es razonable que tenga que contar la situa-
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ción en que fue víctima una y otra vez a diferentes investi-
gadores y en distintas instancias.

En el mismo sentido, la iniciativa que nos ocupa propone
que la diligencia practicada a los testigos menores de edad
sea videograbada, lo mismo en toda diligencia en donde
participe, a efecto de evitar duplicidad innecesaria de dili-
gencias que sólo revictimizarán al niño.

Lo anterior resulta benéfico para la víctima del delito, toda
vez que cuando un elemento probatorio está incluido en la
averiguación previa, es necesario volver a presentarlo co-
mo prueba en el proceso, ya que en la averiguación previa
sólo tienen valor indiciario en el proceso y no se sujeta a
escrutinio judicial, por lo que esta repetición de prácticas
probatorias, evidentemente tiene consecuencias negativas
para un niño víctima, ya que sus declaraciones, periciales
psicológicas y demás diligencias, como actualmente se en-
cuentra la legislación, podrán ser repetidas en el proceso.
Incluso, ante esta situación algunos países han resuelto es-
te problema haciendo obligatoria la videograbación de to-
da diligencia o pericial desarrollada con un niño.

Ante este hecho, en que la legislación procesal penal vi-
gente aún no contempla las adecuaciones necesarias para
atender las necesidades de los niños víctimas, es por lo que
se propone modificar la legislación a fin de incorporar la
videograbación de las diligencias practicadas en niños víc-
timas, ya que con la norma adjetiva penal vigente la repe-
tición es inevitable y necesaria para el proceso, lo cual es
necesario reformar como lo propone esta iniciativa.

De igual manera, a fin de no exponer a la víctima menor de
edad a los demás asuntos que se tratan en la agencia del
Ministerio Público, es por lo que se plantea que las au-
diencias de desahogo de pruebas se lleven a cabo a puerta
cerrada, además de que con ello se evita que se pudiera te-
ner contacto con el inculpado si es que también acude a la
agencia del Ministerio Público para atemorizar al menor.

Análogamente, a fin de otorgar mayor protección a los me-
nores se plantea que la toma de declaración se realice en lu-
gar apto para los infantes, procurando contar con un espa-
cio físico agradable y en el mismo sentido, se propone la
posibilidad de que la persona menor de edad pueda rendir
la ampliación de su declaración en su casa, todo ello con el
propósito de garantizar su estabilidad emocional.

Otro asunto de gran importancia que debemos abordar es el
relativo a las diligencias que se practiquen al menor de

edad en materia de exploración, atención médica psiquiá-
trica, ginecológica o cualquiera otra respecto de los delitos
que atenten contra la libertad y el normal desarrollo psico-
sexual.

Estas diligencias tratan netamente asuntos relacionados
con la intimidad del menor de edad, razón por la cual la ini-
ciativa propone que dicha atención necesariamente debe
ser llevada a cabo por personal especializado en el trata-
miento de menores, ya que muchas veces son en este tipo
de diligencias en donde reside la revictimización, ya que al
tener que ser explorados y por consiguiente nuevamente to-
cados en aquellas zonas íntimas, o al ser analizados psico-
lógicamente sobre las repercusiones que trae consigo este
tipo de delitos de carácter sexual, el asunto se torna evi-
dentemente muy delicado y debe ser tratado con mucho
cuidado y profesionalismo.

En efecto, este tipo de diligencias además de ser dolorosas
para los padres, pueden resultar aún más traumáticas para
la víctima, ya que implican revivir los momentos de abuso
y sufrimiento, o ser manipulados físicamente de nueva
cuenta, siendo por ello necesario proponer que se dé segui-
miento a la recuperación postraumática del menor, a fin de
que psicológica y emocional mente la víctima pueda recu-
perarse del delito y trasgresión a su intimidad.

Tratando el tema de peritajes llevados a cabo con la parti-
cipación de menores de edad, la iniciativa contempla la po-
sibilidad de que las victimas u ofendidos menores de edad
puedan oponerse a la repetición de peritajes que vayan en
contra de su integridad física, psicológica o emocional, ello
con el fin de otorgar mayores candados en la práctica de di-
ligencias innecesarias y repetitivas que puedan causar la
revictimización.

En el caso de que un menor de edad sea testigo, se posibi-
lita que sea acompañado por persona de su confianza y se
impone la obligación de que se evite atemorizarlo, para que
con ello el testigo menor, realice la diligencia más confia-
do y sin presiones.

Otro tema que se ha tratado mucho por especialistas, es el
relativo a la confrontación o reconocimiento del delincuen-
te, ya que esta diligencia implica necesariamente que el
probable responsable sea presentado frente a la víctima pa-
ra que ésta lo reconozca físicamente y así se haga la impu-
tación directa de que efectivamente determinada persona
fue la que cometió el delito.
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Sin embargo, en el caso de delitos sexuales, maltrato, y
muchos otros más, cometidos contra menores de edad, la
diligencia en comento puede provocar trauma, impotencia
y recuerdo del suceso, y consecuentemente revictimizar,
razón por la cual se propone que esta diligencia sea lleva-
da a cabo en recintos separados, con la ayuda de cualquier
medio electrónico audiovisual, de tal manera que el decla-
rante pueda reconocer o identificar al inculpado.

De igual manera, se plantea que el Ministerio Público o
juez se aseguren que el inculpado no vea ni escuche o pue-
dan identificar al niño; y a la vez, que el niño tampoco pue-
da escuchar al inculpado. De igual forma se propone que
no se presione ni obligue al menor a que señale a persona
alguna como la culpable del delito, sino que dicha diligen-
cia debe ser tratada con la delicadeza que el caso amerita,
procurando en todo momento salvaguardar la estabilidad
emocional y psicológica del niño.

Como se ha apuntado, el trato hacia el niño por parte del
sistema legal y en particular por parte del sistema penal,
deja al niño en un estado de indefensión, ya que por prin-
cipio a un menor de edad se le considera como incapaz, ya
que si bien establece la legislación procesal penal que para
los delitos de querella basta que el menor de edad acuda a
manifestar verbalmente su queja, resulta poco probable que
el niño víctima del delito conozca la dirección exacta de la
agencia del Ministerio Público, se traslade solo a la misma
y espere a que sea atendido por el Ministerio Público para
que levante su denuncia.

Incluso, resulta absurdo que para casos de delitos como los
contemplados en el Título Octavo del Código Penal Fede-
ral, como son violación, abuso sexual, hostigamiento se-
xual, corrupción de menores, turismo sexual, pornografía,
trata de menores con fines de explotación sexual y lenoci-
nio, cometidos en contra de menores de edad, ellos mismos
sean quienes acudan a denunciarlo, sobre todo en los casos
de los delitos que engloba la explotación sexual comercial
infantil, abordados en dicho Título Octavo, que incluso son
controlados por verdaderas mafias, las cuales, obviamente,
tienen incomunicadas o amenazadas a sus víctimas para
que no denuncien.

Por ello, la presente iniciativa propone facultar a toda per-
sona para que pueda denunciar ante el Ministerio Público
este tipo de delitos. Así, las organizaciones civiles podrán
intervenir en auxilio de los menores que son explotados se-
xualmente en diversos puntos del país, de igual manera

cualquier persona que tenga conocimiento de estos hechos
delictivos podrá acudir a denunciar.

En este contexto, se ha dicho que los menores de edad víc-
timas del delito se enfrentan a un proceso penal que en la
gran mayoría de los casos se torna lento, ocioso, repetitivo,
provocando la impotencia, sentido de injusticia y revicti-
mización, principalmente por la eterna duración del proce-
so, aunado a los demás factores antes señalados.

Por otra parte, en caso de reposición del proceso derivado
de una apelación promovida por el inculpado, esto deven-
drá en contra del niño víctima, ya que se deberán repetir to-
das las actuaciones hasta el momento en que se indique, lo
cual resulta de suma afectación y desgaste para el niño e in-
cluso determinante en un proceso, ya que por las condicio-
nes cognitivas y psicológicas del niño víctima pueden de-
rivar en que en la repetición de diligencias, estas varíen o
sea imposible realizar una nueva y eventualmente el senti-
do de la investigación y el proceso se inclinará a favor del
inculpado, probablemente absolviéndolo del delito cometi-
do.

Siendo así que para evitar el efecto revictimizador en el ca-
so de reposición del proceso, se propone que cuando sea
decretado, se salvaguarden las diligencias en las que haya
participado una víctima o testigo menor de edad, sin que se
puedan repetir de manera injustificada, salvo que el Juez
determine lo contrario, y al mismo tiempo se procure en to-
do momento no afectar la estabilidad emocional y psicoló-
gica del menor.

Con esta medida, las diligencias en las que participó el ni-
ño víctima del delito no serán repetidas injustificadamente,
además de que las mismas serán rescatadas con la video-
grabación que se propone y que en líneas precedentes he-
mos apuntado, siendo así que la estabilidad emocional de
la víctima será la premisa mayor que debe cumplir el juz-
gador.

Asimismo, para dotar de una protección integral en el caso
particular de las personas menores de edad que han sido
víctimas de violación o abuso sexual, es menester reformar
el plazo para la prescripción de la pretensión punitiva, ya
que en la mayoría de estos casos, las personas abusadas se-
xualmente en su infancia, no pueden denunciar directa-
mente el delito, no tiene la capacidad para comprender el
hecho, no son escuchados o no se les cree.
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Sobre todo, tenemos que considerar que el abuso sexual in-
fantil comúnmente se realiza en el seno familiar o por las
personas cercanas al menor de edad, y con el afán de pro-
teger al victimario, quien puede ser un pariente o amigo
cercano, es por lo que se oculta el hecho en claro detri-
mento del menor.

En este sentido, con la presente reforma, abrimos la posi-
bilidad de que una persona que fue abusada sexualmente en
su infancia o adolescencia, al cumplir los 18 años pueda
denunciar el hecho personalmente, ya que ha adquirido su
capacidad de ejercicio.

Tenemos que tomar en cuenta que la prescripción en mate-
ria penal es personal y extingue por una parte, la pretensión
punitiva (el derecho a denunciar o querellarse) y, por la
otra, la potestad de ejecutar las penas y las medidas de se-
guridad (el derecho de la autoridad para imponer sancio-
nes), y para que opere basta el transcurso del tiempo seña-
lado por la ley.

En el caso que nos ocupa, interesan los plazos para la pres-
cripción de la pretensión punitiva, mismos que son conti-
nuos, considerando el delito con sus modalidades y se con-
tarán a partir de

1. El momento en que se consumó el delito, si es ins-
tantáneo. 

2. El día en que se realizó el último acto de ejecución o
se omitió la conducta debida, si se trata de tentativa.

3. El momento en que cesó la consumación, si el delito
es permanente.

4. El día en que se realizó la última conducta, si el deli-
to es continuado.

Para ello, debemos de tomar en cuenta de qué delito se tra-
ta y el caso particular; esto es casuístico.

En los casos de delito de querella, la potestad punitiva
prescribe en un año, contado desde el día en que quienes
puedan formular la querella o el acto equivalente tengan
conocimiento del delito y del delincuente y en tres años
fuera de esta circunstancia.

En este sentido, por poner un ejemplo, si se comete el de-
lito de abuso sexual a una adolescente de 13 años, sin que
concurra violencia (si hay violencia se persigue de oficio)

y en donde además (como resulta obvio) sabe quién fue la
persona que abuso de ella, esta joven tiene un año para que-
rellarse, si no lo hace, prescribe su pretensión punitiva.

Con la reforma que se plantea, este lapso de un año co-
menzará a correr a partir de que la joven cumpla 18 años,
por lo que puede querellarse incluso a la edad de 19 años y
no de 14 años, como actualmente se encuentra.

Por otro lado, en los casos de delitos que se persigan de ofi-
cio, la pretensión punitiva prescribe

1. En un plazo igual al término medio aritmético de la
pena privativa de la libertad, incluidas las modalidades
del delito cometido, pero en ningún caso será menor de
tres años.

2. En un año, si el delito se sanciona con multa.

3. En un plazo de dos años, si el delito se sanciona con
destitución, suspensión, privación de derecho o inhabi-
litación.

Por ejemplo, si se comete el delito de abuso sexual a una
adolescente de 13 años, en donde existió violencia física o
moral, este delito se perseguirá de oficio, siguiendo las re-
glas establecidas.

En este sentido, la pena privativa de la libertad con que se
sanciona esta conducta va de de seis meses a cuatro años
de prisión (puede aumentarse hasta en una mitad en su mí-
nimo y máximo, si es cometido por ascendiente, bajo su
custodia, guarda o educación, etcétera). Entonces, el térmi-
no medio aritmético de la pena privativa de la libertad pa-
ra este delito es de 2.25 años (si es que no se aumentó).
Siendo así que esta joven de 13 años tendrá un plazo de
2.25 años para denunciar, en caso contrario, la pretensión
punitiva prescribirá.

Con la reforma que se plantea, este lapso de 2.25 años co-
menzará a correr a partir de que la joven cumpla 18 años,
por lo que puede querellarse hasta que tenga 20.25 años y
no 15.25 años, como actualmente se encuentra.

Es por ello que el plazo para la prescripción de la preten-
sión punitiva en el caso de abuso sexual cometido contra
una persona menor de edad comenzará a correr a partir de
que la persona menor de edad cumpla 18 años, dando así
un margen lógico para que la víctima pueda denunciar el
ilícito que ha conculcado su intimidad.
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La razón de lo anterior radica esencialmente en que al pa-
so del tiempo un niño o adolescente abusado sexualmente
pierde su derecho a denunciar el ilícito, simplemente por-
que pasó el tiempo y por su corta edad o por la falta de au-
xilio de un mayor no se denunció en su momento, por lo
que se propone que hasta que se adquiera la mayoría de
edad es hasta en tanto pueda comenzar a correr el tiempo
de prescripción.

Con todo lo expuesto y fundado, en aras de otorgar una
mayor protección a los menores de edad víctimas del deli-
to y a fin de evitar su revictimización, presentamos ante el
pleno de esta honorable Cámara de Diputados la siguiente
iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones
del Código Federal de Procedimientos Penales y el Có-
digo Penal Federal

Artículo Primero. Se reforman los artículos 2o., 86, 111,
115, 116, 117,141, Apartado A, fracción XIV, 142,147, 168
Bis, 210, 243, 247, 249 y 285; y se adicionan los artículos
86 Bis, 115 Bis, 264 Bis, 264 Ter y 388 Bis del Código Fe-
deral de Procedimientos Penales para quedar como sigue:

Artículo 2o. ... 

I. a V. ...

V. Bis. A que se le garantice la asistencia legal, médi-
ca y psicológica necesaria y especializada, a las per-
sonas menores de edad, que de cualquier modo in-
tervengan en las diversas etapas del procedimiento;

…

Artículo 86. ...

A consideración del Ministerio Público, del juzgador o
a petición de parte, se limitará la publicidad de las au-
diencias, cuando vaya en contra de la integridad física
y emocional de la persona menor de edad, donde inter-
vendrán únicamente las personas con interés legítimo.
Se procurará que el menor víctima no tenga contacto
con el inculpado.

Artículo 86 Bis. La participación de los menores de
edad en las audiencias, estará limitada a lo estricta-
mente necesario, de conformidad con el principio del
interés superior del niño, en los siguientes términos:

I. En toda audiencia en donde participe un menor de
edad, se deberá asigna un lugar especial donde úni-
camente se encuentre el menor, su representante, el
Ministerio Público, el juez, debiendo estar todo el
personal capacitado en materia de infancia. Las de-
más partes podrán tener acceso a la audiencia a tra-
vés de cámaras de televisión alternas, que transmiti-
rán la diligencia en vivo.

II. La declaración de la persona menor de edad tiene
preferencia en el orden de desahogo de las pruebas
que obran en la causa penal y se llevará a cabo de
acuerdo con lo dispuesto en este código.

III. Los menores de edad únicamente deberán compa-
recer para la toma de la declaración ministerial y la
primera audiencia principal de desahogo de pruebas.

IV. Las audiencias se videograbarán, previa certifi-
cación del secretario de Acuerdos correspondiente, y
los videos y medios de almacenamiento quedarán ba-
jo el estricto resguardo del responsable de la agencia
del Ministerio Público y posteriormente por el juez,
depositado en áreas específicas y diseñadas para
efecto de mantener inviolable su reserva en todo mo-
mento. El funcionario público que viole dicha reser-
va será sancionado conforme a lo dispuesto por el
Código Penal Federal y la Ley Federal de Responsa-
bilidades Administrativas de los Servidores Públicos.

V. Las demás que se señalen en el titulo de las prue-
bas de este código.

Artículo 111. Si a pesar de no haberse hecho la notifica-
ción en la forma que este código previene, la persona que
debe ser notificada se muestra sabedora de la providencia,
se tendrá por hecha la notificación. Este precepto no apli-
cará para las víctimas u ofendidos menores de edad.

Artículo 115. Cuando la víctima u ofendido sea menor de
edad, pero mayor de dieciséis años, podrá querellarse por
sí mismo o por quien esté legitimado para ello. Tratándose
de delitos cometidos en contra de personas menores de
esta edad o de otros incapaces, cualquier persona pue-
de presentar la denuncia de hechos correspondiente.

Artículo 115 Bis. La denuncia que realicen las personas
menores de edad víctimas de un delito deberá ser vide-
ograbada y tomada de inmediato ante la presencia ex-
clusiva del represente legal y/o persona de confianza del
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menor y del agente del Ministerio Público quien deberá
estar capacitado en la atención de menores, pudiendo
solicitar el apoyo de personal especializado en la aten-
ción psicológica y emocional de menores

La toma de declaración se realizará en lugar apto para
los menores de edad, procurando contar con un espacio
físico agradable para el menor y en donde se le proteja
del contacto con el inculpado o con asuntos ajenos a su
interés.

Se exime al menor de edad de expresarse con las for-
malidades que marca la ley, pudiendo el Ministerio Pú-
blico o juez suplir las deficiencias.

Artículo 116. Toda persona que tenga conocimiento de la
comisión de un delito que deba perseguirse de oficio o co-
metido en contra de un menor de edad está obligada a
denunciarlo ante el Ministerio Público y, en caso de urgen-
cia, ante cualquier funcionario o agente de policía.

Artículo 117. Toda persona que en ejercicio de funciones
públicas tenga conocimiento de la probable existencia de
un delito que deba perseguirse de oficio o cometido en
contra de un menor de edad, está obligada a participarlo
inmediatamente al Ministerio Público, trasmitiéndole to-
dos los datos que tuviere, poniendo a su disposición, desde
luego, a los inculpados, si hubieren sido detenidos.

Artículo 141. La víctima o el ofendido por algún delito
tendrán los derechos siguientes:

A. ... 

...

XIV. Recibir atención médica y psicológica cuando la
requieran y, en caso de delitos que atenten contra la li-
bertad y el normal desarrollo psicosexual, a recibir esta
atención por una persona de su mismo sexo. Cuando la
víctima sea menor de edad, a que el auxilio sea pro-
porcionado por personal especializado en el trata-
miento de menores y le dé seguimiento a la recupe-
ración postraumática;

...

Artículo 142. ...

…

Tratándose de delitos graves o de aquellos que atenten
en contra de menores de edad, la radicación se hará de in-
mediato y el juez ordenará o negará la aprehensión o cateo
solicitados por el Ministerio Público, dentro de las veinti-
cuatro horas contadas a partir del momento en que se haya
acordado la radicación.

…

…

Artículo 147. La instrucción deberá terminarse en el me-
nor tiempo posible. Cuando exista auto de formal prisión y
el delito tenga señalada una pena máxima que exceda de
dos años de prisión, se terminará dentro de diez meses; si
la pena máxima es de dos años de prisión o menor, o se hu-
biere dictado auto de sujeción a proceso, la instrucción de-
berá terminarse dentro de tres meses. Cuando se trate de
delitos graves contra menores de edad, la instrucción se
deberá agotar dentro de los seis meses.

…

…

Artículo 168 Bis. ...

Dichas muestras deberán ser obtenidas por personal espe-
cializado y del mismo sexo, y con estricto apego al respe-
to a la dignidad humana. Cuando la víctima sea menor de
edad, dicha diligencia será realizada por personal espe-
cializado en el tratamiento de menores.

…

Artículo 210. ...

Cuando la inspección pueda impactar en la estabilidad
emocional de las personas menores de edad, no estarán
obligadas a presentarse en el lugar de la inspección, sal-
vo juicio contrario, fundado y motivado del Ministerio
Público o el juez.

Artículo 243. ...

No se aplicará lo previsto en el párrafo anterior en los
casos de violación, abuso sexual y hostigamiento sexual
cometido en contra de menores de edad ni en el caso de
delitos previstos en el Título Octavo del Libro Segundo
del Código Penal Federal.
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Artículo 247. ...

…

A los menores de dieciocho años, en vez de hacérseles sa-
ber las penas en que incurren los que se producen con fal-
sedad, se les exhortará para que se conduzcan con verdad,
explicándoles claramente de manera que puedan entender
el alcance de ésta y el objetivo de la diligencia, evitando en
todo momento atemorizar al menor.

Artículo 249. ...

Cuando el testigo sea menor de edad, deberá estar
acompañado por su representante legal o persona de
confianza, el juzgador deberá estar de manera persona-
lísima en la práctica de la diligencia y toda la declara-
ción deberá ser videograbada, a fin de evitar posterio-
res comparecencias innecesarias.

…

Artículo 264 Bis. Cuando el declarante sea menor de
edad, el juez o el Ministerio Público de oficio deberán
acordar que la diligencia de confrontación se efectúe en
un lugar donde no puedan ser vistos o identificados por
el probable responsable. La confrontación se llevará a
cabo en recintos separados, con la ayuda de cualquier
medio electrónico audiovisual, de tal manera que el de-
clarante pueda reconocer o identificar al inculpado.

Artículo 264 Ter. Cuando el declarante sea menor de
edad, además de lo previsto por el artículo anterior, el
Ministerio Público o juez deberán

I. Asegurarse que las personas objeto de la confron-
tación no vean ni escuchen o puedan identificar al
declarante;

II. Asegurarse que el declarante no escuche a las per-
sonas objeto de la confrontación, y

III. No presionar ni obligar al menor de edad para
que señale a persona alguna.

Artículo 285. ...
…

Para la valoración de la prueba en donde participen
menores de edad, se tomará en consideración las carac-

terísticas de la infancia y el grado de desarrollo del me-
nor.

Artículo 388 Bis. Cuando se decrete la reposición de ac-
tuaciones, se salvaguardarán las diligencias en las que
haya participado una victima, ofendido o testigo menor
de edad, tales como la declaración principal, las prue-
bas testimonial, pericial médica y psicológica, sin que se
puedan repetir de manera injustificada, salvo juicio
contrario del Juez, mismo que deberá estar fundado,
procurando siempre no afectar la estabilidad emocional
y psicológica del menor.

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 102 del Código
Penal Federal para quedar como sigue:

Artículo 102. ...

...

En el caso de violación o abuso sexual cometido contra
una persona menor de edad, y en el caso de los delitos
previstos en el Título Octavo del Libro Segundo del Có-
digo Penal Federal, el plazo para la prescripción de la
acción penal comenzará a correr a partir de que la per-
sona menor de edad cumpla 18 años.

Transitorios

Primero. Publíquese  en el Diario Oficial de la Federación
para su mayor difusión.

Segundo. El presente decreto entrará en vigor 60 días des-
pués de su publicación en el Diario Oficial de la Federación,
lapso en el que la Procuraduría General de la República rea-
lizará las adecuaciones administrativas conducentes para la
aplicación de la presente reforma.

Notas:

1 Naciones Unidas. Manual de procedimiento penal y protección inte-
gral de niños, niñas y adolescentes, víctimas de trata de personas y ex-
plotación laboral/sexual. Bogotá: Oficina de las Naciones Unidas con-
tra la Droga y el Delito. 2007.

2 Miguel Cillero, La protección de la explotación sexual de la infancia
y la adolescencia en el marco de la convención sobre los derechos del
niño. Unicef Chile.
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3 Angulo, Castañer, Griesbach, Magaloni y Rivera, El niño, víctima del
delito: fundamentos y orientaciones para una reforma procesal penal.
México, DF, 2005.

4 Ídem.

5 Griesbach, Margarita; y Castañer, Analía. Acciones para evitar la re-
victimización del niño víctima del delito. Oficina de Defensoría de los
Derechos de la Infancia, AC, México, DF, 2006, página 60.

6 Griesbach Guízar, Margarita. Características de una legislación pro-
cesal adecuada para la atención y protección a víctimas de trata y ex-
plotación sexual comercial infantil. Oficina de Defensoría de tos De-
rechos de la Infancia, AC, México, DF, diciembre de 2007.

Dado en el recinto legislativo de la Cámara de Diputados, a 18 de no-
viembre de 2009.— Diputados: Agustín Castilla Marroquín (rúbrica),
Jaime Arturo Vázquez Aguilar , María Antonieta Pérez Reyes, Ricardo
Sánchez Gálvez, Camilo Ramírez Puente, María Esther Scherman
Leaño, Rosario Brindis Álvarez, Óscar Martín Arce Paniagua, Rafael
Pacchiano Alaman, David Ricardo Sánchez Guevara, Alberto Emilia-
no Cinta Martínez, Héctor Eduardo Velasco Monroy, Luis Antonio
Martínez Armengol, Víctor Alejandro Balderas Vaquera, Jesús Gerar-
do Cortez Mendoza, Miguel Antonio Osuna Millán, José Ignacio Sea-
ra Sierra, Gastón Luken Garza, Sergio Gama Dufour, Juan Nicolás Ca-
llejas Arroyo, César Octavio Pedroza Gaitán, María de Jesús Aguirre
Maldonado, Guillermo José Zavaleta Rojas, Alfredo Francisco Lugo
Oñate, Luz Carolina Gudiño Corro, Antonio Benítez Lucho, Judith Fa-
biola Vázquez Saut, Maurilio Ochoa Millán, Enoé Margarita Uranga
Muñoz, Guadalupe Acosta Naranjo, José Tomás Carrillo Sánchez, Sal-
vador Manzur Díaz, Carlos Cruz Mendoza, Rosalina Mazari Espín,
Sergio Tolento Hernández, María Teresa Rosaura Ochoa Mejía, Gusta-
vo Antonio Miguel Ortega Joaquín, Juan Pablo Escobar Martínez, Juan
José Cuevas García, Tomás Gutiérrez Ramírez, Mercedes del Carmen
Guillén Vicente, María del Carmen Izaguirre Francos, Cristabell Za-
mora Cabrera, Nancy González Ulloa, Oralia López Hernández, Gua-
dalupe Eduardo Robles Medina, Lorena Corona Valdés, Gloria Rome-
ro León, Velia Idalia Aguilar Armendáriz, Francisco Javier Ramírez
Acuña, Carlos Samuel Moreno Terán, Alfredo Javier Rodríguez Dávi-
la, Lucila del Carmen Gallegos Camarena, Yolanda de la Torre Valdez,
Genaro Mejía de la Merced, Patricio Chirinos del Ángel, Víctor Félix
Flores Morales y María Isabel Pérez Santos (rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, diputado. Como lo solicita, insértese
en el Diario de los Debates y túrnese a la Comisión de
Justicia.

La diputada Yolanda de la Torre Valdez (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Sí, diputada. Dígame, diputada De la Torre.

La diputada Yolanda de la Torre Valdez (desde la curul):
Si me permite el diputado adherirme a su propuesta.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Señor diputado Agustín Carlos Castilla Marroquín, la
diputada De la Torre solicita adherirse. ¿Tendría algún in-
conveniente usted? 

El diputado Agustín Carlos Castilla Marroquín (desde
la curul): Ninguno, presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: El diputado acepta que se adhieran las compañeras di-
putadas y los compañeros diputados que gusten hacerlo.
Pasen por favor a la Secretaría, para poder suscribir el do-
cumento correspondiente.

CAMARA DE DIPUTADOS

La diputada Laura Itzel Castillo Juárez (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Sí, diputada Castillo.

La diputada Laura Itzel Castillo Juárez (desde la curul):
Una pregunta, diputado presidente. Le quiero solicitar in-
formación en relación con las razones por las cuáles se en-
cuentra la Policía Federal Preventiva aquí en los escalones
del propio recinto.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Porque están encargados de vigilar la seguridad de to-
das y todos los señores diputados. Ése es el tema y ésa es
la respuesta que le puedo a usted proporcionar.

El diputado César Augusto…

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña
(desde la curul): Presidente.
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El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Sí, diputado Fernández Noroña, dígame.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña
(desde la curul): No se moleste, diputado presidente, es una
facultad que usted tiene, el asunto de la seguridad.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Sí.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña
(desde la curul): Pero le queremos compartir la preocupa-
ción que siendo la casa del pueblo parece excesivo. Nos he-
mos encontrado, como dijo la diputada Laura Itzel Castillo,
en la escalera aquí para subir a nuestras oficinas, decenas de
PFP con escudos, toletes, cascos y todo este asunto, que rea-
lmente no sólo es excesivo, sino que le pediríamos de ma-
nera respetuosa y sensible, que revisara esta situación, por-
que no hay ninguna razón para ello, nos parece.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: No nos molestamos, diputado, al contrario, le estamos
dando la información y la respuesta que no tiene ningún
otro doblez. Yo estoy obligado a tener y mantener la segu-
ridad de las señoras y señores diputados y para ese efecto
es por lo que lo estamos haciendo. Ninguna otra razón.

LEY DE FISCALIZACION Y RENDICION 
DE CUENTAS DE LA FEDERACION - 

LEY ORGANICA DEL CONGRESO GENERAL DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS - 

REGLAMENTO PARA EL GOBIERNO INTERIOR
DEL CONGRESO GENERAL DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra el diputado César Augusto Santiago
Ramírez, del Grupo Parlamentario del PRI, para presentar
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley de Fiscalización y Rendi-
ción de Cuentas de la Federación, de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos.

El diputado César Augusto Santiago Ramírez: Buenas
tardes compañeras y compañeros diputados. Quiero pre-
sentar esta iniciativa que tiene un tema, para mi gusto, de

la mayor importancia, pero en vez de leer el texto prefiero
compartir con ustedes una reflexión, porque creo que es
una tarea común de todos los diputados el cumplir con es-
te rito republicano de la Cámara, que anualmente solía rea-
lizarse con la mayor exactitud.

Es mi convicción que desde la instauración del gobierno
panista este rito ya no se cumple, de manera lamentable, di-
ría yo. Hay tres eventos al final de cada año de naturaleza
económica que le tocan a la Cámara resolver, algunas, dos
de ellas, de manera exclusiva.

Lo primero es la posibilidad de decidir en la soberanía po-
pular los impuestos y las contribuciones que se harán a la
ciudadanía para poder garantizar el ejercicio fiscal del año
siguiente.

El segundo tema es la aprobación, discusión y dictamina-
ción del Presupuesto de Egresos de la Federación, que aca-
ba de concluir, y solía ser tan importante como los dos an-
teriores, la discusión y la aprobación de la cuenta pública.

Este asunto, amigas y amigos legisladores, desde 2003 ya
no se da en esta Cámara. Es decir, la última cuenta pública
discutida y aprobada en la Cámara es la que corresponde al
ejercicio fiscal de 2002. No puede esta soberanía legitimar
el cinismo que convierte la rendición de cuentas en un ejer-
cicio de fuegos fatuos; es decir, comentarios, declaracio-
nes, expresiones fuertes en los medios y en la ejecución de
las tareas cotidianas de revisión y rendición de cuentas, nu-
la eficacia y efectividad.

No podemos seguir en este ejercicio que cotidianamente
escuchamos, de que un gobierno para ser democrático tie-
ne que sustentarse en el principio de rendición puntual de
sus cuentas. Peor aun no puede la Cámara de Diputados
eludir este debate con la única circunstancia de que como
el plazo límite era septiembre y septiembre ya pasó, haga-
mos caso omiso del evento para no discutir con prontitud
las cuentas públicas a que tenemos derecho y obligación
ética, legal y moral.

Mi iniciativa trata de dar una solución a este problema, no
es nada nuevo, es un tema que de manera recurrente se pre-
senta en la Cámara. La Comisión de Presupuesto y Cuenta
Pública tiene esa facultad, pero no la ha ejercido, no tiene
tiempo. Sería injusto insistir en que fuera esta comisión la
que al final de cuentas establezca la circunstancia de dicta-
minación de la cuenta pública.
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Tan no es eficaz, tan no es posible, que vean ustedes que no
hemos dictaminado ya cuentas públicas tan importantes.
Existen las modificaciones a la ley de la materia, de 1999,
que dan un procedimiento exhaustivo para la revisión de la
cuenta pública.

¿Qué estoy proponiendo en esta iniciativa? Primero, con
todo afecto para las legisladoras y legisladores, que con-
cluyamos el ciclo en materia económica que está omiso en
su parte para mí más importante; el de la rendición de
cuentas.

Segundo, que discutamos, con base en esta iniciativa, si
debe seguir siendo la Comisión de Presupuesto y Cuenta
Pública quien dictamine la cuenta pública, o pasemos esta
actividad a la Comisión de Vigilancia del Órgano de Fisca-
lización Superior, que cuenta con los elementos, con la dis-
posición y con la capacidad para poder hacerlo, y sólo le
falta la voluntad de ustedes para que pueda hacerlo con efi-
cacia.

Ésta es la iniciativa. La dejo aquí a consideración de todos
ustedes. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la
Federación, y Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, así como del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, a cargo del diputado César Augusto
Santiago Ramírez, del Grupo Parlamentario del PRI

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y 55, fracción II, 56, 62 y 63 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, nos permitimos presentar a con-
sideración de esta honorable asamblea la presente iniciati-
va por la que se reforman los artículos 36, 76 y 77,
fracciones II y III, de la Ley de Fiscalización y Rendición
de Cuentas de la Federación; 39, numeral 2, fracción
XXVIII; 40, numeral 4, y 45, numeral 5, de la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos;
y 80 y 81 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos; se adicio-
na una fracción VII al artículo 2 de la Ley de Fiscalización
y Rendición de Cuentas de la Federación, y se recorren las
subsecuentes, y una fracción XL al artículo 39, numeral 2,
y se recorren las subsecuentes, de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos.

Exposición de Motivos 

Las reformas en el año 1999 a los artículos 73, 74, 78 y 79
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos impulsaron cambios fundamentales en la estrategia de
fiscalización superior en el país. La centenaria Contaduría
Mayor de Hacienda se transformó en la Auditoría Superior
de la Federación, a la que se le dotó de autonomía técnica
y de gestión para decidir sobre su organización interna.
Asimismo, se le facultó para que participara en proyectos
sobre el control de los procesos de gestión del Estado. Di-
chas reformas permitieron ampliar las labores de análisis a
la información de la Cuenta Pública, intervenir en la fiscali-
zación de recursos federales transferidos a entidades federa-
tivas y municipios, y fortalecer sus facultades para sancionar
directamente a los infractores, entre otros aspectos. 

Para ser congruentes con estas reformas, el Congreso de la
Unión aprobó la Ley de Fiscalización Superior de la Fede-
ración, misma que sustituyó a la Ley Orgánica de la Con-
taduría Mayor de Hacienda, y que fue resultado de las ini-
ciativas presentadas tanto por el Ejecutivo federal como
por los grupos parlamentarios de los partidos Revoluciona-
rio Institucional, Acción Nacional y de la Revolución De-
mocrática, representados en el Poder Legislativo, y que pa-
ra efectos de la revisión de la Cuenta Pública tuvo vigencia
a partir de la revisión de la Cuenta Pública de 2001.

Sin embargo, la sociedad mexicana, en su transformación
vertiginosa, demanda cambios estructurales que fortalez-
can la transparencia y rendición de cuentas, ya que es de-
ber de todo gobernante, además de derecho de los ciudada-
nos, conocer cómo es que han sido aplicados los recursos
públicos. 

En un estado democrático como el nuestro, es premisa fun-
damental llevar a cabo una efectiva y eficiente rendición de
cuentas que permita a los gobernados estar cada vez mejor
informados sobre el destino, uso, aplicación, manejo y cus-
todia de los recursos públicos.

Por ello, y con el objeto de actualizar los mecanismos im-
plementados para la revisión de la Cuenta de la Hacienda
Pública Federal, es que el 7 de mayo de 2008 se publicó en
el Diario Oficial de la Federación, el decreto por el cual se
reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en
materia de fiscalización y gasto público. De las reformas
que destacan es la actualización de las fechas para la entre-
ga de la Cuenta Pública y del Informe del Resultado, así

Año I, Primer Periodo, 18 de noviembre de 2009 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados128



como el fortalecimiento de la entidad de fiscalización su-
perior de la Federación en su atribución de revisar la Cuen-
ta Pública. 

Para lograr los objetivos trazados era indispensable contar
con una legislación secundaria acorde a los cambios apro-
bados. De ahí que después de un minucioso estudio y de la
recopilación de las diversas iniciativas presentadas por los
partidos políticos representados en la LX Legislatura del
Congreso de la Unión se aprobó la Ley de Fiscalización y
Rendición de Cuentas de la Federación, publicada el 29 de
mayo de 2009 en el Diario Oficial de la Federación, misma
que abrogó la Ley de Fiscalización Superior de la Federa-
ción.

No obstante lo anterior, es indispensable precisar algunos
aspectos como

La Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Fe-
deración prevé en su artículo 36 que la Comisión de Presu-
puesto y Cuenta Pública deberá presentar a más tardar el 30
de septiembre del año siguiente al de la presentación de la
Cuenta Pública, al Pleno de la Cámara de Diputados, el
dictamen sobre el análisis del Informe del Resultado y del
contenido de la Cuenta Pública. 

La iniciativa que estoy sometiendo a su consideración
plantea que sea la Comisión de Vigilancia la encargada de
emitir dicho dictamen, en virtud de que es ésta quien co-
noce y analiza el Informe del Resultado. Además de san-
cionar a los legisladores que por el motivo que fuere, obs-
taculicen la dictaminación de la Cuenta Pública.

Aunado a lo anterior, nos encontramos con el problema de
que las Cuentas Públicas correspondientes a los ejercicios
fiscales de 2002, 2003, 2004 y 2005 no han sido dictami-
nadas y, como si esto no fuera suficiente, no existe cons-
tancia de que a la fecha se haya emitido dictamen respecto
de las Cuentas Públicas de 2006 y 2007.

Esto es un grave problema, ya que el decreto en mención
establece en su artículo cuarto transitorio lo siguiente:

“Cuarto. Las Cuentas Públicas anteriores a la corres-
pondiente al ejercicio fiscal 2008 se sujetarán a lo si-
guiente:

I. La Cámara de Diputados, dentro de los 180 días natu-
rales posteriores a la entrada en vigor de este Decreto,
deberá concluir la revisión de las Cuentas Públicas co-

rrespondientes a los ejercicios fiscales 2002, 2003, 2004
y 2005.

II. Las Cuentas Públicas correspondientes a los ejerci-
cios fiscales 2006 y 2007 serán revisadas en los térmi-
nos de las disposiciones aplicables en la materia antes
de la entrada en vigor de este Decreto.

III. La Cámara de Diputados deberá concluir la revisión
de la Cuenta Pública del ejercicio fiscal de 2006 duran-
te el año 2008.

IV. La Cuenta Pública correspondiente al ejercicio fiscal
2007 será presentada a más tardar el 15 de mayo de
2008, el informe del resultado el 15 de marzo de 2009 y
su revisión deberá concluir en 2009.”

De lo anterior se desprende que es urgente que se presen-
ten los dictámenes correspondientes para de este modo dar
cumplimiento a la normativa.

Es menester señalar que estoy consciente que la Comisión
de Presupuesto y Cuenta Pública está muy ocupada con el
estudio y dictamen del proyecto de Presupuesto de Egresos
de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2010, y que
además de esto no participa del análisis al Informe del Re-
sultado, lo que dificulta más su actuar.

Como adición a lo anterior, se propone que la denominación
de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública se actuali-
ce a Comisión de Presupuesto, en virtud de que, como ya se
ha dicho, quien está a cargo de la revisión de la Cuenta Pú-
blica es la Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior
de la Federación y, como será ésta quien emita el dictamen,
es preciso ser congruente con la reforma planteada.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta soberanía la iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman los artículos 36, 76 y 77, fracciones II y
III, de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de
la Federación; 39, numeral 2, fracción XXVIII; 40, nume-
ral 4, y 45, numeral 5, de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos; y 80 y 81 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos; se adiciona una frac-
ción VII al artículo 2 de la Ley de Fiscalización y Rendi-
ción de Cuentas de la Federación, y se recorren las
subsecuentes, y una fracción XL al artículo 39, numeral 2,
y se recorren las subsecuentes, de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos.
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Iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
man los artículos 36, 76 y 77, fracciones II y III, de la
Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Fe-
deración; 39, numeral 2, fracción XXVIII; 40, numeral
4, y 45, numeral 5, de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos; y 80 y 81 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos; se adiciona
una fracción VII al artículo 2 de la Ley de Fiscalización
y Rendición de Cuentas de la Federación, y se recorren
las subsecuentes, y una fracción XL al artículo 39, nu-
meral 2, y se recorren las subsecuentes, de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos.

Artículo Primero. Se adiciona una fracción VII al artícu-
lo 2, y se recorren las subsecuentes; se reforma y se adi-
ciona un párrafo segundo al artículo 36 y el segundo pasa
a ser tercero; y se reforma el artículo 76 y se le adiciona
una fracción IV al artículo 77, y se recorren las subsecuen-
tes, de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de
la Federación, para quedar como sigue:

Artículo 2. ...

I. a VI. ...

VII. Dictamen. La opinión técnica que emite la Co-
misión como resultado de la revisión de la Cuenta
Pública y del Informe del Resultado, tomando en
consideración las opiniones que rindan las comisio-
nes ordinarias de la Cámara, cuya competencia se
corresponda con los diversos ramos de la Adminis-
tración Pública Federal.

VIII. a XX. ...

Artículo 36. La Comisión estudiará el Informe del Resul-
tado y el contenido de la Cuenta Pública, llevará a cabo el
análisis a que se refiere el artículo 34 de esta Ley. Asimis-
mo, emitirá el dictamen de conclusión de la revisión de la
Cuenta Pública, a más tardar el 30 de septiembre del año
siguiente al de su presentación.

En el supuesto de que la Comisión no emita el dictamen
en el término antes citado, se considerará revisada la
Cuenta Pública que corresponda. 

…

Artículo 76. Para los efectos de lo dispuesto en la fracción
II y en el último párrafo de la fracción VI, del artículo 74
constitucional, la Cámara contara con la Comisión que ten-
drá las atribuciones de coordinar las relaciones entre aqué-
lla y la Auditoría Superior de la Federación; evaluar el des-
empeño de esta última; constituir el enlace que permita
garantizar la debida coordinación entre ambos órganos; so-
licitarle que le informe sobre la evolución de sus trabajos
de fiscalización y elaborar el dictamen con base en el
análisis del contenido de la Cuenta Pública y las con-
clusiones técnicas del Informe del Resultado de la Au-
ditoría Superior de la Federación. 

Artículo 77. Son atribuciones de la Comisión:

I. a III. ...

IV. Elaborar el dictamen de la conclusión de la revi-
sión de la Cuenta Pública, a más tardar el 30 de sep-
tiembre del año siguiente al de su presentación.

V. a XVI. ...

Artículo Segundo. Se reforma la fracción XXVIII y se
adiciona una fracción XL al artículo 39, numeral 2, y se re-
corren las subsecuentes; se reforma el artículo 40, numeral
4, se adiciona el numeral 5, y se recorren los subsecuentes;
y se reforman el artículo 45, numeral 5, todos de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, para quedar como sigue: 

Artículo 39.

1. ...

2. La Cámara de Diputados cuenta con comisiones ordina-
rias que se mantienen de legislatura a legislatura y son las
siguientes:

I. Agricultura y Ganadería;

II. Asuntos Indígenas;

III. Atención a Grupos Vulnerables;

IV. Ciencia y Tecnología;

V. Comunicaciones;
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VI. Cultura;

VII. Defensa Nacional;

VIII. Derechos Humanos;

IX. Desarrollo Metropolitano;

X. Desarrollo Rural;

XI. Desarrollo Social;

XII. Economía;

XIII. Educación Pública y Servicios Educativos;

XIV. Energía;

XV. Equidad y Género;

XVI. Fomento Cooperativo y Economía Social;

XVII. Fortalecimiento al Federalismo;

XVIII. Función Pública;

XIX. Gobernación;

XX. Hacienda y Crédito Público;

XXI. Justicia;

XXII. Juventud y Deporte;

XXIII. Marina;

XXIV. Medio Ambiente y Recursos Naturales;

XXV. Participación Ciudadana;

XXVI. Pesca;

XXVII. Población, Fronteras y Asuntos Migratorios;

XXVIII. Presupuesto;

XXIX. Puntos Constitucionales;

XXX. Radio, Televisión y Cinematografía;

XXXI. Recursos Hidráulicos;

XXXII. Reforma Agraria;

XXXIII. Relaciones Exteriores;

XXXIV. Salud;

XXXV. Seguridad Pública;

XXXVI. Seguridad Social;

XXXVII. Trabajo y Previsión Social;

XXXVIII. Transportes;

XXXIX. Turismo, y

XL. Vigilancia de la Auditoría Superior de la Fede-
ración

XLI. Vivienda.

3. ...

Artículo 40. 

1. a 3. ...

4. La Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la
Federación realiza las tareas que le marca la Constitución,
la correspondiente ley reglamentaria y esta ley. Esta Co-
misión tendrá facultades para dictaminar la conclusión
de la revisión de la Cuenta Pública, con independencia
de las labores legislativas que le correspondan en razón
de su naturaleza. 

5. Para que ocurra la afirmativa ficta que establece el
artículo 36 de la Ley de Fiscalización y Rendición de
Cuentas de la Federación, se deberá dar el supuesto de
que la causal de la dilación u omisión en la emisión del
dictamen no sea por motivos de los integrantes del par-
tido al cual pertenezca el Titular del Ejecutivo Federal.
En el supuesto de que se dé la figura citada, los diputa-
dos integrantes de la Comisión incurrirán en responsa-
bilidad administrativa por negligencia en el desempeño
de sus funciones legislativas. 

6. ...
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Artículo 45.

1. a 4. ... 

5. Asimismo, la Comisión de Vigilancia de la Auditoría
Superior de la Federación deberá solicitar a las comi-
siones a que hace referencia el párrafo anterior, opinión
sobre aspectos o contenidos específicos del Informe del
Resultado, de su análisis y de la Cuenta Pública, que
rendirán máximo al 31 de julio, para que con base en
ellos elabore el dictamen correspondiente a más tardar
el 30 de septiembre del año siguiente al de la presenta-
ción de la Cuenta Pública.

6. ...

Artículo Tercero. Se reforman los artículos 80 y 81 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos para quedar como sigue:

Artículo 80. La Comisión de Presupuesto se integrará
conforme a lo establecido en el artículo 43, numeral 2, de
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, a la cual pasará una vez que se reciba
el Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación. 

La Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior de
la Federación recibirá de la Mesa Directiva de la Cá-
mara de Diputados o de la Comisión Permanente del
Congreso de la Unión, la Cuenta Pública para turnarla
a la Auditoría Superior de la Federación.

Artículo 81. La Comisión de Presupuesto tendrá la obli-
gación, de examinar el Proyecto de Presupuesto de
Egresos de la Federación y presentar dictamen sobre el
mismo para ser aprobado a más tardar el 15 de no-
viembre, salvo en el caso previsto por el artículo 83
constitucional. 

La Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior de
la Federación tendrá la obligación de examinar la
Cuenta Pública, el Informe del Resultado de su revi-
sión, así como las opiniones que emitan las comisiones
ordinarias de la Cámara, cuya competencia correspon-
da con los ramos de la Administración Pública Federal,
a fin de que someta a votación del Pleno de la Cámara
de Diputados, el dictamen de la revisión de la Cuenta
Pública, a más tardar el 30 de septiembre del año si-
guiente al de su presentación. 

Transitorios 

Artículo Primero. Se derogan todas las disposiciones que
se opongan al contenido de este decreto.

Artículo Segundo. El presente decreto entrará en vigor a
partir de la revisión de la Cuenta de la Hacienda Pública
Federal 2008. 

Palacio Legislativo, San Lázaro, a 18 de noviembre de 2009.— Dipu-
tados: César Augusto Santiago Ramírez, María de Jesús Aguirre Mal-
donado, Rosalina Mazari Espín, Juan Nicolás Callejas Arroyo, María
Teresa Rosaura Ochoa Mejía, Manuel Cadena Morales, Carlos Cruz
Mendoza, Carlos Samuel Moreno Terán, María del Carmen Izaguirre
Francos, Mercedes del Carmen Guillén Vicente, José Gerardo Rodolfo
Fernández Noroña, Héctor Eduardo Velasco Monroy, Jaime Arturo
Vázquez Aguilar, Jesús Antonio Martínez, Luis Antonio Martínez Ar-
mengol, José Ramón Martel López, María Esther de Jesús Scherman
Leaño (rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, señor diputado César Augusto Santia-
go Ramírez. Túrnese a las Comisiones Unidas de la Fun-
ción Pública, y de Régimen, Reglamentos y Prácticas
Parlamentarias.

Sí, diputado. Diputado Fernández Noroña.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña
(desde la curul): Quisiera pedirle, diputado presidente, si le
solicita al diputado César Augusto Santiago que me permi-
ta sumarme a su iniciativa.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Diputado César Augusto Santiago, ¿tiene usted incon-
veniente en que se sume el diputado Fernández Noroña?

El diputado César Augusto Santiago Ramírez (desde la
curul): No, señor presidente, ningún inconveniente. Entre
más se sumen, mejor.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muy bien. El señor diputado acepta que se sumen, así
que las señoras y señores diputados que deseen adherirse a
la propuesta del diputado César Augusto Santiago, pasen
por favor a firmar el documento correspondiente.

Se pospone la intervención de la diputada Yolanda de la
Torre Valdez, del  Grupo Parlamentario del PRI, para la si-
guiente sesión.
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ELADIO DE LA CRUZ MALDONADO

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Señoras diputadas y señores diputados, la Mesa Direc-
tiva participa a ustedes el reciente fallecimiento del señor
Eladio de la Cruz Maldonado, quien fuera diputado federal
suplente por el II distrito de Tabasco.

Expresamos nuestras sinceras condolencias a sus familia-
res y amigos, e invito a todos los presentes a ponernos de
pie para guardar un minuto de silencio.

(Minuto de silencio)

Muchas gracias. Descanse en paz.

PROGRAMA DE APOYO AL CAMPO

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Pasamos al capítulo de proposiciones. Se recibió pro-
posición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública y al titular de
Sagarpa a que en el diseño del Procampo se consideren es-
trategias que permitan otorgar una mejor asistencia técnica
y capacitación a los beneficiarios de dicho programa, sus-
crita por diputados integrantes del Grupo Parlamentario del
PRI. 

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública y al titular de
la Sagarpa a considerar en el diseño del Procampo estrate-
gias que permitan otorgar mejor asistencia técnica y capa-
citación a los beneficiarios, suscrita por integrantes del
Grupo Parlamentario del PRI

Los suscritos, diputados Héctor Velasco Monroy, Cruz Ló-
pez Aguilar, Alberto Jiménez Merino, Óscar García Ba-
rrón, Gerardo Sánchez García, Heriberto Ambrosio Cipria-
no, integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional en la LXI Legislatura, presen-
tan proposición con punto de acuerdo por el que se exhor-
ta a la Comisión de Presupuesto y al titular de la Secretaría
de Agricultura, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación,
para que en el diseño del Programa de Apoyo al Campo,
Procampo, se consideren las estrategias que permitan otor-
gar asistencia técnica y capacitación a los beneficiarios de

dicho programa con el propósito de hacer mejor lo que ha-
cen y aprovechar mejor lo que tienen.

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 58 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, y demás normatividad
aplicable, someten a consideración de este pleno, la pre-
sente proposición con punto de acuerdo, en razón de los si-
guientes

Considerandos

La globalización es un proceso de integración entre países
que permite establecer cadenas de producción, distribución
y comercialización de los bienes y servicios que generan
las economías nacionales, lo anterior nos presenta un pa-
norama con aristas de diversa índole, ventajas y desventa-
jas.

Entre las ventajas que se pueden identificar se encuentran
la posibilidad de acceder a un mercado mundial en el cual
la demanda mantiene una línea de crecimiento constante, la
cual puede ser aprovechada por naciones especializadas en
la generación de productos provenientes de los tres secto-
res de la economía.

Entre las desventajas se pueden mencionar la falta de espe-
cialización y el aprovechamiento ineficiente de los avances
tecnológicos aplicados a los procesos productivos, la au-
sencia de estos elementos es más notoria en sectores como
el agrícola, en donde la tecnificación es un proceso que es-
tá inconcluso en México.

El modelo económico sustentado en el aprovechamiento de
las ventajas comparativas no logró consolidarse durante el
tiempo en el que se implantó en nuestro país, ello debido a
que el proceso de apertura comercial de México se dio en
un contexto en el que aún no se contaba con el sustento que
permitiera la integración plena a la globalización.

En el año de 1994, fue instituido el Procampo, atreves del
cual se otorgan apoyos económicos a los campesinos de
acuerdo al número de hectáreas de su propiedad, los apo-
yos son otorgados en dos ciclos anuales, primavera-verano
y otoño-invierno.

El principal objetivo de Procampo es compensar el ingreso
de los productores durante el tiempo de entrada en vigor
del Tratado de Libre Comercio.
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Dicho programa es el segundo en importancia de acuerdo
al monto presupuestal que recibe, en este rubro el Progra-
ma Oportunidades recibe más de 40 mil millones de pesos
en tanto que Procampo tiene un monto de 16 mil millones
de pesos.

Es importante mencionar que el 75 por ciento de los bene-
ficiarios del Procampo tienen más de 55 años de edad con
un promedio de escolaridad de 3.3 años, de igual forma el
programa se creó sin considerar la asistencia técnica, ni la
capacitación.

Si bien es cierto que Procampo se ha caracterizado por la
tranquilidad y convivencia social que genera en sus bene-
ficiarios no ha logrado promover el desarrollo integral de
la población rural.

En este contexto, si consideramos que el nivel de escolari-
dad es bajo y los servicios técnicos se han reducido al pa-
go del apoyo, se puede afirmar que no habrá avances mien-
tras no se ayude a la gente a ayudarse.

La asistencia técnica representa el 31 por ciento de los nue-
vos conocimientos de una persona y generalmente no reba-
sa el 12 por ciento del costo total de un programa determi-
nado. Para aprovechar 90 centavos y lograr un máximo
impacto, siempre será necesario gastar 10 centavos en
quien va a vigilar la aplicación del recurso y a orientar a la
gente. Pueden obtenerse en forma ideal, como recursos adi-
cionales, pero si no incluso del mismo monto asignado. La
fórmula parece ser que de cada peso a fomento, se garanti-
ce un 10 por ciento para desarrollo de capacidades.

Si bien es cierto que debemos reconocer que el Procampo
ha demostrado ser una herramienta eficiente, para la esta-
bilidad social, también es importante reconocer que se pue-
den aprovechar las bondades que el propio programa otor-
ga, haciendo un uso más eficiente de las redes que se han
construido y del eslabonamiento productivo.

Con el objetivo de contar con un sector agropecuario com-
petitivo que cuente con los elementos suficientes que le
permitan hacer frente a la integración de los mercados del
sector primario, aprovechando la estructura productiva na-
cional, es importante fortalecer este tipo de instrumentos
de compensación.

En este sentido, la capacitación y la asistencia técnica diri-
gida al sector primario son dos componentes que permiten
alcanzar la meta de lograr consolidar nuestro papel en el

mercado internacional. Nuestro campo adolece por la falta
de apoyos y de una política pública que le otorgue un me-
jor entorno que impulse su crecimiento.

La proposición que ahora presentamos, tiene el objetivo de
otorgar capacitación y asistencia técnica a los productores
agropecuarios través de Procampo lo que permitirá contar
con un sector agropecuario mejor preparado frente a nues-
tros competidores internacionales. Por otra parte, la pro-
puesta no pretende incidir en un presupuesto mayor para
Procampo, ya que una parte de los recursos se destinará pa-
ra cumplir con lo que se establece en el presente punto de
acuerdo.

Con fundamento en lo anteriormente expuesto, someto a
consideración de esta honorable asamblea, la siguiente pro-
posición con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al titular de la Secretaría de Agricultura,
Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación para que:

1. Dentro de las estrategias y líneas que integran el Pro-
campo, se incluya la capacitación y asistencia técnica,
práctica y demostrativa para los beneficiarios de éste.

2. Se identifiquen recursos hasta por el 10 por ciento del
costo total del programa.

3, Se establezca un programa de asistencia y capacita-
ción que al menos garantice contar con 5 asesores téc-
nicos por cada municipio.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de noviembre de 2009.— Di-
putados: Héctor Velasco Monroy (rúbrica), Cruz López Aguilar, Al-
berto Jiménez Merino, Heriberto Ambrosio Cipriano, Óscar García Ba-
rrón, Gerardo Sánchez García.»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se turna a las Comisiones de Agricultura y Gana-
dería, y de Presupuesto y Cuenta Pública.

PROGRAMA NACIONAL DE BIOCOMBUSTIBLES

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se recibió del diputado Alberto Jiménez Merino, del
Grupo Parlamentario del PRI, proposición por la que se ex-
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horta a los titulares de Sagarpa, de la Sener y de la Semar-
nat a diseñar e implementar un Programa Nacional de Bio-
combustible para fomentar el desarrollo económico regio-
nal, reducir los efectos del calentamiento global y apoyar el
desarrollo de las cadenas productivas, a fin de revertir el de-
terioro de los ecosistemas que existen en el país. 

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
los titulares de la Sagarpa, de la Sener y de la Semarnat a
diseñar e implantar un Programa Nacional de Biocombus-
tibles para fomentar el desarrollo económico regional, re-
ducir los efectos del calentamiento global y apoyar el de-
sarrollo de las cadenas productivas, a fin de revertir el
deterioro de los ecosistemas del país, a cargo del diputado
Alberto Jiménez Merino, del Grupo Parlamentario del PRI

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 58 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos y en la normatividad
aplicable, me permito someter a consideración de esta ho-
norable asamblea la siguiente proposición con punto de
acuerdo, al tenor de los siguientes

Antecedentes

El deterioro de los ecosistemas en el mundo se presenta de
una manera cada vez más constante, situación que nos de-
be ocupar y preocupar. El avance tecnológico en las activi-
dades humanas ha incidido de manera negativa en nuestro
planeta, muestra de ello es el cambio climático que actual-
mente estamos padeciendo. Desde el inicio de la revolu-
ción industrial muchos son los avances y muchos también
los efectos negativos sobre el ambiente.

La explotación irracional y desproporcionada de los recur-
sos materiales, en particular de los energéticos, ha ocasio-
nado que se ponga en riesgo la sustentabilidad de la huma-
nidad.

En el contexto internacional, los países desarrollados se
han preocupado por preservar y conservar la biodiversidad
que aun prevalece en algunas regiones del mundo, cabe
mencionar que México forma parte de estas regiones a pro-
teger. 

Con el objetivo de implementar acciones que permitan re-
ducir los efectos del cambio climático y de otras proble-
máticas que incidan de manera negativa en los ecosiste-
mas, se han signado acuerdos internacionales para cumplir

con dicho fin, muestra de ello son los recientes acuerdos de
Kioto.

Es importante señalar que nuestro país ya cuenta con una
normatividad que permite desarrollar actividades que pro-
mueven un mejor aprovechamiento de los recursos energé-
ticos, siendo una vía para trasladarnos a un modelo de des-
arrollo sustentable.

La Ley de Bionergéticos en México representa un avance
en la consolidación de un sector energético sustentable en
el cual se dé prioridad al desarrollo de energías alternati-
vas, haciendo un uso racional de los recursos naturales.

La posibilidad de generar combustibles a partir de fuentes
provenientes del sector agrícola es una realidad, sin em-
bargo, es importante ser mesurado y consiente de las im-
plicaciones o efectos negativos que puedan generarse, es
decir, es imperativo garantizar la soberanía alimentaria y la
disponibilidad de productos agrícolas.

El calentamiento global se acerca peligrosamente a los 2
grados centígrados; ya estamos viendo los estragos de esta
situación; se sabe que al llegar a los 4 grados ya no habrá
nada que hacer. Es urgente que el calentamiento mundial
no pase de los dos grados. Este es el gran reto para los lí-
deres mundiales.

Por otro lado, la erosión del suelo avanza rápidamente.
Muchas especies de importancia de las cuales se pueden
obtener biocombustibles tienen una gran adaptación a tie-
rras consideradas como pobres o degradadas.

El etanol proveniente de la caña de azúcar, el metano pro-
ducido de los residuos y excretos de animales que hoy se
consideran como contaminantes, así como la palma africa-
na y el piñón mexicano se ubican entre las opciones más
importantes para producir los biocombustibles, con lo cual
también se puede mejorar la economía agropecuaria. Los
productos mencionados permiten  reducir la contamina-
ción.

En este sentido, es importante establecer un Programa Na-
cional de Biocombustibles que permita detonar el desarro-
llo regional, procurando que la aplicación de los resultados
permita disminuir los efectos del calentamiento global, fo-
mentando el desarrollo de las cadenas productivas, permi-
tiendo una diversificación en la producción de las tierras
marginales, para con ello revertir el deterioro ecológico de
los ecosistemas.
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Con fundamento en lo expuesto, someto a consideración de
este Pleno la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a los titulares de las Secretarías de Agri-
cultura, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación; de Ener-
gía, y de Medio Ambiente y Recursos Naturales a diseñar
e implementar un Programa Nacional de Biocombustibles,
para con ello fomentar el desarrollo económico regional,
reducir los efectos del calentamiento global y apoyar el
desarrollo de las cadenas productivas, a fin de revertir el
deterioro de los ecosistemas que existen en el país.

Para lograr lo anterior, se debe considerar los siguientes
elementos:

1. Se establezca una política pública para el desarrollo
de etanol, biodisel y gas metano.

2. Se diseñe un plan de formación de recursos humanos
de corto, mediano y largo plazo.

3. Se apoye el desarrollo de proyectos piloto de carácter
demostrativo de capacitación y para la producción de
semillas.

4. Se destinen recursos para el establecimiento de plan-
taciones comerciales, especialmente de palma africana y
piñón mexicano.

5. Se identifiquen apoyos y recursos financieros para in-
versión en biocombustibles.

6. Se realicen los estudios para definir la tecnología de
proceso y comercialización de los productos.

7. Fortalecer el desarrollo de la cadena productiva de
biocombustible.

8. A las Comisiones de Agricultura y Ganadería, así co-
mo a la de Presupuesto y Cuenta Público para que esta-
blezcan recursos suficientes para el desarrollo del pro-
grama aquí presentado.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de noviembre de 2009.— Di-
putado Alberto Jiménez Merino (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se turna a las Comisiones Unidas de Energía, de

Agricultura y Ganadería, y de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales.

AUTOPRODUCCION ALIMENTARIA

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se recibió del diputado Alberto Jiménez Merino, del
Grupo Parlamentario del PRI, proposición con punto de
acuerdo, por el que se exhorta a los titulares de Sagarpa, de
Sedesol, del DIF y del Instituto Mexicano del Seguro So-
cial a que haya una coordinación interinstitucional que im-
plemente un plan piloto nacional de autoproducción ali-
mentaria, en el que participen de manera activa las familias
rurales y urbanas para que a través de huertos y granjas
produzcan al menos una parte de los alimentos que necesi-
tan e inicien un proceso de desarrollo duradero. 

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
los titulares de la Sagarpa, de la Sedesol, del DIF y del
IMSS a establecer coordinación interinstitucional que im-
plante un plan piloto nacional de autoproducción alimenta-
ria en el que participen de manera activa las familias rura-
les y las urbanas para producir mediante huertos y granjas
al menos una parte de los alimentos que necesitan e iniciar
un proceso de desarrollo duradero, a cargo del diputado Al-
berto Jiménez Merino, del Grupo Parlamentario del PRI

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 58 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos y en la normatividad
aplicable, me permito someter a consideración de esta ho-
norable asamblea la siguiente proposición con punto de
acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

El rezago, la marginación, la desigualdad y la pobreza son
problemáticas que aquejan a un número importante de per-
sonas en el país. La Secretaría de Desarrollo Social consi-
dera que alrededor del 54 por ciento de los mexicanos
(57.8 millones) presenta pobreza de patrimonio, lo que im-
plica que vive con menos de 4 dólares diarios (53 pesos),
en tanto que el 32 por ciento (34.3 millones) lo hace con
menos de 2.5 dólares (33 pesos), y 24 por ciento (25.7 mi-
llones) con menos de 2 dólares (27 pesos).
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Por su parte, los estados con un nivel  mayor pobreza en el
país son Chiapas, Guerrero, Oaxaca, Tabasco y Durango;
cabe mencionar que en dichas entidades se concentran al-
tos porcentajes de población indígena.

La población rural en México, de acuerdo a lo que men-
ciona el Instituto Nacional de Estadística y Geografía, es
del 23.5 por ciento del total, la gran mayoría de ellos se
desempeñan en actividades agropecuarias, lo que represen-
ta su fuente más importante de ingreso.

Según cifras del Consejo Nacional de Evaluación, dos ter-
ceras partes de personas en situación de pobreza se ubican
en el medio rural, de las cuales más de 12 millones presen-
tan un nivel de pobreza alimentaria; 15 millones tienen po-
breza de capacidades y, cerca de 24 millones están ubica-
dos en el tipo de pobreza de patrimonio.

El panorama anterior nos da una perspectiva de la gravedad
de la pobreza y la marginación en México, ante lo cual es
imperioso diseñar mecanismos de compensación y apoyo
que permitan incidir de manera directa en el abatimiento de
las desigualdades sociales.

La propuesta que presento es una alternativa viable para
subsanar estas inconsistencias y desequilibrios sociales, se
trata de implementar un programa piloto en el que partici-
pen las Secretarías de Agricultura, Ganadería, Desarrollo
Rural, Pesca y Alimentación, con la estrategia del Progra-
ma Especial para la Seguridad Alimentaria; y de Desarro-
llo Social, con su programa Oportunidades; el Sistema pa-
ra el Desarrollo Integral de la Familia; y el Instituto
Mexicano del Seguro Social, con la vertiente de Oportuni-
dades, tendiendo como objetivo la autoproducción alimen-
taria.

El Plan Nacional de Autoproducción Alimentaria dará
prioridad en su conformación a la participación de los ha-
bitantes que se encuentran en zonas identificadas con un
índice de alta y muy alta marginación, ello con el objeto de
poder proporcionar alternativas productivas a las familias
de escasos recursos que tienen en las actividades del cam-
po su principal fuente de ingreso.

Los programas sociales han sido un paliativo para atender
los problemas de pobreza, marginación y desigualdad, sin
embargo, es importante darle un giro de 180 grados a la po-
lítica social y su aplicación, no es suficiente con otorgar re-
cursos, ya que lo único que se logra es fomentar el pater-
nalismo estatal. Es imperativo implementar estrategias que

permitan la vinculación e integración plena de los pobres
en el medio rural, siendo éste el mecanismo de mediano y
largo plazo que dará sustentabilidad al futuro de dichas fa-
milias.

El incremento de la pobreza que se ha presentado durante
los últimos años nos obliga a tomar medidas alternativas
que atiendan de manera inmediata a los habitantes que se
encuentran en las poblaciones con alto y muy alto índice de
marginación.

La precaria situación en que se encuentran millones de fa-
milias del medio rural debe ser un tema permanente, no de-
be estar supeditado a cuestiones vinculadas con las inercias
económicas, políticas o de interés personal. Debemos su-
mar esfuerzos para coadyuvar en la búsqueda de un bene-
ficio colectivo, en particular para quienes se encuentran en
el medio rural.

En razón de lo expuesto, someto a consideración del Pleno
la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a los titulares de las Secretarías de De-
sarrollo Rural, Pesca y Alimentación; y de Desarrollo So-
cial; del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia,
y del Instituto Mexicano del Seguro Social a coordinarse
interinstitucionalmente a fin de que se implemente un plan
piloto nacional de autoproducción alimentaria, en el que
participen de manera activa las familias rurales y urbanas
para que, a través de huertos y granjas produzcan al menos
una parte de los alimentos que necesitan e inicien un pro-
ceso de desarrollo duradero.

Lo anterior, con el objetivo de que dicha producción fami-
liar sea una opción que permita el desarrollo integral y ple-
no de las familias y pobladores que se ubican en las locali-
dades de alta y muy alta marginación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, octubre de 2009.— Diputado Al-
berto Jimémez Merino.»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se turna a las Comisiones Unidas de Desarrollo Ru-
ral y de Desarrollo Social.

Se pospone la participación de la diputada Teresa Rosaura
Ochoa Mejía, del Grupo Parlamentario de Convergencia,
para la próxima sesión.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 18 de noviembre de 2009137



Tiene la palabra la diputada Olivia Guillén Padilla, del
Grupo Parlamentario del PRI, para presentar proposición
con punto de acuerdo, por el que solicita al titular de la Se-
cretaría de Educación del estado de Jalisco que asigne el
envío periódico y permanente de profesionales de la aten-
ción psicoeducativa y psicosocial en las escuelas primarias
y secundarias del estado de Jalisco. No estando presente,
pasa al final de las proposiciones.

ESTANCIAS INFANTILES PARA HIJOS DE 
ESTUDIANTES DE UNIVERSIDADES PUBLICAS

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra la diputada Martha Elena García Gó-
mez, del Grupo Parlamentario del PRD, para presentar pro-
posición con punto de acuerdo, por el que se solicita a los
rectores de las universidades públicas del país la creación
de estancias infantiles destinadas a brindar el servicio de
guarderías para las hijas y los hijos de las estudiantes de es-
tas instituciones, con el propósito de evitar su deserción y
brindar apoyo en el desarrollo educativo de las mismas.

La diputada Martha Elena García Gómez: Con su per-
miso, señor presidente.

En México, de acuerdo con las cifras del Segundo Conteo
Nacional de Población y Vivienda 2005, elaborado por el
Instituto Nacional de Estadística (Inegi), en ese año había
103 millones 263 mil 388 personas, de las cuales 33 millo-
nes 774 mil son personas jóvenes entre 12 y 29 años de
edad, lo que representa 32.7 por ciento de la población.

De esta población juvenil, 48.52 por ciento son varones y
51.48 por ciento son mujeres. De la población joven, 24.7
por ciento asiste a la escuela. El porcentaje de asistencia
escolar de los hombres jóvenes es de 26.1 por ciento y en
las mujeres de 23.5 por ciento. El promedio de escolaridad
de los hombres jóvenes es de 8.6 años por 8.5 años de las
mujeres.

Hacemos mención a estos datos porque vamos a referirnos
a uno de los problemas que influyen notoriamente en la
deserción escolar de las mujeres y, de manera particular, en
la deserción escolar de las madres estudiantes, planteando
una propuesta de apoyo que les permita continuar y termi-
nar su carrera profesional, permitiéndoles a futuro un me-
jor desarrollo personal, profesional y, sobre todo, eliminar
obstáculos que eliminen la equidad entre los géneros.

Cuando se habla de embarazo en jóvenes, estamos hablan-
do de cosas que van más allá de una etapa del desarrollo y
la reproducción biológica. Aunado a esto, el problema de la
continuidad escolar de estudiantes que se embarazan se
convierte también en una preocupación de las autoridades
educativas.

De esta manera, cuando una joven en edad escolar se em-
baraza tiene por doble partida elementos que complican su
permanencia en la escuela, considerando que el embarazo
en mujeres jóvenes, menores de 20 años, conllevan un alto
riesgo a la salud, que se potencializa cuando existe un es-
tado de desnutrición.

Cuando una joven estudiante decide continuar en la escue-
la, en no pocas ocasiones recurrirá a solicitudes de justifi-
cación de ausencia o retardo, permisos, bajas o distancia-
miento definitivo que se originan en problemas de índole
doméstico como enfermedad de las hijas o de los hijos, o la
atención de diversos problemas familiares que deberán de
ser resueltos por ellas.

Enfermedades también que muchas veces ellas tienen que
padecer, ya que en la mayoría de los casos no cuentan con
apoyo familiar o institucional. Esto a la vez origina en las
jóvenes procesos de angustia, miedo, baja autoestima e in-
seguridad, entre otros; y que necesariamente se reflejan en
la ruptura y abandono de proyectos de vida personal.

Debemos abonar para reducir la brecha de desventaja que
sufren las jóvenes estudiantes, con respecto al resto del
universo estudiantil de acuerdo con su natural situación al
compromiso y al esfuerzo que implica ser madre, que ca-
rece del apoyo necesario para el cuidado de sus hijos y pa-
ra destinar adecuadamente el tiempo que requieren el resto
de sus tareas.

Por ello, proponemos que las instituciones educativas co-
adyuven y apliquen soluciones para garantizar apoyos a las
madres jóvenes estudiantes, que deben cumplir con las ac-
tividades relativas a su maternidad y de estudiantes a la
vez, estableciendo estancias infantiles que les permita de-
jar a sus niñas y sus niños en un lugar adecuado para su
desarrollo y así poder, de manera segura y confiada, avan-
zar en sus estudios.

Por lo expuesto y fundado, someto a la consideración de es-
ta soberanía la aprobación del siguiente punto de acuerdo.
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Único. Se solicita a los rectores de las universidades públi-
cas del país la creación de estancias infantiles, destinadas a
brindar el servicio de guardería para las hijas y los hijos de
las estudiantes de estas instituciones, con el propósito de
evitar su deserción y brindar apoyo en el desarrollo educa-
tivo de las mismas. Es cuanto, señor presidente.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita a
los rectores de las universidades públicas del país que cre-
en estancias infantiles para los hijos de las estudiantes de
esas instituciones, con el propósito de evitar la deserción y
brindar apoyo en el desarrollo educativo, a cargo de la di-
putada Martha Elena García Gómez, del Grupo Parlamen-
tario del PRD

Quién suscribe, Martha Elena García Gómez, diputada fe-
deral integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática ante la LXI Legislatura del hono-
rable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dis-
puesto en el artículo 58 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, somete a consideración de esta soberanía proposi-
ción con punto de acuerdo por el que se solicita a los rec-
tores de las universidades públicas del país la creación de
estancias infantiles destinadas a brindar el servicio de guar-
dería para las hijas y los hijos de las estudiantes de estas
instituciones con el propósito de evitar su deserción y brin-
dar apoyo en el desarrollo educativo de las mismas, con-
forme a las siguientes

Consideraciones

En México, de acuerdo con las cifras del segundo Conteo
Nacional de Población y Vivienda 2005, elaboradas por el
Instituto Nacional de Estadística y Geografía, habitan
103,263,388 (ciento tres millones, doscientos sesenta y tres
mil, trescientos ochenta y ocho), personas de las cuales
33,774,976 (treinta y tres millones, setecientos setenta y
cuatro mil, novecientas setenta y seis), son jóvenes entre 12
y 29 años de edad; lo que representa 32.7% de la pobla-
ción. De esta población juvenil 48.52% son varones y
51.48% son mujeres.

De la población joven, 24.7% asiste a la escuela. Por edad
desplegada, a los 15 años el porcentaje asciende a 65.6% y
disminuye en las edades siguientes, de tal manera que a los
17 años asiste 45.4%; a los 19 años, 29.9%, y a los 22 años
17.6%. El porcentaje de asistencia escolar de los hombres
jóvenes es de 26.1% y en las mujeres de 23.5 por ciento. La

mayor diferencia entre las tasas de asistencia de hombres y
mujeres ocurre a los 22 años, donde 15.1% de los hombres
y 11.8% de las mujeres asisten a la escuela. El promedio de
escolaridad de los hombres jóvenes es de 8.6 años por 8.5
años de las mujeres. 23% algún año aprobado en educación
media superior y 10.5% en educación superior o postgrado.

Hacemos mención a estos datos porque vamos a referirnos
a uno de los problemas que influyen notoriamente en la
deserción escolar de las mujeres, y de manera particular en
la deserción escolar de las madres estudiantes, planteando
una propuesta de apoyo que les permita continuar y termi-
nar su carrera profesional, permitiéndoles a futuro, un me-
jor desarrollo personal, profesional y sobre todo eliminar
obstáculos que limiten la equidad entre los géneros.

La carencia de recursos y la necesidad de contribuir eco-
nómicamente al sostenimiento familiar son otros de los
factores primordiales por los que las y los jóvenes dejan de
estudiar y explican en alrededor de 35% la deserción esco-
lar que ocurre entre la juventud. Asimismo, el embarazo, el
matrimonio y la falta de apoyo familiar, contribuyen en un
14% a que las jóvenes dejen los estudios. Es importante re-
saltar que los factores descritos con anterioridad afectan en
mayor medida a las mujeres que a los varones. Por ejemplo
la falta de recursos representa el 19% de los motivos por
los que los varones abandonan los estudios, mientras en la
población femenina alcanza el 35%.

Cuando se habla de embarazo y jóvenes, estamos hablando
de cotidianidad, hablamos de cosas que van más allá de
una etapa del desarrollo y la reproducción biológica. Au-
nado a esto el problema de la continuidad escolar de estu-
diantes que se embarazan, que se convierte también en una
preocupación de las autoridades educativas. 

De esta manera, cuando una joven en edad escolar se em-
baraza tiene por doble partida elementos que complican su
permanencia en la escuela, considerando que el embarazo
en mujeres jóvenes menores de 20 años conllevan un alto
riesgo a la salud que se potencializa cuando existe un esta-
do de desnutrición.

En general, la limitada participación de las mujeres en la
vida pública está relacionada con la división sexual del tra-
bajo, con la responsabilidad en el cuidado de los hijos, la
carencia de una infraestructura social que la auxilie en sus
tareas, así como la doble o triple jornada que implica el es-
tudio, el empleo asalariado y las tareas domésticas. A ello,
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se suman organizaciones, y concepciones sociales que re-
producen las prácticas de exclusión y discriminación de gé-
nero que obstaculizan aún más el avance de las mujeres.

Cuando una joven estudiante decide continuar en la escue-
la, en no pocas ocasiones recurrirá a solicitudes de justifi-
cación de ausencia o retardo, permisos, bajas o distancia-
mientos definitivos que se originan en problemas de índole
doméstico como; enfermedad de las y los hijos, o la aten-
ción de diversos problemas familiares que deberán ser re-
sueltos por ellas, ya que en la mayoría de los casos no
cuentan con apoyo familiar o institucional. Esto, a la vez,
origina en las jóvenes procesos de angustia, miedo, baja
autoestima e inseguridad entre otros y que necesariamente,
se reflejan en la ruptura y abandono de proyectos de vida
personal. 

En nuestro país, las oportunidades en el terreno educativo
para las mujeres han mejorado significativamente, logran-
do ver un número mayor de ellas en las aulas de los dife-
rentes niveles escolares, pero aún se requiere de apoyos
que le permitan la realización de sus metas en una adecua-
da combinación con el ejercicio de sus derechos sexuales y
reproductivos.

Debemos abonar para reducir la brecha de desventaja que
sufren las madres jóvenes estudiantes, con respecto al res-
to del universo estudiantil, de acuerdo con su natural situa-
ción, al compromiso y al esfuerzo que implica ser madre
que carece del apoyo necesario para el cuidado de sus hi-
jos, y para destinar adecuadamente el tiempo que requieren
el resto de sus tareas.

Por ello, proponemos que las instituciones educativas co-
adyuven y apliquen soluciones para garantizar apoyos a las
madres jóvenes estudiantes que deben cumplir con las ac-
tividades relativas a su maternidad y de estudiantes a la
vez, estableciendo estancias infantiles que les permita de-
jar a sus niñas y niños en un lugar adecuado para su des-
arrollo, y así poder de manera segura y confiada, avanzar
en sus estudios. 

Esto contribuye a evitar la deserción estudiantil y preserva
además la matrícula escolar de las mujeres que siendo ma-
dres desean continuar con su desarrollo personal obtenien-
do su título profesional, pues reconocemos que la educa-
ción es la variable más importante para generar riqueza y
progreso, por lo que, ninguna estudiante que tenga hijos
–por este hecho– debe quedar al margen de su acceso.

Por lo expuesto y fundado, someto a consideración de esta
soberanía la aprobación del siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se solicita a los rectores de las universidades públi-
cas del país, la creación de estancias infantiles destinadas a
brindar el servicio de guardería para las y los hijos de las
estudiantes de tales instituciones con el propósito de evitar
su deserción y brindar apoyo en el desarrollo educativo de
éstas.

Diputados: Martha Elena García Gómez, Rosa Adriana Díaz Lizama,
Lucila del Carmen Gallegos Camarena, Alfredo Javier Rodríguez Dá-
vila, Velia Idalia Aguilar Armendáriz, Ma. Elena Pérez de Tejada Ro-
mero, Jaime Arturo Vázquez Aguilar, Guadalupe Valenzuela Cabrales,
Ma. Teresa Rosaura Ochoa Mejía, José Ignacio Seara Sierra, María
Dolores del Río Sánchez, Guadalupe Eduardo Robles Medina, Leon-
cio Alfonso Morán Sánchez, Laura Itzel Castillo Juárez (rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputada. Túrnese a las Comisiones Unidas
de Educación Pública y Servicios Educativos y de
Equidad y Género.

Sí, diputada Pérez de Tejada, dígame.

La diputada María Elena Pérez de Tejada (desde la cu-
rul): Para felicitar a la diputada y para saber si me permite
adherirme a la iniciativa.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, diputada. Preguntaría a la diputada
Martha Elena García Gómez, si acepta que se adhieran a su
proposición.

La diputada Martha Elena García Gómez (desde la cu-
rul): Sí.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Acepta la diputada. Así que todas las compañeras y
compañeros que deseen adherirse, favor de pasar a la Se-
cretaría para efecto de suscribirla.
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ESTADO DE JALISCO

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra la diputada Olivia Guillén Padilla, pa-
ra hacer la proposición acerca de la Secretaría de Educa-
ción Pública del gobierno de Jalisco.

La diputada Olivia Guillén Padilla: Con su venia, señor
presidente. Compañeras diputadas y compañeros diputa-
dos, la dinámica en el crecimiento de las ciudades, la de-
sintegración cada vez mayor de la familia mexicana y la
baja en la calidad de vida nos enfrenta a nuevos y com-
plicados problemas sociales, que con el paso del tiempo
se han traducido en una alarmante descomposición social.
Esta situación no sólo afecta a la familia como núcleo de
la sociedad, sino que penetra en el individuo y se refleja
de manera negativa en su comportamiento como ser so-
cial.

Todos estos factores han propiciado el aumento de un pro-
blema social alarmante: el incremento de la detección de
trastornos de la conducta y de la personalidad en los niños
y jóvenes.

Por ello cada vez más se presentan casos de menores in-
fractores entre 11 y 15 años, que en su mayoría también
terminan por elevar las cifras de reprobación y deserción
en los niveles primaria y secundaria de Jalisco.

Esto nos indica que los jóvenes tienen necesidades tanto
materiales como personales, por lo que se requiere de per-
sonal profesional competente para responder de manera
oportuna y acertada a sus demandas, ya que la situación so-
cial en la que se encuentran muchos niños adolescentes y
jóvenes los expone a estados de depresión grave, trastornos
de estado de ánimo, de periodos prolongados de ansiedad,
impulsividad y sensación de desesperanza.

El analizar las manifestaciones alarmantes de la conducta
en estos niños y jóvenes no es una tarea que debe ser aten-
dida por los docentes de estos dos niveles de estudio. Por
este motivo, es urgente solicitar a las autoridades educati-
vas de Jalisco que atiendan este problema latente en las es-
cuelas primarias y secundarias, con el envío de personal es-
pecializado en la orientación psicoeducativa y psicosocial
que integren una labor preventiva ante la aparición de com-
portamientos preocupantes en este sector de la población.

No hay que olvidar que la escuela y la familia son los más
importantes agentes educativos y socializadores en los jó-

venes, en los que deben favorecerse los factores de sociali-
zación. Con este esfuerzo estaríamos identificando y elimi-
nando motivaciones y/o causales de estos trastornos en las
primarias y secundarias en forma oportuna, lo que nos per-
mitiría una prevención y atención efectiva, anticipándonos
a la formación de estructuras, tanto de los niños como de la
comunidad-sociedad favorecedoras de estos patrones noci-
vos de conducta.

La prevención desde las primarias y las secundarias sería
un avance muy importante en la intención de combatir las
causas de problemas desde una perspectiva global como
parte de una estrategia de reforzamiento de los mecanismos
de socialización entre los niños y jóvenes ante la sociedad.

Por lo expuesto, someto a consideración de esta soberanía
el siguiente punto de acuerdo.

Único. Se exhorta al titular de la Secretaría de Educación
de Jalisco a asignar el envío periódico permanente de pro-
fesionales de la atención psicoeducativa y psicosocial en
las escuelas primarias y secundarias de Jalisco. Es cuanto,
señor presidente.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita al
secretario de Educación de Jalisco que asigne el envío pe-
riódico o permanente de profesionales de la atención psi-
coeducativa y psicosocial en las escuelas primarias y se-
cundarias del estado, a cargo de la diputada Olivia Guillén
Padilla, del Grupo Parlamentario del PRI

La que suscribe, Olivia Guillén Padilla, diputada federal
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y de conformidad con las disposiciones
contenidas en los artículos 58 y 60 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, somete a consideración de esta sobera-
nía proposición con punto de acuerdo, al tenor de las si-
guientes

Consideraciones

La dinámica de crecimiento de las ciudades y como conse-
cuencia la obligada desintegración cada vez mayor de la fa-
milia mexicana y la baja en la calidad de vida por la crisis
económica; nos enfrenta a nuevos y complicados proble-
mas sociales. En los municipios del país pero especialmen-
te en el estado de Jalisco esta situación no es ajena y con el
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paso del tiempo se ha traducido en una descomposición so-
cial de la población. 

Esta situación no solo afecta a la familia como núcleo de la
sociedad, sino penetra en el individuo y se refleja de ma-
nera negativa en su comportamiento como ser social; es
por ello que los factores reproductores de la pobreza se ven
favorecidos y nos expone a que en seis de cada diez fami-
lias jaliscienses habite la violencia intrafamiliar reprodu-
ciéndose de generación en generación. 

Todos estos factores han propiciado el aumento de un pro-
blema social silencioso y alarmante que es el incremento
de los trastornos de la conducta y la personalidad en los ni-
ños y jóvenes que tarde o temprano en la mayoría de los ca-
sos fomentan los índices de delincuencia juvenil, que inci-
de en menores de 18 años y que se mide particularmente
por el número de detenciones e infracciones a la ley de es-
te sector de la población.

Por ello, cada vez se presentan más casos en menores in-
fractores de entre 11 y 15 años, que en su mayoría resien-
ten los problemas cotidianos de sus hogares y terminan por
elevar las cifras de reprobación y deserción en los niveles
primaria y secundaria de este estado.

Lo cual nos indica que estos jóvenes tienen necesidades
tanto materiales como personales, por lo que se necesita
cada vez más de personal profesionalmente competente pa-
ra responder de manera oportuna y acertada a sus deman-
das educativas y sociales, ya que la situación social en la
que se encuentran muchos niños, adolescentes y jóvenes
los expone a situaciones de depresión grave, de trastornos
del estado de ánimo, de periodos prolongados de ansiedad,
impulsividad y sensación de desesperanza.

Analizar las principales manifestaciones alarmantes de la
conducta en estos niños y jóvenes no es una tarea que de-
bemos de dejar de lado o dejarla a los docentes de estos dos
niveles de estudio.

Por este motivo es urgente la necesidad de intervenir en el
centro escolar y solicitarle a las autoridades educativas de
Jalisco que atiendan este problema que se está presentando
en las escuelas primarias y secundarias del estado de Jalis-
co, a través del envío periódico y/o permanente de perso-
nal especializado en la orientación psicoeducativa y psico-
social que integren una labor preventiva ante la aparición
de comportamientos negativos en este sector tan importan-

te de la población y que constituye un tema de relevancia
social indiscutible.

No hay que olvidar que la escuela junto con la familia
constituyen los más importantes agentes educativos y so-
cializadores en los jóvenes, por lo que en ninguno de los
dos espacios se debe inadvertir el aumento y la intensidad
del riesgo para este sector y que por el contrario se deben
favorecer de manera positiva los factores de socialización.

Con este esfuerzo importante estaríamos identificando y
eliminando las principales motivaciones o causales de es-
tos trastornos en los niños y jóvenes de los niveles de pri-
maria y secundaria en forma oportuna, lo que nos permiti-
ría garantizar una prevención y atención efectiva basada en
sus necesidades reales, tratando de anticiparse a la forma-
ción de estructuras tanto en los niños como en la comuni-
dad-sociedad favorecedoras de estos patrones nocivos de
conducta.

La prevención general y social, desde las primarias y las
secundarias seria un avance muy importante en la intención
de combatir las causas de este problema desde una pers-
pectiva global y no aislada como se ha venido haciendo,
dentro de una estrategia de creación y reforzamiento de los
mecanismos de socialización entre los niños y jóvenes an-
te la sociedad.

Por lo expuesto, someto a consideración de esta soberanía,
el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se solicita al titular de la Secretaría de Educación
de Jalisco, que se asigne el envío periódico o permanente,
o ambos, de profesionales de la atención psicoeducativa y
psicosocial en las escuelas primarias y secundarias del es-
tado de Jalisco.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de noviembre del
2009.— Diputada Olivia Guillén Padilla (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputada. Túrnese a la Comisión de Educa-
ción Pública y Servicios Educativos.
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SECRETARIA DE COMUNICACIONES 
Y TRANSPORTES

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra el diputado Cuauhtémoc Salgado Ro-
mero, del Grupo Parlamentario del PRI, para presentar pro-
posición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la
SCT a informar a esta soberanía sobre la ubicación, fun-
cionamiento y supervisión de los puntos de verificación
que existen en el país, y de igual forma se exhorta a los go-
biernos estatales a determinar las medidas necesarias a fin
de que se cumpla con los reglamentos establecidos que ri-
gen la circulación en los caminos y puentes de su jurisdic-
ción.

El diputado Cuauhtémoc Salgado Romero: Con su per-
miso, compañeras diputadas y compañeros diputados, en
los últimos años nuestro país ha incrementado su red ca-
rretera tanto en vías federales, libres y de cuota, así como
vías estatales.

El esfuerzo del gobierno y de la iniciativa privada, en al-
gunos casos está logrando la rápida comunicación entre los
pueblos, se están destinando miles de millones de pesos
—como lo vimos en este presupuesto de egresos que apro-
bamos el día de ayer y que es el rubro más requerido tanto
por los gobiernos federal, estatal, municipal y diputados de
esta soberanía— para que esta red carretera crezca y se le
dé mantenimiento. 

Lamentablemente el abuso de algunos transportistas en ex-
ceder de peso su carga y medidas permitidas y en otras la
mala calidad de las carreteras han ocasionado su pronta
destrucción, teniendo como consecuencia infinidad de ac-
cidentes, miles de ellos fatales; asimismo inversión ex-
traordinaria por parte del gobierno en el mantenimiento de
sus carreteras, provocando que sólo 27 por ciento de las ca-
rreteras federales se encuentren en buen estado.

La simple conservación de las carreteras no basta para re-
ducir los números rojos en los que nos encontramos ni pa-
ra satisfacer el reclamo constante de los ciudadanos, ya que
así se atiende solamente el problema de forma.

Lo que debe buscarse es dar cumplimiento eficaz a las dis-
posiciones expresadas en los reglamentos propios de la ma-
teria.

La ineficacia en la operatividad de los reglamentos que
atienden el tránsito federal se muestra con la notable circu-

lación de vehículos con exceso de carga que transitan en
los caminos y puentes de jurisdicción federal y estatal, lo
cual trae como consecuencia la destrucción rápida y pro-
gresiva del pavimento, provocando grietas, baches, ondu-
laciones y demás desperfectos que dificultan el tránsito ve-
hicular y contribuyen a que los accidentes viales se hayan
incrementado de manera acelerada en los últimos años,
hasta llegar a ser una de las principales causas de muerte en
nuestro país.

De esta manera y con fundamento en los artículos 78, frac-
ción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y 58 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General, solicito a la Presidencia de la Mesa
Directiva someta a consideración de este pleno el siguien-
te punto de acuerdo.

Único. Se exhorta a la Secretaría de Comunicaciones y
Transportes a que informe a esta soberanía sobre la ubica-
ción, funcionamiento y supervisión de los puntos de verifi-
cación de peso y medidas vehiculares que existen en el
país, y de igual forma se exhorta a los gobiernos estatales
para que determinen las medidas necesarias a fin de que se
cumpla con los reglamentos establecidos que rigen la cir-
culación en los caminos y puentes de su jurisdicción. Mu-
chas gracias.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la SCT a informar a esta soberanía sobre la ubicación, el
funcionamiento y la supervisión de los puntos de verifica-
ción existentes en el país; y a los gobiernos estatales, a de-
terminar las medidas necesarias a fin de que se cumplan los
reglamentos relativos a la circulación en los caminos y
puentes de su jurisdicción, a cargo del diputado Cuauhté-
moc Salgado Romero, del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, diputado federal integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional a la LXI
Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en
lo dispuesto en el artículo 58 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, somete a consideración de esta soberanía
proposición con punto de acuerdo, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos

En toda la República Mexicana encontramos diversidad de
problemas que aquejan a la población; el mal estado de las
carreteras es algo cotidiano con lo que lidiamos día a día,
tornándose en una incomodidad; siendo esto, un factor de
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riesgo importante que pone en peligro el desarrollo econó-
mico, social y cultural de nuestro país; ya que no debemos
olvidar que las vías de comunicación son el enlace más im-
portante para cualquier productor del mundo.

En la actualidad es grave el deterioro que presentan las ca-
rreteras debido a la mala calidad en la construcción de és-
tas y al uso indebido representado principalmente, por las
cargas excesivas en muchas de las unidades de transporte
pesado que circulan por las vías, provocando así, que sólo
el 27% de las carreteras federales se encuentren en buen es-
tado.

La vulnerabilidad de los parámetros establecidos en el Re-
glamento Sobre el Peso, Dimensiones y Capacidad de los
Vehículos de Autotransporte que Transitan en los Caminos
y Puentes de Jurisdicción Federal, así como en la Norma
Oficial Mexicana NOM-012-SCT-2-2008, ha provocado
que se haya visto mermada la seguridad de los usuarios que
utilizan estas vías de comunicación; los datos más recien-
tes arrojaron un total de 30 mil 551 accidentes anuales, con
un costo de 515.2 millones de pesos en pérdida; desafortu-
nadamente son números que van en aumento año con año,
sin que hasta la fecha se hayan implementado políticas pú-
blicas que den mejoría a esta problemática.

El simple mantenimiento de las carreteras, no basta para
reducir los números rojos en los que nos encontramos, ni
para satisfacer el reclamo constante de los ciudadanos, ya
que así se atiende solamente al problema de forma; lo que
se debe buscar es dar cumplimiento eficaz  a las disposi-
ciones expresas en los reglamentos propios de la materia.

A consecuencia de este problema, también se ha debilitado
el comercio interno y externo del país, afectando en gran
medida a las actividades que mueven la economía de cada
región, por ser las carreteras, la columna vertebral del flu-
jo de capital y principal forma de enlace entre los pueblos
y en algunos casos la única.

El detrimento de éstas, debilita la aceleración de las activi-
dades económicas, como la industria, el turismo, el comer-
cio, la agricultura, ganadería, entre otros, lo cual les impide
extender sus productos a las zonas urbanas, debido a la difi-
cultad con la que se enfrentan para su traslado, contribuyen-
do a que 54.8 millones de mexicanos vivan en la pobreza, es-
to es el 51% de la población total del territorio nacional.

Aunado a lo anterior, es importante mencionar que no exis-
te equilibrio entre los gastos por el mantenimiento de las

carreteras y los recursos que en el presupuesto son destina-
dos para el buen funcionamiento de éstas, ya que el perío-
do de vida para el que son programadas, se ha visto dismi-
nuido por el mal uso que se les ha dado. 

La ineficacia en la operatividad de los reglamentos que
atienden el tránsito federal, se muestra con la notable cir-
culación de vehículos con exceso de carga que transitan en
los caminos y puentes de jurisdicción federal; lo cual, trae
como consecuencia el deterioro rápido y progresivo del pa-
vimento, provocando grietas, baches, ondulaciones y de-
más desperfectos que dificultan el tránsito vehicular y con-
tribuye a que los accidentes viales se hayan incrementado
de manera acelerada en los últimos años, hasta llegar a ser
una de las principales causas de muerte en nuestro país.

La inconsciencia de ciertos grupos de la sociedad, que con
el fin de obtener ventajas económicas, infringen los regla-
mentos establecidos por el gobierno, al circular con exceso
de peso y medidas en las carreteras federales, violan nues-
tros derechos como usuarios, al propiciar el incremento
precipitado en el deterioro de las vías de comunicación.

Las carreteras han sido de primordial trascendencia en el
crecimiento de todos los países desarrollados y esto se pue-
de comprobar con el hecho de que todos ellos cuentan con
carreteras sanas y eficientes.

En una época de crisis por la que está atravesando nuestro
país, es indispensable contar con infraestructura carretera
en excelentes condiciones, para lograr un mejor nivel de
vida; ya que se ha tornado en una necesidad latente para
impulsar el sano desarrollo de las regiones, sobre todo pa-
ra las zonas marginadas, al ser éstas, el sector de la pobla-
ción más desamparado del gobierno del estado y la inicia-
tiva privada, debido a la dificultad que representa el
acercamiento a dichas zonas.

Es por esto, que el suscrito diputado federal manifiesta su
preocupación por atender esta problemática, que como an-
teriormente se expuso, entorpece el crecimiento de toda na-
ción, por lo cual se exhorta a los tres niveles de gobierno a
trabajar en pro de esta situación.

De esta manera y con fundamento en los artículos 78, frac-
ción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, 58 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General, solicito a la Presidencia de la Mesa
Directiva que someta a consideración de este Pleno el si-
guiente
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Punto de Acuerdo 

Único: Se exhorta a la Secretaría de Comunicaciones y
Transportes a informar a esta soberanía sobre la ubicación,
funcionamiento y supervisión de los puntos de verificación
que existen en el país; y de igual forma se exhorta a los go-
biernos estatales, para que determinen las medidas necesa-
rias, a fin de que se cumpla con los reglamentos estableci-
dos que rigen la circulación en los caminos y puentes de su
jurisdicción. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 4 de noviembre de 2009. — Di-
putado Cuauhtémoc Salgado Romero (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, diputado. Túrnese a la Comisión de
Transportes.

SALARIOS MINIMOS

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra el diputado Ramón Jiménez López,
del Grupo Parlamentario del PRD, para presentar proposi-
ción con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Co-
misión Nacional de Salarios Mínimo a que fije un incre-
mento salarial para 2010, de al menos 6.5 por ciento, y a
esta soberanía, para que constituya un grupo de trabajo en-
cargado de elaborar las reformas necesarias para que sea la
Cámara de Diputados la instancia que fije los incrementos
de los salarios mínimos.

El diputado Ramón Jiménez López: Gracias, señor pre-
sidente. El suscrito, diputado Ramón Jiménez López, pone
a consideración de ustedes el siguiente punto de acuerdo.

Consideraciones: la paz social se está violando, se está vio-
lentando y se está convirtiendo en una verdadera utopía en
el marco de una política instrumentada desde el gobierno
federal que opta de manera sistemática por desconocer los
derechos del pueblo mexicano, por arrinconarlo en el papel
de perdedor. Muy por el contrario, la política debe ser la
construcción de equilibrios en el marco de la justicia.

En este orden de ideas, cada vez es más sentido el reclamo
de que los aumentos a los salarios mínimos sean fijados por
esta honorable Cámara de Diputados, en virtud de ser fac-
tor esencial para la economía nacional y la justicia social.

En tanto se aprueban las reformas necesarias al efecto, ur-
ge que el incremento a los mínimos para 2010, que habrá
de fijar en una semana la Comisión Nacional de Salarios
Mínimos, no sólo ya no quede a la zaga de la inflación, co-
mo ya se ha hecho costumbre, sino que sea superior a ésta
en uno o dos puntos porcentuales, por lo menos, a efecto de
que el salario vaya recuperando la pérdida que ha acumu-
lado y que desde 1982 al 2009 alcanza ya una pérdida de
82.17 por ciento, de acuerdo con el Centro de Análisis
Multidisciplinario de la UNAM.

Este deterioro se agrava aún más como consecuencia del
inconstitucional paquete fiscal recientemente aprobado por
la mayoría de esta Cámara de Diputados.

Es mentira que ya nadie perciba el salario mínimo en el país
ya que, según los datos del Inegi, al segundo trimestre del
presente año 5 millones 622 mil 317 personas ganan salario
mínimo. Si a estas personas sumamos los trabajadores que
obtienen hasta tres salarios mínimos, nos encontramos con
que casi 24 millones de trabajadores, que representan 54.9
del total de la población ocupada, está en esta circunstancia.

De esto se desprende que el aumento a los salarios míni-
mos define los niveles de bienestar o de hambruna de la
mayoría de la población.

Por otra parte, el aumento a los mínimos sirve como refe-
rencia a los aumentos contractuales, sacrificados por topes
injustos e inconstitucionales. Imposible que las variables
macroeconómicas se sigan sosteniendo básicamente sobre
el sacrificio salarial de los trabajadores.

Es también indispensable un incremento justo a los mínimos
si partimos de que el desempleo sigue aumentando de ma-
nera desenfrenada. La tasa de desempleo a septiembre de es-
te año nos habla de 6.44 por ciento, para dar un total de 2 mi-
llones 930 mil personas sin trabajo —y eso que estamos con
el presidente del empleo— sufriendo, diría yo, los avatares
de esta situación tan dramática para nuestro país.

Sólo en el último año se han perdido 540 mil empleos for-
males, según reportes del Instituto Mexicano del Seguro
Social, y en total, tomando en cuenta el empleo informal,
se estima que son, solamente en este año, más de 900 mil
desempleados los que se suman a este ejército incontrolable.

Es evidente que a mayor desempleo el salario percibido por
los trabajadores en activo debe compartirse con un mayor
número de personas.
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Quiero hacer referencia a que tan sólo en 1976, y en el pe-
riodo en el que estuvo como secretario de Trabajo el licen-
ciado Porfirio Muñoz Ledo, el salario mínimo de aquel
tiempo, que era de 38 pesos con 70 centavos, alcanzaba pa-
ra comprar 43 kilos de tortillas, porque estaba a 90 centa-
vos el kilo de tortillas. De esos 43 kilos de tortillas que en
aquel periodo se compraban con un salario mínimo, hoy ni
siquiera alcanza para comprar seis kilos de tortillas. Qué
desgracia la de nuestro pueblo.

Por todo lo expuesto y fundado, además pidiendo al presi-
dente que se incluya el texto completo de este escrito, so-
meto a consideración de esta soberanía, con el carácter de
urgente u obvia resolución, la siguiente proposición con
punto de acuerdo.

Primero. Se exhorte a la Comisión Nacional de los Salarios
Mínimos a que se fije un aumento a los salarios mínimos
para 2010 de al menos 6.5 por ciento, no sólo viendo el
bienestar de la inmensa mayoría de los mexicanos que vi-
ven de su trabajo, sino para impulsar el crecimiento econó-
mico y la paz social. De manera que a partir de ahora, se dé
inicio a un proceso para abatir la pérdida acumulada por es-
tos salarios mínimos.

Segundo. Se exhorta al pleno de la honorable Cámara de
Diputados a crear un grupo de trabajo que elabore el pa-
quete de reformas necesarias a fin de que sea esta misma
Cámara la que determine los incrementos a los salarios mí-
nimos, suprimiéndose la Comisión Nacional de los Sala-
rios Mínimos por haber incumplido de manera sistemática
su obligación constitucional de fijar salarios dignos a favor
de los trabajadores. Muchas gracias por su atención.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que exhorta a la
Comisión Nacional de los Salarios Mínimos a fijar para
2010 un incremento salarial de al menos 6.5 por ciento; y
a esta soberanía, a constituir un grupo de trabajo encarga-
do de elaborar las reformas necesarias a efecto de que la
Cámara de Diputados establezca los incrementos, a cargo
del diputado Ramón Jiménez López, del Grupo Parlamen-
tario del PRD

El suscrito, Ramón Jiménez López, diputado federal a la
LXI Legislatura e integrante del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática, con fundamento en
los artículos 58 y 59 del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, presenta ante esta soberanía, con carácter de urgen-

te y obvia resolución, la siguiente proposición con punto de
acuerdo:

Consideraciones

La paz social se está volviendo una verdadera utopía, en el
marco de una política instrumentada desde el gobierno fe-
deral que opta de manera sistemática por desconocer los
derechos del pueblo, por arrinconarlo en el papel de perde-
dor. Muy por el contrario, la política debe ser la construc-
ción de equilibrios en el marco de la justicia.

En ese orden de ideas, cada vez es más sentido el reclamo
de que los aumentos a los salarios mínimos, sean fijados
por la Cámara de Diputados, en virtud de ser factor esen-
cial para la economía nacional y la justicia social.

En tanto se aprueban las reformas necesarias al efecto, ur-
ge que el incremento a los mínimos para el 2010, que ha-
brá de fijar en unas semanas la Comisión Nacional de los
Salarios Mínimos, no sólo ya no quede a la zaga de la in-
flación como ya se ha hecho costumbre, sino sea superior
a ésta en uno o dos puntos porcentuales a efecto de que el
salario vaya recuperando la pérdida que ha acumulada y,
que de 1982 al 2009 alcanza el 82.17%, de acuerdo con el
Centro de Análisis Multidisciplinario de la UNAM. Dete-
rioro que se agravará aún más como consecuencia del in-
constitucional paquete fiscal recientemente aprobado.

Es mentira que ya nadie percibe el salario mínimo en el
país, según los datos del Instituto Nacional de Estadística y
Geografía, al segundo trimestre del presente, 5,622,317 per-
sonas ganan el mínimo. Si a estas sumamos los trabajadores
que obtienen hasta tres salarios mínimos, nos encontramos
con casi 24 millones de trabajadores, representativos del
54.9% del total de la población ocupada. De esto se des-
prende que el aumento a los mínimos define los niveles de
bienestar o de hambruna de la mayoría de la población.

Por otra parte, el aumento a los mínimos sirve como refe-
rencia a los aumentos contractuales, sacrificados por topes
injustos e inconstitucionales. Imposible que las variables
macro económica se sigan sosteniendo básicamente sobre
el sacrificio salarial de los trabajadores.

Es también indispensable un incremento justo a los míni-
mos si partimos de que el desempleo sigue aumentando de
manera desenfrenada, la tasa a septiembre de este año nos
habla de 6.41%, para un total de 2 millones 930 personas
sin trabajo. Sólo en el último año se han perdido 540,000
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empleos formales, según reporte del IMSS. Es evidente
que a mayor desempleo, el salario percibido por los traba-
jadores en activo debe compartirse con un mayor número
de personas.

La contracción económica esperada para este año será de
más del 7%, por lo que urge hasta para fines meramente
económicos, para impulsar el dinamismo económico, otor-
gar un mejor incremento a los mínimos, ya que son decisi-
vos para definir la dimensión del mercado interno.

Por lo que hace a la canasta básica recomendable, ha sufri-
do un incremento en sus precios de 67.16% sólo en los pri-
meros 25 meses de gobierno de Felipe Calderón. La parti-
cipación del salario en el producto nacional apenas
representa el 27% frente al 47% de hace 25 años. 

Y bien, nos encontramos que para el 2009, se espera una
inflación anual de más del 4%, del 4.17 hasta 4.5%, según
la fuente; por lo que proponemos que el incremento a los
mínimos para el 2010 sea por lo menos del 6.5%. 

Este incremento permitirá avanzar un poco en el combate a
la pobreza padecida por más del 50% de los mexicanos.
Pero sobre todo, permitirá que se avance hacia el respeto
de lo ordenado por nuestra Constitución Federal, en su ar-
tículo 123, apartado “A”, que como se ha repetido una y
otra vez, ordena: 

“Los salarios mínimos generales deberán ser suficientes
para satisfacer las necesidades normales de un jefe de fa-
milia, en el orden material, social y cultural, y para promo-
ver a la educación obligatoria de los hijos…” Esto se rati-
fica en la Ley Federal del Trabajo.

Hemos llegado a un nudo histórico, en el que cumplir con
los mínimos legales, parece ya un imposible. Esto es inad-
misible y, como representantes populares debemos hacer
uso de todas nuestras atribuciones, para hacer realidad la
justicia social a favor de nuestro pueblo, lo cual además
constituye un mandato social.

Por lo expuesto y fundado, someto a consideración de esta
soberanía, con el carácter de urgente y obvia resolución, la
siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Primero. Se exhorta a la Comisión Nacional de los Sala-
rios Mínimos a fijar un aumento a los salarios mínimos pa-

ra el 2010 de al menos 6.5%, no sólo viendo el bienestar de
la inmensa mayoría de los mexicanos que viven de su tra-
bajo, sino para impulsar el crecimiento económico y la paz
social. De manera que a partir de ahora se dé inicio a un
proceso para abatir la pérdida acumulada por estos salarios.

Segundo. Se exhorta al Pleno de esta honorable Cámara de
Diputados a crear un grupo de trabajo que elabore el pa-
quete de reformas necesarias, a fin de que sea esta misma
Cámara la que determine los incrementos a los salarios mí-
nimos. Suprimiéndose a la Comisión Nacional de los Sala-
rios Mínimos, por haber incumplido de manera sistemática
su obligación constitucional de fijar salarios dignos a favor
de los trabajadores. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de noviembre de 2009.— Di-
putado Ramón Jiménez López (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputado. Tal como lo solicita, insértese en el
Diario de los Debates y túrnese a la Comisión de Traba-
jo y Previsión Social.

El diputado Porfirio Muñoz Ledo (desde la curul): Pre-
sidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Sí, diputado Muñoz Ledo, ¿desde la curul, diputado?

El diputado Porfirio Muñoz Ledo (desde la curul): Si me
permite subir.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Préstenle un banquito al diputado. Pase, por favor.

El diputado Porfirio Muñoz Ledo: Quiero agradecer la
amable mención que ha hecho de mi persona y de una po-
lítica de Estado, el señor diputado, mi amigo Ramón, que
acaba de tomar la palabra. Creo que éste es un asunto fun-
damental para la nación, tanto o más que el llamado pa-
quete fiscal. 

Hay dos métodos y nada más dos para la redistribución del
ingreso en el corto plazo. Uno es el régimen fiscal, por el
carácter equitativo y proporcional con que se grave a los
ciudadanos, y por la distribución del gasto fiscal, al cobrar
y al gastar. Otros son los métodos de medio plazo: educa-
ción, evolución científica y tecnológica, mejoría de la sa-
lud pública, cohesión social, equidad de género, etcétera.
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En México se ha castigado el salario —y quiero que tomen
nota— más que en cualquier otro país del mundo. El sala-
rio mínimo llegó a ser 80 por ciento; es decir, ha perdido
80 por ciento el salario mínimo desde 1976. Esto reduce el
poder de compra y ningún ejercicio de recuperación eco-
nómica puede funcionar. Los países del Grupo de los 20
han decidido en corto plazo implementar medidas que per-
mitan transferir recursos a las clases laborales y a las cla-
ses medias.

El instrumento privilegiado es el salario mínimo, porque
reduce o comprime la economía informal y porque dismi-
nuye la enorme brecha salarial que hay en el país, e inclu-
so en el seno de una empresa u organismo público.

En México, por decreto, puede ganar en una misma fuente
de trabajo un ciudadano 100 veces más que otro; es un ca-
so de un secretario de Estado o un secretario de Cámara,
que gana 400 mil pesos, cuando el empleo más modesto no
llega a 4 mil. No es por accidente la desigualdad en Méxi-
co, que es la más grande del mundo; es una desigualdad por
decreto.

De ahí que sea absolutamente pertinente la recomendación
o el exhorto a las autoridades del Trabajo, en particular a la
Comisión Nacional de los Salarios Mínimos, para que ele-
ve este año, cuando menos, en 6 por ciento el índice de sa-
lario mínimo.

Ahora, la solución de fondo ya ha sido planteada en varias
ocasiones. Es una solución que desaparezca un órgano ob-
soleto, de carácter corporativo y al servicio del gobierno,
que es la Comisión Nacional de los Salarios Mínimos y es-
ta función pase a ser jurisdicción de la Cámara de Diputa-
dos.

Esta jurisdicción se ejercería por medio de un sistema de
evaluación anual de la pérdida del salario. No es lo mismo
la pérdida del poder adquisitivo del salario mínimo con la
inflación, repito, la inflación es general, cada categoría de
ingreso y de salario tiene su propia canasta de consumo,
donde puede pesar más la vivienda, la alimentación, la es-
cuela o el transporte.

Los cálculos de la universidad es que el salario mínimo
perdió este año 18.5 por ciento de su capacidad adquisiti-
va. La inflación mide desde una aguja y una tortilla, hasta
un submarino y un Mercedes Benz. No tiene relación con
la capacidad adquisitiva de cada categoría de trabajadores.

Volvamos sobre el debate laboral en este Congreso. Quie-
ro recordar que el señor Lozano, que es el antitipo del fun-
cionario republicano, interrumpió su comparecencia, y que
deberá ser citado en donde se decida, en este pleno, en la
Comisión del Trabajo o en Comisiones Unidas del Trabajo
y de Derechos Humanos. Tendremos ocasión de impulsar
entonces y a toda hora, una reforma fundamental para Mé-
xico. Muchas gracias. Señor presidente.

CONTROL SANITARIO EN LA PUBLICIDAD

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputado Muñoz Ledo. Tiene la palabra el di-
putado Jesús María Rodríguez Hernández, del Grupo Par-
lamentario del PRI, para presentar proposición con punto
de acuerdo, por el que solicita a la Comisión Federal para
la Protección contra Riesgos Sanitarios que rinda un infor-
me detallado, en un plazo no mayor de 30 días naturales,
sobre el ejercicio de sus facultades en materia de control
sanitario de la publicidad, que contenga los permisos auto-
rizados y negados, los procedimientos jurisdiccionales en
que se han impugnado sus negativas y el sentido de las re-
soluciones recaídas a los mismos, las sanciones que ha
aplicado, incluyendo a los sujetos sancionados y las multas
que efectivamente se han cobrado.

El diputado Jesús María Rodríguez Hernández: Con su
venia, señor presidente.

Los suscritos, diputados federales Alfredo Francisco Lugo
Oñate, Reginaldo Rivera de la Torre y el de la voz, presen-
tan a la consideración de esta honorable asamblea la si-
guiente proposición con punto de acuerdo.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
consagra en su artículo 4o. el derecho a la protección de la
salud como una garantía individual. En este sentido, la de-
nominada salubridad pública o general, corresponde a la
parte del derecho a la protección a la salud.

Por su parte, en términos de lo dispuesto por el artículo 39
de la Ley Orgánica de la Administración Pública, es atri-
bución de la Secretaría de Salud actuar como autoridad sa-
nitaria.

En lo que toca a la publicidad, el artículo 300 de la Ley Ge-
neral de Salud Pública dispone, con el fin de proteger la sa-
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lud pública, es competencia de la Secretaría de Salud la au-
torización de la publicidad que se refiera a la salud y a los
alimentos, entre otros.

De igual manera, en los artículos 17 y 17-Bis, de la Ley
General de Salud, se establece que estas atribuciones de re-
gulación, control y fomento sanitario se ejercerán por con-
ducto de la Comisión Federal para la Protección contra
Riesgos Sanitarios.

Por otra parte, la propia Ley General de Salud en materia
de publicidad señala que es objeto de autorización sanita-
ria la publicidad que se realice sobre la existencia, calidad
y características, así como para promover el uso, venta o
consumo en forma directa o indirecta de los siguientes pro-
ductos y servicios que, entre otros, se señalan insumos a la
salud y a la alimentación.

Por su parte, en términos del reglamento de la citada refe-
rencia legal, se entiende por publicidad la actividad que
comprende todo proceso de creación, planificación, ejecu-
ción y difusión y anuncios publicitados.

Por todo ello, consideramos que la Ley General de la Salud
obliga a la dependencia correspondiente a establecer y
ajustarse a la publicidad de los productos y servicios men-
cionados, dentro los que destacan por su contenido la con-
servación, propiedades nutritivas y beneficios que deben
señalar todos los productos en materia de salud y alimenta-
ción.

Por lo anterior, presentamos a la consideración de esta ho-
norable asamblea el siguiente punto de acuerdo.

Que la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión solicite a la Comisión Federal para la Protección
contra Riesgos Sanitarios que rinda un informe detallado,
en un plazo no mayor de 30 días naturales, sobre el ejerci-
cio de sus facultades en materia de control sanitario y de la
publicidad, en los que se incluyan en forma enunciativa,
más no limitativa, una relación que abarque los últimos tres
años y que contenga los permisos autorizados y negados;
los procedimientos jurisdiccionales en que se han impugna-
do, sus negativas y el sentido de las resoluciones de cada una
de ellas; las sanciones que han aplicado, incluyendo a los ob-
jetos sancionados y las multas que efectivamente se han co-
brado.

Solicito a la Mesa Directiva, haga favor de incorporar ínte-
gramente el punto de acuerdo. Muchas gracias.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita a
la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sa-
nitarios que rinda un informe detallado, en un plazo no ma-
yor de 30 días naturales, sobre el ejercicio de sus faculta-
des en materia de control sanitario de la publicidad que
contenga los permisos autorizados y denegados, los proce-
dimientos jurisdiccionales en que se han impugnado sus
negativas y el sentido de las resoluciones recaídas a éstos,
las sanciones que ha aplicado, incluidos los sujetos sancio-
nados, y las multas cobradas, a cargo del diputado Jesús
María Rodríguez Hernández, del Grupo Parlamentario del
PRI

Los suscritos, diputados federales a la LXI Legislatura del
Congreso de la Unión, integrantes del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional; con funda-
mento en los artículos 58, 59 y 60 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, someten a la consideración de esta so-
beranía la siguiente proposición con punto de acuerdo que
tiene su origen en las siguientes

Consideraciones

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
consagra en su artículo 4o. el derecho a la protección de la
salud como una garantía individual. La salud pública es un
elemento fundamental en el Estado moderno, ya que nin-
guna nación puede considerarse verdaderamente democrá-
tica si carece de las instituciones e instrumentos necesarios
para hacer efectivo a la mayoría de la población el acceso
a la salud.

En este sentido, la denominada salubridad pública o gene-
ral corresponde a la parte del derecho a la protección a la
salud que se otorga mediante prestaciones realizadas por el
Estado en favor de las personas que integran la colectivi-
dad. El artículo 3o. de la Ley General de Salud establece un
catálogo de materias que se estiman de salubridad general,
entre las que se enumera el control sanitario de la publici-
dad.

Por su parte, en términos de lo dispuesto por el artículo 39
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal,
es atribución de la Secretaría de Salud actuar como autori-
dad sanitaria y ejercer las facultades en materia de salubri-
dad general, así como vigilar el cumplimiento de la Ley
General de Salud, sus reglamentos y demás disposiciones
aplicables.
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En lo que toca a la publicidad, el artículo 300 de la Ley Ge-
neral de Salud dispone que “con el fin de proteger la salud
pública, es competencia de la Secretaría de Salud la autori-
zación de la publicidad que se refiera a la salud, al trata-
miento de las enfermedades, a la rehabilitación de los in-
válidos, al ejercicio de las disciplinas para la salud y a los
productos y servicios a que se refiere esta ley. Esta facul-
tad se ejercerá sin perjuicio de las atribuciones que en esta
materia confieran las leyes a las Secretarías de Goberna-
ción, de Educación Pública, de Comercio y Fomento In-
dustrial, de Comunicaciones y Transportes, y otras depen-
dencias del Ejecutivo federal”.

En los artículos 17, 17 Bis 1 y 17 Bis 2 de la Ley General
de Salud se establece que las atribuciones de regulación,
control y fomento sanitario se ejercerán por conducto de la
Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sani-
tarios (Cofepris), que es un órgano desconcentrado con au-
tonomía administrativa, técnica y operativa, a cuyo frente
se encuentra un comisionado federal designado por el pre-
sidente de la república, a propuesta del secretario de Salud,
que se encuentra supervisado por la Secretaría de Salud.

La Cofepris es entonces la autoridad competente en mate-
ria de control sanitario de la publicidad a nivel federal.
Mientras que atendiendo a lo dispuesto en el artículo 301
de la Ley General de Salud, así como a lo contemplado en
el Reglamento de la Ley General de Salud en Materia de
Publicidad, es objeto de autorización sanitaria la publici-
dad que se realice sobre la existencia, calidad y caracterís-
ticas, así como para promover el uso, venta o consumo en
forma directa o indirecta de los siguientes productos y ser-
vicios: insumos para la salud; alimentos, suplementos ali-
menticios y bebidas no alcohólicas; bebidas alcohólicas y
tabaco; medicamentos y remedios herbolarios; equipos
médicos, prótesis, órtesis, ayudas funcionales, agentes de
diagnóstico, insumos de uso odontológico, materiales qui-
rúrgicos y de curación y productos higiénicos; productos
de perfumería y belleza; servicios y procedimientos de em-
bellecimiento; plaguicidas, nutrientes vegetales y sustan-
cias tóxicas o peligrosas; y, productos biotecnológicos.

Por su parte, en términos del reglamento citado por publi-
cidad se debe entender “la actividad que comprende todo
proceso de creación, planificación, ejecución y difusión de
anuncios publicitarios en los medios de comunicación con
el fin de promover la venta o consumo de productos y ser-
vicios”. Y dicha publicidad se puede realizar a través de di-
versos medios de difusión como son “la televisión, cine, ra-
dio, espectacular, laterales de transporte, anuncios

luminosos, carteles, prensa, revistas, correo directo, catálo-
gos, folletos, volantes, material de punto de venta, así co-
mo a cualquier otro medio de comunicación, sea impreso,
electrónico, telefónico, informático, de telecomunicacio-
nes o mediante otras tecnologías”.

Un elemental análisis de las normas referidas nos permite
apreciar con claridad la amplitud e importantes implicacio-
nes que tiene el control sanitario de la publicidad en nues-
tro país. Asimismo, nos exhibe también el magro ejercicio
de sus facultades en esta materia por parte de la Cofepris.

Si se revisan algunas de las normas aplicables a ciertos pro-
ductos y servicios, de inmediato se ve que un importante
número de mensajes difundidos de tales productos y servi-
cios transgreden flagrantemente las disposiciones aplica-
bles, sin que la autoridad sanitaria ejerza sus atribuciones
al respecto.

En efecto, el artículo 306 de la Ley General de Salud dis-
pone los requisitos a los que debe ajustarse la publicidad de
los productos y servicios mencionados, entre los que des-
tacan que la información contenida en el mensaje sobre ca-
lidad origen, pureza, conservación, propiedades nutritivas
y beneficios de empleo deberá ser comprobable; que el
mensaje deberá tener contenido orientador y educativo; y,
que el mensaje no deberá inducir a conductas, prácticas o
hábitos nocivos para la salud física o mental que impliquen
riesgo o atenten contra la seguridad o integridad física o
dignidad de las personas, en particular de la mujer.

En otras disposiciones de la citada normatividad sanitaria
se señala que la publicidad de alimentos y bebidas no alco-
hólicas deberá incluir en forma visual, auditiva o visual y
auditiva, según sea para impresos, radio o cine y televisión,
respectivamente, mensajes precautorios de la condición del
producto o mensajes promotores de una alimentación equi-
librada; así como que la publicidad de bebidas alcohólicas
no podrá asociar a estos productos con ideas o imágenes de
mayor éxito en la vida afectiva y sexualidad de las perso-
nas, o hacer exaltación de prestigio social, virilidad o fe-
minidad, como tampoco asociarlos con actividades creati-
vas, deportivas, del hogar o del trabajo, ni emplear
imperativos que induzcan directamente a su consumo.

No obstante toda esta normatividad vigente, basta ver los
anuncios que de estos y otros productos se difunden a lo
largo del día en diversos medios de comunicación para per-
catarnos que en un buen número de casos ocurre precisa-
mente lo contrario. Las violaciones a las disposiciones que
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regulan el control sanitario de la publicidad en México son
frecuentes y constantes, sin que la Cofepris como autoridad
competente haga algo al respecto.

Por ello, y para que esta asamblea cuente con elementos
suficientes para evaluar el desempeño de la Cofepris y, en
su caso, tomar las medidas legislativas que estime perti-
nentes para su eficaz ejercicio en materia de control sanita-
rio de la publicidad, se somete a la consideración de esta
soberanía el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Que la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión solicite a la Comisión Federal para la Protección
contra Riesgos Sanitarios rinda un informe detallado, en un
plazo no mayor a 30 días naturales, sobre el ejercicio de sus
facultades en materia de control sanitario de la publicidad,
en el que se incluyan, en forma enunciativa más no limita-
tiva, una relación que abarque los últimos tres años y que
contenga los permisos autorizados y negados; los procedi-
mientos jurisdiccionales en que se han impugnado sus ne-
gativas y el sentido de las resoluciones recaídas a los mis-
mos; las sanciones que ha aplicado incluyendo a los
sujetos sancionados; y, las multas que efectivamente se han
cobrado.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de noviembre de
2009.— Diputados: Jesús María Rodríguez Hernández, Alfredo Fran-
cisco Lugo Oñate, Reginaldo Rivera de la Torre (rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputado. Túrnese a la Comisión de Salud.

Diputado Benítez, ¿deseaba hacer uso de la palabra?

El diputado Antonio Benítez Lucho (desde la curul): Se-
ñor presidente, quisiera adherirme a la proposición del se-
ñor diputado.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Le preguntamos al señor diputado Jesús María Rodrí-
guez Hernández, si está de acuerdo en que el diputado Be-
nítez se adhiera a su propuesta.

El diputado Jesús María Rodríguez Hernández (desde
la curul): Por supuesto que sí, señor presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Acepta el señor diputado. Todas aquellas y aquellos di-

putados que deseen sumarse, favor de pasar a la Secretaría
a firmar el documento correspondiente.

Se pospone la participación del diputado Jorge Rojo Gar-
cía de Alba, del Grupo Parlamentario del PRI, para la si-
guiente sesión.

PROGRAMA DE CREACION DE EMPLEOS 
EN ZONAS DE MARGINACION

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra el diputado Heriberto Ambrosio Ci-
priano, del Grupo Parlamentario del PRI, para presentar
proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al
titular de la Secretaría de Economía a que rinda un informe
detallado del Programa de Creación de Empleos en Zonas
de Marginación, sobre los recursos y el padrón de benefi-
ciarios, a fin de certificar que mediante dicho programa se
incentiva el empleo en dichas áreas de marginación.

El diputado Heriberto Ambrosio Cipriano: Muchas gra-
cias, señor presidente. El desempleo es una de las proble-
máticas que más agobian a nuestro país, ante ello se han
implementado programas y proyectos orientados a fomen-
tar y generar fuentes de empleo. Un caso concreto es el
Programa de Empleo Temporal, conocido como el PET, el
cual tiene como objetivo realizar contrataciones tempora-
les de personas que están interesadas en desempeñar acti-
vidades formales.

En 2008 se creó el Programa de Empleo en Zonas Margi-
nadas, el cual otorga apoyos a través de reembolsos de las
cuotas del Seguro Social, exenciones tributarias y financia-
miento para inversión.

Cabe mencionar que se realizaron propuestas concretas pa-
ra que el programa mencionado estuviera dirigido a imple-
mentarse en zonas con un alto índice de expulsión de ma-
no de obra; sin embargo, en la práctica el programa se
ejecuta y está dirigido a industrias de 50 empleados y no a
las pequeñas agroindustrias de las zonas marginadas.

Cuando se promulga el decreto que lo crea, se propone des-
tinarle 250 millones de pesos, monto que disminuyó en 50
millones, de acuerdo con lo autorizado por esta soberanía,
quedando un presupuesto de 200 millones de pesos. Ele-
mento que genera incertidumbre con respecto a este pro-
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grama, es la recalendarización de los recursos aprobados
para el presente año.

En este sentido, es fundamental conocer los lineamientos,
criterios y estrategias que consideró el gobierno federal para
determinar que dicho recurso debía ejercerse en un plazo di-
ferente al establecido. La Secretaría de Economía decidió
que el programa comenzara a otorgar apoyos durante el últi-
mo trimestre del año, concretamente de octubre a diciembre.

De igual forma, otra de las complicaciones es ocasionada
por las reglas de operación del Programa de Creación de
Empleo en Zonas Marginadas, las cuales no son claras y
carecen de mecanismos de seguimiento y evaluación. Asi-
mismo, dicho marco normativo permite que la ejecución
del proyecto se realice de manera discrecional, otorgando
incentivos y apoyos a sectores seleccionados.

Es imperativo que los recursos autorizados se ejerzan de
acuerdo con lo establecido, ya que de no ser así se está in-
cumpliendo con el objetivo real del programa, que es la ge-
neración de empleos.

De lo que se trata es de dar sustentabilidad al programa a
fin de beneficiar a un número mayor de habitantes que ra-
dican en zonas con niveles altos de marginación y pobreza.
Ello, mediante el fomento de las pequeñas agroindustrias,
las cuales tendrían la posibilidad de encontrar un número
mayor de personal.

El actual contexto de crisis requiere de acciones viables e
inmediatas dejando a un lado los intereses de diversa índo-
le. Es momento de sumar esfuerzos y de apoyar las pro-
puestas que permitan alcanzar un mayor nivel de creci-
miento.

En razón de lo expuesto, someto a consideración de esta
soberanía la siguiente proposición con punto de acuerdo.

Único. Se exhorta al titular de la Secretaría de Economía a
enviar a esta soberanía un informe detallado de la aplica-
ción del Programa para Creación de Empleo en Zonas Mar-
ginadas, el cual incluya la justificación por la cual se deci-
dió recalendarizar la aplicación de los recursos, así como el
padrón de beneficiarios inscritos a dicho programa.

En caso de no ejercerse los recursos de acuerdo con el ca-
lendario de gasto, dicho monto sea destinado a apoyar ac-
tividades agropecuarias a fin de procurar reactivar a dicho
sector de la economía.

Señor presidente, solicito que el texto íntegro sea inscrito
en el Diario de los Debates. Por su atención, compañeros
diputados, muchas gracias.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al secretario de Economía a rendir un informe detallado del
Programa de Creación de Empleos en Zonas Marginadas
sobre los recursos y el padrón de beneficiarios, a fin de cer-
tificar que mediante éste se incentiva ahí el empleo, a car-
go del diputado Heriberto Ambrosio Cipriano, del Grupo
Parlamentario del PRI

El suscrito, diputado Heriberto Ambrosio Cipriano, some-
te a consideración de esta honorable asamblea, la presente
proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al
secretaría de Economía para que rinda a esta soberanía un
informe detallado del Programa de Creación de Empleos
en Zonas Marginadas, sobre los recursos y el padrón de be-
neficiarios, a fin de certificar que mediante dicho programa
se incentiva el empleo en dichas áreas. Con fundamento en
lo dispuesto en el artículo 58 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y en la normatividad aplicable, al tenor de
los siguientes

Considerandos

El desempleo es una de las problemáticas que más agobia
a nuestro país, ante ello se han implantado programas y
proyectos orientados a fomentar y generar fuentes de em-
pleo, un caso concreto es el Programa de Empleo Tempo-
ral, el cual tiene como objetivo realizar contrataciones tem-
porales de personas que están interesadas en desempeñar
actividades formales.

De igual forma, para coadyuvar a disminuir el desempleo,
en el año 2008 se instituyó el Programa de Creación de
Empleo en Zonas Marginadas, el cual otorga apoyos a tra-
vés de reembolso de las cuotas del seguro social, exencio-
nes tributarias y financiamiento para inversión.

Cabe mencionar que se realizaron propuestas concretas pa-
ra que el programa mencionado estuviera dirigido a imple-
mentarse en zonas con un alto índice de expulsión de ma-
no de obra, sin embargo, en la práctica, el programa se
ejecuta y está dirigido a industrias de 50 empleos y no a las
pequeñas agroindustrias de las zonas marginadas.

Otro elemento que genera incertidumbre con respecto a es-
te programa es la reprogramación de los recursos aproba-
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dos para el presente año. Su ejecución es cuestionada, más
aún considerando que nos encontramos inmersos en un pe-
riodo de crisis económica, en donde se requiere de incenti-
vos que permitan reactivar el aparato productivo nacional.

Cuando se promulga el decreto que lo crea se propone des-
tinarle 250 millones de pesos, monto que disminuyó en 50
millones de acuerdo a lo autorizado por la Cámara de Di-
putados, quedando un presupuesto de 200 millones.

En este sentido, es fundamental conocer los lineamientos,
criterios y estrategias que considero el gobierno federal pa-
ra determinar que dicho recursos debía ejercerse en un pla-
zo diferente al establecido. La Secretaría de Economía de-
cidió que el programa comenzara a otorgar apoyos durante
el último trimestre del año, de octubre a diciembre.

Lo anterior genera mayores dificultades para lograr que en
las zonas marginadas se pueda mejorar la calidad de vida
de sus habitantes, debido a que ante el panorama de crisis
se han pospuesto las acciones de fomento y generación de
empleos.

De igual forma, otra de las complicaciones es ocasionada
por las reglas de operación del Programa de Creación de
Empleo en Zonas Marginadas las cuales no son claras y ca-
recen de procedimientos de seguimiento y evaluación. Asi-
mismo, dicho marco normativo permite que la ejecución
del proyecto se realice de manera discrecional, otorgando
incentivos y apoyos a sectores seleccionados.

Por otra parte, como ya se mencionó, es imperativo que los
recursos autorizados se ejerzan de acuerdo a lo establecido
ya que de no ser así se está incumpliendo con el objetivo
real del programa que es la generación de empleos.

Con el alto índice de subejercicios que se presenta en el
presente año, ninguna institución u organismo guberna-
mental está en condiciones de asegurara que los recursos se
ejercerán de manera eficiente y eficaz, dando pie a cues-
tionamientos. Es conveniente mencionar que no se trata de
generar empleos transitorios que pudieran durar sólo los úl-
timos tres meses del año.

De lo que se trata es de dar sustentabilidad al programa a
fin de beneficiar a un número mayor de habitantes que ra-
dican en zonas con niveles altos de marginación y pobreza,
ello mediante el fomento de las pequeñas agroindustrias,
las cuales tendrían la posibilidad de contratar a un número
mayor de personal.

El actual contexto de crisis requiere de acciones viables e
inmediatas, dejando a un lado los intereses de diversa ín-
dole. Es momento de sumar esfuerzos y de apoyar las pro-
puestas que permitan alcanzar un mayor nivel de creci-
miento.

En razón de lo expuesto, someto a consideración de esta
soberanía, la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al titular de la Secretaría de Economía
para que:

1. Envíe a esta soberanía un informe detallado de la apli-
cación del Programa de Creación de Empleo en Zonas
Marginadas, el cual incluya la justificación por la cual se
decidió reprogramar la aplicación de los recursos, así co-
mo el padrón de beneficiarios inscritos a dicho progra-
ma.

En caso de no ejercerse los recursos de acuerdo al calenda-
rio de gasto, dicho monto sea destinado a apoyar activida-
des agropecuarias a fin de procurar reactivar a dicho sector
de la economía.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de noviembre de 2009.— Di-
putados: Heriberto Ambrosio Cipriano (rúbrica), Olivia Guillén Padi-
lla (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, diputado Ambrosio Cipriano. Insérte-
se en el Diario de los Debates, como lo solicita. Túrnese a
la Comisión de Economía.

La diputada Olivia Guillén Padilla (desde la curul): Se-
ñor presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: ¿Diputada Guillén?

La diputada Olivia Guillén Padilla (desde la curul): Gra-
cias, presidente. Solicito al ponente adherirme a su punto
de acuerdo.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Preguntamos al señor diputado Heriberto Ambrosio
Cipriano si está de acuerdo en que la diputada Guillén se
adhiera a su propuesta.
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El diputado Heriberto Ambrosio Cipriano (desde la cu-
rul): Cómo no, con mucho gusto.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Acepta el señor diputado. Aquellas diputadas y diputa-
dos que deseen adherirse, favor de pasar a la Secretaría pa-
ra suscribir el documento correspondiente.

COMISION DE PROTECCION CIVIL

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra la diputada Narcedalia Ramírez Pine-
da, del Grupo Parlamentario del PRI, para presentar propo-
sición con punto de acuerdo, por el que se solicita a la Junta
de Coordinación Política acuerde la creación de la Comi-
sión de Protección Civil o, en su caso, la integración de un
grupo plural que tenga la encomienda de atender y evaluar
las acciones de protección civil del gobierno federal en las
comunidades rurales o regiones dañadas por los desastres
naturales.

La diputada Narcedalia Ramírez Pineda: Gracias, dipu-
tado presidente. Honorable asamblea.

Durante las últimas semanas, vastas regiones de nuestro
país han sido afectadas por los fenómenos de la naturaleza.
Ciclones y tormentas tropicales han propiciado la inunda-
ción de decenas de comunidades rurales con severidad, pero
también centros de población urbanos, golpeando la econo-
mía, una vez más, de los más pobres y vulnerables, po-
niendo además en evidencia la frágil, insuficiente o dete-
riorada infraestructura de nuestros sistemas o redes de
drenaje pluvial.

No podemos ocultar o negar la rápida respuesta del gobier-
no federal, estatal o municipal ni mucho menos la partici-
pación del Ejército, ahí, donde los pueblos son dañados por
la fuerza de estos fenómenos. Cada día acumulamos más
experiencias en lo que se refiere a la protección civil y, aún
más, a la prevención de los desastres naturales. Si acaso,
falta impulsar la organización de las comunidades rurales y
dotarlas de sus atlas de riesgos para ir perfeccionando
nuestras políticas de prevención en los tres niveles.

Bien sabemos que los presupuestos, tanto del Fonden (Fon-
do de Desastres Naturales) como del PAC (Programa de
Ampliación de Cobertura), son sumamente limitados para

enfrentar la magnitud de los desastres, pues además de 250
comunidades dañadas hoy en Tabasco y Veracruz, existen
todavía zonas en nuestro país azotadas por inundaciones,
sequías, incendios y huracanes que están esperando los
apoyos que debieron de haber recibido desde hace muchos
años.

Y aun cuando las reglas de operación son un poco más ági-
les y sobre todo la ayuda de la sociedad civil nacional e in-
ternacional es incuantificable, hace falta, desde mi pers-
pectiva, una presencia solidaria más creciente de nuestra
representación popular, para que ninguna comunidad o sec-
tor de la población que requiere con urgencia una gestión
más ágil y expedita sienta la soledad y el abandono.

Compañeros diputados, el cambio climático es hoy, sin lu-
gar a dudas, el principal problema de nuestro tiempo. Las
inundaciones y la agobiante sequía que han afectado a
nuestro país y, de la que oportunamente llamamos la aten-
ción desde esta tribuna, no son ajenas a estos indetenibles
fenómenos, propiciados en parte por la conducta suicida de
los hombres al deforestar sin freno, contaminar los ríos,
degradar los ecosistemas, planear mal las obras de infraes-
tructura, pero debido, sobre todo, a procesos propiciados
por la propia naturaleza.

Por ello, no sólo es importante manifestar nuestra inquie-
tud por los daños que sufren particularmente los más po-
bres de las zonas rurales de Tabasco y Veracruz, como lo
hicieron con vehemencia nuestros compañeros diputados
de esas entidades federativas en las sesiones pasadas.

Es imperativo, en esta hora, apoyar sin ninguna excusa a
los campesinos que han visto inundadas sus siembras y
muertas por miles sus cabezas de ganado. Hablo particu-
larmente de Tabasco, donde más de un cuarto de millón de
nuestros compatriotas claman por nuestra intervención.

Considero que es de una prioridad indiscutible formar un
grupo de trabajo plural o crear la Comisión de Protección
Civil de nuestra honorable Cámara de Diputados para que
represente la voz y las demandas de los afectados y sea una
fuente permanente de gestión y evaluación de los progra-
mas gubernamentales en este tema. Pero también que ten-
ga la capacidad de evaluar no sólo las reglas de operación
para hacerlas más realistas y ágiles, sino la estructura mis-
ma del aparato de protección civil del gobierno federal,
responsable de atender a la población en las emergencias
derivadas de los fenómenos naturales.
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Por tal motivo, señor presidente, me permito elevar a la
consideración de nuestra honorable asamblea el siguiente
punto de acuerdo.

Único. Que la Junta de Coordinación Política de esta ho-
norable Cámara de Diputados acuerde la creación de la Co-
misión de Protección Civil o, en su caso, la integración de
un grupo plural que tenga la encomienda de atender y eva-
luar las acciones de protección civil del gobierno federal en
las comunidades rurales o regiones dañadas por los desas-
tres naturales. Es cuanto, señor presidente.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita a
la Junta de Coordinación Política que acuerde la creación
de la Comisión de Protección Civil o, en su caso, la inte-
gración de un grupo plural que atienda y evalúe las accio-
nes de protección civil del gobierno federal en las comuni-
dades rurales o regiones dañadas por desastres naturales, a
cargo de la diputada Narcedalia Ramírez Pineda, del Gru-
po Parlamentario del PRI

Durante las últimas semanas, vastas regiones de nuestro
país han sido afectadas por los fenómenos de la naturaleza.
Ciclones y tormentas tropicales han propiciado la inunda-
ción de decenas de comunidades rurales, pero también con
severidad, centros de población urbanos, golpeando la eco-
nomía, una vez más, de los más pobres y vulnerables, po-
niendo además en evidencia la frágil, insuficiente o dete-
riorada infraestructura de nuestros sistemas o redes de
drenaje pluvial.

No podemos ocultar o negar la rápida respuesta del gobier-
no federal, estatal, o municipal; ni mucho menos la partici-
pación del ejército, ahí donde los pueblos son dañados por
la fuerza de éstos fenómenos. Cada día acumulamos más
experiencias en lo que se refiere a la protección civil y aún
a la prevención de los desastres naturales. Si acaso, falta
impulsar la organización de las comunidades rurales y do-
tarlas de sus Atlas de Riesgos para ir perfeccionando nues-
tras políticas de prevención en los tres niveles.

Bien sabemos que el presupuesto tanto del Fondo de De-
sastres Naturales, como del Programa de Ampliación de
Cobertura, son sumamente limitados para enfrentar la mag-
nitud de los desastres pues todavía hoy, existen zonas en
nuestro país azotados por inundaciones, sequías, incendios
y huracanes que están esperando los apoyos que debieron
haber recibido desde hace muchos años. Y aun cuando las
reglas de operación son un poco más ágiles y sobre todo la

solidaridad de la sociedad civil nacional e internacional es
incuantificable, hace falta, desde mi perspectiva, una pre-
sencia solidaria más creciente de nuestra representación
popular, para que ninguna comunidad o sector de la pobla-
ción que requiere con urgencia una gestión más ágil y ex-
pedita, no sienta la soledad del abandono.

Por otra parte, es un imperativo escuchar el llamado de los
científicos y expertos en relación con el calentamiento glo-
bal que ya está teniendo sus efectos nocivos en el deshielo
de los glaciares y aumentando con preocupación los nive-
les del mar en cuyos linderos han construido su hogar mi-
llones de personas en el mundo.

Sin duda, el cambio climático es hoy el principal problema
de nuestro tiempo, y las tremendas inundaciones que viven
los pobladores de Tabasco, de Veracruz y otras regiones de
nuestro país, no son ajenas a estos indetenibles fenómenos,
propiciados por la conducta suicida de los hombres al de-
forestar sin freno, contaminar los ríos, degradar los ecosis-
temas o debidos a procesos propiciados por la propia natu-
raleza.

Ante ello, no sólo es importante manifestar nuestra plena
solidaridad para con nuestros compatriotas de Tabasco, Ve-
racruz y últimamente del Estado de México, sino, como lo
hicieron con vehemencia nuestros compañeros diputados
de esas entidades federativas en las sesiones pasadas, esta
dura situación, convoca a nuestra acción para apoyar, ser-
vir y entregar, sin ninguna excusa, nuestra plena solidari-
dad a quienes hoy requieren más que nunca, de sus repre-
sentantes populares.

Por todo lo expuesto, considero que es de una prioridad in-
discutible, formar un grupo de trabajo plural o crear la Co-
misión de Protección Civil de nuestra honorable Cámara de
Diputados, para que represente la voz y las demandas de
los afectados y sea una fuente permanente de gestión y eva-
luación de los programas gubernamentales en este tema,
pero también, tenga la capacidad de evaluar no sólo las re-
glas de operación para hacerlas más realistas y ágiles, sino
la estructura misma del aparato de protección civil del go-
bierno federal responsable de atender a la población en las
emergencias derivadas de los fenómenos naturales.

Por tal motivo señor Presidente, me permito elevar a la
consideración de nuestra honorable asamblea el siguiente 
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Punto de Acuerdo

Único. Que la Junta de Coordinación Política de esta ho-
norable Cámara de Diputados, acuerde la creación de la
Comisión de Protección Civil o, en su caso, la integración
de un grupo plural que tenga la encomienda de atender y
evaluar las acciones de protección civil del gobierno fede-
ral en las comunidades rurales o regiones dañadas por los
desastres naturales.

Diputados: Narcedalia Ramírez Pineda, Georgina Trujillo Zentella,
Rafael García Bringas, Carlos Cruz Mendoza, Francisco Armando Me-
za Castro, Sergio Ernesto Gutiérrez Villanueva, Luis Antonio Martínez
Armengol, Judith Fabiola Vázquez Saut, Heriberto Ambrosio Cipria-
no, María Isabel Pérez Santos, Margarita Liborio Arrazola, Felipe
Amadeo Flores Espinosa, Patricio Chirinos del Ángel, Gerardo del
Mazo Morales, Víctor Manuel Kidnie de la Cruz (rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, diputada Ramírez Pineda. Túrnese a
la Junta de Coordinación Política.

Sí, diputada Trujillo, díganos usted.

La diputada Georgina Trujillo Zentella (desde la curul):
Gracias, presidente, solamente para solicitarle a la diputa-
da Ramírez si me permite suscribir con ella su proposición.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Diputada, Ramírez Pineda, la diputada Trujillo está so-
licitando adherirse, ¿tiene usted inconveniente?

La diputada Narcedalia Ramírez Pineda (desde la cu-
rul): No.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: No tiene inconveniente la diputada. Por lo que aquellas
diputadas y aquellos diputados que deseen hacerlo, favor
de pasar a la Secretaría a firmar el documento correspon-
diente.

Sí, diputado, dígame usted.

ASISTENCIA

El diputado César Francisco Burelo Burelo (desde la cu-
rul): Si me permite, señor presidente, de acuerdo con el ar-
tículo 106 del Reglamento para el Gobierno Interior del

Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, qui-
siera, si usted fuera tan amable, que verificara si existe el
quórum suficiente para que esta sesión siga su curso. Es to-
do, señor presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: En los términos del propio reglamento, a juicio de la
Presidencia tenemos quórum, por lo que podemos conti-
nuar con este procedimiento.

ESTADO DE TAMAULIPAS

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra la diputada Cristabell Zamora Cabre-
ra, del Grupo Parlamentario del PRI para presentar propo-
sición con punto de acuerdo relativo a la zona binacional
metropolitana de Nuevo Laredo, Tamaulipas, para que sea
incluida en los beneficios del Fondo Metropolitano.

La diputada Cristabell Zamora Cabrera: Gracias. Con
su venia, señor presidente.

La ciudad de Nuevo Laredo, compañeros y compañeras, en
Tamaulipas, es una ciudad privilegiada más que nada por
su posición geográfica. Tiene acceso al noroeste, a 75 por
ciento de la población económicamente activa de Estados
Unidos de América. Esto nos ha permitido tener un desa-
rrollo mayor en materia de comercio internacional y, la
mayor prueba de ello es que por esta frontera cruza 39 por
ciento del total del movimiento aduanero de todo nuestro
país.

No obstante, en lo que se refiere a generación de empleos,
la industria, principalmente la industria maquiladora ocupa
32 por ciento del total del empleo formal en México, de
acuerdo con los reportes del Instituto Mexicano del Segu-
ro Social.

Es claro que la globalización de la economía nos está exi-
giendo tomar las medidas que sean necesarias para ser más
competitivos en los mercados internacionales.

La zona metropolitana de Nuevo Laredo, Tamaulipas, y
Laredo, Texas, es una de las seis áreas metropolitanas bi-
nacionales reconocidas por el Inegi en la frontera entre Mé-
xico y Estados Unidos.
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Nuevo Laredo está situado en el lado sur del Río Bravo,
mientras que Laredo está situado al lado norte, en el esta-
do americano de Texas, y esta zona metropolitana también
es conocida como los dos Laredos o la región Laredo. El
área de Nuevo Laredo está unida por cuatro puentes inter-
nacionales para vehículo y obviamente, un puente ferro-
viario.

Más de 36 por ciento, compañeros, del total de la actividad
del comercio internacional de México hacia el exterior cru-
za por Nuevo Laredo. Es por ello que esta economía gira
obviamente en torno a la importación y exportación co-
mercial e industrial entre México y Estados Unidos, con-
tando con una infraestructura compleja y suficiente para fa-
cilitar el flujo de mercancías entre estos dos países.

En Nuevo Laredo se ofrecen los servicios de importación y
exportación por tráiler, por ferrocarril, distribución de car-
ga y servicios de consultoría, colocándose como el puerto
más importante de comercio internacional por tierra en
América. Cruzando diariamente más de tres mil tráileres y
mil 500 carros de ferrocarril anualmente.

Dentro de las actuales políticas públicas federales que se
han adoptado, que pretenden generar a los habitantes me-
jores condiciones de vida y ayudar a crecer y a desarrollar
economías regionales que tienen problemas como los que
menciono, se encuentra el Fondo Metropolitano, que defi-
ne como zonas metropolitanas a aquellos municipios que
contienen una ciudad con un millón o más de habitantes,
así como a aquellos con ciudades de 250 mil o más habi-
tantes que comparten procesos de conurbación con ciuda-
des de Estados Unidos.

Desafortunadamente, este año la zona metropolitana de
Nuevo Laredo no ha sido considerada en el Fondo Metro-
politano para el ejercicio fiscal 2010. Esta exclusión, com-
pañeros, impide que recursos importantes lleguen para
construir nuevas obras de infraestructura que incrementen
la competitividad y el desarrollo del acelerado crecimiento
demográfico industrial, comercial, de nuestra entidad ta-
maulipeca, así como un incremento continuo del flujo de
mercancías, materias primas y productos terminados que
requieren de modernos sistemas de infraestructura.

Por todo lo anterior, quiero decirles que, de acuerdo con los
criterios para asignar dichos fondos, se consideran avances
en materia de ordenamiento territorial y desarrollo urbano,
la experiencia en esta materia por parte de los ejecutivos
estatales y los municipales, e incluir a aquellas zonas me-

tropolitanas que constituyen detonadores del desarrollo de
todas las entidades federativas, incluso a escala regional.

Por eso, una servidora en nombre propio y de los diputados
federales del Grupo Parlamentario del PRI del estado so-
berano de Tamaulipas, de esta LXI Legislatura, propone-
mos a esta soberanía el siguiente punto de acuerdo.

Único. Se exhorta a las Comisiones de Desarrollo Metro-
politano y de Presupuesto y Cuenta Pública de esta hono-
rable Cámara de Diputados del Congreso de la Unión a que
en el Presupuesto de Egresos de la Federación del próximo
año fiscal se incremente el Fondo Metropolitano, Ramo 23,
“Provisiones salariales y económicas”, y que se incluya co-
mo beneficiaria a la zona metropolitana de Nuevo Laredo,
Tamaulipas, porque con el volumen de operaciones que
manejamos en materia de comercio internacional, ayudar a
la zona binacional de Nuevo Laredo, también es ayudar a
México. Muchas gracias, compañeros. Es cuanto, señor
presidente.

«Proposición con punto de acuerdo, para que la zona bina-
cional metropolitana de Nuevo Laredo, Tamaulipas, se in-
cluya en los beneficios del Fondo Metropolitano, a cargo
de la diputada Cristabell Zamora Cabrera, del Grupo Par-
lamentario del PRI

La suscrita, diputada federal Cristabell Zamora Cabrera,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional de la LXI Legislatura, a nombre propio
y de los diputados federales de Tamaulipas, en uso de la fa-
cultad que confiere los artículos 58, 59 y 60 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, somete a la consideración de esta
soberanía la siguiente proposición con punto de acuerdo
por la que solicita que se incluya como beneficiaria del
Fondo Metropolitano a la zona binacional de Nuevo Lare-
do, Tamaulipas, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La ciudad de Nuevo Laredo, en Tamaulipas, es una ciudad
privilegiada; por su posición geográfica, tiene acceso en el
noreste a 75 por ciento de la población económicamente
activa de Estados Unidos de América.

Esto le ha permitido tener un extraordinario desarrollo en
el comercio internacional. La mayor prueba de ello es que
por esta frontera cruza 39 por ciento del total del movi-
miento aduanero del país. No obstante, en lo que se refiere
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a generación de empleos, la industria, principalmente ma-
quiladora, es la que da ocupación a 32 por ciento del total
del empleo formal en México, de acuerdo a los reportes del
Instituto Mexicano del Seguro Social.

Aún así, es claro que la globalización de la economía nos
está exigiendo tomar las medidas necesarias para ser más
competitivos en los mercados internacionales.

En esta ciudad hemos visto como varias empresas maqui-
ladoras han emigrado hacia países de oriente buscando
abatir costos de todo tipo; sin embargo, esta situación no es
particular sólo de esta ciudad, sino de todas las regiones
conurbadas y en crecimiento.

La zona metropolitana de Nuevo Laredo, Tamaulipas, y
Laredo, Texas, es una de seis áreas metropolitanas binacio-
nales, reconocidas por el Inegi, en la frontera entre México
y Estados Unidos de América.

La ciudad de Nuevo Laredo está situada en el lado sur del
río Bravo mientras que Laredo está situado al lado norte
del río en el estado americano de Texas.

Esta zona metropolitana también es conocida como “Los
Dos Laredos” o “Región Laredo”. El área Nuevo Laredo-
Laredo está unida por cuatro puentes internacionales para
vehículos y un puente ferroviario.

Esta región se compone de tres municipios: Nuevo Laredo,
Anáhuac e Hidalgo, en Tamaulipas y un condado, el de
Webb, en Texas; en el que se incluyen dos áreas urbanas,
tres ciudades y 12 pueblos, entre los que cohabitan casi 600
mil habitantes según el conteo del Inegi y el censo de Es-
tados Unidos en 2005. Aunque según la estimación de po-
blación del Diccionario geográfico del mundo esta zona
metropolitana tenía, en 2008, una población superior a los
700 mil habitantes.

Más de 36 por ciento del total de la actividad de comercio
internacional de México hacia el exterior cruza por Nuevo
Laredo, es por ello que la economía de la ciudad gira en
torno a la importación y exportación comercial e industrial
entre México y Estados Unidos; contando con infraestruc-
tura compleja y suficiente para facilitar el flujo de mercan-
cías entre estos dos países.

En Nuevo Laredo se ofrecen los servicios de importación y
exportación por tráiler y ferrocarril, distribución de carga y
servicios de consultoría; lo que coloca al puerto como el

más importante de comercio internacional, por tierra, de
América, cruzando diariamente más de 3 mil tráileres y mil
500 carros de ferrocarril anualmente.

Dentro de las actuales políticas públicas federales que se
han adoptado, que pretenden generar a los habitantes me-
jores condiciones de vida y ayudar a crecer y desarrollarse
a economías regionales con problemas como éstos, se en-
cuentra el Fondo Metropolitano.

Con todo lo anterior y a pesar de que en el Diario Oficial
de la Federación del 28 de marzo de 2008 se publica y se-
ñala que los recursos del Fondo Metropolitano pueden des-
tinarse a resolver y crear “acciones y obras públicas de in-
fraestructura y equipamiento en las zonas metropolitanas,
cuyos resultados e impacto impulsen la competitividad
económica y las capacidades productivas, la consolidación
urbana y el aprovechamiento óptimo de las ventajas com-
petitivas del funcionamiento regional”.

Además, el cuarto grupo clasificatorio que incluye ciuda-
des definidas en términos de su importancia para la políti-
ca urbana, como las metrópolis transfronterizas, reconoci-
das en el Programa Nacional de Desarrollo Urbano y
Ordenación del Territorio 2001-2006, definiendo como zo-
nas metropolitanas todos aquellos municipios con ciudades
de 250 mil o más habitantes que comparten procesos de co-
nurbación con ciudades de Estados Unidos de América.

Sin embargo, para ser beneficiario de ese fondo, uno de sus
reglamentos indica que sólo “las zonas metropolitanas in-
cluidas en el decreto de Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración para el Ejercicio Fiscal correspondiente serán las
beneficiarias de estos fondos”.

Desafortunadamente, este año la zona metropolitana de
Nuevo Laredo no ha sido considerada en el Fondo Metro-
politano para el ejercicio fiscal 2010.

El proyecto de egresos del Ejecutivo para 2010 prevé des-
tinar 3 mil 500 millones de pesos a zonas metropolitanas
excluyendo a Nuevo Laredo, Tamaulipas.

Esta exclusión impide construir nuevas obras de infraes-
tructura que incrementen su competitividad y desarrollo,
pues el acelerado crecimiento, demográfico, industrial y
comercial de la entidad y el incremento continúo del flujo
de mercancías, materias primas y productos terminados re-
quieren de modernos sistemas de infraestructura.
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Indudablemente para atender estas necesidades resulta in-
dispensable que se cuenten con mayores recursos econó-
micos, ya que sólo de esa manera se podrá abatir el rezago
que se está generando.

Es por todo lo anterior que, en nombre propio y de los di-
putados federales del Grupo Parlamentario del PRI de Ta-
maulipas en esta LXI Legislatura, propongo a esta sobera-
nía el siguiente

Punto de Acuerdo 

Único. Se solicita que se incluya a la zona metropolitana
de Nuevo Laredo, Tamaulipas, en los beneficios del Fondo
Metropolitano.

Palacio Legislativo, a 29 de octubre de 2009.— Diputada Cristabell
Zamora Cabrera (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, diputada Zamora Cabrera. Túrnese a
la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública.

ESTADO DE CHIAPAS

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra la diputada Magdalena Torres Abarca,
del Grupo Parlamentario del PRD, para presentar proposi-
ción con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Sener
y a la Comisión Federal de Electricidad a que hagan efec-
tiva, a la brevedad, la reducción de las tarifas eléctricas en
el estado de Chiapas.

La diputada Obdulia Magdalena Torres Abarca: Gra-
cias. Con su venia, diputado presidente. Diputadas y dipu-
tados, todos aquí ya lo sabemos, hablar de Chiapas es refe-
rirse a las carencias y a una larga y compleja ausencia de
las instituciones nacionales.

Hablar de Chiapas es referirse a viejas deudas que sola-
mente van a pagarse con una renovada presencia activa ins-
titucional. Para decirlo pronto, en Chiapas tenemos 10 de
los municipios más pobres del país y esa pobreza se refle-
ja en formas de vida que son inaceptables en el siglo que
vivimos.

La pobreza contrasta con las aportaciones de Chiapas al
país. Allá en Chiapas producimos energéticos y regenera-

mos el agua y el aire para el país; allá en Chiapas tenemos
más de 20 metales y metaloides de valor estratégico que
ya alcanzarán su verdadera dimensión en el futuro de los
mexicanos.

Por esas razones vengo a la tribuna para expresar y reiterar
un viejo reclamo de los chiapanecos; vengo a solicitar a es-
ta honorable Cámara de Diputados la aprobación y opera-
ción de dos puntos de acuerdo referentes a las demandas de
los chiapanecos, relacionadas con las tarifas de la energía
eléctrica en la entidad.

En Chiapas no solamente tenemos índices de marginación,
que son ampliamente conocidos en el país; también tene-
mos temperaturas extremadamente contrastantes con nues-
tro clima, se relaciona con las alturas; en nuestro territorio
las hay desde los 12 metros bajo el nivel del mar hasta los
4 mil de las cumbres del volcán de Tacaná.

En varias regiones y subregiones de la entidad se alcanzan
promedios superiores a los 35 grados centígrados con picos
por encima de los 40. En el otro extremo, las temperaturas
de alrededor de 2 grados centígrados también son frecuen-
tes en las regiones de Los Altos y de la Sierra Madre. En
uno y otro caso, de calores y fríos con humedad extrema,
los chiapanecos requieren de energía con menores precios.

Las altas temperaturas requieren de ventilación artificial,
que a su vez necesita mayores cantidades de energía eléc-
trica; las bajas temperaturas necesitan también corriente
eléctrica para disminuir sus impactos.

Todo lo anterior sin contar con que los chiapanecos mere-
cen mejorar sus condiciones de vida con un mayor uso de
aparatos eléctricos. Para muchos pueblos y comunidades la
energía es un asunto de justicia.

En ese orden de ideas, solicitamos el establecimiento de ta-
rifas justas en la entidad; no queremos más de lo justo, si-
no precisamente eso, un tratamiento más equitativo y más
solidario.

En resumen, propongo aquí dos puntos de acuerdo.

Primero. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, en el ámbito de colaboración entre poderes, exhor-
ta a la Secretaría de Energía y a la Comisión Federal de
Electricidad a hacer efectiva, a la brevedad, la reducción
integral de las tarifas eléctricas que se aplican en Chiapas.
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Segundo. Asimismo, se acuerda solicitar a la Secretaría de
Energía que proceda a realizar una reunión con una comi-
sión plural de diputados y con el director general de la Co-
misión Federal de Electricidad, para analizar los precios y
tarifas de energía eléctrica en Chiapas, planteados en el
presente punto de acuerdo.

Una vez concluido el análisis, que sus conclusiones se en-
treguen a la Comisión de Energía de la Cámara de Diputa-
dos.

Diputado presidente, solicito que se inserte este punto de
acuerdo íntegramente en el Diario de los Debates. Es cuan-
to, señor presidente.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Sener y a la CFE a hacer efectiva con la mayor brevedad
la reducción de las tarifas eléctricas en Chiapas, a cargo de
la diputada Magdalena Torres Abarca, del Grupo Parla-
mentario del PRD

La suscrita, diputada del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática, integrante de la LXI Legis-
latura de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 58,
59 y 60 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, se permi-
te someter proposición con punto de acuerdo, al tenor de
las siguientes

Consideraciones

Desde el año del 2007, diversas organizaciones civiles y
defensoras de los derechos humanos, pueblos y comunida-
des del estado de Chiapas han manifestado su rechazo al al-
to cobro de las tarifas eléctricas. Asimismo, fuentes perio-
dísticas han dado cuenta, cuando menos desde abril de
2007, de los compromisos expresados por la doctora Geor-
gina Kessel Martínez, secretaria de Energía, para reducir, a
la brevedad, el precio de la electricidad en el estado de
Chiapas.

En tal sentido, el gobierno de Chiapas y las autoridades
municipales no han sido omisos en la atención de esta sen-
tida demanda de la población chiapaneca, intercediendo
ante los funcionarios de la Secretaría de Energía y la Co-
misión Federal de Electricidad para apresurar la aproba-
ción de tarifas de energía eléctrica a la baja. Del mismo
modo, en el Congreso de la Unión se han presentado y
aprobado puntos de acuerdo para exhortar a la Secretaría

de Energía y a la Comisión Federal de Electricidad a reali-
zar la revisión integral de las tarifas eléctricas que se apli-
can en el estado de Chiapas, proposiciones que no han ob-
tenido la debida respuesta.

En el mes de octubre de 2009, el director general de la Co-
misión Nacional del Agua Región Frontera Sur expresó,
para un medio informativo local, que a partir de este año
procederá el ajuste de la tarifa eléctrica para el centro de
Chiapas, en razón de que la dependencia ha enviado al go-
bierno del estado la retabulación de tarifas para hacer la so-
licitud a la Comisión Federal de Electricidad, proceso que
si bien es aceptable se considera insuficiente pues el pro-
blema atañe a toda la entidad.

Los argumentos a favor de tal petición son determinantes.
En principio, por que el estado de Chiapas es el productor
del 30.0 por ciento de la energía eléctrica en nuestro país,
las presas hidroeléctricas de Chicoasén, La Angostura,
Malpaso y Peñitas tienen capacidad de generación para
abastecer a varios estados de la República y países vecinos.
Sin embargo, resulta paradójico que en estas entidades re-
ceptoras el cobro de luz sea inferior al que se aplica en
Chiapas.

En el estado de Chiapas se registran temperaturas elevadas
y altos índices de humedad, siendo la temperatura prome-
dio de 30 a 38 grados centígrados, por lo que se requiere de
ventilación y enfriamiento en forma permanente siendo  el
consumo de electricidad superior al de otras entidades de la
república.

Asimismo, se ha detallado, mediante diversos estudios de
los medidores de luz que utiliza la CFE, que las especifi-
caciones de los medidores no están diseñados para operar
correctamente a altas temperaturas. Para un correcto funcio-
namiento de éstos, deberían enfrentarse a una temperatura
ambiente de 30 grados centígrados, ya que en el medidor és-
ta se incrementa 25 por ciento respecto a la temperatura am-
biente, lo que afecta a miles de consumidores en Tuxtla Gu-
tiérrez y gran parte de los municipios del Soconusco y
Frailesca. Además, se debe considerar que en el estado de
Chiapas se registran altos niveles de marginación social y
bajos ingresos, su pobreza extrema es tres veces mayor que
el promedio nacional, lo que hace para muchos de sus ha-
bitantes imposible poder cubrir los altos cobros que exige
la Comisión Federal de Electricidad (CFE).

Se encuentra documentado que en las entidades del sures-
te del país, como Chiapas, poco se ha logrado avanzar en
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el combate a la pobreza y marginación y que a esta situa-
ción se suman desempleo, migración y en general falta de
oportunidades para sus habitantes. Ante este escenario re-
sulta preocupante la falta de sensibilidad cuando se incre-
mentan las tarifas eléctricas por parte de la CFE.

Por lo anteriormente expuesto y fundado me permito so-
meter, a la consideración de esta honorable asamblea, el si-
guiente:

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, en el ámbito de colaboración entre poderes, exhor-
ta a la Secretaría de Energía y a la Comisión Federal de
Electricidad a hacer efectiva, a la brevedad, la reducción
integral de las tarifas eléctricas que se aplican en el estado
de Chiapas.

Segundo. Asimismo se acuerda solicitar a la Secretaría de
Energía que proceda a realizar una reunión con una comi-
sión plural de Diputados y con el director general de la Co-
misión Federal de Electricidad para analizar los precios y
tarifas de energía en el estado de Chiapas, planteados en el
presente punto de acuerdo. Una vez concluido el análisis
que sus conclusiones se entreguen a la Comisión de Ener-
gía de la Cámara de Diputados.

Diputados: Magdalena Torres Abarca (rúbrica), Sergio Ernesto Gutié-
rrez Villanueva (rúbrica), Sergio Lobato García (rúbrica), Ariel Gómez
León (rúbrica), María Dina Herrera Soto (rúbrica), Gloria Trinidad Lu-
na Ruiz (rúbrica), José Manuel Marroquín Toledo (rúbrica), Florentina
Rosario Morales (rúbrica), Ana Luz Lobato Ramírez (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, diputada. Como lo solicita, insértese
en el Diario de los Debates y túrnese a la Comisión de
Energía. Sí, diputado, dígame usted.

El diputado Sergio Ernesto Gutiérrez Villanueva (desde
la curul): Señor presidente, para pedirle a la diputada To-
rres Abarca si nos puede incluir en su propuesta.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Diputada Torres Abarca, ¿tiene usted inconveniente en
que se adhieran a su propuesta?

La diputada Obdulia Magdalena Torres Abarca: No,
ninguno.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: No tiene inconveniente la diputada, por tanto, todas y
todos aquellos diputados que deseen adherirse, pasen a la
Secretaría a suscribir el documento. Se turna a la Comi-
sión de Energía.

ESTADO DE ZACATECAS

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se recibió del diputado Gerardo Leyva Hernández, del
Grupo Parlamentario del PRD, proposición con punto de
acuerdo relativo a la preservación ecológica de Mazapil,
Zacatecas. 

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Proposición con punto de acuerdo, relativo a la preserva-
ción ecológica de Mazapil, Zacatecas, a cargo de la diputa-
da Claudia Edith Anaya Mota, del Grupo Parlamentario del
PRD

Los que suscriben, diputados Gerardo Leyva Hernández,
Claudia Edith Anaya Mota, Heladio Verver y Vargas Ra-
mírez, Samuel Herrera Chávez, Ramón Jiménez Fuentes,
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática en la LXI Legislatura, con funda-
mento en el artículo 58 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso general, someten a consideración de
esta soberanía proposición con punto de acuerdo al tenor
de las siguientes

Consideraciones

En 1568 fue fundado el municipio de Mazapil, Zacatecas.
Es el segundo municipio más extenso de la República Me-
xicana. Su producción minera ha representado una impor-
tante fuente de recursos desde 1608. Durante la Colonia se
encontraron importantes yacimientos de plata. En la actua-
lidad empresas trasnacionales explotan las minas en los ru-
bros de producción y perforación, explotación de metálicos
y no metálicos.

Peñasquito tiene reservas probadas de 575 millones de on-
zas de plata y 3.5 millones de toneladas de zinc. En oro, se
tienen reservas de diez millones de onzas, que podrían te-
ner una producción anual de 387 mil 500 onzas.

No obstante la riqueza de su suelo, es uno de los munici-
pios más pobres del país. A pesar de que la industria mine-
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ra ha generado más de 3 mil plazas de trabajo, éstas no son
otorgadas a los habitantes del lugar, sino que han provoca-
do un desplazamiento de mano de obra de otros estados de
la república, contratados por la compañía minera Peñas-
quito, que opera con capital de la compañía minera cana-
diense Gold Corp., que invirtió mil 500 millones de dóla-
res.

Desde 2006, la compañía minera Peñasquito se ha asenta-
do en la localidad para explotar un importante yacimiento
de plata y oro. El acelerado y desordenado crecimiento ur-
bano ha implicado un desequilibrio para la población de
548 habitantes con el equilibrio ambiental.

El repentino incremento de los habitantes de Mazapil exi-
ge habitación, infraestructura de salud, de agua potable y
alcantarillado y muchos otros servicios que son responsa-
bilidad de los gobiernos estatal y municipal. Sin embargo,
por ser la explotación y las concesiones mineras compe-
tencia del gobierno federal, los impuestos generados por
esa actividad productiva van directamente a la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público. Esto deja al estado y al mu-
nicipio en una situación crítica. Además, las compañías mi-
neras no cuentan con infraestructura y proyectos que per-
mitan el desarrollo sustentable y sostenible de la
comunidad.

Es responsabilidad de quienes encabezan este proyecto
propiciar y generar planes de desarrollo urbano coordina-
dos con las diversas instancias del gobierno para que las
personas que integran la planta laboral de la mina y sus fa-
milias accedan a alternativas dignas de vida una vez termi-
nada la explotación de ésta.

Asimismo, debe cumplir las disposiciones legales en torno
al equilibrio ecológico, generando planes de protección al
medio ambiente desde ahora y hasta la culminación de los
trabajos de explotación de la mina.

Las casi 6 mil hectáreas concesionadas a Gold Corp. son
propiedad ejidal, han dejado sin fuente de ingresos a 435
familias de ejidatarios de la zona, quienes rentaron para es-
tablecer el complejo minero Peñasquito. Cada familia reci-
bió tan sólo 50 mil pesos por rentar sus terrenos durante 30
años, con vistas a extender la renta por otros 30 más.

Estas familias accedieron a las pretensiones de la empresa
Gold Corp. con la promesa de una mejor calidad de vida y
oportunidades de trabajo, las cuales no han llegado. Por el
contrario, la compañía minera El Peñasquito procesa dia-

riamente 50 mil toneladas de oro, plata, zinc y cobre a cos-
tillas de las posesiones de los ejidatarios, teniendo ganan-
cias estratosféricas.

El establecimiento de la compañía minera ha afectado
enormemente la economía del lugar, pues los químicos uti-
lizados en las explotaciones dejan los terrenos inservibles,
incapaces de ser utilizados para la producción agropecua-
ria de alimentos y forrajes, aparte de las muertes de su ga-
nado.

La explotación se realiza a tajo abierto, utilizando un mé-
todo de explosivos para remover los terrenos, uno  de los
sistemas más dañinos para el medio ambiente. Con sólo
agotar el primer tajo, se dejará un agujero de 600 metros de
profundidad y 1.5 kilómetros de diámetro, por lo cual el te-
rreno será inservible para los ejidatarios que rentaron.

Además de la posibilidad de que se esté extrayendo uranio
–material peligroso que causa grandes efectos dañinos pa-
ra la salud–, existen evidencias de la utilización de quími-
cos y otros materiales como el cianuro, que están afectan-
do el medio ambiente de los ejidos cercanos.

El uranio es un material altamente peligroso para la salud
que, incluso, es utilizado como activador nuclear.

Es común para la población del lugar la percepción de olo-
res extraños en el ambiente y el aumento de las enferme-
dades de las vías respiratorias.

Se tiene conocimiento que la empresa canadiense no sólo
ha tenido conflictos con los ejidatarios de Zacatecas. Tam-
bién en el estado de Guerrero ejidatarios de las tierras mi-
neras se han inconformado por el pago de la renta de sus
terrenos.

Por lo expuesto, sometemos a consideración y aprobación
del pleno de la honorable Cámara de Diputados los si-
guientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta a la Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales a realizar una evaluación de impacto
ambiental de los trabajos en la mina que explota la compa-
ñía Peñasquito, y revisar la calidad del agua del municipio
y la región verificando si es óptima para el uso agrícola y
ganadero.
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Segundo. Se exhorta a la Secretaría de Economía a verifi-
car el cumplimiento de los deberes y obligaciones que im-
pone la Ley Minera a las empresas concesionarias en rela-
ción con la exploración y explotación de minerales o
sustancias concesibles que se extraigan de la mina, así co-
mo la revisión de los términos de la concesión en cuanto a
la legalidad de las cláusulas de arrendamiento respecto de
los terrenos ejidales.

Tercero. Se exhorta a la Secretaría de Salud a ejercer sus
atribuciones de prevención y control de los efectos nocivos
de los factores ambientales en la salud del ser humano.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de noviembre de
2009.— Diputados: Claudia Edith Anaya Mota, Gerardo Leyva Her-
nández, Samuel Herrera Chávez, Heladio Verver y Vargas Ramírez,
Ramón Jiménez Fuentes (rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales.

ESTADO DE TABASCO

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se recibió de la diputada María Estela de la Fuente
Dagdug, del Grupo Parlamentario del PRI, proposición con
punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo federal
y al titular de la Secretaría de Gobernación a que destinen
mayores recursos del Fondo para Desastres Naturales, con
el objetivo de atender la emergencia que se presenta en di-
versos municipios del estado de Tabasco, debido a las llu-
vias torrenciales que han afectado a los poblados de dicho
estado. 

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal y al titular de la Segob a destinar ma-
yores recursos del Fondo de Desastres Naturales para aten-
der la urgencia que Tabasco presenta por las lluvias torren-
ciales, a cargo de la diputada María Estela de la Fuente
Dagdug, del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, diputada María Estela de la Fuente Dagdug, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del PRI, con fundamen-
to en lo dispuesto en los artículos 58 y 59 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-

tados Unidos Mexicanos, somete a consideración del ple-
no, la presente proposición con puntos de acuerdo, de ur-
gente y obvia resolución, al tenor de los siguientes

Considerandos

Los fenómenos climatológicos han evolucionado de mane-
ra importante, ello es consecuencia de la transformación y
afectaciones que ha realizado el ser humano sobre la biodi-
versidad y los ecosistemas, tales cambios han ocasionado
desequilibrios ecológicos que se manifiestan en los cam-
bios de los fenómenos naturales, los cuales han incremen-
tado sus efectos devastadores.

Nuestro país se ubica en el conjunto de naciones que, por
su ubicación geográfica, resienten en mayor cuantía los
efectos de los huracanes, ciclones, tormentas tropicales, y
frentes fríos, entre otras manifestaciones climatológicas.

De igual forma, los meses de septiembre y octubre han si-
do identificados como los más peligrosos debido al alto ni-
vel de incidencia de dichos fenómenos meteorológicos, los
cuales ocasionan severos daños económicos, pérdidas de
vidas humanas, efectos negativos en la infraestructura exis-
tente, entre otros.

Una de las entidades del país que más resiente los estragos
del paso de los fenómenos climatológicos es Tabasco, en el
cual se presenta una grave situación debido a las afectacio-
nes causadas por la cantidad excesiva de lluvias.

Según el último reporte proporcionado por Protección Ci-
vil de Tabasco, indica que existen más de 151 poblados
afectados, cerca de 150 planteles escolares inundados; más
de 24 mil hectáreas de cultivos afectadas y 10 mil pastiza-
les.

Consecuencia de las lluvias, hay más de 79 mil damnifica-
dos, que se ubican principalmente en Huimanguillo y Cár-
denas, poblaciones en donde se han instalado 78 albergues.

Se han tenido que cerrar a la navegación los puertos de Dos
Bocas y Frontera, en Tabasco lo que ha afectado de mane-
ra importante a miles de familias que dependen de las acti-
vidades marítimas.

Es importante mencionar que alrededor de 80 familias de
los poblados de Torno Largo, El Censo San Pedro y Las
Raíces fueron desalojadas debido al alto nivel de las inun-
daciones.
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La Secretaría de Gobernación estableció el Programa DN-
III, asimismo, destinó recursos del Fondo para Desastres
Naturales, con el objetivo de atender la emergencia que se
presenta en Tabasco.

Las Secretarías de la Defensa Nacional y de Marina han
participado de manera activa en atender a los damnifica-
dos, sin embargo es imperativo implantar acciones que co-
adyuven a superar la problemática que se presenta en esta
entidad,

Las diputadas y los diputados del Grupo Parlamentario del
PRI en la Cámara de Diputados, somos sensibles y sabe-
mos de la necesidad de otorgar apoyos económicos sufi-
cientes, a fin de permitir que las familias tabasqueñas re-
cuperen su patrimonio y tengan un recobro pronto de sus
actividades cotidianas.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable asamblea, con carácter de urgente y obvia
resolución los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta al titular del Ejecutivo federal, para
que en ámbito de sus atribuciones, gire instrucciones a las
autoridades competentes con el objeto de prevenir trage-
dias ocasionadas por los fenómenos meteorológicos que
afectan a las entidades costeras del país.

Segundo. Se exhorta al titular de la Secretaría de Gober-
nación a fin de que sean otorgados mayores recursos del
Fondo de Desastres Naturales, con el fin de subsanar la
emergencia que se presenta en Tabasco y que afecta a la
mayoría de las poblaciones del estado y sus habitantes.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de noviembre de 2009.— Di-
putada María Estela de la Fuente Dagdug (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se turna a la Comisión de Gobernación.

PEQUEÑAS Y MEDIANAS EMPRESAS

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra la diputada Blanca Estela Jiménez
Hernández, del Grupo Parlamentario del PRI, para presen-
tar proposición con punto de acuerdo, por el que se exhor-

ta al gobierno federal a que elabore los suficientes progra-
mas de otorgamiento de microcréditos a las Pyme.

La diputada Blanca Estela Jiménez Hernández: Con su
permiso, presidente. Compañeras diputadas y compañeros
diputados, el principal indicador macroeconómico hace re-
ferencia al crecimiento real del producto interno bruto a
partir del segundo trimestre de 2008, pero en consecuencia
sucede el decrecimiento de los sectores económicos, con-
flicto que se expande de manera alarmante a partir del
cuarto trimestre de 2008.

Según indicadores, el primero durante 2009 da con esto un
valor real al producto interno bruto, el cual se redujo en una
tasa anual de 8.2 por ciento, equivalente a una disminución
por trimestre de 5.9 por ciento. Estas cifras, ajustadas por
estacionalidad.

En el primer trimestre es complicado el escenario; para el
segundo trimestre la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico estima que durante este periodo de 2008 el valor real
del producto interno bruto ha caído a una tasa de 10.4 por
ciento, por el adverso entorno internacional.

En materia de empleo, al 30 de junio de 2009 el número de
trabajadores afiliados al Instituto Mexicano del Seguro So-
cial se ubicó en 13 millones 793 personas, con una reduc-
ción de 596 mil plazas, 4.1 por ciento, durante el segundo
trimestre de 2009. La tasa de desocupación fue de 5.24 por
ciento de la población económicamente activa, mientras
que en el periodo fue de 3.47 por ciento.

Con estos indicadores que nos proporciona la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público no queda más que la promo-
ción de programas de apoyo a las micro, pequeñas y me-
dianas empresas con el otorgamiento de créditos, acompa-
ñados de capacitación financiera, para que se eleve su
competitividad económica y su volumen de ventas.

No olvidemos que gran parte de la población económica-
mente activa se debe a estas micro, pequeñas y medianas
empresas que generan empleo, aportan un alto consumo in-
terno, con lo cual estaríamos contribuyendo al crecimiento
de una tasa superior a 5 por ciento. Para lograr esto debe-
mos tener una inversión sostenida de por lo menos 25 por
ciento del producto interno bruto, según datos el Centro de
Estudios Económicos del Sector Privado.

No olvidemos que algunos países asiáticos invierten alre-
dedor de 40 por ciento de su producto interno bruto para el
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mejor desarrollo económico y social de sus habitantes. La
inversión es productividad, es desarrollo, es empleo; la
competitividad causa estabilidad económica.

Por lo anteriormente dicho, expongo el siguiente punto de
acuerdo.

Primero. Se exhorta al gobierno federal a que elabore los
suficientes programas de otorgamiento de microcréditos a
las Pyme.

Segundo. Que los programas sean operados por la Secreta-
ría de Economía directamente con el solicitante.

Tercero. Que los microcréditos proporcionados sean blandos
para los microempresarios. Es cuanto, señor presidente.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al gobierno federal a elaborar suficientes programas de
otorgamiento de microcréditos a las pequeñas y medianas
empresas, a cargo de la diputada Blanca Estela Jiménez
Hernández, del Grupo Parlamentario del PRI

De conformidad por lo dispuesto en los artículos, 58 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos y la normatividad
aplicable, somete a consideración de esta soberanía la si-
guiente proposición con punto de acuerdo:

Exposición de Motivos

El principal indicador macroeconómico hace referencia a
un decrecimiento real del producto interno bruto (PIB) a
partir del segundo trimestre de 2008, pero en consecuencia
sucede el decrecimiento de los sectores económicos; con-
flicto que se expande de manera alarmante a partir del
cuarto trimestre del 2008 y según indicadores el primero
durante 2009, dando con esto un valor real al PIB, el cual
se redujo en una tasa anual de 8.2 por ciento equivalente a
una disminución por trimestre del 5.9 por ciento estas son
cifras ajustadas por estacionalidad. 

De los sectores económicos se registró una tasa positiva de
crecimiento del 1.4 por ciento en el primer trimestre, por la
superficie cosechada de una mayor producción de cultivos
tales como maíz, grano, cebolla, avena, forraje, sorgo y
mango, informes estadísticos según la Secretaria de Ha-
cienda y Crédito Público (SHCP) en tanto el Sector Indus-
trial registro una caída anual del 9.9 por ciento fundamen-

talmente por el decrecimiento del 13 por ciento de la pro-
ducción de manufactura y del 7 por ciento en la industria
de la construcción.

Dentro del sector servicios se contrajo 7.8 por ciento por la
caída del comercio, que observó una reducción anual del
17.2 por ciento, por servicios inmobiliarios y alquiler ca-
yeron en una tasa anual del 1.6 por ciento la disminución
de las actividades de correos de transportes y almacena-
mientos a una tasa anual del 10.3 por ciento, mostrándonos
con esto que los indicadores referidos nos señalan que el
primer trimestre es complicado el escenario; para el segun-
do trimestre la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
(SHCP) estima que durante este periodo de 2009 el valor
real del PIB ha caído a una tasa de 10.4 por ciento, por el
adverso entorno internacional, también la SHCP señala que
el brote de la influenza A (H1N1), durante el mes de abril
y mayo afecto actividades en varios sectores y regiones,
causando con esto el decrecimiento de la nación y dejando
sin empleo a muchos mexicanos.

En materia de empleo, al 30 de junio de 2009 el número de
trabajadores afiliados al Instituto Mexicano del Seguro So-
cial (IMSS) se situó en 13 millones 793 mil personas, con
una reducción anual de 596 mil plazas (4.1 por ciento); du-
rante el segundo trimestre de 2009 la tasa de desocupación
fue de 5.24 por ciento de la población económicamente ac-
tiva, mientras que en el 2008 fue de 3.47 por ciento. 

Con estos indicadores que nos proporciona la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público, no queda más que la promo-
ción de programas de apoyo a las micro y medianas em-
presas con el otorgamiento de microcréditos, acompañados
de capacitación microfinanciera, que eleve su competitivi-
dad económica y su volumen de ventas; no olvidemos que
gran parte de la población económicamente activa se debe
a esta generación de empleos, que aportarían un alto con-
sumismo interno, con lo cual estarían contribuyendo al cre-
cimiento de una tasa superior al 5 por ciento, ya que para
lograr esto debemos tener una inversión sostenida de por lo
menos 25 por ciento del PIB, según datos del Centro de Es-
tudios Económicos del Sector Privado, A C (no olvidemos
que algunos países asiáticos invierten alrededor del 40 por
ciento de su PIB), para el mejor desarrollo económico y so-
cial de sus habitantes, la inversión es productividad, des-
arrollo, empleo, competitividad y causa estabilidad. 

Por lo anterior, expongo
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Punto de Acuerdo

Primero. Se exhorta al gobierno federal a elaborar los su-
ficientes programas de otorgamiento de microcréditos a las
micro, pequeñas y medianas empresas.

Segundo. Que los programas sean operados por la Secre-
taría de Encomía directamente con el solicitante. 

Tercero. Que los microcréditos proporcionados sean blan-
dos al microempresario.

Palacio Legislativo, a 13 de noviembre de 2009.— Diputada Blanca
Estela Jiménez Hernández (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, diputada Jiménez Hernández. Túrne-
se a la Comisión de Economía.

ESTADO DE QUERETARO

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra el diputado Balfre Vargas Cortez, del
Grupo Parlamentario del PRD, para presentar proposición
con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobernador
del estado de Querétaro de Arteaga a dar cumplimiento al
convenio de servidumbre legal de acueducto y  de paso pa-
ra conducción de energía eléctrica, celebrado por esa enti-
dad federativa a favor de la comunidad de Maconí, muni-
cipio de Cadereyta de Montes.

El diputado Balfre Vargas Cortez: Con su venia, diputa-
do presidente. Con fundamento en lo dispuesto por los ar-
tículos 59 y 60 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
someto a consideración de esta soberanía la proposición
con punto de acuerdo bajo las siguientes consideraciones.

Primero. La delegación de Maconí, situada en el municipio
de Cadereyta de Montes, en el estado de Querétaro, se re-
monta en sus orígenes a una población minera por exce-
lencia, lugar resguardado por elevadas montañas, de cuyas
entrañas se han extraído oro, plata, cobre, plomo y zinc con
diferentes fines de uso, tanto rituales como comerciales,
desde la época prehispánica hasta la actualidad, sin dejar
de mencionar las cristalinas aguas del arroyo de Maconí
que van a dar al río Moctezuma, cruzando por en medio de
las casas.

Entre este recuerdo casi fugaz de su esplendor minero, en
Maconí la incomunicación, la carencia de servicios básicos
y el apoyo oficial nulo lo han convertido en un pueblo ca-
si fantasma, de no ser por los hombres y mujeres de la co-
munidad que han cruzado la frontera en busca de otras
oportunidades.

Ante este panorama geográfico de la región, el gobierno
del estado de Querétaro, entonces gobernado por Francisco
Garrido Patrón, celebró contrato de servidumbre legal de
acueducto y de paso para conducción de energía eléctrica
con la comunidad de Maconí en marzo de 2007, cuyos pro-
pósitos son la construcción de la infraestructura carretera
que permitirá el acceso a la zona donde se llevan a cabo las
obras del denominado Acueducto II, ubicadas en el cañón
del río Moctezuma, cuya finalidad es abastecer de agua a la
ciudad de Querétaro; para lo cual, se determinó, en calidad
de pago en especie a favor de la localidad de Maconí, en-
tre otras, como indemnización, una serie de apoyos y re-
cursos, edificaciones y obras que han sido incumplidas, in-
cluso por el actual gobierno estatal, a cambio de ceder 42.5
hectáreas de la zona piñonera.

En la cláusula segunda de dicho convenio, las autoridades
gubernamentales se comprometieron a culminar las obras
pactadas como indemnización a más tardar el 31 de di-
ciembre de ese 2007, sin que a casi dos años hayan dado
cumplimiento a lo que se obligaron legalmente, resultando
un claro perjuicio de gran magnitud a los habitantes de la
delegación.

Por lo expuesto y fundado, se propone a esta soberanía la
siguiente proposición con los siguientes puntos de acuerdo.

Primero. La Cámara de Diputados de este honorable Con-
greso de la Unión exhorta al gobernador del estado de Que-
rétaro de Arteaga, Antonio Pérez Barrera, a dar cabal cum-
plimiento al convenio de servidumbre legal de acueducto y
de paso para conducción de energía eléctrica, firmado por
esa entidad federativa a favor de la comunidad de Maconí,
municipio de Cadereyta de Montes.

Segundo. Para que el gobierno del estado de Querétaro ins-
truya a las autoridades correspondientes, a que instalen una
mesa de trabajo en conjunto con los habitantes de la loca-
lidad delegacional de Maconí, que permita supervisar los
avances de las obras y servicios comprometidos, así como
para que informe a esta soberanía el cumplimiento de los
acuerdos alcanzados.
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Asimismo, solicito que el texto del presente punto de
acuerdo se inserte íntegramente en el Diario de los Deba-
tes. Es cuanto, diputado presidente.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al gobernador de Querétaro de Arteaga a cumplir el conve-
nio de servidumbre legal de acueducto y de paso para con-
ducción de energía eléctrica celebrado por esa entidad en
favor de Maconí, en Cadereyta de Montes, a cargo del di-
putado Balfre Vargas Cortez, del Grupo Parlamentario del
PRD

El que suscribe, diputado Balfre Vargas Cortez, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática en la LXI Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto por los artículos
59 y 60 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a
consideración de esta soberanía proposición con punto de
acuerdo, de urgente y obvia resolución, al tenor de las si-
guientes

Consideraciones

Primera. La delegación de Maconí, situada en el munici-
pio de Cadereyta de Montes, Querétaro, se remonta en sus
orígenes como una población minera por excelencia, lugar
resguardado por elevadas montañas de cuyas entrañas se ha
extraído oro, plata, cobre, plomo y zinc, con diferentes fi-
nes, tanto rituales como comerciales, desde la época pre-
hispánica hasta la actualidad. Sin dejar de mencionar las
cristalinas aguas del arroyo de Maconí, que van a dar al río
Moctezuma, cruzando por en medio de las casas.

Entre este recuerdo casi fugaz de su esplendor minero, en
Maconí la incomunicación, la carencia de servicios básicos
y el apoyo oficial nulo la han convertido en un pueblo casi
fantasma, de no ser por los hombres y mujeres de la comu-
nidad que han cruzado la frontera en busca de una oportu-
nidad.

Segunda. Ante este panorama geográfico de la región, el
gobierno de Querétaro, entonces gobernado por Francisco
Garrido Patrón, celebró contrato de servidumbre legal de
acueducto y de paso para conducción de energía eléctrica
con la comunidad de Maconí en marzo de 2007, cuyos
propósitos son la construcción de la infraestructura carrete-
ra que permitirá el acceso a la a la zona donde se llevan a
cabo las obras del denominado Acueducto II, situadas en el
cañón del río Moctezuma, cuya finalidad es abastecer de

agua a la ciudad de Querétaro, para lo cual se determinó en
calidad de pago en especie a favor de la localidad de Ma-
coní, entre otras, como indemnización, una serie de apo-
yos, recursos, edificaciones y obras que han sido incumpli-
das, incluso, por el actual gobierno estatal en turno, a
cambio de ceder 42.5 hectáreas de la zona piñonera.

En la cláusula segunda de dicho convenio las autoridades
gubernamentales se comprometieron a culminar las obras
pactadas como indemnización a más tardar el 31 de di-
ciembre de ese mismo año 2007, sin que, a casi dos años,
hayan dado cumplimiento a lo que se obligaron legalmen-
te, resultando en un claro perjuicio de gran magnitud a la
habitantes de la delegación municipal de Maconí y sus co-
munidades.

Tercera. Sustancialmente lo que los habitantes de esta lo-
calidad exigen es el cumplimiento, por parte del gobierno
de Querétaro, del contrato de servidumbre de paso de acue-
ducto y de paso para conducción de energía eléctrica en lo
relativo a la indemnización a favor de la comunidad, como
lo son, entre las más apremiantes, que el servicio de agua
potable llegue a todos los domicilios de las 18 comunida-
des de Maconí, pues no puede ser posible que se pretenda
abastecer de agua a la ciudad de Querétaro, traída desde es-
ta localidad y que su propia gente, a la que cito, “solamen-
te se quede viendo el tubo por donde pasa”, careciendo de
este vital líquido; la construcción de tres caminos en las lo-
calidades de El Hortelano, La Luz, La Onda y solares, la
construcción de la red de energía eléctrica en las localida-
des de El Hortelano, La Luz y La Onda, y la construcción
de una bodega forrajera, obras hasta la fecha incumplidas.

Asimismo, el cumplimiento de las obras y servicios com-
prometidos en las siguientes localidades: la entrega de 18
plantas solares y la sustitución de las que salieron defec-
tuosas o de mala calidad en La Joya; la entrega de 3 plan-
tas solares en tierras coloradas; la construcción de red de
agua en El Hortelano; colocación de la tubería y bombas de
distribución en El Hurache; la entrega de 4 plantas solares
y la sustitución de las que salieron defectuosas o de mala
calidad en el torno; la sustitución de la tubería mal coloca-
da en Martínez; la sustitución de la tubería mal colocada y
la construcción de un camino en El Hortelano; la termina-
ción de los tanques de almacenamiento en Los Lirios; la
colocación de 2 postes de luz y la colocación de los cabes
para electrificación correspondientes, y la sustitución de
las plantas solares defectuosas en La Blanca; la colocación
de tanques de almacenamiento y la colocación de tubería
en el devisadero; la reparación por los daños ocasionados
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con motivo de los trabajos de construcción para la amplia-
ción de la carretera en Rancho Viejo; la instalación de la
red de conducción al tanque de almacenamiento, la reubi-
cación de las tomas de agua que se encuentran lejos de los
domicilios, la terminación del techado de la cancha de la
escuela, terminación de la capilla y la rehabilitación del ca-
mino de Maconí a Piñones; la instalación del tanque de
captación y construcción del tanque de almacenamiento,
reubicación de las tomas de aguas que quedaron hasta 200
metros de distancia de los domicilios, la entrega de la plan-
ta potabilizadora en El Divino Pastor; la terminación de la
instalación de las tuberías, instalación de los tanques de al-
macenamiento y terminar las cancha de básquetbol en San-
to Tomás; adecuada distribución domiciliaria de las tomas
de agua en La Mesa; redistribución de la red de tubería que
se situaron lejos de las viviendas en cerro Colorado; insta-
lación de red de electrificación, instalación de rampas a vi-
viendas y terminación del camino en Maconí centro; la ins-
talación de cable de luz y medidores en la red de
electrificación y tuberías en Pinitos; reubicación de vivien-
das e instalación de luz eléctrica en las mismas en la Lo-
mita; reubicación de las tuberías, tanques de almacena-
miento y distribución domiciliaria, y la construcción de las
represas en La Mora; todas estas obras y servicios no cum-
plidas.

Entre las quejas más recurrentes por parte de estas locali-
dades es que los apoyos y recursos entregados han sido
parciales y deficientes como es el caso de las plantas sola-
res las cuales resultaron defectuosas y de mala calidad, en
el caso de las que se entregaron.

Asimismo las obras de infraestructura carretera han afecta-
do alrededor de 600 hectáreas propiedad de 697 comune-
ros, resultando la más afectada la localidad de Piñones, ya
que los desechos por donde pasa la tubería de la presa de-
rivadora hacia el túnel destrozó terrenos agrarios de la co-
munidad de Maconí, trabajos con los que además se han
derribado árboles de 200 hectáreas, provocando un irrever-
sible daño al impacto ecológico de la región, por lo que es
urgente replantearse la modificación del contrato de servi-
dumbre para incluir medidas preventivas, protectoras y co-
rrectoras necesarias para eliminar o disminuir los efectos
de los trabajos en cuestión.

Cuarta. Aunque los convenios con el gobierno del estado
se firmaron en 2007, la administración pasado jamás inició
las acciones comprometidas, a pesar que el ex mandatario
de la entidad se ufanó de que las obras las entregaría con-

cluidas antes de finalizar su sexenio; lo que incluso fue re-
conocido por las propias autoridades que iniciaron funcio-
nes el pasado 1 de octubre del presente año. Por lo que es
urgente que el gobierno estatal cumpla inmediatamente con
una de las necesidades más apremiantes para la localidad
como lo es la de dotar de agua potable a todos los habitan-
tes de la delegación municipal de Maconí, que comprende
22 comunidades, ya que resulta incongruente que se pre-
tenda extraer de la región mil quinientos litros por segundo
para dotar a los capitalinos y cumplir los compromisos del
gobierno, de dar el servicio a los crecientes fraccionamien-
tos que se están dando en la ciudad, y dejar en el olvido gu-
bernamental a estas comunidades que sufren las pobreza
extrema y el saqueo de sus recursos naturales, sin que esto
represente beneficios reales para sus habitantes.  

Quinta. Es por ello que esta Cámara de Diputados exhorta
al gobernador de Querétaro, Antonio Pérez Barrera, a dar
cumplimiento inmediatamente a los convenios firmados en
favor de la delegación municipal Maconí, municipio de
Cadereyta de Montes, haciendo efectiva la cláusula relati-
va a la pena convencional, consistente en el pago de 20 por
ciento del importe de la contraprestación no ejecutada en
tiempo, pues, sobra decir, el gobierno estatal ha incumpli-
do los tiempos a los que se comprometió legalmente, ini-
cialmente fijados como fecha límite el 31 de diciembre del
2007. Asimismo para que por conducto de las autoridades
correspondientes instalen una mesa de trabajo en conjunto
con los habitantes de la comunidad de Maconí a efecto de
que se supervisen y analicen las obras y servicios pendien-
tes de darle cumplimiento, manteniendo un diálogo perma-
nente con las comunidades, mediante la toma de acuerdos
revisables mensualmente que verifique sus avances dando
prioridad a resolver las necesidades más apremiantes de los
habitantes que les garantice una mejor calidad de vida pa-
ra toda esta región.

Por lo expuesto y fundado, se propone a esta soberanía la
siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados de este honorable Con-
greso de la Unión exhorta al gobernador de Querétaro de
Arteaga, Antonio Pérez Barrera, a dar cabal cumplimiento
al convenio de servidumbre legal de acueducto y de paso
para conducción de energía eléctrica, firmado por esa enti-
dad federativa a favor de la comunidad de Maconí, muni-
cipio de Cadereyta de Montes.
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Segundo. Para que el gobierno de Querétaro instruya a las
autoridades correspondientes a que instalen una mesa de
trabajo en conjunto con los habitantes de la localidad dele-
gacional de Maconí, que permita supervisar los avances de
las obras y servicios comprometidos.

Salón de sesiones, a 13 de noviembre de 2009.— Diputado Balfre Var-
gas Cortez (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias. Como lo solicita, insértese en el Dia-
rio de los Debates. Túrnese a las Comisiones Unidas de
Derechos Humanos y de Desarrollo Social.

Se pospone la intervención del diputado José Erandi Ber-
múdez Méndez, del Grupo Parlamentario del PAN, para la
próxima sesión.

ESTADO DE GUERRERO

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra el diputado Cuauhtémoc Salgado Ro-
mero, del Grupo Parlamentario del PRI, para presentar pro-
posición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al
gobernador de Guerrero y al Congreso local a realizar el
análisis y estudio correspondiente para evaluar la creación
de la octava región del estado de Guerrero.

El diputado Cuauhtémoc Salgado Romero: Con su per-
miso, señor presidente.

Mariguana y amapola, sostén económico principal durante
muchos años de miles de ciudadanos guerrerenses de la
Sierra Madre del Sur. Las acciones acertadas del Ejército y
otros grupos de seguridad para terminar con esta actividad
lograron en gran medida su propósito. A lo largo de esta
sierra vemos el luchar más desprotegido, no tan sólo del es-
tado de Guerrero, sino de muchas regiones del país.

Hoy transitamos sus pésimos caminos y si bien no se va en
vehículo, porque una buena parte de sus pueblos los tene-
mos que recorrer a pie, en bestia mular o en cuatrimoto.
Vemos las pocas escuelas, olvidadas y cerradas por la falta
de maestros; uno que otro centro de salud a grandes dis-
tancias, y de igual manera, sin doctores ni medicamentos.

Morirse por la falta de atención médica es algo muy co-
mún. La electrificación de sus pueblos llega a 30 por cien-

to. Urge la instalación de una nueva subestación eléctrica
que permita extenderse en este rubro.

Dentro de la organización geográfica del estado se encuen-
tra la Sierra Madre del Sur, perteneciente a las regiones del
Centro, Tierra Caliente y Costa Grande, con una extensión
territorial aproximada de 11 mil 800 kilómetros cuadrados,
que van desde Chilpancingo hasta Coahuayutla, de la cual
poco más de 50 por ciento se encuentra cubierta de bosque,
otro 30 por ciento está clasificado como propicio para acti-
vidades ecoturísticas y áreas naturales protegidas.

Las partes altas son conocidas como filos y las cordilleras
son notables por su alta biodiversidad y su gran número de
especies endémicas. Datos del Inegi señalan que actual-
mente en esta zona viven 120 mil personas dedicadas a la
agricultura y a la ganadería, la mayoría de ellas con un gra-
do de alta y muy alta marginación.

Cuenta con importantes recursos minerales, destacando los
yacimientos de oro y plomo, así como recursos forestales
maderables y no maderables, una gran biodiversidad y una
elevada fuente de servicios ambientales que benefician di-
rectamente a la población, lo que hace a esta zona punto cla-
ve para el desarrollo del estado, pero hasta la fecha su po-
tencial se ve mermado a causa de la carente infraestructura
básica de soporte a estas actividades como lo son almacenes,
centros de acopio, parques recreativos, entre otros.

Los niveles de mortalidad infantil ubican que de cada mil
nacimientos mueren entre 30 y 45 niños de entre 4 y 6 años
de edad; 75 por ciento de esta población alcanza un alto
grado de desnutrición, y también es más vulnerable la po-
blación infantil. Las tasas de crecimiento poblacional son
negativas debido al elevado índice de migrantes en edad re-
productiva.

Para el mejor aprovechamiento de la zona es preciso un es-
tudio regional que muestre…

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Le pediríamos concluir, diputado.

El diputado Cuauhtémoc Salgado Romero: Termino, se-
ñor presidente. ...un estudio regional que muestre un diag-
nóstico con las características de la región. Asimismo, un
análisis de las dinámicas y tendencias que conllevan a im-
pulsar un crecimiento equitativo y sostenible a largo plazo.
Esto con el fin de elaborar una propuesta de desarrollo sus-
tentable de la octava región.
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Para lograr este objetivo es necesaria la participación con-
junta de los tres órdenes de gobierno y sus dependencias
correspondientes, la población, las organizaciones civiles,
entre otras, ya que la sierra del estado de Guerrero debe ser
considerada como punto clave en el desarrollo sustentable,
tanto del mismo estado como de la región sur de México.
De esta forma, el suscrito, diputado federal, considera que
es de trascendental importancia el estudio y análisis del
proyecto para que se constituya legalmente la octava re-
gión del estado de Guerrero, puesto que ya es una deman-
da de los representantes municipales y las organizaciones
sociales para contribuir al crecimiento de las comunidades
de la sierra, así como de salvaguardar la biodiversidad y el
medio ambiente de dicha región.

Por lo expuesto y con fundamento en el artículo 78, frac-
ción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; 58 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General, solicito a esta Presidencia someta a
consideración de este pleno el siguiente punto de acuerdo.

Primero. Exhortar al gobierno del estado de Guerrero y al
Congreso del mismo a realizar los estudios básicos necesa-
rios para determinar la importancia de constituir la octava
región de la sierra de Guerrero.

Segundo. Establecer la delimitación geográfica y constituir
legalmente la octava región del estado de Guerrero. Mu-
chas gracias.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al gobernador y al Congreso de Guerrero a realizar el aná-
lisis y estudio correspondientes para evaluar la creación de
la octava región del estado, a cargo del diputado Cuauhté-
moc Salgado Romero, del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional de la LXI Legislatura del
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
el artículo 58 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos so-
mete a consideración de esta soberanía proposición con
puntos de acuerdo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Guerrero se sitúa en el sur de la República Mexicana y tie-
ne una extensión territorial de 63 mil 794 kilómetros cua-
drados, divididos en 7 regiones, donde se asientan los 81
municipios que forman el estado. Cuenta con gran diversi-

dad de ecosistemas, que favorecen a la variedad de las pro-
ducciones de cada región.

En la organización geográfica del estado se encuentra la
Sierra Madre del Sur, perteneciente a las regiones del cen-
tro, Tierra Caliente y la Costa Grande, con una extensión
territorial aproximada de 11 mil 800 kilómetros cuadrados,
que van desde Chilpancingo hasta Coahuayutla, de la cual
poco más de 50 por ciento se encuentra cubierta de bosque,
y otro 30 por ciento está clasificado como propicio para las
actividades eco turísticas y áreas naturales protegidas. Las
partes altas son conocidas como “filos”, y las cordilleras
son notables por su amplia biodiversidad y su gran núme-
ro de especies endémicas.

Cuenta con importantes recursos minerales, donde desta-
can los criaderos de oro y plomo, y forestales maderables y
no maderables; una gran biodiversidad y una elevada fuen-
te de servicios ambientales que benefician directamente a
la población, lo que hace a esta zona, punto clave para el
desarrollo del estado, pero hasta la fecha, su potencial se ve
mermado a causa de la carente infraestructura básica de so-
porte a estas actividades, como almacenes, centros de aco-
pio y parques recreativos.

Datos del Instituto Nacional de Estadística y Geografía se-
ñalan que actualmente en esta zona viven 105 mil personas
dedicadas a la agricultura y ganadería, la mayoría de ellas
con grado de alta y muy alta marginación, ocasionada prin-
cipalmente por la carencia de carreteras apropiadas y nece-
sarias que ayuden a combatir el problema de enlace con las
zonas urbanas, lo cual ocasiona insuficiencia en los servi-
cios de salud y educación, que aun y cuando ya existen son
poco funcionales debido a la carencia del sistema de co-
municación.

Los niveles de mortalidad infantil ubican que de cada mil
nacimientos, mueren entre 30 y 45 niños de entre 4 y 6
años de edad. De esta población, 75 por ciento alcanza un
alto grado de desnutrición, entre los que también es más
vulnerable la población infantil. Las tasas de crecimiento
poblacional son negativas debido al elevado índice de mi-
grantes en edad reproductiva.

Hay también un gran problema con los servicios de energía
eléctrica, pese a contar con la presa hidroeléctrica El Cara-
col; sin embargo, 50 por ciento de las localidades no cuen-
ta con energía eléctrica o con voltaje suficiente para satis-
facer a la población e incentivar el fomento de los procesos
productivos microindustriales.

Año I, Primer Periodo, 18 de noviembre de 2009 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados170



Para el mejor aprovechamiento de la zona es preciso un es-
tudio regional que muestre un diagnóstico con las caracte-
rísticas de la región, así mismo un análisis de las dinámicas
y tendencias que conlleven a impulsar un crecimiento equi-
tativo y sostenible a largo plazo. Esto, a fin de elaborar una
propuesta de desarrollo sustentable de la octava región. Pa-
ra lograr este objetivo es necesaria la participación conjun-
ta de los tres órdenes de gobierno y sus dependencias co-
rrespondientes, la población, las organizaciones civiles,
entre otros, ya que la sierra de Guerrero debe ser conside-
rada punto clave en el desarrollo sustentable tanto del mis-
mo estado como de la región sur de México.

De esa forma, el suscrito, diputado federal, considera que
son de trascendental importancia el estudio y el análisis del
proyecto para que se constituya legalmente la octava re-
gión de Guerrero, pues ya es una demanda de los represen-
tantes municipales y de las organizaciones sociales, para
contribuir al crecimiento de las comunidades de la sierra,
así como salvaguardar la biodiversidad y el ambiente de di-
cha región.

Por lo expuesto, y con fundamento en los artículos 78, frac-
ción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y 58 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General, solicito a la Presidencia de la Mesa
Directiva que someta a consideración de este pleno los si-
guientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Exhortar al gobierno y al Congreso de Guerrero
a realizar los estudios básicos necesarios para determinar la
importancia de constituir la octava región de la sierra de
Guerrero.

Segundo. Establecer la delimitación geográfica y consti-
tuir legalmente la octava región de Guerrero.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de noviembre de 2009.— Di-
putados: Cuauhtémoc Salgado Romero (rúbrica), Armando Ríos Piter
(rúbrica), Florentina Rosario Morales (rúbrica), Ana Luz Lobato Ra-
mírez (rúbrica), Mario Moreno Arcos (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputado. Túrnese a las Comisiones Unidas
de Desarrollo Rural y de Desarrollo Social.

El diputado Ríos Piter deseaba hacer uso de la palabra. Di-
putado.

El diputado Armando Ríos Piter (desde la curul): Dipu-
tado presidente, para preguntarle al diputado Cuauhtémoc
Salgado, siendo que somos vecinos de distrito, si me per-
mite adherirme a ese punto de acuerdo.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Diputado Salgado Romero, ¿acepta usted que se ad-
hiera el diputado? Acepta el señor diputado, y todos aque-
llos que deseen adherirse pasen a la Secretaría, por favor.

ESTADO DE COLIMA

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene el uso de la palabra el diputado Leoncio Morán
Sánchez, del Grupo Parlamentario del PAN, para presentar
proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al
Congreso del estado de Colima a que a través del Órgano
Superior de Auditoría y Fiscalización Gubernamental de
esa entidad se informe a esa soberanía sobre la operación
de compra-venta del terreno localizado en la zona de La
Boquita, que realizaron el gobierno del estado y la empre-
sa Puerto Santiago Manzanillo.

El diputado Leoncio Alfonso Morán Sánchez: Con su
permiso, diputado presidente.

Compañeras diputadas y compañeros diputados, pongo a
su consideración el siguiente punto de acuerdo.

En octubre de 2009, el gobierno del estado de Colima, en-
cabezado por el entonces gobernador, Silverio Cavazos Ce-
vallos, anunció un megaproyecto turístico en la zona de La
Boquita, en los márgenes de la laguna de Juluapan, muni-
cipio de Manzanillo, Colima.

El terreno en donde se realizará el proyecto turístico ini-
cialmente fue propiedad del gobierno federal, pero en 1991
éste donó el terreno al estado de Colima para que fuera uti-
lizado con fines turísticos.

Posteriormente, en 1993, el Congreso de Colima autorizó
al Ejecutivo colimense a vender el terreno, especificando
que los recursos que se obtuvieran deberían ser utilizados
para realizar obras de beneficio social en el puerto de Man-
zanillo; sin embargo, el comprador incumplió en las condi-
ciones de pago, por lo que la propiedad y posesión del in-
mueble volvió al estado de Colima.
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Fue hasta octubre de este año que el ex gobernador Silve-
rio Cavazos Cevallos anunció que la empresa Puerto San-
tiago Manzanillo, Sociedad de Responsabilidad Limitada,
realizaría el megaproyecto turístico, pues adquirió el terre-
no propiedad del gobierno de Colima; sin embargo, esta
operación de compra-venta fue realizada bajo una notable
opacidad, pues a la fecha no se han transparentado las con-
diciones de venta ni los mecanismos mediante los cuales se
determinó que el terreno sería vendido a la empresa Puerto
Santiago Manzanillo.

Hasta hoy, a los ciudadanos colimenses se les ha negado el
derecho a la información, se ha obstaculizado la transpa-
rencia y desgraciadamente se descalifica a quienes exigen
la información acerca de esta operación.

Es por esto que, en mi calidad de ciudadano colimense, pe-
ro también como representante popular y legislador, solici-
té información que permita constatar que la operación de
compra-venta de estos terrenos fue realizada cumpliendo
con la normatividad local y federal aplicables, respetando
los derechos, tanto de los ciudadanos colimenses como de
los posibles inversionistas que pudiesen estar interesados
en participar en el desarrollo del proyecto turístico.

Sin embargo las solicitudes realizadas hasta hoy han sido
ignoradas, a pesar de que se realizaron formal y directa-
mente al gobernador del estado y a la Comisión de Acceso
a la Información Pública del estado de Colima, principal-
mente.

Esto impide que tengamos acceso a la información sobre la
cantidad de metros cuadrados que dejarían de formar parte
del patrimonio estatal y que por el valor económico y am-
biental representa un activo importante no sólo para los co-
limenses, sino también para los mexicanos, pues estos te-
rrenos albergan importantes extensiones de manglares que
proporcionan servicios ambientales invaluables.

Dada la opacidad con la que se enajenó el terreno, propie-
dad de todos los colimenses, ha sido imposible conocer el
dato oficial del precio de venta por metro cuadrado. Lo que
impide comprobar que la operación se realizó con apego a
la ley y bajo precios de mercado, cuidando en todo mo-
mento las condiciones que mejor favorecieran al patrimo-
nio público.

El gobierno de Colima está en deuda con los colimenses;
debe informar sobre el mecanismo por el cual determinó
que Puerto Santiago Manzanillo, Sociedad de Responsabi-

lidad Limitada, es la empresa que mayores beneficios ofre-
ció al estado al adquirir los terrenos.

Es por esto, compañeros legisladores, que hago la presente
proposición con punto de acuerdo para exhortar al gobier-
no y al Congreso estatal, a través del Órgano Superior de
Auditoría y Fiscalización Gubernamental —todos del esta-
do de Colima—, a revisar e informar a esta soberanía y a
los colimenses sobre las condiciones de compra-venta del
terreno en comento.

Por lo expuesto, se pone a su consideración la siguiente
proposición con punto de acuerdo.

Primero. Se hace un respetuoso exhorto al gobierno del es-
tado de Colima a que remita a esta soberanía la informa-
ción sobre la operación de la compra-venta del terreno lo-
calizado en la zona La Boquita, en los márgenes de la
Laguna de Juluapan, municipio de Manzanillo, Colima,
que realizaron el gobierno del estado de Colima y la em-
presa Puerto Santiago Manzanillo, Sociedad de Responsa-
bilidad Limitada, referente a características y extensión,
precio de venta del terreno…

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Concluya, diputado, por favor.

El diputado Leoncio Alfonso Morán Sánchez: Conclu-
yo, señor presidente. …avalúo con el valor de mercado del
terreno; convocatoria de licitación, criterios de evaluación
y resultado de cada una de las ofertas de compra, producto
de la licitación y, en caso de haber existido una licitación,
mecanismos o criterios para determinar la adjudicación del
terreno; copia del contrato de compra-venta; copia de la es-
critura de contrato de compra-venta; nombre del notario
ante el que se realizó la compra-venta; programación de los
recursos que recibió el gobierno del estado por este con-
cepto; recursos recibidos a la fecha por el gobierno del es-
tado de Colima; institución bancaria, número de cuenta y
titular de la cuenta a la que fue destinado el depósito; nom-
bres de los integrantes del Consejo Directivo de Adminis-
tración de Puerto Santiago; dictamen de cambio de uso de
suelo; plan parcial de desarrollo urbano; autorización de la
Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales para
la realización del proyecto del desarrollo turístico y las
obras de mantenimiento y conservación del manglar, así
como la manifestación de impacto ambiental.

Segundo. Se hace un atento exhorto al Congreso de Coli-
ma a que a través del Órgano Superior de Auditoría y Fis-
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calización Gubernamental del estado, revise e informe a
esta soberanía sobre la operación de la compra-venta del
terreno localizado en la zona La Boquita, en los  márgenes
de la Laguna de Juluapan, municipio de Manzanillo, Coli-
ma, que realizaron el gobierno del estado de Colima y la
empresa Puerto Santiago Manzanillo, Sociedad de Respon-
sabilidad Limitada, en especial para fiscalizar el cumpli-
miento de la normatividad aplicable y la no afectación del
patrimonio del estado de Colima. Es cuanto, señor presi-
dente.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Congreso de Colima a informar a esta soberanía me-
diante el Órgano Superior de Auditoría y Fiscalización Gu-
bernamental sobre la operación de compraventa de un te-
rreno de la zona La Boquita que realizaron el gobierno del
estado y Puerto Santiago Manzanillo, S de RL, a cargo del
diputado Leoncio Morán Sánchez, del Grupo Parlamenta-
rio del PAN

El suscrito, diputado Leoncio Alfonso Morán Sánchez, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Acción Nacional, con
fundamento en los artículos 78, fracción III, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 58 del
Reglamento del Gobierno Interior del Congreso General,
presenta la siguiente proposición con punto de acuerdo pa-
ra solicitar información sobre la operación de compra-ven-
ta del terreno localizado en la zona de La Boquita, en las
márgenes de la laguna de Juluapan, municipio de Manza-
nillo, Colima, al tenor de las siguientes

Consideraciones

En octubre de 2009, el gobierno de Colima, encabezado
por el entonces gobernador Silverio Cavazos Ceballos,
anunció un megaproyecto turístico en la zona de La Bo-
quita, en las márgenes de la laguna de Juluapan, municipio
de Manzanillo, Colima.

Este proyecto comprende la construcción de una marina de
yates, hoteles de alto nivel, condominios, residencias y
otras instalaciones.

El terreno en donde se realizará el proyecto turístico, ini-
cialmente fue propiedad del gobierno federal pero, en
1991, donó el terreno al estado de Colima para que fuera
utilizado con fines turísticos.

Posteriormente, en 1993, el Congreso de Colima autorizó
al Ejecutivo colimense vender el terreno, especificando

que los recursos que se obtuvieran deberían ser utilizados
para realizar obras de beneficio social en el puerto de Man-
zanillo. Sin embargo, el comprador incumplió en las con-
diciones de pago, por lo que la propiedad y posesión del in-
mueble volvió al estado de Colima.

Los subsecuentes gobiernos estatales continuaron promo-
viendo proyectos de desarrollo turístico en estos terrenos,
pese a esto, diversas circunstancias, entre ellas la falta de
cumplimiento de la normatividad ambiental, impidieron
que su ejecución se concretara.

Fue hasta octubre de este año, que el exgobernador Silverio
Cavazos Ceballos anunció que la empresa Puerto Santiago
Manzanillo, S de RL, realizaría el megaproyecto turístico
pues adquirió el terreno propiedad del gobierno de Colima.

Sin embargo, esta operación de compra-venta fue realizada
bajo una notable opacidad, pues a la fecha no se han trans-
parentado las condiciones de venta, ni los mecanismos me-
diante los cuales se determinó que el terreno sería vendido
a la empresa Puerto Santiago Manzanillo.

Hasta el día de hoy, a los ciudadanos colimenses se les ha
negado el derecho a la información, se ha obstaculizado la
transparencia y, desgraciadamente, se descalifica a quienes
exigen la información acerca de esta operación.

Es por esto que, en mi calidad de ciudadano colimense, pe-
ro también como representante popular y legislador, solici-
té información que permita constatar que la operación de
compra-venta de estos terrenos fue realizada cumpliendo
con la normatividad local y federal aplicable, respetando
los derechos tanto de los ciudadanos colimenses como de
los posibles inversionistas que pudiesen estar interesados
en participar en el desarrollo del proyecto turístico.

Sin embargo, las solicitudes realizadas hasta hoy han sido
ignoradas a pesar de que se realizaron formal y directa-
mente al gobernador del estado y a la Comisión de Acceso
a la Información Pública del Estado de Colima (CAIPEC),
principalmente.

Esto impide que tengamos acceso a la información sobre la
cantidad de metros cuadrados que dejarían de formar parte
del patrimonio estatal y que, por el valor económico y am-
biental, representan un activo importante no sólo para los
colimenses sino también para los mexicanos, pues estos te-
rrenos albergan importantes extensiones de manglares que
proporcionan servicios ambientales invaluables.
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Dada la opacidad con la que se enajenó el terreno propie-
dad de todos los colimenses, ha sido imposible conocer el
dato oficial del precio de venta por metro cuadrado, lo que
impide comprobar que la operación se realizó con apego a
la ley y bajo precios de mercado, cuidando en todo mo-
mento las condiciones que mejor favorecieran al patrimo-
nio público.

El gobierno de Colima está en deuda con los colimenses:
debe informar sobre el mecanismo por el cual determinó
que Puerto Santiago Manzanillo, S de RL, es la empresa
que mayores beneficios ofreció al estado al adquirir los te-
rrenos.

Es por esto, que hago la presente proposición con punto de
acuerdo para exhortar al gobierno y al Congreso a través
del Órgano Superior de Auditoría y Fiscalización Guberna-
mental, todos de Colima, a revisar e informar a esta sobe-
ranía y a los colimenses sobre las condiciones de compra-
venta del terreno en comento.

Lo anterior con el objetivo de salvaguardar el derecho de
los ciudadanos al acceso a la información sobre este tema
de interés público y comprobar que la operación de com-
pra-venta no oculta un fraude contra el patrimonio de los
colimenses y los mexicanos, que fue realizada sin existir
un conflicto de intereses y que se actuó con imparcialidad
y responsabilidad social, económica y ambiental.

Por lo anteriormente expuesto, se pone a su consideración
la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. Se hace un respetuoso exhorto al gobierno de
Colima para que remita a esta soberanía la información so-
bre la operación de compra-venta del terreno localizado en
la zona de La Boquita, en las márgenes de la laguna de Ju-
luapan, municipio de Manzanillo, Colima, que realizaron
el gobierno de Colima y la empresa Puerto Santiago Man-
zanillo, S de RL, referente a:

a) Características, extensión y precio de venta del terre-
no, así como las condiciones de pago;

b) Avalúo con el valor de mercado del terreno;

c) Convocatoria de la licitación, nombre de las personas
invitadas a participar, participantes y oferta de cada uno
de ellas;

d) Criterios de evaluación y resultado de cada una de las
ofertas de compra producto de la licitación;

e) En caso de no haber existido una licitación, mecanis-
mo o criterio para determinar la adjudicación del terre-
no;

f) Copia del contrato de compra-venta;

g) Copia de la escritura del contrato de compra-venta,
nombre del notario ante el cual se realizó la escritura-
ción del terreno y copia de los recibos de honorarios pa-
gados al notario;

h) Programación de los recursos que recibirá el gobier-
no de Colima por este concepto;

i) Recursos recibidos a la fecha por el gobierno de Co-
lima por concepto de la venta del terreno;

j) Institución bancaria, número de cuenta y titular de la
cuenta destinada a recibir los depósitos de recursos pro-
ducto de la venta;

k) Nombres de los integrantes del Consejo de Directivo
y de Administración, así como de los socios de la em-
presa Puerto Santiago Manzanillo, S de RL;

l) Dictamen de cambio de uso de suelo; plan parcial de
desarrollo urbano; autorización de la Secretaría de Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales para realizar el pro-
yecto de desarrollo turístico y las obras de manteni-
miento y conservación del manglar; y manifestación de
impacto ambiental.

Segundo. Se hace un atento exhorto al Congreso de Coli-
ma para que, a través del Órgano Superior de Auditoría y
Fiscalización Gubernamental de Colima, revise e informe
a esta soberanía sobre la operación de compra-venta del te-
rreno localizado en la zona de La Boquita, en las márgenes
de la laguna de Juluapan, municipio de Manzanillo, Coli-
ma, que realizaron el gobierno de Colima y la empresa
Puerto Santiago Manzanillo, S de RL, en especial para fis-
calizar el cumplimiento de la normatividad aplicable y la
no afectación al patrimonio de Colima.

Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, a 13 de noviembre de
2009.— Diputados: Leoncio Alfonso Morán Sánchez (rúbrica), Indira
Vizcaíno Silva (rúbrica).»
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El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputado. Túrnese a la Comisión de Vigi-
lancia de la Auditoría Superior de la Federación.

El diputado Leoncio Alfonso Morán Sánchez: Le solici-
to que este punto de acuerdo sea integrado al Diario de los
Debates, tal como aparece en la Gaceta, señor presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Insértese en el Diario de los Debates, como lo solicita.

La diputada Indira Vizcaíno Silva (desde la curul): Se-
ñor presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Desea la diputada Vizcaíno hacer uso de la palabra.
¿Diputada, en qué consiste su intervención?

La diputada Indira Vizcaíno Silva (desde la curul): Para
adherirme al punto de acuerdo presentado por el diputado
Leoncio Morán.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Diputado Morán Sánchez, está la diputada Vizcaíno
solicitando adherirse, ¿tiene usted inconveniente? 

El diputado Leoncio Alfonso Morán Sánchez (desde la
curul): Ninguno, con mucho gusto.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Acepta el diputado Morán Sánchez que se adhiera. To-
das aquellas compañeras y compañeros que deseen adhe-
rirse, favor de pasar a la Secretaría.

SALUD MENTAL

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra la diputada Mariana Ivette Ezeta Sal-
cedo, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologis-
ta de México, para presentar proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta al Consejo Nacional de Sa-
lud a eximir el pago de cuota de recuperación a la consul-
ta externa en los servicios de atención de salud mental.

La diputada Mariana Ivette Ezeta Salcedo: Con su per-
miso, diputado presidente. Compañeras diputadas y com-
pañeros diputados, la magnitud de la carga de enfermedad
y discapacidad atribuible a los trastornos mentales es un fe-

nómeno creciente y preocupante en el mundo. La Organi-
zación Mundial de la Salud estima que existen 450 millo-
nes de personas que padecen algún tipo de enfermedad
mental.

En América Latina y el Caribe se calcula que las personas
que sufren de estos padecimientos aumentarán de 114 mi-
llones en 1990 a 176 millones en el 2010; México no es la
excepción. La Secretaría de Salud estima que existen alre-
dedor de 15 millones de personas que sufren estos trastor-
nos; personas que además de ser excluidas y marginadas
por la sociedad a causa de su enfermedad, en muchos de los
casos no son oportunamente atendidas.

Un estudio de la Organización Panamericana de la Salud,
realizado recientemente en México, señala que hasta 80
por ciento de los pacientes diagnosticados con alguna en-
fermedad mental no habían recibido atención durante los
12 meses previos al diagnóstico. Porcentaje similar al que
el secretario de Salud José Ángel Córdova Villalobos alu-
dió durante la celebración del Día Mundial de la Salud
Mental, cuando comentó que 75 por ciento de las personas
que sufren desórdenes mentales en el mundo en desarrollo
no reciben tratamiento alguno.

Como parte de la reforma psiquiátrica en nuestro país, el
19 de enero de 2004 se creó el Consejo Nacional de Salud
Mental (Consame), organismo dependiente de la Secretaría
de Salud cuya misión es la implementación del nuevo mo-
delo de atención en salud mental denominado “Miguel Hi-
dalgo”, mediante el cual se proporciona a los usuarios de
todo el país una atención de calidad, a través de acciones
de promoción, prevención y rehabilitación en el campo de
la salud mental, lo que se traduce en una mejor calidad de
vida del usuario y de la familia, así como su reintegración
a la sociedad. 

En México, las personas que no son derechohabientes de
los servicios de salud, proporcionados por el Instituto Me-
xicano del Seguro Social o bien por el ISSSTE acuden pa-
ra el tratamiento de su padecimiento a los hospitales o uni-
dades de la Secretaría de Salud tanto federales como
estatales, en donde pagan una cuota de recuperación por
consulta externa.

Dichas cuotas encuentran su fundamento legal en el artícu-
lo 36 de la Ley General de Salud, en el cual se señala:

“Artículo 36. Las cuotas de recuperación que, en su caso,
se recauden por la prestación de servicios de salud se ajus-
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tarán a lo que disponga la legislación fiscal y a los conve-
nios de coordinación que celebren en la materia el Ejecuti-
vo federal y los gobiernos de las entidades federativas”.

Las cuotas de recuperación, si bien es cierto constituyen un
ingreso para el erario, también desmotivan a los pacientes
y sus familiares a acudir a las consultas. En refuerzo a lo
anterior, es importante analizar el caso del Centro Integral
de Salud Mental, Distrito Federal, en el cual los pacientes
que eran atendidos pagaban hasta 2007 una cuota de recu-
peración de 10 pesos por consulta externa; recaudándose al
término del año por este concepto 130 mil pesos.

Debido a la disminución en el número de pacientes, atri-
buible al costo originado por las cuotas, sumado al gasto de
pago de transporte, comida y en ocasiones estancia que tie-
nen que sufragar los familiares que acompañan al paciente,
en 2008 se tomó la decisión de eliminar estas cuotas de re-
cuperación. Como resultado de la medida, las consultas se
incrementaron a 50 mil 576, a diferencia de las 39 mil 177
de 2007; o sea, crecieron en más de 10 mil.

En México únicamente es en el Distrito Federal y en San
Luis Potosí donde no se cobran cuotas de recuperación. En
atención a lo expuesto, el Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México somete a consideración de es-
ta soberanía, con carácter de urgente u obvia resolución, la
siguiente proposición con punto de acuerdo.

Único. La Cámara de Diputados del Congreso de la Unión
exhorta a la Secretaría de Salud a fin de que se adopte, jun-
to con las Secretarías de Salud de las entidades federativas,
un acuerdo en el seno del Consejo Nacional de Salud para
eximir del pago de cuotas de recuperación a las consultas ex-
ternas en los servicios de atención mental en todo el país.

Los diputados del Partido Verde esperamos contar con el
apoyo de las demás fracciones parlamentarias, a fin de dis-
minuir el fuerte impacto económico para los pacientes y
sus familias, que conlleva la atención de los padecimientos
mentales. Es cuanto, diputado presidente.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Consejo Nacional de Salud a eximir del pago de cuota de
recuperación por la consulta externa en los servicios de
atención de salud mental, a cargo de la diputada Mariana
Ivette Ezeta Salcedo, del Grupo Parlamentario del PVEM

La que suscribe, diputada Mariana Ivette Ezeta Salcedo, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecolo-

gista de México, en la LXI Legislatura al Congreso de la
Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
y 55, fracción II, 58 y 59 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, y demás relativos, somete a consideración de esta
soberanía proposición con punto de acuerdo fundada en la
siguiente

Exposición de Motivos

La magnitud de la carga de enfermedad y discapacidad
atribuible a los trastornos mentales, es un fenómeno cre-
ciente y preocupante en el mundo. La Organización Mun-
dial de la Salud, estima que existen 450 millones de perso-
nas que padecen algún tipo de enfermedad mental. En
América Latina y el Caribe se calcula que las personas que
sufren de estos padecimientos aumentarán de 114 millones
en el año 1990 a 176 millones en 2010.

México no es la excepción, muchos son los connacionales
que padecen enfermedades mentales, la Secretaría de Salud
estima que existen alrededor de 15 millones de personas
que sufren estos padecimientos. Personas que, además de
ser excluidos y marginados por la sociedad, en muchos de
los casos, no son oportunamente atendidos.

La organización civil “Voz Pro Salud Mental” estima que
alrededor del 15 por ciento de la población de México pa-
dece algún trastorno mental, y solamente 2.5 por ciento de
los pacientes se encuentran bajo supervisión médica. Nues-
tro país tiene 2.7 psiquiatras por cada 100 mil habitantes y
destina el 0.85 por ciento de su presupuesto nacional en sa-
lud, para atender la salud mental.

Un estudio de la Organizaron Panamericana de la Salud,
realizado recientemente en México señala que hasta un 80
por ciento de los pacientes diagnosticados con alguna en-
fermedad mental no habían recibido atención durante los
12 meses previos al diagnóstico. Porcentaje similar al que
nuestro secretario de Salud aludió durante la celebración
del Día Mundial de la Salud Mental, cuando comentó que
el 75 por ciento de las personas que sufren desordenes
mentales en el mundo en desarrollo no reciben tratamiento
alguno como parte de la reforma psiquiátrica en nuestro pa-
ís, el 19 de enero de 2004, se creó el Consejo Nacional de
Salud Mental (Consame), organismo dependiente de la Se-
cretaría de Salud federal, cuya misión es la implementa-
ción del nuevo modelo de atención en salud mental deno-
minado Miguel Hidalgo, mediante el cual se proporciona a
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los usuarios de todo el país, una atención de calidad, a tra-
vés de acciones de promoción, prevención y rehabilitación
en el campo de la salud mental. Lo que se traduce en una
mejor calidad de vida del usuario y de la familia, así como
su reintegración a la sociedad. Cabe hacer mención que,
para la realización de este modelo, el gobierno federal y los
gobiernos estatales del país, aplican recursos financieros
adicionales.

En México, las personas que no son derechohabientes de
los servicios de salud proporcionados por el Instituto Me-
xicano del Seguro Social o bien por el ISSSTE, acuden pa-
ra el tratamiento de sus padecimientos a los hospitales o
unidades de atención sectorizados de la Secretarías de Sa-
lud federales y estatales, en donde pagan una cuota de re-
cuperación por consulta externa.

Dichas cuotas de recuperación encuentran su fundamento
legal en el artículo 36 de la Ley General de Salud, en el
cual se señala que aquellas “que en su caso se recauden por
la prestación de servicios de salud” deberán ajustarse a lo
dispuesto a la legislación fiscal y a los convenios celebra-
dos. El mencionado artículo a la letra establece:

Artículo 36. Las cuotas de recuperación que en su caso
se recauden por la prestación de servicios de salud, se
ajustarán a lo que disponga la legislación fiscal y a los
convenios de coordinación que celebren en la materia el
Ejecutivo Federal y los gobiernos de las entidades fede-
rativas.”

Énfasis añadido

Las cuotas de recuperación, si bien es cierto que constitu-
yen un ingreso para el erario público, también lo es que
desmotivan a los pacientes y sus familiares a acudir a las
consultas a las unidades u hospitales de atención sectoriza-
dos de la Secretarías de Salud federales y estatales.

En refuerzo a lo anterior, es importante analizar el caso del
Centro de Integración de Salud Mental (Cisame-DF), en el
cual los pacientes que eran atendidos pagaban, hasta el año
2007, una cuota de recuperación de 10 pesos por consulta
externa. Recaudándose al termino del año, por este con-
cepto, 130 mil pesos.

Debido a la disminución en el número de pacientes, atri-
buible al costo originado por el pago de cuotas, sumado al
gasto del pago de transporte, comida y en ocasiones estan-
cia que tienen que sufragar los familiares que los acompa-

ñan, en el 2008, se tomó la decisión de eliminar las cuotas
de recuperación. Como resultado de la medida, las consul-
tas incrementaron a 50 mil 572, a diferencia de las 39 mil
177 del año 2007.

En México, únicamente en el Distrito Federal y en San
Luís Potosí no se cobran cuotas de recuperación.

Consideraciones

1. Si bien las cuotas de recuperación están previstas en el
artículo 36 de la Ley General de Salud, el mismo ordena-
miento, al incluir “que en su caso se recauden”, no estable-
ce el cobro de éstas como obligación para las dependencias
del sector salud, tan es así, que el Distrito Federal y San
Luis Potosí con la finalidad de incentivar a los pacientes
con problemas mentales a acudir a sus tratamientos, opta-
ron por eliminar el cobro de dichas cuotas.

2. Si bien es cierto que los montos obtenidos por el cobro
de cuotas de recuperación aportan al erario público, tam-
bién lo es que el no cobrarlas, no afecta las finanzas de las
instituciones de salud.

3. El impacto de la eliminación del cobro de cuotas de re-
cuperación en las consultas externas de los servicios de sa-
lud mental puede ser beneficiar las fianzas de los pacientes
y sus familias.

En atención a lo anteriormente expuesto, la legisladora que
suscribe, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México en esta soberanía, somete a
consideración del pleno la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del Congreso de la Unión
exhorta a la Secretaría de Salud a fin de que adopte, junto
con las Secretarías de Salud de las entidades federativas,
un acuerdo en el seno del Consejo Nacional de Salud, para
eximir del pago de cuotas de recuperación a las consultas
externas en los servicios de atención de salud mental, en
todo el país.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de noviembre de 2009.— Di-
putados: Mariana Ivette Ezeta Salcedo, Carlos Samuel Moreno Terán,
María Joann Novoa Mossberger, Angélica del Rosario Araujo Lara,
Francisco Javier Orduño Valdez, Mario Moreno Arcos, César Octavio
Madrigal Díaz, Leonardo Arturo Guillén Medina, Miguel Martínez Pe-
ñaloza, Kenia López Rabadán, Jaime Arturo Vázquez Aguilar, Leticia
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Quezada Contreras, Florentina Rosario Morales, Obdulia Magdalena
Torres Abarca, Laura Piña Olmedo, Roberto Gil Zuarth, Guadalupe Pé-
rez Domínguez, Elsa María Martínez Peña, Cecilia Soledad Arévalo
Sosa, Velia Idalia Aguilar Armendáriz, Gerardo del Mazo Morales, Gu-
mercindo Castellanos Flores, Gabriela Cuevas Barrón, Carlos Alberto
Pérez Cuevas, Mario Alberto Becerra Pocoroba, Pablo Rodríguez Re-
gordosa, María Sandra Ugalde Basaldúa, Paz Gutiérrez Cortina, María
Dina Herrera Soto, Jaime Oliva Ramírez, Jesús Gerardo Cortez Men-
doza, Daniel Gabriel Ávila Ruiz, Víctor Humberto Benítez Treviño.»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, diputada Ezeta Salcedo.

Le pido a la Secretaría…

La diputada Gabriela Cuevas Barrón (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Sí, la diputada Cuevas.

La diputada Gabriela Cuevas Barrón (desde la curul):
Para preguntarle a la diputada, si nos permite adherirnos a
su punto de acuerdo, a un grupo de diputados del PAN.
Gracias.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: ¿Está usted de acuerdo, diputada?

La diputada  Mariana Ivette Ezeta Salcedo (desde la cu-
rul): Sí.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Manifiesta su aceptación. Por tanto, todas aquellas di-
putadas y aquellos diputados que deseen participar pasen a
la Secretaría.

Señor diputado.

El diputado Víctor Humberto Benítez Treviño (desde la
curul): Presidente, para que el grupo parlamentario de mi
partido, el Revolucionario Institucional, se adhiera a esta
proposición.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Lo ha aceptado la diputada, por tanto pasen a la firma
en la Secretaría.

Pido a la Secretaría consulte a la asamblea si se considera
de urgente resolución.

El Secretario diputado Jaime Arturo Vázquez Aguilar:
En votación económica, se pregunta a la asamblea, con
fundamento en el artículo 59 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, si se considera de urgente resolución la
proposición. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa, sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los di-
putados que estén por la negativa, sírvanse manifestarlo.
Señor presidente, hay dos terceras partes por la afirmativa,
es mayoría calificada.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se considera de urgente resolución.

En consecuencia está a discusión la proposición. Se abre el
registro de oradores. Al no haber registro de oradores, pido
a la Secretaría consulte si se considera suficientemente dis-
cutida la proposición.

El Secretario diputado Jaime Arturo Vázquez Aguilar:
En votación económica, se pregunta a la asamblea si se
considera suficientemente discutida la proposición. Las di-
putadas y los diputados que estén por la afirmativa, sírvan-
se manifestarlo. Las diputadas y los diputados que estén
por la negativa, sírvanse manifestarlo. Mayoría por la afir-
mativa, señor presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Suficientemente discutida.

Consulte la Secretaría a la asamblea, en votación económi-
ca, si se aprueba la proposición.

El Secretario diputado Jaime Arturo Vázquez Aguilar:
En votación económica, se pregunta si se aprueba la pro-
posición. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa, sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los di-
putados que estén por la negativa, sírvanse manifestarlo.
Señor presidente, es mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Por unanimidad se declara aprobada, por tanto, comu-
níquese.

En razón de que se ha cumplido con el tiempo reglamenta-
rio de la presente sesión, proceda la Secretaría a dar lectu-
ra al orden del día de la próxima sesión.
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ORDEN DEL DIA

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Primer Periodo de Sesiones Ordinarias.— Primer Año de
Ejercicio.— LXI Legislatura.

Orden del día 

Martes 24 de noviembre de 2009.

Lectura del acta de la sesión anterior.

Oficio del Congreso del estado de San Luis Potosí

Con el que remite iniciativa con proyecto de decreto que
reforma el artículo 2o. de la Ley de Coordinación Fiscal.

Y los demás asuntos con los que la Mesa Directiva dé
cuenta.»

CLAUSURA Y CITATORIO

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña (a las 15:13 horas): Se levanta la sesión y se cita para la
que tendrá lugar el próximo martes 24 de noviembre, a las
10 horas. Y se les informa que el sistema electrónico esta-
rá abierto a partir de las 8:30 horas del martes 24 de no-
viembre.

————— O —————
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RESUMEN DE TRABAJOS

• Tiempo de duración: 3 horas 9 minutos

• Quórum a la apertura de sesión: 279 diputados

• Asistencia al cierre de registro: 406 diputados

• Comisiones reglamentarias y protocolarias: 1

• Minuto de silencio: 1

• Diputados que participaron: 57

PRI 31 
PAN 6 
PRD 11 
PVEM 1 
PT 6 
NA 2

Se recibieron o presentaron:

• 1 invitación de la Secretaría de Cultura del Gobierno del Distrito Federal a ceremonia cívica con-
memorativa;

• 1 oficio de la Procuraduría General de la República con el que remite contestación a punto de acuer-
do aprobado por la Cámara de Diputados;

• 1 oficio del Congreso de Nuevo León con el que remite contestación a punto de acuerdo aprobado
por la Cámara de Diputados;

• 1 oficio de la Comisión Nacional del Agua con el que remite contestación a punto de acuerdo apro-
bado por la Cámara de Diputados;

• 1 oficio de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público;

• 1 oficio de la Secretaría de Gobernación con el que remite contestación a punto de acuerdo aproba-
do por la Cámara de Diputados;

• 2 oficios de la Secretaría de Gobernación por los que solicita el permiso constitucional necesario pa-
ra que igual número de ciudadanos puedan desempeñar cargos de cónsules honorarios;

• 1 oficio de la Secretaría de Gobernación por el que solicita el permiso constitucional necesario pa-
ra que cuatro ciudadanos mexicanos puedan prestar servicios en diversas representaciones diplomáti-
cas en México, respectivamente;

• 1 oficio de la Cámara de Senadores por el que comunica que las Comisiones Unidas de Puntos Cons-
titucionales, y de Estudios Legislativos, Segunda, desecharon la minuta con proyecto de decreto por
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el que se adiciona un segundo y tercer párrafos, recorriéndose los subsecuentes en su orden, al ar-
tículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;

• 7 oficios de la Cámara de Senadores con los que remite igual número de proposiciones con pun-
to de acuerdo relativas al Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2010;

• 2 iniciativas de senadores del PRD;

• 1 minuta con proyecto de decreto para los efectos de la fracción D) del artículo 72 constitucio-
nal;

• 1 minuta con proyecto de decreto para los efectos de la fracción E) del artículo 72 constitucio-
nal;

• 1 minuta con proyecto de decreto;

• 11 iniciativas del PRI;

• 3 iniciativas del PAN;

• 1 iniciativa del PT;

• 2 iniciativas de Nueva Alianza;

• 19 proposiciones con punto de acuerdo.
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• Ambrosio Cipriano, Heriberto (PRI). . . . . . . . . . . . . 

• Benítez Lucho, Antonio (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Burelo Burelo, César Francisco (PRD). . . . . . . . . . . 

• Burelo Burelo, César Francisco (PRD). . . . . . . . . . . 

• Cárdenas Gracia, Jaime Fernando (PT). . . . . . . . . . . 

• Castilla Marroquín, Agustín Carlos (PAN). . . . . . . . . 

• Castillo Juárez, Laura Itzel (PT). . . . . . . . . . . . . . . . 

• De la Fuente Dagdug, María Estela (PRI). . . . . . . . . 

• De la Torre Valdez, Yolanda (PRI). . . . . . . . . . . . . . . 

• Di Costanzo Armenta, Mario Alberto (PT).. . . . . . . . 

• Díaz Lizama, Rosa Adriana (PAN). . . . . . . . . . . . . . 

• Diputados del PRI. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Diputados del PRI. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Diputados del PRI. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Ezeta Salcedo, Mariana Ivette (PVEM). . . . . . . . . . . 

• Fernández Noroña, José Gerardo Rodolfo (PT). . . . . 

Programa de creación de empleos en zo-
nas de marginación: 151, 154

Control sanitario en la publicidad: 151

Asistencia: 156

Ley que crea el Fideicomiso que Admi-
nistrará el Fondo de Apoyo Social para
ex Trabajadores Migratorios Mexicanos: 
72

Reglamento de Transparencia, Acceso a
la Información Pública y Protección de
Datos Personales de la Cámara de Dipu-
tados: 73

Código Federal de Procedimientos Pena-
les - Código Penal Federal: 114, 126

Cámara de Diputados: 126

Estado de Tabasco: 163

Código Federal de Procedimientos Pena-
les - Código Penal Federal: 126

Orden del día: 13

Ley de la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos: 89

Ley del Impuesto al Valor Agregado: 62

Presupuesto de Egresos de la Federación
2010: 59

Programa de Apoyo al Campo: 133

Salud mental: 175

Cámara de Diputados: 127

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESION
( en orden alfabético )
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• Fernández Noroña, José Gerardo Rodolfo (PT). . . . . 

• García Gómez, Martha Elena (PRD). . . . . . . . . . . . . 

• Guillén Padilla, Olivia (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Guillén Padilla, Olivia (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Gutiérrez Villanueva, Sergio Ernesto (PRD). . . . . . . 

• Hernández Pérez, David (PRI).. . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Jiménez Hernández, Blanca Estela (PRI). . . . . . . . . . 

• Jiménez López, Ramón (PRD).. . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Jiménez Merino, Francisco Alberto (PRI). . . . . . . . . 

• Jiménez Merino, Francisco Alberto (PRI). . . . . . . . . 

• Leyva Hernández, Gerardo (PRD). . . . . . . . . . . . . . . 

• Luken Garza, Gastón (PAN). . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Mazari Espín, Rosalina (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Morán Sánchez, Leoncio (PAN). . . . . . . . . . . . . . . . 

• Muñoz Ledo y Lazo de la Vega, Porfirio Alejandro
(PT). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Ortiz González, Graciela (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Pérez de Tejada Romero, María Elena (PAN). . . . . . 

• Pérez Magaña, Eviel (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ley de Fiscalización y Rendición de
Cuentas de la Federación - Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos - Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos: 132

Estancias infantiles para hijos de estu-
diantes de universidades públicas: 138,
140

Estado de Jalisco: 141

Programa de creación de empleos en zo-
nas de marginación: 153

Estado de Chiapas: 161

Ley del Impuesto sobre la Renta: 107

Pequeñas y medianas empresas: 164

Salarios mínimos: 145

Autoproducción alimentaria: 136

Programa nacional de biocombustibles: 
135

Estado de Zacatecas: 161

Horario estacional: 58

Ley del Servicio Público de Energía
Eléctrica: 111

Estado de Colima: 171

Salarios mínimos: 147

Ley para la Importación Definitiva de
Vehículos Usados Procedentes de la Zona
del Tratado de Libre Comercio de Amé-
rica del Norte: 99

Estancias infantiles para hijos de estu-
diantes de universidades públicas: 140

Ley de Coordinación Fiscal: 86
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• Pinedo Alonso, Cora Cecilia (Nueva Alianza). . . . . . 

• Pinedo Alonso, Cora Cecilia (Nueva Alianza). . . . . . 

• Ramírez Pineda, Narcedalia (PRI). . . . . . . . . . . . . . . 

• Ríos Piter, Armando (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Rodríguez Hernández, Jesús María (PRI). . . . . . . . . 

• Salgado Romero, Cuauhtémoc (PRI). . . . . . . . . . . . . 

• Salgado Romero, Cuauhtémoc (PRI). . . . . . . . . . . . . 

• Santiago Ramírez, César Augusto (PRI). . . . . . . . . . 

• Santiago Ramírez, César Augusto (PRI). . . . . . . . . . 

• Soto Martínez, Leobardo (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Torres Abarca, Obdulia Magdalena (PRD). . . . . . . . . 

• Trujillo Zentella, Georgina (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . 

• Trujillo Zentella, Georgina (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . 

• Vargas Cortez, Balfre (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Villarreal Salinas, Jesús Everardo (PRI).. . . . . . . . . . 

• Zamora Cabrera, Cristabell (PRI). . . . . . . . . . . . . . . 

Ley Federal de Presupuesto y Responsa-
bilidad Hacendaria: 92

Ley para el Desarrollo de la Competiti-
vidad de la Micro, Pequeña y Mediana
Empresa - Ley de Cámaras Empresaria-
les y sus Confederaciones: 77

Comisión de Protección Civil: 154, 156

Estado de Guerrero: 171

Control sanitario en la publicidad: 148,
151

Estado de Guerrero: 169

Secretaría de Comunicaciones y Trans-
portes: 143

Auditoría Superior de la Federación: 64

Ley de Fiscalización y Rendición de
Cuentas de la Federación - Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos - Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos: 127,
132

Ley del Impuesto sobre la Renta: 94

Estado de Chiapas: 159, 161

Comisión de Protección Civil: 156 

Ley que crea el Fideicomiso que Admi-
nistrará el Fondo de Apoyo Social para
ex Trabajadores Migratorios Mexicanos:
69 

Estado de Querétaro: 166

Ley General de Desarrollo Social - Ley
de los Derechos de las Personas Adultas
Mayores: 65

Estado de Tamaulipas: 156


